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PRESENTACIÓN 

E 1 tema central tiene como con­
texto el particular momento 
político ecuatoriano de la próxi­

ma Asamblea Constituyente que asumi­
rá la compleja tarea de dictar la vigési­
ma Constitución Política, a menos de 
diez años de vigencia de la actual, por 
lo que tiene sentido plantearse la pre­
gunta: ¿por qué en el país la Constitu­
ción tiene una vigencia tan precaria?, 
como señala A. Grijalva en su artículo 
"Constitución, institucionalidad y dere­
cho en Ecuador". 

Ya no se trata actualmente de los 
problemas planteados a finales de los 
80 en torno a una judicialízación de la 
política, relativo a judicializar las prácti­
cas y procedimientos políticos, ni tam­
poco a una politización de la justicia, 
que consistía en politizar los procedi­
mientos judiciales. Por lo que, lo que 
hoy está en cuestión sería el mismo ejer­
cicio político del gobierno, que instru­
mentaliza cada vez más la justicia y el 
derecho, al mismo tiempo que despoja 
legalmente a los ciudadanos de sus 
libertades y derechos, implicando que 
los Estados políticamente débiles nece­
sitan cada vez más volverse autoritarios, 
pero recurriendo al derecho para legiti­
mar su autoritarismo. El caso de los paí­
ses árabes, analizado por B. Dupret, es 
revelativo de tales situaciones. 

La ley, el derecho, las reformas 
constitucionales tienden a convertirse 
en instrumentos no de mediación sino 
de mediatización instrumental entre los 
gobernantes y los gobernados. Conse-

cuencia de ello, será la judicialización 
de la conflictividad socio-política y la 
criminalización de la protesta o rebe­
lión: como si los ciudadanos deberían 
sujetarse legalmente al imperativo de la 
"gobernabilidad". 

En el debilitamiento nacional de los 
Estados y su pérdida de soberanía en el 
nuevo orden económico y geopolítico 
global, es que las relaciones entre el 
derecho y la política han quedado pro­
fundamente transformadas. El Estado ya 
no es capaz de garantizar políticamente 
los derechos civiles, quedando los ciu­
dadanos expuestos y amenazados .por 
otras fuerzas como son las económicas 
y del mercado; de ahí que, ese mismo 
Estado trata de reforzar las seguridades 
de la sociedad (más las seguridades de 
los mercados que las civiles, aun cuan­
do aquellas también dependan de 
éstas), a costa de las libertades ciudada­
nas. El trabajo de R. Valpuesta Fernán­
dez contribuye al reconocimiento de 
que la economía de libre mercado ha 
supuesto la imposición de lo privado 
sobre los derechos fundamentales. 

Antes los derechos civiles eran lo 
suficientemente fuertes y políticamente 
garantizados para poder asegurar la 
libertad en su ejercicio, para su aplica­
ción con igualdad por muy grandes que 
fueran las diferencias sociales; es decir, 
tales diferencias sociales, lejos de ser un 
impedimento para un igual ejercicio de 
los derechos ciudadanos, su común y 
compartida aplicación, morigeaban que 
las diferencias sociales se convirtieran 
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en desigualdades sociales. Por el contra­
rio, actualmente, en la sociedad de mer­
cado en. el mundo global, cuando la 
ruptura del vínculo social, enfrenta a 
todos los ciudadanos entre si en razón 
de todas sus diferencias sociales, cua­
lesquiera que éstas sean, y cuando las 
diferencias se vuelven desigualdades 
(tema central del anterior número 70 de 
esta revista), surge entonces la necesi­
dad de multiplicar tantos derechos y 
libertades específicos o particulares 
cuantas sean las diferencias posibles. 
Las relaciones sociales dejan de regular­
se por el intercambio social para regirse 
por el derecho y la legislación. Asisti­
mos entonces a la mutación de la ciu­
dadanía política por una ciudadanía 
jurídica. 

Sociedad, Estado y derecho, son 
parte de un universo conceptual que 
requiere ser ubicado en sus contextos 
históricamente construidos, siendo con­
ceptos integrales y complementarios 
entre sí. Lo fundamental en su uso y la 
práctica política y jurídica es contar y 
exponer con precisión la terminología 
utilizada hacia evitar la pérdida de obje­
tividad. Tal es el aporte de Pedro Fernán­
dez de Córdova desde su trabajo 
"Sociedad, Estado y derecho". · 

El Estado Social de Derecho implica 
un avance histórico de la humanidad 
por cuanto a más de establecer la igual­
dad y limitar el poder del Estado, que en 
su origen significó el nacimiento del 
Estado de Derecho, asume la igualdad 
real y regula la propiedad privada suje­
tando a ésta al interés social, por lo que 
en su conceptualización y en la prácti­
ca jurídica implica el incorporar los 
derechos económicos, sociales y cultu-

rafes como fundamento de la constitu­
cionalidad de un régimen de gobierno; 
como lo expone J. Salgado en su artícu­
lo "El reto de tomarnos en serio el 
Estado Social de Derecho". Señalando 
además, que la igualdad debe ser tam­
bién reconocida como el derecho a la 
diferencia y a la no discriminación, un 
asunto controversia! dentro en la políti­
ca social de los Estados, como demos­
traría los casos de las personas y colec­
tivos BLTGT, analizado por M. Camacho 
Z. a través de su trabajo "Reconoci­
miento constitucional es sinónimo de 
no discriminación y derechos?" 

La actual coyuntura ecuatoriana 
parecería cargada de dos contradiccio­
nes de un alto potencial· interpretativo. 
Un candidato a la presidencia Rafael 
Correa, gana las elecciones y comienza 
a gobernar sin un partido político ni 
representación en el Congreso. Al 
mismo tiempo, cuando las instituciones 
democráticas de representación política 
ostentan la mayor deslegitimación, la 
convocatoria a elecciones para la Asam­
blea Constituyente, ha desencadenado 
un frenesí de candidatos. El ocaso de la 
representación política y su sustitución 
por un representativismo político, per­
mite sugerir que lo que estamos vivien­
do es la aparición de un caudillismo 
democrático, como lo plantea J. Sán­
chez-Parga en: "Fin de la representa­
ción, pugna de representatividades y 
democracia caudillista". 

Debate Rural Agrario trae un aporte 
de F. Guerrero, acerca de el debatido 
tema dei desarrollo locai, asumido 
desde los requerimientos de institucio­
nalidad que tal terminología engloL.J, a 
partir de una investigación en f,ls micro 



regiones del sur de Manabí y de la 
Cuenca Alta del río jubones en la pro­
vincia del Azuay: 

la sección Análisis contiene el tra­
bajo de R. Casillas: "Aportes de asilados 
y refugiados a la cultura en México a 
finales del siglo XX", una otra entrada a 
la cuestión migratoria que suscita per­
manentes debates y discusiones más 
bien ¡:>.or el lado de sus efectos perversos 
o de sus beneficios a los ingresos nacio­
nales. Este tema ha sido recurrente en 
algunos números de la revista. Otro 
tema de actualidad es la denominación 
de esas particulares formas de gobierno 
que se acogen bajo la calificación de 
"socialismo siglo XXI", en el marco de 
los vientos de "nuevas izquierdas", en la 
región, al respecto es pertinente el tra­
bajo de M. González, "Transición socia-
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lista en la era de la globalizacíón: notas 
para reflexionar". 

Conviene llamar la atención sobre la 
deuda que fas Ciencias Sociales tienen 
respecto del análisis de las instituciones 
jurídicas, sobre todo en lo que respecta 
a la relación de éstas con la democracia 
y la institucionalidad. Esta deuda está 
pendiente y pretenderíamos que el 
aporte del tema central de este número 
de la revista concite la necesaria aten­
ción multidisciplinaria e interdisciplina­
ria en función de entender, no solo la 
realidad jurídica y sus implicancias 
positivas, sino que permitan reconocer 
contextos históricos, formas de acción y 
normativas que nos darán cuenta de la 
democracia realmente existente. 

LOS EDITORES 
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COYUNTURA 

Fin de la representación, pugna de 
representatividades y democracia caudillista 
José Sánchez-Parga· 

Sí la política no se entiende mejor que en sus contradicciones, la actual coyuntura ecuatoriana 
proporciona dos, extraordinariamente significativas y cargadas de un alto potencial interpreta­
tivo. Por primera vez en la moderna historia republicana del país un candidato a la Presidencia 
gana las elecciones y comienza a gobernar sin un partido político ni representación par/amen· 
taria en el Congreso. Y, de otro lado, precisamente cuando las instituciones democráticas de la 
representación política (partidos, Congreso, diputados, elecciones} habían alcanzado su clímax 
de mayor deslegitímación y hasta corrupción, la convocatoria electoral a una Asamblea 
Constituyente ha desencadenado un frenesí de candidatos, representantes no sólo de los par­
tidos tradicionales sino sobre todo de nuevas agrupaciones y movimientos políticos, de 
movimientos sociales, de medios de comunicación, de ONC's, grupos empresariales, de la 
farándula, "reinas de belleza: deportistas y de la misma Iglesia; incluso de quienes hace pocos 
meses se habían manifestado contra la partidocracia, habían reclamado "que se vayan todos'; 
"fuera todos" los diputados, demostrando contra la "clase corrupta" de los congresistas y par­
tídos1. 

L 
a actual coyuntura combina el 
largo ocaso de la representación 
política, y su sustitución por un 

representativismo político, con la apari­
ción de un caudillismo democrático 
según el modelo de Chávez, Morales y 
Correa. Nada demuestra mejor que la 
política y lo político ya no son lo que 
h<~bían sido como las profundas muta­
ciones de la política: antes, representan-

te político era quien ejercía una repre­
sentación política en el Congreso 
Nacional, mientras que hoy se vuelven 
representantes políticos, quienes -perso­
nas, personajes o personalidades- son 
representativos. Esta mutación es funda­
mental, ya que la representación no 
sólo es una categoría política, que signi­
fica el vínculo y correspondencia entre 
el gobernante y· sus gobernados, sino 

lnv<·>lt~Mlor del CAAP (Centro And!flo Acnón Popular). 
h1 ,!ilril del 2006, con la caída de Guttérrez. y en 1007 con l.< expulsión oe 25 paddt!>e!lt.u•o' de! 
Congreso, hubo dos ,1m.1gos de lonch.m11ento de dipt~t.Jdos. 
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que identifica la especificidad de la 
democracia: no de cuanto el pueblo se 
encuentra representado en sus gober­
nantes sino sobre todo en las políticas 
que lo gobiernan2. 

Por su parte, el actual fenómeno. del 
caudillismo democrático (en América 
latina y en Ecuador) responde a la radi­
cal crisis de la representación política: 
"una confiscación casi total de la sobe­
ranía popular por parte de los elegidos" 
(Carré de Malberg) ha hecho que "todo 
el sistema representativo esté considera­
do como un mal conductor de la volun­
tad popular"; resultado de lo cual es la 
emergencia de los actuales caudillos 
democráticos no sólo capaces de con­
ducir dicha voluntad popular sino tam­
bién de enfrentarse a un dominio neoli­
_beral, y sobre todo restaurar la relación 
entre la democracia gobernante y la 
democracia gobernada y ello sobre la 
deslégitimación de las mismas institu­
ciones democráticas3. Puesto que la lla­
mada crisis institucional no es más que 
una crisis de representación política 

1. Progresivo decline de la repre­
sentación política 

En Ecuador (como en general en 
América latina e incluso en todo el 
mundo) la representación política se ha 
ido debilitando y deslegitimando por 
dos series de factores, estructurales unos 
e institucionales otros. 

a) factores estructurales 

Además de la arraigada "heteroge­
neidad estructural" de la sociedad ecua­
toriana, en el transcurso de las dos últi­
mas ~cadas las políticas y gobiernos 
neoliberales y las crecientes iniquidadés 
sociales resultado del nuevo modelo de 
crecimiento económico han segmenta­
do profundamente el tejido social, 
amplíado las desigualdades, abriendo 
brecha entre mayoría empobrecidas y 
minorías enriquecidas, y confrontando 
los poderosos intereses de unos grupos 
con las crecientes necesidades de otros. 
Todo esto ha hecho mucho más difícil la 
representación política de "intereses 
colectivos" de un "bien común, de pro­
yectos compartidos en la sociedad 
ecuatoriana. Más aún si sólo lo público 
es políticamente representable los 
imperativos, las fuerzas y lógicas de la 
privatización constituyen un tenaz 
impedimento para la representación 
política. 

Este modelo de crecimiento econó­
mico concentrador y acumulador de 
riqueza en la medida que polariza de 
manera irreconciliable la sociedad, 
reduce, debilita y deslegitima las clases 
medias, que de reciente formación, 
pequeña y nunca suficientemente hege­
mónicas, siempre fueron necesarias no 
sólo para atenuar las contradicciones y 
conflictos sociales sino también para 
definir el "bien común" y los intereses 

2 Para un tratado sobre la representación política cfr. Hannah F. Pitkín, El concepto de representación, 
Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1985. Sobre el primer gran teórico de fa representación 
política moderna dr. )ean Denis Bredin, Seiyés. La cié de la Revo/ution F1ancaise, Edít. de Falloís, París, 
1988. 

3 Jacques juillard, "Nous le peuple. Crise de la représentation", le Débat, n. 143, janvier-fevrler 2007. 



más compartidos de la sociedad. 
Finalmente en una sooedad de merca­
do cuanto más fuertes son los intereses 
privados mejor se imponen como si fue­
r;:m intereses públicos al resto de la 
sociedad; lo cual hace que su represen­
tación política incurra en un tal descré­
dito, que termine por ser impugnada4. 

Las instituciones de la representa­
ción política (sistema electoral, sistema 
de partidos, diputados y Congreso} 
siempre fueron incapaces, o contaron 
con extraordinarias dificultades, para 
representar políticamente las demandas 
y reivindicaciones mayoritarias y más 
urgentes surgidas de la sociedad, y las 
que más intensamente protagonizaron e 
interpretaron los diferentes grupos y 
sectores de ella. Tal fracaso de la repre­
sentación política comienza a agravarse 
en la década de los 80 y más aún duran­
te los años 90, cuando en el contexto de 
la transición democrática los movimien­
tos sociales incrementan e intensifican 
sus exigencias y reivindicaciones por 
una mayor participación (socio-econó­
mica, política y cultural}. Al malograrse 
así la representación ·política los movi­
mientos sociales se politizaron, para 
convertirse ellos mismos en represen­
tantes de sus propias demandas y reque­
rimientos. Y este proceso de politización 
de los movimientos sociales se radicali­
za y refuerza en la medida que los 
movimientos sociales entran en un ciclo 
político de la protesta emprendiendo 
movilizaciones sociales cada vez más 
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violentas contra un modelo económico 
que impide toda posible distribución de 
la riqueza y por consiguiente toda espe­
ranza de participación en ella. 

Los factores de orden estructural 
terminaron minando las instituciones de 
la representación política como eran los 
partidos políticos, sin cuya mediación 
aquella no es posible. Una sociedad 
invertebrada por las desigualdades, las 
exclusiones y el aumento de las diferen­
Cias socio-económicas entre todos sus 
sectores, constantemente movilizada 
por conflictos y protestas no puede ser 
ideológicamente organizada ni repre­
sentada por partidos políticos. Sin una 
mínima participación en la sociedad, 
que de alguna manera organice intere­
ses y fuerzas sociales, no hay posible 
representación parlamentaria, y por 
consiguiente tampoco un sistema de 
partidos, que la estructure y haga efecti­
va. La "faccionalización del sistema de 
partidos es en gran medida una función 
de la estructura social"5. 

Estos cambios contribuyeron a 
transformar lo que había sido la repre­
sentación política en representatividad 
política: los movimientos sociales y sus 
dirigentes se vuelven representantes 
políticos no sólo de las reivindicaciones 
sino también y sobre todo de las protes­
tas contra décadas de gobiernos neoli­
berales, de las políticas de ajuste estruc­
tural y del nuevo modelo económico de 
la globalización. Esto ha dado lugar a 
un masivo cambio de regímenes de 

4 Estos argumentos y los que siguen han sido ya planteados y desarrollados en J. Sánchez-Parga, "tPor 
qué se des legitima la democracia? El desorden democrático", Ecuador Debate, n. 62 agosto, 2004. 

5 Juan J. linz, "Parlamentary or Presidential Democracy•, en Juan J. linz & A. Valenzuela, The Failure of 
Presidential Democracy, Baltimore and london, The john Hopkins University Press, 1994:65. 
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gobierno en América latina (lula, 
Bachelet, Tabaré Vázquez, Kirchner) y a 
la aparición de caudillismos democráti­
cos (Chávez, Evo Morales, Correa), unos 
y otros resultados y expresión de estos 
cambios. Mientras que todos ellos cons­
tituyen una reacción contra las décadas 
neoliberales e interpretación de una 
cierta a/ter-globalización, los caudillis­
mos democráticos son producto de: a) 
el debilitamiento y deslegitimación de 
las instituciones democráticas y en par­
ticular de la representación política; b} 
no representar partidos políticos sino 
movilizaciones y movimientos sociales; 
e) un gobierno más social que socialista 
con políticas distribucionistas y nacio­
nalizadoras. 

b) Factores Institucionales 

En Ecuador el ocaso de la represen­
tación política respondió también a fac­
tores institucionales. El Congreso ecua­
toriano quedó profundamente deslegiti­
mado y debilitado con la Constitución 
de 1998 en sus tres funciones principa­
les: la representación política, la inicia­
tiva legislativa y el control o fiscaliza­
ción del Ejecutivo. la posibilidad de 
candidatos independientes (respecto de 
listas electorales de partidos) para la 
elección de diputados, la elección de 
diputados provinciales y no nacionales 
(art. 126), aun cuando se establezca que 
"actuarán con sentido nacional y serán 
responsables políticamente ante la 
sociedad" (art. 135); todo ello ha contri­
buido a precarizar y corromper la repre­
sentación política del Congreso, propi­
ciando una representación delegativa 
de intereses particulares y privados. 

las mayores facultades atribuidas al 
Ejecutivo en materia legislativa, sobre 
todo para los proyectos de ley de urgen­
cia económica (art. 155 - 160), fragili­
zan el Congreso a la vez que refuerzan 
:as facultades del Presidente. Tal debili­
tamiento parlamentario y reforzamiento 
del Ejecutivo se agravan aún más, al 
quedar el Congreso despojado de la efi­
cacia de su función fiscalizadora y con­
troladora del Ejecutivo (art.130). 
Consecuencia de todo ello es que los 
partidos, en cuahto mediación de la 
representación política entre la socie­
dad y el Congreso, quedan también 
debilitados y se corrompen al convertir­
se en intermediarios de intereses parti­
culares y privados de las provincias y 
grupos de influencia o de presión. 

Al perder sobre todo sus facultades 
de fiscalizar al Ejecutivo, cuyo poder 
sale reforzado de estas reformas, el 
Congreso consigue por compensación 
otros "contra-poderes", al adquirir la 
capacidad de nombrar Procurador, 
Ministro Fiscal, Defensor del Pueblo, 
Superintendentes, Tribunal Supremo 
Electoral, Tribunal Supremo Consti­
tucional... (art. 130, n. 11 ). De esta 
manera los partidos y los diputados 
compensarán el poder y legitimidad 
perdidos de su representación en el 
Congreso con el poder sobre los otros 
organismos del Estado, que fácilmente 
se convierten en contrapoderes, sobre 
todo para enfrentar al Gobierno 
Ejecutivo, y desatar un conflicto perma­
nente al interior de todo el sistema polí­
tico. 

Es así como la representación polí­
tica del Congreso queda suplantada por 
otras fuerzas e intereses, mientras que la 



sociedad (civil), al no encontrarse políti­
camente representada, a) ella misma se 
politiza, actuando las fuerzas sociales 
como fuerzas políticas, y b) se privatiza, 
forzando a que los intereses particulares 
y privados sean delegados para su repre­
sentación en el Congreso; e) produce 
sus propias representatividades políti­
cas, incurriendo en una cierta contra­
dicción dada su condición de civil. 

La Constitución de 1998 despojó al 
Congreso de su principal poder de fis­
calizar el Ejecutivo, función ésta tanto 
más esencial en una democracia tan 
Presidencialista como la ecuatoriana. 
Además de ello el Congreso perdió 
poderes e iniciativas legislativas, sobre 
todo en el ámbito económico con el 
consiguiente reforzamiento del poder 
Ejecutivo. En segundo lugar el creciente 
predominio neoliberal fue disolviendo 
las ideologías políticas de los partidos, 
los cuales se encontraron además debi­
litados y deslegitimados por los cambios 
de un sistema electoral, que contribuyó 
a desnacionalizar la representación polí­
tica, volviéndola cada vez más regiona­
lista y provincialista y hasta local; e 
incluso el mismo régimen de minorías 
parlamentarias obstaculiza las delibera­
ciones, alianzas y acuerdos parlamenta­
rios para el ejercicio de la representa­
ción política6. 
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Todos estos procesos convergen en 
una profunda conversión de la repre­
sentación política al quedar privatizada 
su esencial naturaleza pública, dando 
lugar a lo que O'Oonnell denominó 
representación delegativa; la que con­
siste en representar políticamente los 
intereses privados como si fueran interés 
público7• La representación delegativa 
suplanta el espacio público-político del 
Congreso Nacional para desempeñar 
una representación característica del 
derecho privado, de acuerdo a la cual 
los representantes políticos actúan 
como si fueran abogados de representa­
dos y de sus intereses particulares. los 
representantes políticos, diputados, 
dejan de definirse por el ejercicio de su 
representación política, representando 
los intereses públicos del país y el bien 
común nacional, para definirse en refe­
rencia a sus representados. Lo . cual 
disolvería la esencia misma de la demo­
cracia, pues según Seyes cualquier dele­
gación o presión, o rendimiento de 
cuentas de los "ciudadanos activos" 
sobre los representantes liquidaría el 
Estado representativo. 

e) De la representación delegativa a la 
representatividad 

la representación delegativa no es 
más que una representación clientelar 

6 No hay mejor símbolo de la desinstitucionalización política y des legitimación del poder parlamentario 
del Congreso. que su falta de sede propia; desde hace siete años, por razones de trabajos en su antiguo 
edificio, el Congreso ecuatoriano sesíona donde le prestan un local. Es también muy simbólico que 
desde hace unos años tenga que sesionar en las instalaciones del antiguo Banco Centra l. 

7 El primer estudio sobre el tema de Guillermo O'Donnell ("Delegatíve Democracy•, Jouma1 uf 
Democracy, n. 1994:56-69: ¿Democracia delegatíva?, en Romeo Grompone (edil.), Instituciones 
Políticas y Sociedad. Lecturas introductorias, IEP. lima, 1995), enfoca la "delegación" más en referen­
cia al Presidente que a la representación parlamentaría. 
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en el sentido que aprovecha y pervierte 
el espacio público y los procedimientos 
políticos del Congreso para ejercer a 
través de ellos una representación priva­
da de intereses particulares. Pero este 
modelo de representación delegativa se 
degrada aún más al volverse progresiva­
mente una representación sociológica 
de carácter imaginario, en la medida 
que los representantes poi íticos se 
encuentran ca_da vez más asociados e 
identificados sociológicamente con sus 
representados 1 electores; como si éstos 
se encontraran mejor representados en 
aquellos. La representación sociológica 
tendería real o imaginariamente a repro­
ducir en el Congreso las condiciones 
sociales (reales o sublimadas) de los 
representados, como si la mayor identi­
ficación entre representantes y repre­
sentados garantizara el mejor ejercicio 
de la representación política. 

Si ya los mass - media desempeñan 
un papel importante en la aparición y 
desarrollo de una representación socio­
lógica por parte de los representantes 
políticos, dicho papel de los medios de 
comunicación se vuelve decisivo en el 
cambio del mismo concepto de la 
representación a la representatividad 
políticas. La representaúvidad significa 
algo más que el grado de identificación, 
similitud o de reconocimiento entre los 
representados y sus representantes; la 
representatividad ya no tiene que ver ni 
con la capacidad para ejercer una 

representación política ni tampoco 
siquiera con la posible correspondencia 
entre representantes y representados; 
consiste más bien en la investidura per­
sonal lograda privada y particularmente 
en el ámbito de la sociedad civil; para 
ser ejercida públicamente; se trataría 
sobre todo de personalidades privadas, 
que pretenden ejercer una representa­
ción pública y política de intereses par­
ticulares9. 

La crisis y ocaso de la representa­
ción política ha dado lugar a un repre­
sentativismo, por el cual todos los ciu­
dadanos, grupos y sectores de la socie­
dad civil, desde los movimientos socia­
les hasta las ONG's, pasando por los 
mass-media y la Iglesia se vuelven polí­
ticamente representativos: es decir poli­
tizan su personal y privada representati­
vidad social para ocupar el vacío deja­
do por la clase política y las institucio­
nes de la representación política. 
Resulta obvio que en la producción de 
este fenómeno los mass-media, prensa y 
sobre todo televisión y radio han 
desempeñado un papel muy decisivo, 
no sólo como parte de la mediatización 
de la política y de la opinión pública 
sino sobre todo de l;:¡ "rnediocr;:¡cia"; lo 
que significa mucho m,ís que la media­
tización de la misma (]emocracia 1 o. 

La mediocracía o poder de los 
medios en cuanto sustitución de la 
democracíi1 ha sido resultado de un 
doble proceso. Por un lado el creciente 

8 la representación (Vorstellung¡ deja de _ser una produccíón 1kl bíPn uuJHjn, P•''·' ''"'v<·rt"''' ''" 1,, 
actuación cuasi escénica (Darstelfungl de quien reprP<t"nta a un "'P'''Sentdflo .ws<>nte. 

9 Cfr. jacques T. Godbout, "Pas de représentatíon sans rt>prés<:nt,lliVIttil" R••vu¡· ;fu t'vll\1 !\> _.\llf"r-</l•mo· 
cratie, a!ter-éco!lomíe, n. 26,2° sémestre 2005. 

10 Francoís·Henrí de Virieu, /.a M,:OdiacrMie, Flamrn.11ion, p,,rí<. 1 '~''2; ~<>l.tnd L1vrt >1, Mt;dr,h i'l 

Démocralie, Presse; de Sciences Po, P.tris, 1999. 



poder económico que domina los 
medios y que ha terminado por impo­
nerse sobre los poderes políticos, ha 
modificado radicalmente la naturaleza 
política de los mismos medios, los cua­
les han pasado de ser un contra-poder 
para convertirse en un poder, que fre­
cuentemente actúa como un anti-poder 
contra aquellos gobiernos que se 
enfrentan a los poderes económicos y 
empresariales de los propietarios de los 
medios 11_ De otro lado, el cambio de la 
representación (Vorstel/ung) en repre­
sentatividad (Darstellung), confiriendo a 
la política una cualidad escénica y 
espectacular, ha atribuido a los medios 
una extraordinaria legitimidad política, 
no sólo porque únicamente aquello y 
aquellos que están en los medios exis­
ten políticamente sino porque represen­
tan esa nueva categoría democrática lla­
mada opinión pública, tanto en la medi­
da que la expresan como la producen o 
manipulan. 

De esta manera surge el fenómeno 
de la pugna de representatividades, la 
cual se encontrará dominada por la más 
poderosa y singular de todas ellas, y que 
ha dado lugar a un nuevo modelo de 
democracia en América Latina y parti­
cularmente en Ecuador: el caudillismo 
democrático. Por primera vez los 
Presidentes no sólo representan el poder 
Ejecutivo del gobierno sino también 
pretenden ejercer una representación 
política del pueblo. En las democracias 
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presidencialistas el Presidente de la 
República representa la nación, pero 
políticamente representa sólo el poder 
ejecutivo del Gobierno. 

Democracia cavdil/ista 

A la crisis y ocaso de la representa­
ción política y todas sus instituciones, 
sobre todo con el consiguiente debilita­
miento y deslegitimación del poder 
Legislativo, ha correspondido un refor­
zamiento de los poderes del Ejecutivo. 
Simultáneamente este fenómeno ha 
estado acompañado de una politización 
de los movimientos sociales y moviliza­
ciones de protesta contra políticas y 
gobiernos neoliberales, dando lugar en 
algunos países de América Latina, con 
frágiles instituciones democráticas, en 
particular las de la representación polí: 
tica {sistema electoral, de partidos y 
Congreso), a la elección de nuevos 
Presidentes con un perfil político muy 
similar: Chávez, Evo Morales y 
Correa 12. Es importante precisar que el 
actual fenómeno no es tanto un proble· 
ma de caudillismo cuanto de democra­
cia, debiéndose considerar las democra­
cias caudi!/ístas como uno de los mode­
los que podría adoptar la evolución de 
las democracias en todo el mundo y 
muy en particular las latinoamericanas, 
de acuerdo a una recomposición de la 
sociedad y el Estado, la cual "podrá 
hacerse desde un liderazgo personaliza­
do o desde los partidos o instituciones 

11 Cfr. i't'\drt.d C.iu< ht-t "Conlre-pouvoir, 1néta~pouvoir, ,ln1i·pouvo;r"', !e Déb~-:t, n. 138, j.:rnv~er 1évrie'" 
2006. 

12 El c,wdilft~mo serí.l la lurm,J que ddo¡.lta en las democraci.;s acto.Jit'S e! flps;molio ,Jutorílarío de su 
gnhíerno: dr. t\hmPt ln<el, "la posldf•mocracíe. Entre gouvernance el caud•lltsnw", R,.,.,Je du Mauss 
.1./ter· démocracíe. alter . éra11onlir", n. 25, 2"5érneste 2005. Sohre el Ce<-<> boliviano el!. Rob!"rto 
1 .1s..rnJ 'TI c.wchllísmo irdglll<'!Ü,hlo", Nut-vJ Sodedad, n. 20<J ;n,¡yo jun;n. ~00". 
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democráticas" ... tiene una dimensión 
subnacional.. ., una. dimensión estatal y 
una dimensión supranacional ... , y está 
a la base de todas las agendas de los 
gobiernos actuales"13. 

Una cuestión preliminar consiste 
en definir políticamente todos estos 
nuevos regímenes de gobierno. Si bien 
es verdad que todos ellos, desde Lula, 
Bachelet, Kirchner y Tabaré Vázquez, 
hasta Chávez, Evo Morales y Correa res­
ponden al fracaso del neoliberalismo en 
toda la región y a una reacción contra el 
dominio neoliberal, las diferencias de 
esta reacción y las políticas antineolibe­
rales que siguieron han sido muy dife­
rentes entre ellos. No se puede hablar 
de "giro a la izquierda", cuando los 
gobiernos de Lula, Bachelet, Kirchner y 
Vázquez para consolidarse y legitimar­
se, e incluso hasta poder llevar a cabo 
ciertas políticas sociales y programas 
redistríbucionistas, han hecho brutales y 
contradictorias concesiones a la acumu­
lación capitalista 14. Más claro sería el 
"giro a la izquierda" con los gobiernos 
de Chávez, Evo Morales y Correa, cuyas 
rupturas discursivas aparecen acompa­
ñadas de reales prácticas anti-neolíbera­
les. Si la izquierda, como se ha definido 
siempre, consiste en la supresión de 

todas las desigualdades (sociales y eco­
nómicas, políticas y culturales), cabría 
preguntarse en qué medida las políticas 
sociales y sus programas redistributivos, 
acompañados de las limitaciones a la 
acumulación capitalista y nacionaliza­
ción de los recursos son suficientes para 
suprimir las desigualdadesiS. En este 
sentido calificar estos gobiernos de 
"giro a la izquierda" (A. Boron) tiene el 
sentido de definirlos más por sus orien­
taciones y posibilidades, que por lo que 
en realidad son o pueden llegar a 
hacer16. 

En cualquier caso este mismo "giro 
a la izquierda" justificaría tanto el auto­
ritarismo como el proyecto refundacio­
nal de estos gobiernos; ya que si el 
desorden y deslegitimación de una 
democracia se debe al extremo arraigo 
de la desigualdad, la única manera de 
refundarla haría necesaria, según 
Maquiavelo, "la mano regia de un pode­
río absoluto y excesivo para frenar la 
excesiva ambición y corrupción de los 
poderosos". Y contra la objeción de que 
un tal autoritarismo transgrede el orden 
democrático, cabe responder que tal 
supuesto orden democrático habría sido 
ya antes destruido y deslegitimado por 
la dominación neoliberal; por la "exce-

13 Manuel Garreton, "Modelos y liderazgos en América Latina", Nueva Sociedad, n. 205, sept. oct., 
2006:106. 

14 El "éxito" de Lula ><:gun su propio gobierno, "ha sí do aumentar la rentabilidad del s1stema oancano" y, 
y el de los gobiernos post-pinochetistas consistió en hacer de Chile "uno de los países más inequitati­
vos e injustos de América latina": Atilio A. Boron, "la experiencia de la 'centro izquierda' en la 
Argentina de hoy", Casa de las Américas, n. 246, enero-marzo, 2007:28. 

15 P.lra un tratamiento más amplio de la problemática sobre desigualdades y crecimiento económico en 
la sociedad de mercado cfr.). Sánchez P.lrga, "Desigualdad y nuevas desigualdades: economía política 
de un encubrimiento", Ecuador Debate, n. 70, abril, 2007. 

16 Jorge G. Castañeda, "latín America's left Turn", Foreign Affairs, New York, mayo-junio, 2006. 



siva ambizione e corrutela de poten­
ti"17. 

No hay que pasar por alto una sin­
gular paradoja: en los países con institu­
ciones democráticas sólidas y un siste­
ma de representación política más efi­
ciente y menos deslegitimado no es 
posible la formación de un Ejecutivo 
caudillista, pero en cambio sería mucho 
más difícil un gobierno reformador y 
con unas políticas más radicalmente 
anti-neoliberales; por el contrario, el 
ocaso del sistema de la representación 
política y de las mismas instituciones 
democráticas propician, junto con una 
movilización sociales anti-neoliberal el 
surgimiento de Ejecutivos caudillistas y 
la implementación de un gobierno 
reformador y políticas contra-neolibera­
les. Como si la consolidación de la 
democracia y de sus instituciones de la 
representación política se hubieran con­
solidado más estrechamente asociadas a 
la dominación y hegemonía neolibera­
les. 

Un primer rasgo común a Chávez, 
Morales y Correa son ciertos posiciona­
mientos antidemocráticos y autoritarios, 
que deben ser entendidos a partir de la 
profunda deslegitimación de la demo­
cracia en América Latina y en Ecuador 
durante las dos últimas décadas. Hay 
que tener en cuenta que ya en el 2003 
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la insatisfacción democrática en 
América Latina era del 66% y en 
Ecuador del 77%. Considerando que no 
es tanto el régimen democrático sino tos 
gobiernos de la democracia los causan­
tes de la generalizada frustración políti­
ca. De ahí la preferencia del 52% de la 
opinión pública latinoamericana y de 
más del 60% de la opinión pública en 
Ecuador que prefiere gobiernos no 
democráticos pero que resuelvan los 
problemas económicos del país18. 

Mientras que antes de los años 90 las 
aspiraciones por una libertad democrá­
tica eran superior a cualquier otra rei­
vindicación, en la sociedad actual pre­
dominan las preferencias por un orden y 
seguridad económicos aún a costa de 
menos libertad y demQcracia. Resulta 
obvio que "el traslado de la satisfacción 
a la insatisfacción con el gobierno 
democrático supuso un desplazamiento 
en las preferencias ciudadanas de la 
democracia al autoritarismo"19. 

Si Chávez estuvo investido siempre 
de un carisma de ex-militar golpista y 
Evo Morales de haber conducido las 
movilizaciones que produjeron la caída 
de dos Presidentes, Correa siempre ha 
protagonizado una denuncia e impug­
nación de la partidocracia, siendo el 
único presidente de la historia moderna 
de la democracia, que no sólo gana 

17 N. Machíavelli. Discorsi sopra la prima deca de Tito Lívio, 1, c. 55, Tulle le Opere, Edit. Sansoni, Firenze, 
1992; dr. 1. Sánchez Parga, Poder y Política en Maquiavelo, Horno Sapiens, 2005:443s. 

18 ClACSO, Larinbarómetro 2003. Informe Resumen. La democracia y la Economía, www la!inbarome­
l.rl;;!..Q!,g. Octubre 2003. Cfr. Rodolf Sarsfield, "La economía de las creencias o sobre las razones de la 
democr,1cia y el autoritarismo. Evaluación de la demanda y preferencia por tipo de gobierno en 
América latina", en Romer Cornejo (comp.), En los interslícios de la democracía y el autoritarismo, 
CLACSO, Buenos Aires, 2006:246. 

19 Datos sobre el caso boliviano en Roberto Laserna, la df'mocracía en el cll'enko, fundación Milenio. la 
Paz. 20U4:..l9s 
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unas elecciones sin un partido político, 
sino que comenzó gobernando sin nin­
guna representación política en el 
Congreso. La denuncia de partidocracia 
estaría de hecho totalmente injustifica­
da, ya que nunca los partidos estuvieron 
políticamente tan debilitados, y nunca 

. el sistema de partidos fue tan frágil, 
inorgánico y contingente. El epíteto de 
partidocracia no hace más que acusar a 
los partidos de su tradicional e institu­
cional y legítimo monopolio de la repre­
sentación política. Representación polí­
tica que actualmente todo el mundo rei­
vindicaría en razón de nuevas formas de 
representativídad, personales, gremia­
les, corporativas, etc. 

Otra característica política compar­
tida por los tres caudillos democráticos 
es su proyecto de gobierno de refundar 
el Estado, la república o el mismo régi­
men democrático. Dicho objetivo políti­
co refundador, cifrado en profundas 
reformas constitucionales, se encuentra 
además investído o reforzado por evo­
caciones e imaginarios simbólicos, his­
tóricos o indigenistas, que le confieren 
una legitimidad originaría: para Chávez 
es la inspiración bolivariana, para Evo 
Morales es étnica, Correa combina lo 
indígena con ellibertarismo alfarista. 

A pesar de las grandes diferencias 
en sus perfiles personales, sus respecti­
vas biografías y de sus carreras políticas, 
rasgos comunes muy marcados asocian 
políticamente a estos tres presidentes, 
con similares modelos de gobierno, en 
países democráticamente muy desinsti­
tucionalizados y movilizados durante la 

última década por una poderosa 
corriente antineoliberal: posicionamien­
tos anti-globalizacíón - expresados en 
un anti-norteamericanismo; un cambio 
con pretensiones refundacionales, 
como la revolución bolivariana de 
Chávez, indigenista de Evo Morales o 
alfarista de Correa; un regular moví­
mientismo social y recurso a las movili­
zaciones de masas; una política comu­
nicacional y rnediática muy personali­
zada y agresiva. La conjunción de tres 
elementos principales: un ejercicio per­
sonal muy autoritario del poder 
Ejecutivo, un enfrentamiento crítico y 
práctico contra la democracia realmen· 
te existente, y una orientación refunda· 
dora y reinstitucionalizadora, han dado 
lugar a un caudillismo democrático, el 
cual respondería al tipo ideal del refor­
mador institucional de un régimen polí­
tico20. 

Sin embargo, tal proyecto refunda­
dar, asociado a los planes de reforma 
constitucional, para el caso ecuatoria­
no, se encuentran muy limitados y seria­
mente dificultados por el sistema políti­
co y sus instituciones, pues al haber 
confiado la reforma constitucional a 
una Asamblea constituyente, producto 
de un proceso electoral, dada la profun­
da crisis de ·la representación política, 
lejos de ofrecer elementales garantías 
de éxito más bien pronostica muchas 
incertidumbres e inseguridades. Por fo 
que tal proceso electoral legitimaría no 
es tanto una buena representacíón polí­
tica cuanto la representatividad social 
de los candidatos. 

20 " ... no hay nada más difícil de tratar, ní más incierto de conseguir, ni más peligroso de manejar que 
ponerse al frente para introducir nuevas instituciones" (N. Maquíavelo, 11 Príncipe, c. 6). 



Según estos presupuestos la demo­
cracia caudi/Jista es resultado de cinco 
hechos principales: una acumulación de 
poderes (legislativos y judiciales) en el 
Ejecutivo, un desplazamiento de la 
representación política (parlamentaria) 
a la representatividad del Presidente con 
fuerte personalización (escénica y 
mediática, populista o c/ientelar J en la 
conducción del gobierno, y sobre todo 
un alto grado de impugnación y deslegi­
timación de las instituciones y procesos 
democráticos; finalmente los caudillos 
democráticos no sólo son expresión y 
resultado de las reivindicaciones y pro­
testas de los movimientos sociales, sino 
que aparecen tan identificados con su 
representatividad política, que se mues­
tran en cuanto 11gobiernos de Jos movi­
mientos sociales" y hasta de las ONG's 
por paradójico que parezca21. 

El caudillo tiene en América Latina 
un sentido histórico, aplicado a las per­
sonalidades políticas, que surgieron a 
partir de las luchas por la independen­
da; pero significa también "una tenden­
cia implícita al desarrollo político" en el 
subcontinente. Esta figura originaría del 
caudillo político se institucionaliza y 
reproduce con el modelo presidencia­
lista de las democracias latinoamerica­
nas, configurando la matriz más inme­
diata de una excesiva personalización 
del poder del Ejecutivo y un excesivo 
protagonismo del Presidente en su ejer­
cicio del gobierno en todo el sistema 
político. Dos factores nuevos refuerzan 
la personalidad caudillista de estos nue-
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vos Presidentes: el mayor poder atribui­
do a los Ejecutivos en razón del impera­
tivo de la gobernabilidad neoliberal y la 
conducción de una poderosa corriente 
de opinión y de un fuerte movimiento 
de protesta y reacción contra el neoli­
beralismo y el nuevo orden económico 
de la globalización. Esto ha dado la 
imagen de que las democracias caudi­
llistas se basan en una movilización 
constante de las fuerzas populares y que 
su gobierno sea un gobierno de los 
movimientos sociales y de las ONG's. Y 
también esto mismo explica que el 
gobierno caudillista exija un ejercicio 
de conducción y movilización constan­
te del Presidente tanto en sus desplaza­
mientos por el país como en sus apari­
ciones en los medios de comunicación. 

También esto da cuenta de la natu­
raleza política de estos nuevos gobier­
nos: más sociales que socialistas, con 
una orientación redistribucionista, cuyo 
objetivo es más bien atenuar y compen­
sar las desigualdades y exclusiones 
generadas por el neoliberalismo, que 
cuestionar el modelo de concentración 
y acumulación de riqueza. Lo cual no 
deja de .enfrentarlos con las fuerzas e 
intereses del sistema financiero nacio­
nal e internacional, de las inversiones 
de capital extranjero, de los programas 
de privatización, de los acuerdos bilate­
rales de comercio, etc. Según esto, cabe 
preguntarse cuáles son los límites y 
duración de un gobierno y de unas polí­
ticas sociales o redistribucionistas muy 
condicionados ambos por factores tales 

21 Cfr. Rafael Stefanoni, "Siete preguntas y siete respuestas sobre la Bolivia de Evo Morales", Nueva 
Sociedad, n. 209, mayo-junio, 2007: 54; Roberto laserna, "El caudillismo fragmentado", Nueva 
Sociedad, n. 209, mayo-junio, 2007. 
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como: a) los índices macro-econom•­
cos, que rigen la integración de .la eco­
nomía nacional al orden económico 
global; b) los constreñimientos del gasto 
fiscal; y e) la relación de éste con los 
imperativos de un crecimiento econó­
mico que, basado en la concentración y 
acumulación de riqueza, es contrario a 
toda (re)distribución. 

A un modo de producción corres­
ponde siempre, según Marx, un modo 
particular de distribución, y es allí 
donde hay una distribución de la pro­
ducción que la misma sociedad y el 
Estado pueden desempeñar un papel 
redistributivo; pero en una sociedad de 
mercado al ser el modo de producción 
concentrador y acumulador de riqueza 
no sólo excluye toda posible distribu­
ción sino que también impide a la 
misma sociedad y Estado su capacidad 
redistributiva. De hecho, en Ecuador 
como en muchos otros países desarro­
llados y subdesarrollados, al margen de 
los constreñimientos externos, desde la 
administración de los organismos estata­
les hasta el funcionamiento institucional 
del Legislativo no sólo impiden o redu­
cen la posibilidad de crear fondos públi­
cos procedentes de bienes privados, 
sino que además limitan o dificultan la 
capacidad presupuestaria de los recur­
sos públicos con fines redistributivosl2. 

Además de estos presupuestos his­
tórico-estructurales hay que tener en 
cuenta un factor más reciente, que. ha 
contribuido a fortalecer todavía más los 

caudillismos democráticos: el mayor 
poder adquirido por los Presidentes y el 
atribuido a los Ejecutivos en razón del 
imperativo de la gobernabilídad, y que 
los ha hecho más autónomos de los 
otros poderes del Estado. Este excesivo 
poder resulta sin embargo insuficiente, 
porque el caudillo democrático tiene 
que forzar instituciones democráticas y 
aparatos de Estado profundamente 
penetrados por imperativos, regulacio­
nes y automatismos neoliberales. Dicho 
Estado y sistema· político formateados 
por las políticas de los gobiernos ante­
riores se vuelve disfuncional, para ins­
trumentalizar nuevas políticas antineoli­
berales y programas de gobiernos más 
sociales y redistributivos. Lo cual obliga 
a los Presidentes a reforzar su poder y 
legitimidad plebiscitarios, en ausencia 
de un sistema de partidos que había ser­
vido de mediación entre los poderes 
gobernantes y el pueblo. En la medida 
que ha sido producto de los movimien­
tos y movilizaciones sociales el caudillo 
democrático convertirá el movimientis­
mo social en un instrumento de gobier­
no, ya que ha de reproducir constante­
mente su representatividad y también la 
legitimidad de sus actuaciones en la 
opinión pública, pues ni la una ni la 
otra aparece de manera suficiente insti­
tucionalmente garantizadas. 

Aunque el caudillo democrático 
goza de un fuerte pero contingente 
apoyo plebiscitario de fuerzas sociales, 
y sin apoyo de fuerzas políticas, es decir 

22 Para el caso peruano •fa rigidez de las reglas vigentes de formul.1ción pwsuput•stal, y las d•fi("uitMies 
que encuentr¡¡n los legisladores para desarrollar iniciativas legislatívJs, <tU" redistribuyan los recursos 
públicos, y¡¡ han ocasionado l¡¡ pérdida de la capacidad re<ltstríhutíva del P"'supuesto": Rox<~na 
B¡¡rrantes, Los fondos públicos o de cómo el presupuesto público w p<"rcliPndo capacidad rt!<listrilmti" 
va, CIES (Consorcio de Investigación [conómica y Sooal), tfP, Urna, 2007. 



de partidos en el Congreso, algunos 
caudillos democráticos podrían prolon­
garse en el poder, en la medida que tra­
ducen sus fuerzas sociales en fuerzas 
políticas, ganando apoyos parlamenta­
ríos ron la creación de los llamados par­
tidos iwasipungo, por medio de una 
lotización de los aparatos del Estado a 
cambio de fidelidades parlamentarias; 
lo que supondría una garantía de estabi­
lidad, aunque a costa de un autoritaris­
mo clientelar23 • Esta tendencia refuerza 
todas las iniciativas en las distintas 
democracias caudillistas para una re­
elección presidencial. 

Por muy paradójico que parezca el 
recurso al constitucionalismo y a las 
reformas constitucionales lejos de signi­
ficar una limitación al ejercicio autorita­
rio, que seguirá ejerciéndose vía "pro­
yectos de ley", "decretos ejecutivos", 
"acuerdos ministeriales", etc., busca la 
mayor legitimación de su autoritarismo; 
y no porque "la fuerza del autoritarismo 
ha sido más persistente que la del cons­
titucionalismo", sino porque el autorita­
rismo democrático ha logrado legitimar­
se constitucionalmente en las situacio­
nes más distintas y dentro de las más 
particulares estrategias"24. De hecho los 
actuales caudillos democráticos no 
hacen más que revertir la orientación 
que habían ya ~doptado los gobiernos 
neoliberales anteriores: reforzar los 
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poderes ejecutivos eón un autoritarismo 
constitucional. Con la diferencia que 
actualmente tales reformas constitucio­
nales capitalizarían una extraordinaria 
legitimidad social. 

Las pugnas por la representatividad 

Se ha reprochado al gobierno de 
Chávez, pero también de Evo Morales y 
Correa, la intención o el efecto que tie­
nen sus políticas de dividir al país y de 
provocar con ello una división regional 
en América Latina. Cabría sin embargo 
preguntarse en qué medida tales divisio­
nes existieron siempre, siendo uno de 
los efectos de las políticas neoliberales 
mantenerlas encubiertas. Las políticas 
de los caudillismos democráticos no 
harían más que descubrirlas, poniendo 
en evidencia las fuerzas que dividen las 
sociedades de dichos países. Un Estado 
social de derecho con poi íticas y pro­
gramas sociales en los años 70 y 80 era 
más inofensivo y no tenía por qué 
enfrentarse a las fuerzas e intereses un 
modelo de crecimiento económico 
dominante como es el caso en la actual 
sociedad de mercado. Con un agravan­
te: como en Ecuador nunca fue posible 
un real Estado social de derecho, cual­
quier gobierno con políticas y progra­
mas sociales incurriría inevitablemente 
en un populismo clientelar25. 

23 Se c~ncibe y maneja el "partido huasípungo" como si fuera una propiedad hacendaria. De partidos 
huas1p~ngo se dotaron pres•dentes anteriores como Bucaram y Gutiérrez. Sobre este concepto cfr. 
;:~~~nne M. Conaghan, "Presidentialism in Ecuador 1970-1988"1 en Juan). Linz & Arturo Valenzuela, 

24 Cfr .• Dieter. Nohlen & Mario F~rnánd~z, "El presidencialismo latinoamericano: evolución y perspecti­
vas , en D1eter Nohlen & Mano Fernandez, El presidencialismo renovado. Instituciones y cambio polí· 
t1co en Aménca Laüna, Nueva Sociedad, Caracas, 1998:113. 

25 Sobr~ el supuesto efecto de"polarización" de los actuales gobiernos cfr. Ludolfo Paramio, "Giro a la 
1zqu1erda y regreso al popuhsmo". Nueva Sociedad, n. 205, sept.- oct. 2006. 
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Mientras que la clásica pugna entre 
el Ejecutivo y el legislativo, por mucho 
que crispara las fuerzas polítícas y por 
más que repercutiera en todo el sistema 
político, era una pugna institucional por 
la representación política, pudiendo ser 
institucionalmente tratada y resuelta, 
por el contrario las pugnas por la repre­
sentatívidad tienden a desinstitucionali­
zarse y volverse personales: cuando el 
Ejecutivo asume una representación que 
sólo compete al legislátivo y el presi­
dente personaliza la representación 
social que sólo puede ser corporativa­
mente representada. Si bien el 
Presidente de la República representa 
toda la nación, en cuanto jefe de 
gobierno no representa más que la 
minoría de ciudadanos que lo eligió. "El 
sentimiento de tener un poder indepen­
diente, un mandato del pueblo... es 
como dar al Presidente el sentido de 
poder y misión, que puede ser despro­
porcionado respecto de la limitada plu­
ralidad que lo eligió" Uuan J. Unz, 
1994:19). 

la "pugna" que el caudillo demo­
crático entabla, hostigando a las otras 
instituciones democráticas del Estado, 
responde a una doble estrategia: por un 
lado, despojar de legitimidad a los otros 
poderes, arrogándose de manera sobe­
rana la representación del pueblo, y de 
otro lado recurrir a una regular y cons­
tante movilización popular no sólo en 
apoyo de su propia iniciativa de gobier­
no sino también en ocasiones para 
impugnar o amenazar los otros poderes 
e instituciones democráticas. El fenóme­
no caudillista se encuentra así sostenido 
por una democracia plebiscitaria. Tras 
estas disposiciones y actuaciones su­
puestamente tan antidemocráticas den-

tro de la democracia hay un presupues­
to político más o menos implícito y 
reconocido, según el cual si la demo­
cracia había sido ya forzada y deslegiti­
mada, violentada y sometida en sus 
principios y procedimientos a los ante­
riores gobiernos neoliberales y a sus 
políticas, de la misma manera pero con 
mayor legitimidad podrían actualmente 
las fuerzas antineoliberales someter esas 
mismas instituciones democráticas a sus 
objetivos e intereses. 

Nueva pero· encarnizada se ha 
vuelto la pugna mediática entre el cau­
dillo democrático y los mass-media. 
Cuando los medios en su condición de 
anti-poder pretenden seguir recurriendo 
al principio o postulado de la libertad 
de prensa respecto del poder político 
soslayan que el problema y la real 
apuesta es el poder político de la liber­
tad de empresa; es decir, la falta de 
libertad de los medios respecto de los 
poderes e intereses de sus propietarios. 
la "pugna mediática" es decisiva y 
paradójica para la personalidad política 
de un Presidente, cuya representativí­
dad requiere tanto de los medios como 
tampoco puede soportar su hostilidad, o 
lo que sería peor su indiferencia. 

Si la apropiación privada de los 
medios de producción fue hace más de 
un siglo el origen del moderno desarro­
llo del capitalismo industrial, la actual 
apropiación privada de los medios de 
información (en una sociedad de merca­
do, que es "sociedad de la información" 
según Castells) se ha convertido en la 
base no sólo del actual desarrollo del 
capital financiero sino también del 
nuevo orden global del mundo. la TV 
de manera muy particular ha desempe­
ñado un papel decisivo en la produc-



ción de la representatividad política, en 
una sociedad audiovisual dominada por 
el imperativo del "videor ergo su m" (soy 
mirado, luego existo)26. Cuando este 
poder económico de los medios se 
encuentra investido de una extraordina­
ria representatividad política, que los 
mismos medios producen de manera 
casi monopólica (quien no está en los 
medios no existe social y políticamente; 
"fuera de los medios nulla salus", no hay 
salvación como decían los escolásticos 
de la Iglesia), resulta inevitable la con­
frontación con la representatividad ejer­
cida por un Presidente, que pretende 
enfrentar la economía neoliberal y reo­
rientar las políticas de gobierno en sen­
tido si no opuesto diferente. 

La pugna constitucionalista, surgida 
de la necesidad de profundas reformas 
constitucionales o de Asambleas 
Constituyentes para elaborar una nueva 
Constitución, responde a la voluntad 
renovadora, de "refundar el país" y de 
instituir un nuevo ordenamiento repu­
blicano o democrático (bolivariano, en 
el caso de Chávez, alfarista en el caso 
de Correa, o indigenista en el de Evo 
Morales)27. Pero más allá de estos refe­
rentes simbólicos e interpelativos, no es 
simple coincidencia histórica que tanto 
Chávez como Evo Morales y finalmente 
Correa hayan cifrado sus condiciones y 
proyectos de gobierno en una reforma 
de la Constitución, no sólo con la finali­
dad de dotarse y dotar al Ejecutivo de 
mayores poderes. Pntre ellos la posible 
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re-elección presidencial, sino también 
establecer el marco constitucional para 
la completa reorientación de sus políti­
cas gubernamentales. Las Constitucio­
nes precedentes habían servido para 
informar y formatear con principios, 
organismos y regulaciones neoliberales 
todo el Estado y sistema político, y sobre 
todo las instituciones administrativas, 
jurídicas y económicas. Lo que en gran 
medida impedía o violentaba los posi­
bles cambios de gobierno. De hecho los 
primeros y principales conflictos políti­
cos fueron los que enfrentaron a estos 
nuevos Presidentes con las férreas resis­
tencias institucionales a sus iniciativas. 
Por esta razón estaban en gran medida 
forzados a quebrar todo el andamiaje 
neoliberal para poder implementar sus 
políticas anti-neoliberales necesitan 
dotarse de un nuevo marco constitucio­
nal para llevar a cabo un proyecto de 
gobierno a largo plazo, más social y 
redistributivo, y que al mismo tiempo 
sirviera de soporte a un reordenamiento 
de fa economía y la política. Dos déca­
das de dominación neoliberal había 
dotado sobre todo a las instituciones 
económicas de una tal autonomía res­
pecto de los poderes políticos, que estos 
mismos incapaces de gobernarlas se 
encontraban más bien gobernados por 
las fuerzas e intereses del capital y del 
mercado. 

Así el debilitamiento y deslegitima­
ción de la política ha dado lugar no sólo 
a su judicialización sino también a que 

26 El ejemplo más espectacular de la "video política" fue el caso Berluscon1, no so•o por su imagen meata­
tica sino sobre todo por sus propiedades mediáticas, Cfr. Giovanni Sartori, Homo vídens. La sociedad 
teledirigida, Taurus, Barcelona, 1998. 

21 Fernando Calderón, "Oportunidad histórica: cambio político y nuevo orden sociocul!uraln, Nueva 

Sociedad, n. 209, mayo-junio 2007. 
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la justicia y los jueces adquirieran una 
representatividad sin representación, 
que la democracia no les permitiría atri­
buirse (puesto que no han sido elegidos 
por el pueblo), pero que se explica y 
justifica como una sustitución, en parte 
compensatoria y en parte usurpadora, 
del decline de las reales representacio­
nes democráticas. lo cual da cuenta 
también del neoconstitucionalismo, que 
además de propiciar la elaboración de 
nuevas Constituciones con muy amplias 
facultades normativas y reguladoras. 
que prevén todo un sistema de justicia y 
legislación constitucionales más allá de 
las competencias propias del poder 
Legislativo. Así se diseña una pugna 
entre la representativídad de la legisla­
ción constitucional y la representación 
legislativa del Congreso28. 

la reforma constitucional encubre 
una trampa: si se orienta menos a los 
cambios institucionales y más a un 
reforzamiento de los poderes presiden­
ciales y del Ejecutivo, su acumulación y 
concentración nunca será suficiente­
mente legitimada, ya que en democra­
cia una lógica implacable establece que 
cuanto más fuerza se atribuye uno de 
los poderes del Estado o de la sociedad, 
tanto más se reforzarán los contrapode­
res de los otros organismos del Estado o 
fuerzas de la sociedad, generándose así 
una escalada de conflictos a la larga 

insostenibles, o una deslegitimación del 
mandato o en el peor de los casos el 
recurso a la fuerza armada. 

En cualquier caso la pugna consti­
tucional se ha convertido en la actual 
coyuntura ecuatoriana en el más espec­
tacular escenario de la pugna de las 
representatividades. la representativi­
dad supone una negación del político: 
mientras que éste somete su condición 
privada a su actuación pública, el ciu­
dadano privado que se vuelve represen­
tativo políticamente es siempre un 
"hombre espectáculo", que representa 
públicamente sus condiciones privadas. 
En este sentido la lucha por la represen­
tatividad desatada en torno a la 
Asamblea Constituyente no tiene nada 
de político, ya que nada entre los can­
didatos representativos puede ser 
común y compartido, mientras que toda 
la competitividad entre ellos se reduce 
al marketing29. 

Al no representar ideologías políti­
cas, todas ellas abolidas con el fracaso 
de los partidos tradicionales, y al no 
adherir a posición política particular, los 
políticos representativos no representan 
más que a sí mismos y no requieren de 
sus electores o representados más que 
una adhesión a su persona; lo cual 
demuestra el grado de des¡)olitización 
del representativismo actual. Al no 
haber una real oposición política, anta-

28 Para una ampliación de esta problemática cfr. Rodrigo Uprimny Yepes, "la judicialización de la políti­
ca en Colombia: casos, potencialidades y riesgos•, Sur. Revista lmemacional de Derechos Humanos, n. 
6, año 4, 2007; Rache! Siedler, line Schjolden & Alan Angeíl (eds.), The Judicialisation of Politics in Latín 
America, Palgrave Macmillan, New York, 2005; Javier Couso, "Consolidación democrática y poder judi­
cial: los riesgos de la judicialízación de la política", Revista de Ciencia Polí!íca, vol. XXIV, n. 2, 2004. 

29 Cfr. Roger-Gérard Schwartzenberg, L'Etat spectacle: essai sur et contre le star systeme en polílique, 
Flammarion, París, 1997. 



gonismo y confrontación entre repre­
sentaciones diferentes, como era el caso 
de los enfrentamientos entre partidos, 
las representatividades se reducen a una 
concurrencia y competitividad más 
mercantil y mediática que política30. 

Nada demuestra mejor que el fenó­
meno de la representatividad no es más 
que la consecuencia de una desregula­
ción mercantil de la representación 
política, como la multiplicación de lis­
tas nacionales y provinciales de candi­
datos a fa Asamblea Constituyente, con 
una "variopinta integración de candida­
tos" (agencia EFE}, que supera los seis 
mil (6.458), y casi un centenar de listas 
electorales. Pero lo peor de tal sustitu­
ción de representantes políticos por 
representativos sociales es que en la 
actual elección para formar la Asamblea 
Constituyente, estos concurran por la 
competencia para elaborar una 
Constitución como si estuvieran concu­
rriendo por la facultad para ejercer una 
representación política. 
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Conflictividad socio-política 
Mar.zo-Junlo 2007 

Los altos niveles de conflictividad registrados en marzo del presente año (36.09%) se genera­
ron en un contexto donde el nuevo gobierno acababa de estrenarse en la administración públi­

ca y al mismo tiempo se abría varios campos de confrontación y fuerte tensión política; de 
hecho, esta característica de conducción marcará los distintos escenarios de expresión de la 

conflictividad sociopolítíca en el país. 

E 
1 decremento de la conflictivi­
dad en los meses posteriores a 
marzo puede atribuirse a la 

intervención directa del presidente 
cuando ha existido indicios de que cri­
sis en las regiones. Si miramos las cifras 
podemos comprobar el descenso indi-

cado y situar el mes de mayo como el 
más bajo al ubicarse en 14.29%, expre­
sión de los resultados de la consulta 
popular de abril y de las expectativas de 
cambio respecto a las elecciones para la 
Asamblea Constituyente de octubre del 
presente año. 

Número de conflictos por mes 

FECHA FRECUENCIA PORCENTAJE 

MARZ0/2007 
ABRIL /2007 
MAY0/2007 
JUNI0/2007 

TOTAL 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: -U 1-CAAP-

48 
32 
19 
34 

133 

En relación al género del conflicto 
el tema cívico regional captó casi la 
mitad de la conflictividad con el 
48.87%, seguido por lo laboral privado 
con el 18.05%, lo urbano barrial con el 
7.5% y la pugna de poderes con un 
poco más del 6%. Es notoria la baja pre-

36,09% 
24,06% 
14,29% 
25,56% 

100,00% 

senda de actores populares anterior­
mente movilizados y conflictivos, pero 
llama la atención el grado y alcance de 
la confrontación regional en el caso de 
Guayaquil a propósito de la frustrada 
provincíalizacíón de Santa Elena y las 
tensiones con la alcaldía del puerto prin-
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cípal. Es necesario preguntarse si por el 
momento los actores sociales que tradi­
cionalmente han sido combativos están 
cayendo en un letargo debido a las 
diversas propuestas anunciadas por el 
gobierno en materia de política pública. 

Este proceso puede visualizarse por 
la emergencia del impulso a ciertos pro­
cesos de reforma estatal que activó las 

movilizaciones a favor del gobierno y 
por la acción de otros actores claves 
dentro del conjunto de la sociedad civil. 
Los efectos de la política confrontado­
na! con ciertos medios de comunica­
ción fue apoyada por varios sectores 
poblacionales como un juego normal 
que redujo la conflictividad durante el 
período analizado. 

Género del conflicto 

SUJETO FRECUENCIA PORCENTAJE 

CAMPESINO 
CIVICO REGIONAL 
INDIGENA 
LABORAL PRIVADO 
LABORAL PUBLICO 
POLITICO LEGISLATIVO 
POUTICO PARTIDISTA 
PUGNA DE PODERES 
URBANO BARRIAL 

TOTAL 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: UI-CAAP 

Durante el cuatrimestre anterior, los 
sujetos sociales que prevalecieron en la 
escena del conflicto se centraron en la 
participación de grupos locales con el 
26.32% seguido de un empate entre 
grupos heterogéneos y trabajadores que 

i>l 

5 3,76% 
65 48,87% 

9 6,77% 
24 18,05% 

8 6,02% ·~ 
1 0,75% 
3 2,26% 
8 6,02% 

10 7,52% 

133 100,00% 

llegan al 15.79% del total. A diferencia 
de otros períodos analizados los estu­
diantes, indígenas, campesinos y sindi­
catos no llegan a superar individual­
mente el 7% de la conflictividad como 
sujetos. 
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Sujeto del conflicto 

SUJETO FRECUENCIA PORCENTAJE 

CAMPESINOS 
EMPRESAS 
ESTUDIANTES 
GREMIOS 
GRUPOS HETEROGENEOS 
GRUPOS LOCALES 
INDIGENAS 
ORGANIZACIONES BARRIALES 
PARTIDOS POLITICOS 
SINDICATOS 
TRABAJADORES 

TOTAL 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: UI-CAAP 

En lo que respecta al objeto del 
conflicto, un indefinido otros ocupan 
más de la mitad de los porcentajes pre­
sentados en este cuatrimestre, seguido 
por los conflictos laborales con el 
15.79% y el financiamiento a determi­
nadas obras generalmente en provincias 

5 ~,76% 

l 0,75% 
8 6,02% 
9 6,77% 

21 15,79% 
35 26,32% 

9 6,77% 
10 7,S2% 
12 9,02% 
2 1,50% 

21 15,79°k 

133 100,00% 

con el 12.78%. Vuelve a llamar la aten­
ción el bajo porcentaje de rechazo a la 
política estatal que no supera el ocho y 
medio de este rubro y las denuncias de 
corrupción a diferencia de otros cuatri­
mestres es también baja. 

· Objeto del conflicto 

OBJETO FRECUENCIA PORCENTAJE 

DENUNCIAS CORRUPCION 
FINANCIAMIENTO 
LABORALES 
OTROS 
RECHAZO POLITICA ESTATAl 
SALARIALES 

TOTAL 

fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: UI-CAAP 

En referencia a la intensidad del 
conflicto, la mejor expresión en térmi­
nos de acción colectiva frente a los pro­
blemas referentes a la situación de los 

11 8,27% 
17 12,78% 
21 15,79% 
69 51,88% 
10 7,52'Vo 

5 3,76"/,, 

133 100,00% 

trabajadores, se expresa en los media­
nos porcentajes de protestas y marchas 
que no supera la mitad de la conflictivi­
dad. Las amenazas y bloqueos con el 
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12.78% y 17.29% respectivamente dan 
cuenta de' que en este cuatrimestre y a 
pesar de las cifras bajas, no se puede 
separar la presencia de heridos y muer­
tos que hacen distinción de datos ante­
riores. Estas cifras permiten dar cuenta 

de la posibilidad de agravamiento con 
que se desenvuelve la conflictividad 
social en el país a puerta de una asam­
blea que modificará estructuras tradicio­
nales y promoverá expectativas de difí­
cil concreción. 

1 ntensidad del conflicto 

INTENSIDAD 

AMENAZAS 
BLOQUEOS 
DESALOJOS 
DETENCIONES 
ESTADO DE EMERGENCIA 
HERIDOS 1 MUERTOS 
INVASIONES 
JUICIOS 
MARCHAS 
PAROS 1 HUELGAS 
PROTESTAS 
SUSPENSION 
TOMAS 

TOTAL 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: UI-CAAP-

La localización del conflicto se pre­
senta en las principales provincias del 
país, Pichincha y Guayas. Ambas capi­
tales concentran casi la mitad del total 
en tanto que el cuatrimestre anterior 
pasaba del 40%. Este incremento res­
ponde a las protestas registradas ante 
anuncios gubernamentales y procesos 

FRECUENCIA PORCENTAJE 

17 12,78% 
23 17,29% 

3 2,26% 
4 3,01% 
o 0,00% 
9 6,77% 
1 0,75% 
2 1,50% 

26 19,55% 
4 3,01% 

36 27,07% 
1 0,75% 
7 5,26% 

133 100,00% 

políticos de los caudillos locales, en el 
caso de Guayaquil, que están confronta­
dos con el ejecutivo. Con cifras muy 
lejanas se encuentra el Azuay que 
expresa 4.51% y las provincias de fron­
tera, excepto Esmeraldas han reducido 
los niveles de conflictividad general. 
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Número de conflictos por provincia 

PROVINCIA FRECUÉNCfA PORCENTAJE 

AZUA Y 
BOLIVAR 
CAÑAR 
CARCHI 
CHIMBORAZO 
COTOPAXI 
EL ORO 
ESMERALDAS 
GALA PAGOS 
GUAYAS 
IMBABURA 
LOJA 
LOS RIOS 
MANABI 
MORONA SANTIAGO 
NAPO 
OREllANA 
PASTAZA 
PICHINCHA 
SUCUMBIOS 
TUNGURAHUA 
ZAMORA CHINCHIPE 
NACIONAL 

TOTAl 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: UI-CAAP-

En referencia a los organismos de 
intervención estatal, durante el cuatri­
mestre anterior se destacó la presencia 
de los municipios con el 21.05% segui­
do de los ministros con el 15.04%, que 
sumado a la figura presidencial, actor 
relevante dentro de la orbita estatal, lle­
gan al 27.07% del total Esta visibiliza­
ción del principal representante del 
Ejecutivo puede ser interpretada como 

6 4,51 o/o 
1 0,75% 
2 1,50% 
3 2,26% 
5 3,76% 
2 1,50% 
3 2,26% 
7 5,26% 
3 2,26% 

25 18,80% 
1 0,75% 
1 0,75% 
5 3,76% 

13 9,77% 
1 0,75% 
o 0,00% 
4 3,01 
2 1,50% 

41 30,83% 
4 3,01% 
3 2,26% 
o 0,00% 
1 0,75% 

133 100,00% 

una estrategia constante para conseguir 
sus proyectos de reforma política. Al 
igual que en períodos anteriores, la pre­
sencia del Poder Legislativo continua 
siendo baja y poco representativa, lo 
cual es una manifestación indudable de 
la baja capacidad de legitimidad que 
este poder mantiene en el escenario 
político nacional. 
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Intervención estatal 

INTERVENCION FRECUENCIA PORCENTAJE 

GOBIERNO CANTONAL 
GOBIERNO PROVINCIAL 
INDA 
JUDICIAl 
LEGISLATIVO 
MILITARES 1 POUCIA 
MINISTROS 
MUNICIPIO 
PO LICIA 
PRESIDENTE 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
NO CORRESPONDE 

TOTAL 

fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: UI-CAAP-

Por último, este cuatrimestre marca 
un escenario de altos niveles de nego­
ciación del conflicto (46.62%), si se lo 
compara con períodos anteriores. El 
incremento porcentual de este instru­
mento de negociación, puede, a mane­
ra de hipótesis, interpretarse como una 
estrategia constante de latencia de 
expectativas en pos del proceso de 
reforma política del gobierno, aspecto 

o 0,00% 
5 3.76% 
o 0,00% 
5 3,76% 

12 9,02% 
6 4,51% 

20 15,04% 
28 21,05% 
12 9,02% 
16 12,03% 

1 0,75% 
28 21,05% 

133 100,00% 

que se relaciona con la no resolución 
de los conflictos pues la cifra no baja 
del 17%. En tal sentido, el período se 
considera como positivo, frente al 
rechazo y la represión que llegó suma­
do casi al 10%, marcando una diferen­
cia sustancial con el cuatrimestre ante­
rior en que este porcentaje alcanzó 
cifras superiores. 

Desenlace del conflicto 

DESENLACE 

APlAZAMIENTO RESOLUCION 
NEGOCIACION 
NO RESOLUCION 
POSITIVO 
RECHAZO 
REPRESION 
NO CORRESPONDE 

TOTAL 

Fuente: Diarios, El Comercio y El Universo 
Elaboración: UI-CAAP-

FRECUENCIA PORCENTAJE 

2 1,50% 
62 46,62% 
23 17,29% 
18 13,53% 

4 3,01% 
9 6,77% 

15 11,28% 

133 100,00% 



TEMA CENTRAl 

Constituci6n, institucionalidad 
y derecho en Ecuador1 
Agustín Grijalva· 

En tiempos en que se discute la promulgación de una Nueva Constitución, a partir de inquirir 
sobre la precariedad en e/ tiempo y en su capacidad de ordenar la vida ciudadana, de las ante­
riormente existentes, e/ artículo analiza que tal precariedad tiene también como una de sus 
fuentes, la ausencia de institucionalidad, no solo en los procedimientos y normas, sino además 
en las legislaciones que coartan la autonomía y horizontalidad de relación entre los Poderes 
del Estado, provocando la permanente pugna de poderes. Propone la constitución de un 
Tribunal autónomo de Garantías Constitucionales, fortalecido en sus instituciones y dedicado, 
explícitamente, a garantizar los derechos de la población consignados en la Constitución 
Política. 

e uando en Ecuador se discute la 
necesidad de una nueva Consti­
tución, la número XX, es conve­

niente preguntar y reflexionar sobre la 
vigencia misma de la Constitución y del 
Derecho Constitucional. ¿Por qué en el 
país la Constitución tiene una vigencia 
tan precaria? A esta pregunta correspon­
den sin duda muchas respuestas com­
plejas. Aquí solo nos aproximamos a 
una de ellas: el examen de la indepen­
dencia y poder de la jurisdicción consti­
tucional. El razonamiento de partida es: 
para que la Constitución tenga vigencia, 
es decir para que sea una ley por sobre 
todas las demás leyes y normas infería-

res a ésta, es necesario un juez ante el 
cual reclamar por su violación, un juez 
que determine estas violaciones y que 
tenga poder para sancionarlas. 

Es quizá que, por esta razón, que la 
oleada mundial de nuevas democracias 
y nuevos sistemas constitucionales que 
se inició en la década de los ochenta del 
siglo XX, con mayores intensidades en 
Asia, Europa Oriental y América Latina, 
ha incluido el desarrollo de tribunales 
constitucionales. Estas instituciones son 
concebidas como un mecanismo básico 
para garantizar la eficacia de la Consti­
tución. Un Tribunal Constitucional ven­
dría a ser, para usar un símil, lo que es 

Profesor, parte de este texto se basa en el informe para el proyecto "Control Constitucional en el Ecua­
dor y en Colombia", financiado por el Fondo de Investigaciones de la Universidad Andina Simón Bolí­
var Sede Ecuador, Quito, 2007. Una versión anterior resumida fue publicada en la Revista electrónica 
del Programa Andino de Derechos Humanos. 
Universidad Andina 
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un árbitro para asegurar que se cumpla 
un reglamento en cualquier juego. Sin 
árbitro, en cierto sentido, no hay regla­
mento aunque éste exista, pues no se 
han dado condiciones suficientes para 
su eficacia. Sin Tribunal Constitucional. 
-o más ampliamente jurisdicción cons­
titucional, lo cual incluye a todos los 
jueces - no hay Constitución, la Consti­
tución queda reducida a una declara­
ción o programa político sin medios ju­
rídicos reales para asegurar su eficacia. 

Por supuesto, la mera existencia de 
un Tribunal Constitucional no asegura la 
eficacia de la Constitución. El Tribunal 
Constituciof!al -o la Corte que desempe­
ñe sus funciones- debe ser independien­
te y tener poder real, debe ser altamente 
profesional y respetado por la opinión 
pública y la comunidad jurídica. Sin es­
tas condiciones -igual que con un pési­
mo árbitro, lo realmente existente es una 
situación de inestabilidad político-jurídi­
ca, en una Constitución precaria. 

Esto además, tiene, una importancia 
vital para la protección de los derechos 
humanos. Hoy, los Tribunales Constitu­
cionales son fundamentalmente tribuna­
les de derechos humanos, puesto que su 
labor se orienta a la protección de estos 
derechos contra las acciones violatorias 
del Estado, de los particulares, e incluso 
contra las leyes u otras normas contra­
rias a la Constitución. 

Los tribunales constitucionales por 
tanto protegen los derechos por vía di­
recta y otra indirecta. La vía directa está 
integrada por todas las acciones -técni­
camente llamadas garantías - que el 

ciudadano o un colectivo puede utilizar 
para exigir que se respete sus derechos. 
En Ecuador, el amparo, el habeas corpus 
y habeas data son garantías fundamen­
tales. La vía indirecta consiste en la lla­
mada acción de inconstitucionalidad, la 
cual consiste en que cuando una ley u 
otra norma ·jurídica viola un derecho 
humano -lo cual es perfectamente posi­
ble- el Tribunal Constitucional puede 
declarar la inconstitucionalidad de esa 
ley o norma, dejarla insubsistente, por 
contrariar los derechos que la Constitu­
ción establece. 

En el país el Tribunal Constitucional 
y las garantías constitucionales son aún 
instituciones lejanas y a veces incluso 
incomprensibles para la mayoría de ciu­
dadanos. Sin embargo, ello solo confir­
ma la falta de condiciones para la efica­
cia de la Constitución, y no disminuye ni 
la necesidad ni la importancia de tales 
instituciones para la vigencia de los de­
rechos humanos. Bajo este criterio es 
importante examinar el caso ecuato­
riano. 

Independencia del Tribunal Constitu­
cional Independiente 

En Ecuador el problema central del 
Tribunal Constitucional es su dependen­
cia política. Así como sucede con la Fis­
calía, la Contraloría y la Defensoría del 
Pueblo, los partidos políticos utilizan su 
poder de designación y remoción de los 
miembros de este organismo para influir 

· sobre sus procesos decisorios2; no se ha 

2 Según la Constitución de 1998 el Tribunal Constitucional es elegido por el Congreso en su mayoría de 
ternas enviadas por el Ejecutivo, la Corte Suprema, organizaciones indígenas y campesinas, cámaras de 
la producción y gobiernos secdonales. 



concebido la existencia de un órgano 
de control constitucional realmente in­
dependiente de las fuerzas partidarias 
operantes en el Congreso y en las cons­
tituyentes. Por el contrario, tanto parti­
dos políticos como cámaras, sindicatos, 
indígenas, campesinos y otras organiza­
ciones sociales que participan en la· 
conformación del Tribunal perciben a 
éste como un espacio de poder que 
puede y debe ser objeto de negociación 
y distribución, más no como un órgano 
jurisdiccional que necesita ser indepen­
diente de aquellos grupos de presión y 
poder para cumplir adecuadamente su 
función constitucional y política3. Esta 
situación deriva en efectos negatívos 
tanto sobre el Tribunal Constitucional 
como sobre el control constitucional. 

La dependencia del Tribunal respec­
to del Congreso y de los partidos políti­
cos influye en el tipo de sentencias de­
sarrollada por el Tribunal. La gran mayo­
ría de estos fallos son de inconstitucio­
nalidad simple, esto es: se limitan a de­
clarar si una ley es inconstitucional. Es 
decir, el Tribunal no utiliza la amplia ga­
ma de tipos de sentencias que la doctri­
na constitucional moderna ha desarro­
Llado, y que le permiten por ejemplo 
precisar cual interpretación de una ley 
es constitucional y cual inconstitucional 
(sentencias interpretativas). Aunque esta 
limitación se debe también a razones de 
cultura jurídica, es claro que los fallos 
de inconstitucionalidad simple permiten 
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al Tribunal evitar sistemáticamente con­
flictos con el Congreso, pues así puede 
eludir situaciones en que se le acuse de 
realizar tareas ·legislativas. Esta es una 
estrategia que provee cierta seguridad 
política pero que empobrece significati­
vamente la calidad de la jurisprudencia 
y del control constitucional los cuales 
requieren ineludiblemente diversidad 
en los tipos de sentencias. 

Esta dependencia afeda también la 
actividad legislativa en el sentido de que 
impide que el Tribunal actúe efectiva­
mente como juez de/legislador. Ante la 
falta de un efectivo control constitucio­
nal formal, esto es de un control sobre la 
constitucionalidad del proceso legislati­
vo, se viola frecuentemente los procedi­
mientos constitucionales de formación 
de la ley o de toma de otras decisiones, 
como es el caso juicio político. Esto, a 
su vez, propicia recurrentes pugnas en­
tre el Ejecutivo y el Congreso, constante 
reacomodo de mayorías parlamentarias 
y nuevos ciclos de inestabilidad política 
que minan aún más el carácter jurídico 
de la Constitución. 

Igualmente grave resulta que el Con­
greso expida leyes materialmente con­
trarias a la Constitución. Es decir leyes 
que violan derechos o principios consti­
tucionales. La Constitución impone a 
los legisladores un marco jurídico-axio­
lógico dentro del cual pueden y deben 
realizar su tarea legislativa. Cuando los 
legisladores expiden leyes fuera de este 

3 Asf por ejemplo una propuesta de reforma constitucional de los movimientos sociales planteaba crear 
una Corte Constitucional para conocer solo sobre inconstitucionalidad, y un Tribunal de Garantías 
Constitucionales para proteger derechos humanos. En este último caso el proyecto ampliaba la repre­
sentación en el Tribunal de organismos de derechos humanos, de defensa de los niños, mujeres, orga­
nizaciones del medio ambiente, entre otras. Ver FOro Democrático, El Pueblo decide su destino: pro­
puesta de reformas constitucionales, Quito, CDS, 1994. 
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marco las leyes dejan de ser mecanis­
mos de realización de derechos funda­
mentales y se convierten en formas ins­
titucionalizadas de violación -a veces 
masiva- de derechos4. 

En definitiva, es necesario entender 
que la actividad legislativa hoy en día 
requiere como condición necesaria pa­
ra su constitucionalidad la cooperación 
y coordinación constante con el Tribu­
nal Constitucional. Es a este organismo 
al que corresponde perfeccionar, racio­
nalizar y precisar la legislación en tér­
minos constitucionales, no solo en base 
a la confrontación abstracta entre Cons­
titución y ley, sino además mediante el 
juzgamiento de casos concretos que in­
volucran derechos de los ciudadanos. 
En este sentido el Tribunal Constitucio­
nal se erige en una suerte de foro insti­
tucional al cual acuden los ciudadanos, 
mediante sus organizaciones o indivi­
dualmente, a reclamar y debatir jurídi­
camente cuando el Congreso o el ejecu­
tivo han legislado o actuado en sentido 
contrario a la Constitución. De allí que 
algunos autores contemporáneos en­
cuentran relaciones importantes entre 
Tribunal Constitucional y democracia 
deliberativa. 

Desde el punto de vista político, el 
Tribunal Constitucional debería operar 
como árbitro en varios tipos de conflic­
tos entre el Congreso y el Ejecutivos. La 
politización partidaria del Tribunal, em-

pero, lo deslegitima en el cumplimiento 
de esta función, impidiéndole mediar 
adecuadamente en el conflicto y mu­
chas veces por el contrario su actuación 
resulta en la intensificación misma del 
conflicto. Así, se propicia la actuación 
autoritaria sea del Ejecutivo o del Con­
greso. En los casos de crisis políticas 
profundas el Tribunal es reemplazado 
en su rol arbitral por las Fuerzas Arma­
das, como ha sucedido en varias desti­
tuciones presidenciales. Adicionalmen­
te, al actuar el Tribunal con frecuencia 
como un mero mecanismo de racionali­
zación jurídica de decisiones político­
partidarias refuerza el interés de los par­
tidos por captar cuotas de poder en su 
integración6, recreando el mismo las 
condiciones de su polítización parti­
daria. 

La dependencia del Tribunal respec­
to al Congreso hace que el órgano de 
control constitucional se vea sistemáti­
camente afectado por la inestabilidad 
del legislativo. De esta forma, la volati­
lidad de las mayorías parlamentarias, 
tan propia del Ecuador, es una fuente 
constante de presiones políticas sobre el 
Tribunal. Estas presiones incluyen lapo­
sibilidad de juicio político o de remo­
ción por otras vías de los íueces del Tri­
bunal, incluso de forma inconstitucio­
nal. El siguiente cuadro ilustra la persis­
tente e indebida injerencia del Congre­
so sobre el Tribunal: 

4 Un ejemplo reciente en Ecuador fue el de la detención Pn íirme, la cual se estableció me<hanle refor­
mas al Código de Procedimiento Penal y violaba groseramente los úeredws constitucionales .ti del1ido 
proceso, a la presunción de inocencia y a la liberti!d. 

5 En los estados federales la mediación se extiende a los conflictos entre estados y dP éstos con el gohít-r· 
no federal. 

6 Es frecuente que la prensa en Ecuador calcule o prediga los fallos de alta relevancia polític d del TC, 
considerando el número de "votos• de cada partido pn el Tribunal. 
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Acciones de intervención política sobre el tribunal constitucional en Ecuador 
1978-2006 

Año Antecedentes Tipo de acción 

19'l7 Destitución del Presidente de la República, Destitución del TC 
AIJdaliÍ Bucaram (6 de fpbrero). 

1999 TC ju1ga constitucionaliuad de Ley para lils Congreso destituye al TC 
Reforma de lils Finanzas Públicas 

2001 lnconstitucionalidad de aumento del Presidente Gustavo Noboa 
Impuesto al Valor Agregado plantea reemplazo del TC 

por sala constitucional en la 
Corte Suprema 

2004 Reorganización de la Corte Suprema y del Congreso destituye al TC 
Tribunal Supremo Electoral por parte (Noviembre-Diciembre) 
del Congreso (24 nov). Congreso designa nuevos 

vocales (25 Nov) 

2005 Congreso nombra nuevo TC Nueva mayoría legislativa 
deja sin efecto nueva designación de TC. TC queda inactivo por meses. 

2007 TC restituye a SO diputados destituidos por Destitución del TC 
el Tribunal Supremo Electoral (24 de Abril) 

Elaboración: Agustín Grijalva y Luis Ávila 
Fuentes: Ramiro Ávila, justicia Constitucional y Derechos Humanos en Foro 4, Quito, Corporación Editora 
Nacional, 2005. 

El Tribunal y los derechos 

Un grave efecto político y jurídico 
de la debilidad del Tribunal Constitucio­
nal es la precariedad en la protección 
de los derechos fundamentales. Una ba­
ja incidencia de las decisiones de la ju­
risdicción constitucional sobre el con­
junto del sistema jurídico determina una 
débil protección de derechos. Sin con­
trol constitucional adecuado, la misma 
ley así como otras normas jurídicas y la 
gestión pública se convierten, paradóji­
camente, en un medio de violación an­
tes que de realización de derechos fun­
damentales, generando con ello una 

erosión estructural del Estado de De­
recho. 

Entre las tareas espedficas claves de 
un Tribunal está la definición, junto con 
e/ legislador, del contenido de los dere­
chos, labor que debe realizarla median­
te su jurisprudencia. En efecto, los dere­
chos humanos en la Constitución están 
formulados en forma de principios, esto 
es como normas muy generales que es­
tablecen marcos u orientaciones bási­
cas. Por ejemplo, ¿qué implican dere­
chos como el derecho a la información, 
a la intimidad, a la igualdad, o a la sa­
lud? Es entonces, cuando ocurren casos 
concretos en los que se violan estos de-
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rechos que el Tribunal en su conoci­
miento va definiendo el contenido de 
los mismos, conforme a la propia Cons­
títución. Esta labor de definición o N con­
creción" de derechos permite ir deter­
minando progresivamente en que con­
siste efectivamente un derecho, lo cual 
posibilita su mejor protección en casos 
similares. 

Así mismo, los derechos estableci­
dos en la Constitución pueden entrar en 
colisión en casos concretos. Por ejem­
plo, cuando se difunde información so­
bre un personaje público, el derecho a 
la información puede entrar en conflic­
to con el derecho a la intimidad. Cuan­
do se impide ciertas prácticas médicas, 
como por ejemplo, cuando los padres 
impiden una transfusión de sangre a un 
hijo en grave riesgo, por razones religio­
sas, la libertad religiosa puede entrar en 
tensión con el derecho a la salud e in­
cluso a la. vida. Estas situaciones deben 
ser resueltas por el Tribunal Constitucio­
nal pesando o ponderando los derechos 
inherentes en cada caso: y, su jurispru­
dencia provee información sobre como 
estas valoraciones pueden ser aplicadas 
hacia futuro, estableciendo, para el ca­
so de los ejemplos citados, límites rela­
tivos o condiciones para la libertad de 
información o la libertad religiosa. 

En la jurisprudencia constitucional 
ecuatoriana tanto la concreción como 
la ponderación de derechos son casi 
inexistentes. Esto implica que la Consti­
tución, no está siendo adecuadamente 
interpretada y desarrollada por los jue­
ces constitucionales. 

Las reformas necesarias 

Pese a las limitaciones señaladas, la 
reforma constitucional de 1996 ratifica-

da por la Constituyente de 1998 expre­
sa un proceso lento pero positivo de for­
talecimiento de la dimensión jurídica 
del Tribunal Constitucional. Este proce­
so, iniciado en 1945 con el Tribunal de 
Garantías Constitucionales (TGC) ha in­
cluido una serie de innovaciones positi­
vas aunque insuficientes, tales como 
ampliación de las facultades del Tribu­
nal y de los períodos de sus vocales, in­
tegración del organismo con profesio­
nales del Derecho, y una actividad rela­
tivamen.te progresiva si bien aún débil 
en la protección de derechos. En la 
práctica, no han ocurrido tensiones con 
el Congreso a través de acciones revo­
catorias de las decisiones del Tribunal 
desde 1996. 

Frente a estos avances persisten las 
deficiencias estructurales antes señala­
das. La remoción inconstitucional del 
Tribunal por parte del Congreso en No­
viembre del 2004, la forma como se ha 
designado a los siguientes tribunales y 
la suspensión de la justicia constitucio­
nal por varios meses durante el 2005 
son una demostración de la persistencia 
de estas deficiencias Por tanto, el Tribu­
nal Constitucional ecuatoriano se halla 
actualmente en una fase crucial de de­
safíos respecto a su institucionalización, 
entre las cuales la principal, por ahora, 
es la de su independencia. 

Para lograr este objetivo son necesa­
rios varios cambios de orden político e 
institucional. A continuación se enun­
cian, los criterios y cambios que consi­
deramos más urgentes: 

Fortalecer ál Tribunal: la propuesta 
de una reforma constitucional para 
reemplazar al actual Tribunal Constitu­
cional por una sala de la Corte Suprema 
es, en el caso ecuatoriano, definitiva-
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mente inconveniente por múltiples ra­
zones. 

ahí que lo realmente importante es que 
en uno u otro sistema haya independen­
cia y alto nivel profesional. Si bien es cierto que como plantean 

varios autores, en teoría la concentra­
ción del control constitucional en una 
Corte Suprema o en un Tribunal Consti­
tucional especializado no son -pese a 
sus relativas ventajas y desventajas- los 
factores decisivos para una buena justi­
cia constitucional, ambos sistemas pue­
den funcionar, y ninguno es inherente­
mente superior al otro. De hecho, en 
América Latina tenemos ejemplos exito­
sos del funcionamiento de ambos siste­
mas, tales como la sala constitucional 
de la Corte Suprema de Costa Rica, y la 
Corte Constitucional de Colombia. De 

Sin embargo, para el caso ecuatoria­
no este asunto no debe juzgarse en abs­
tracto en tanto en Ecuador existe una 
historia constitucional e institucional si­
nuosa y compleja, en la que por varias 
ocasiones, la Corte Suprema reemplazó 
total o parcialmente al Tribunal o coe­
xistió con él, y los resultados fueron 
muy negativos, que consta a continua­
ción. El cuadro muestra esta errática 
evolución. De este cuadro se deducen 
cambios constantes en las funciones de 
control constituciqnal entre ambas insti­
tuciones. 

Evolución del tribunal constitucional en Ecuador 1945 - 2007 

Constitudón Organo competente• Integración/Nombramiento Periodo/Requisitos 

1945 Creación del Tribunal de Nueve miembros, Congreso nombra Dos años, pueden ser 
Garantías Constitucionales cinco. Se incluyen tres diputados, un reelegidos 
(TGC) representante de los trabajadores, altos 

funcionarios públicos, sus delegados y 
representantes corporativos 

1946 Supresión del TGC. Corte 10 miembros. Dos años, pueden ser 
Suprema de justicia (CSJ y Congreso nombra seis. Se incluye un reelegidos. 
Consejo de Estado cumplen senador y dos diputados, altos 
estas funciones. funcionarios, sus delegados, y 

1967 Restablecimiento del TGC, representantes corporativos. Se 
con funciones disminuidas. elimina representación de los 

CSJ continúa realizando trabajadores. 
principales funciones de 
control constitucional. 

1976 Se establece TGC, el cual 11 miembros, Un año, pueden ser 

realiza observaciones sobre Congreso nombra tres. Se excluye a reelectos 
constitucionalidad de diputados y senadores; se incluye a 
decretos y otras normas altos funcionarios, sus delegados y 
{exceptuando leyes), lo cual representantes corporativos. 
puede ser revisado por el 
Congreso. 
CSJ mantiene otras funciones 

de control constitucional 
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1983 CSJ puede declarar reforma 11 miembros nombrados por el 2 ai\os. pueden ser 
constitucional inaplicable .. Congreso, 3 díreclilrnente y 8 de reelegidos. 

una ley TGC conoce el caso temas enviadas por el presidente, la 
para delerminar si s1.15pende Corte Suprema, y por colegios Vocales nombrados por 

la nonna j uñdica. electorales de los trabajadores ejecutivo. legislativo deiJ<-n 
y cámaras de la producción. reunir iguales requisitos 

TGC puede suspender OO<mas que para magistrados de 
inconstitucionales, Congreso 1 laCSJ. 
resuelve definitivamente 

1992 TGC, puede suspender leyes ll miembros nombrados por 213 del 4 años, pueden ser 
Reforma y otras normas. Sala Congreso de-., varías listas. Todos reelegidos. 
Coostitucional Constitucional de CSJtíene los miembros deben ser abogados. 

decisión final. 

1995·9& Todos los tribunales de 9 miembros nombrados por mayoría 4 años, pueden ser 
Reforma última instancia puede absoluta en el Congreso. reelegidos. 
Constil\¡cional inaplicar leyes Todos los miembros del 

inconstitucionales. TC deben reunir mismos 
Tribunal Constitucional (TC) requisitos que magistrados 
tiene decisión final en de la CSJ. 
cuestlones de 
inconstítucionalidad 

1998 Todos los jueces pueden 9 miembros nombrados por mayoría 4 años pueden ser 
Nueva inaplicar normas absoluta en Congreso. reelegidos. 
Codificación inconstítuciona~es 

• Todas las conSiituciones ecuatorianas han incluido, al menos en términos formales, algún articulo en la Constitución esta· 
bleciendo que el Congreso es el intérprete final de la Constitución. 
•• la inaplicabilidad consiste en que un juez en el curso de un litigio específico decide no aplicar una norma jurídica por es· 
timarla contraria a la Constitución. la decisión se aplica solo a ese caso. 

En varias ocasiones se transfirió par­
te de las facultades del Tribunal de Ga­
rantías Constitucionales (TGC) a la Cor­
te Suprema. Apenas creado en 1945, el 
TGC fue eliminado en 1946, para volver 
a reinstalarse en 1967 por unos pocos 
años, aunque debilitado frente a las atri­
buciones de control constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia (CSJ). El TGC 
reaparece en 1978 básicamente con las 
mismas facultades de 1967, pero en 
1983 y en 1992 se transfieren parte de 
estas facultades a la CSJ. En 1983 la 
Corte Suprema podía declarar inaplica­
ble una ley, y el TGC suspenderla; en 
1992 se atribuyó a una sala constitucio­
nal de la Corte Suprema la facultad de 

decidir finalmente sobre las suspensio­
nes decididas por el TGC. Estas reformas 
lo único que lograron fue propiciar 
constantes y agudos enfrentamientos 
entre el Tribunal Constitucional y la 
Corte Suprema. 

Estos constantes cambios y conflicti­
vas situaciones parecerán superarse a 
partir de las reformas constitucionales 
de 1995 y 1996 con las que se crea el 
Tribunal Constitucional (TC), estable­
ciéndose que sus fallos causan ejecuto­
ria y no son susceptibles de recurso al­
guno .. Desde entonces han transcurrido 
más de diez años de relativa pero com­
parativamente excepcional estabilidad 
de esta institución en la historia del 



país. Continuidad que hoy algunos pre­
tenden desechar para volver a los expe­
rimentos de los años ochenta e inicios 
del noventa del siglo anterior. 

Pero no solo es el TC sino además la 
Corte Suprema la que sería afectada al 
transferirle nuevamente facultades espe­
cializadas de control constitucional. 
Desde 1992, es decir durante los últi­
mos quince años, la Corte Suprema fun­
ciona como corte de casación, por tan­
to su organización en salas, su jurispru­
dencia y experiencia institucional se 
han concentrado en este ámbito. La ca­
sación, es un control de legalidad que 
opera sobre las sentencias bajo conside­
raciones estrictamente de Derecho. La 
casación es por tanto una institución 
muy distinta del control de constitucio­
nalidad, el cual se aplica a normas infra­
constitucionales para lo cual debe con­
siderar aspectos no solo de derecho sino 
también de hecho. 

En otras palabras, fa casación se de­
sarrolla fundamentalmente en el ámbito 
de la interpretación legal?, en tanto el 
control constitucional complementa a 
ésta con métodos específicos de inter­
pretación desarrollados por el moderno 
constitucionalismoB. Se dirá que la 
creación de una sala constitucional se 
orienta justamente a evitar conflictos 
entre TC y CSJ, pero en realidad en el 
caso ecuatoriano tal reforma solo trasla­
daría los conflictos al interior de la CSJ, 
generando conflictos entre la sala y el 

7 lo cual no la vuelve ajena a la Constitución. 
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pleno, y lo que es peor sometiendo el 
control constitucional a cánones inter­
pretativos que no le son propios. 

En efecto, si la nueva Constitución 
incluye, como debería incluir, la facul­
tad de presentar acciones de amparo 
contra sentencias judiciales violatorios 
del derecho constitucional al debido 
proceso, algunos de estos amparos van 
a dirigirse contra las sentencias de la ac­
tual Corte Suprema. Pero si es la misma 
Corte Suprema la que mediante una de 
sus salas resuelve finalmente sobre tales 
amparos, tendríamos una confluencia 
en que el órgano controlado es también 
el que controla. 

Por otra parte los perfiles del juez 
constitucional y del juez de casación 
son diversos9. El juez constitucional re­
suelve jurídicamente conflictos de alto 
contenido político o ético, lo cual le 
exige un particular conocimiento y sen­
sibilidad respecto a la coyuntura políti­
ca y social, una clara percepción de ten­
dencias en la opinión pública, y un co­
nocimiento especializado del Derecho 
Constitucional y del Derecho Interna­
cional de los Derechos Humanos. Su la­
bor interpretativa, como se expuso, re­
quiere una constante dilucidación de 
principios constitucionales y de su rela­
ción con las reglas. 

Hay adicionalmente consideracio­
nes de orden práctico que vuelven poco 
aconsejable eliminar el TC. Si los perfi­
les y funciones de los jueces constitu-

8 Para una breve introducción al tema véase Vila Casado, lván. Nuevo IJerecho Constitucional, Bogotá, 
Ediciones Jurídicas Gustavo lbáñez. 2002. pp 329 a 342 

q C~ar L.mda. Estudios sobre Oerecho Procesal Constitucional, México, Editorial ~rriía, 2006, pp 94 
109. 
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cionales son distintos a los de la Corte 
Suprema, unos y otros pueden requerir 
formas de elección y períodos diversos. 
Por otra parte, una sala constitucional 
en la Corte Suprema, al menos con su 
actual estructura, difícilmente puede te­
ner el número de jueces y el personal 
necesario para desempeñar adecuada­
mente su labor, la cual es intensa y es­
pecializada dado el número y compleji­
dad de algunas causas. 

Tenemos, por tanto, con todas sus 
serias limitaciones, dos procesos de es­
pecialización institucional, el del TC y 
el de la CSJ, son ignoradas por la pro­
puesta de 1,1na sala constitucional. Por 
ello, lo más adecuado es mejor dar con­
tinuidad, perfeccionar y consolidar lo 
que hoy tenemos, antes que volver a co­
menzar de cero y reiterar la discontinui­
dad en el desarrollo de nuestras institu­
ciones. En el actual Tribunal hay, pese a 
sus deficiencias, conocimientos y expe­
riencia acumulada, así como algunos 
funcionarios asesores, que pueden con­
tribuir positivamente a un Tribunal reno­
vado, por supuesto SJ,Jjetos al respectivo 
concurso de méritos. Esta relativa -y se­
lectiva- continuidad no puede darse al 
margen de los profundos cambios que 
la institución requiere. 

Ampliación del período de los ma· 
gistrados: El actual período de cuatro 
años es junto con el de Honduras, el 
más corto en América Latina, siendo ne­
cesario un período de al menos seis 
años o hasta nueve años, hacia permitir 
una mayor estabilidad y continuidad pa­
ra el desarrollo de la jurisprudencia 
constitucional, y que además no coinci­
da con los períodos legislativo y presi­
dencial. También es conveniente una re­
novación parcial del Tribunal, por ter-

cios, de forma que no todos los jueces 
inicien y terminen sus períodos simultá­
neamente y se logre así combinar per­
manentemente la experiencia de Jos 
magistrados con más años en funciones, 
con las innovaciones de nuevos magis­
trados. Estas reformas también contribu­
yen a aumentar el grado de indepen­
dencia puesto que dificultan, a los orga­
nismos nominadores y de designación, 
el control de la mayoría de magistrados 
al interior del Tribunal. 

Aplicación del principio de alternan· 
cia: Para mejorar la independencia de 
los magistrados del Tribunal es necesa­
rio también suprimir la actual posibili­
dad de que sean reelegidos. La reelec­
ción es una fuente de dependencia res­
pecto a quienes pueden reelegir, lo cual 
empeora sí el período es corto como en 
el caso ecuatoriano. En el actual sistema 
ese inadecuado poder lo tiene finalmen­
te el Congreso Nacional. Esta facultad 
del Congreso no tiene sentido puesto 
que el Tribunal Constitucional tiene en­
tre sus principales funciones la de con­
trolar la labor del Congreso, evitando 
que mediante el contenido o el procedi­
miento en la formación de las leyes se 
violen derechos fundamentales y, en ge­
neral, la Constitución. Por tanto, la ree­
lección de magistrados del Tribunal 
Constitw;:ional quizás más que cual­
quier otra institución genera dependen­
cia, y por ello predomina su exclusión 
en la mayoría de países. 

Formas de designación: Ninguna 
forma de designación es perfecta ni ase­
gura absoluta independencia del nom­
brado respecto a quien lo nombra. De 
hecho, para que cualquier sistema de 
designación funcione es necesario un 
acuerdo político previo para tener un 



Tribunal realmente independiente, en­
tendida tal independenéia como liber­
tad para juzgar en el marco del Dere­
cho. Sin embargo, no todas las formas 
de designación son idénticas, ni las con­
diciones institucionales son irrelevantes. 
Normas adecuadas pueden expresar y 
facilitar este acuerdo político, que en el 
caso ecuatoriano es realmente urgente. 

El actual sistema en que el Congreso 
elige a los miembros del Tribunal en ba­
se a ternas enviadas no solo por la CSJ y 
el Presidente sino además por sindica­
tos, cámaras empresariales, organiza­
ciones de indígenas y campesinos, y go­
biernos seccionales, es totalmente ina­
decuado para la elección de magistra­
dos constitucionales. Estos magistrados 
por su propia condición de jueces y 
consiguiente necesidad de independen­
cia nunca pueden ser "representantes" 
de sectores gremiales, sectoriales o cor­
porativos. De hecho, el sistema ecuato­
riano de designación es sui géneris a es­
te respecto, pues en general no se halla 
en otros países, y la experiencia históri­
ca ha demostrado claramente sú incon­
veniencia, ya que genera una depen­
dencia de los magistrados por doble vía: 
respecto a las organizaciones o sectores 
que los nominan, y a los partidos que 
los nombran desde el Congreso. 

Una alternativa a la actual forma de 
designación podría consistir en que ca-
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da función del Estado designe directa­
mente un terdo de los miembros del Tri­
bunal Constitucional, pues es necesario 
disminuir el actual predominio del Con­
greso en tal designación. la participa­
ción del Congreso, de mantenerse, de­
bería además exigir una mayoría de dos 
tercios de sus miembros en la corres­
pondiente designación, pues reglas de 
mayoría más exigentes implican con­
sensos políticos más amplios. 

Un sistema próximo a éste se en­
cuentra en Colombia, donde el Senado 
designa a los miembros de la Corte 
Constitucional de ternas enviadas por el 
Presidente de la República, la Corte Su­
prema y el Consejo de Estado, de esta 
forma se busca lograr cierto equilibrio 
de poder entre las tres clásicas funcio­
nes del Estado, aunque dándole alguna 
preeminencia a la Función JudiciaPO. 

la designación del Tribunal por las 
tres funciones del Estado, como cual­
quier otro sistema de nombramiento, no 
deja de presentar ciertos riesgos políti­
cos. Por ejemplo, si el Presidente de la 
República tiene un período largo o pue­
de ser reelecto inmediatamente, le sería 
posible eventualmente obtener una ma­
yoría en el Congreso, y por tanto podría 
también designar a la mayoría de magis­
trados del Tribunal, minando o al menos 
disminuyendo potencialmente su inde­
pendencia 11 • 

1 O Manuel José Cepeda, la Defensa Judicial de la Constitución en Fernando Cepeda, Fortalezas de Colom­
bia, Bogotá, Editorial Planeta, pag. 149-151. 

11 Estudios políticos empíricos en países donde se suceden presidentes con y sin mayoría en el Congreso 
muestran que la independencia judicial tiende a disminuir cuando el Presidente controla la mayoría 
parlamentaria. Ver por ejemplo Rebecca Bill Chavez, The Rule of law in Nascent Democracies: Judicial 
Politics in Argentina, Stanford University Press, 2004. Helmke, Gretchen. 2002. *The logic of Strategic 
Defection: Court-Executive Relations in Argentina Under Dictatorship and Democracy." American Polí­
tica! Science Review 96(2): 291-303. 
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En el caso ecuatoriano, en particu­
lar, la participación del Congreso en la 
designación ha sido muy negativa. El 
Congreso sistemáticamente ha tratado 
de someter políticamente al Tribunal, 
sea mediante la designación de magis­
trados obsecuentes a los partidos, me­
diante constantes amenazas de juicios 
políticos, o por la reiterada e inconstitu­
cional destitución de magistrados por 
simple resolución legislativa. Esta expe­
riencia plantea la inconveniencia de 
que en el Congreso designe a los magis­
trados directa e incluso indirectamente. 
Mientras el Congreso participe de algu­
na forma en la elección, los partidos po­
líticos tendrán un mayor incentivo para 
controlar los procesos de postulación, 
nominación e impugna<;:ión y una justi­
ficación, aunque fuere inconstitucional, 
para remover a los magistrados que han 
nombrado. 

Si se elimina la designación de ma­
gistrados por parte del Congreso, podría 
en cambio introducirse una designación 
directa de un tercio del Tribunal por par­
te del.Presidente de la República, pues­
to que éste proveería cierta legitimidad 
dado su carácter de dignatario de elec­
ción popular, y solo podría incidir en la 
selección de un tercio de los mi.embros 
de la Corte. Los otros dos tercios serían 
designados por la Corte Suprema y el 
Consejo de la Judicatura, es decir por el 
sector judicial. De esta forma el mayor 
peso en el nombramiento provendría 
del sector judicial, pero el Presidente 
aportaría a la legitimidad democrática 
de la Corte, sin poner en riesgo su inde­
pendencia. 

En todo caso, a este sistema de nom­
bramiento sería conveniente agregarle 
un mecanismo previo y adicional que 
contribuya a una mejor selección: una 
fase de postulación e impugnación. Esta 
fase no constituiría un concurso de mé­
ritos y oposición sino un filtro o barrera 
que deberían superar todos quienes de­
seen ser considerados elegibles12. En es­
ta fase las organizaciones de la sociedad 
civil deberían participar activamente en 
la impugnación, la cual incluiría un sis­
tema de audiencias públicas, a efectos 
de que se consideren elegibles solo a 
quienes realmente son idóneos, poste­
riormente de este grupo se seleccionen 
a los magistrados en base a méritos pro­
fesionales y académicos impidiendo así 
el acceso al Tribunal de quienes no reú­
nen el perfil y los requisitos para estas 
funciones. 

Eliminación del juicio político: Se­
gún la actual Constitución los miembros 
del Tribunal pueden ser enjuiciados po­
líticamente y, de ser del caso, destitui­
dos por el Congreso. Esta es otra fuente 
de su dependencia; históricamente el 
Congreso ecuatoriano ha sido irrespon­
sable en el ejercicio de esta facultad 
puesto que ha procedido a remover al 
conjunto del Tribunal sin seguir siquiera 
el procedimiento constitucional y legal 
del juicio político, como se ha demos­
trado en este análisis. 

La eliminación del juicio político 
empero, crea un problema de rendición 
de cuentas, puesto que el Tribunal 
Constitucional debe responder ante al­
guna instancia pública, y ante la ciuda­
ri:mía en general. La alternativa consiste 

12 Un sistema análogo lo establece la actual Constitución venezolana en su articulo 271. 



en considerar al Tribunal Constitucional 
como parte de la Función judicial a 
efectos de que se someta al control ad­
ministrativo del Consejo de la Judicatu­
ra. De esta forma, cuando la actividad 
de un magistrado evidencie responsabi­
lidades administrativas, civiles e incluso 
penales, deberá responder ante el Con­
sejo, como cualquier otro juez de la Re­
pública. 

A efectos de cerrar, al menos en lo 
formal, la posibilidad de destitución in­
constitucional de los miembros del Tri­
bunal debe establecerse que éstos no 
pueden ser destituidos por quienes los 
nombran. 

Fortalecimiento de las facultades del 
Tribunal: La independencia no es sufi­
ciente yara obtener un control constitu­
cional adecuado. Un Tribunal Constitu­
cional puede ser independiente pero 
débil en sus atribuciones, como lo era 
hasta las reformas constitucionales del 
26 de Agosto del 2005 el Tribunal chile­
no, o dependiente y con importantes 
atribuciones, como lo es hoy el Tribunal 
ecuatoriano; un control constitucional 
efectivo requiere la confluencia de am­
bas condiciones: independencia y atri­
buciones suficientes y adecuadas. La 
nueva Constitución, en todo caso, debe­
ría incluir nuevas atribuciones y supri­
mir otras que la Constitución de 1998 
hoy contiene. 

Un eje transversal que debe cruzar a 
todas las atribuciones del Tribunal que 
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se añadan o mantengan es el de la efi­
cacia de las sentencias y de la jurispru­
dencia constitucional. De nada sirven 
nuevas atribuciones si las decisiones del 
Tribunal son intrascendentes. La inter­
pretación final de la Constitución debe 
ser claramente radicada en el Tribunal 
Constitucional. En lfnea con este poder 
debe precisarse que los efectos de una 
sentencia que declara la inconstitucio­
nalidad de un acto normativo consisten 
en la invalidez jurídica de éste y no la 
mera suspensión de sus efectos l3 como 
equivocadamente indican los artículos 
276 numeral 1 y 278 primer párrafo de 
la Constitución de 1998. En esta misma 
lógica, la jurisprudencia constitucional 
debe ser fuente obligatoria de Derecho, 
los dictámenes de las consultas que el 
Tribunal absuelva deben ser vinculantes 
y con efecto general, y el incumplimien­
to de sentencias constitucionales debe 
ser severamente sancionado. 

En esta linea de fortalecimiento del 
control constitucional debería incluirse 
la inconstitucionalidad por omisión14, 
pues la Constitución puede violarse no 
solo por lo que se hace, por acciones 
positivas, sino por lo que se deja de ha­
cer, como cuando el Congreso no reali­
za las designaciones de altos funciona­
rios públicos, o dejar de dictar leyes es­
pecíficas, en el plazo que la Constitu­
ción le ordena, lo cual puede acarrear 
incluso la violación de derechos funda­
mentales. 

13 Julio CesarTrujillo, Teoría del Estado en el Ecuador, Quito, Corporación Editora Nacional, 2006, pp 230 
a 233. jorge Zabala Egas, El Control de la Supremacía Constitucional en el Ambito Normativo por par­
te del Tribunal Constitucional en Alberto Wray (editor), Derecho Procesal Constitucional, Quito, Uni­
versidad San Francisco de Quito, 2002, pp. 68-69. 

14 Al respecto, para una visión sintética en Ecuador, ver Castro Patino, lván. lnconstitucíonalídad por Omi­
sión, en Jornadas Internacionales de Derecho Constitucional, Quito, 2007. pp 219 a 234. 
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Una nueva atribución a considerar 
es el control sobre reformas constitucio­
nales y convocatoria a consultas popu­
lares orientadas a reformas constitucio­
nales, así como convocatorias a consti­
tuyentes. En todos estos casos el Tribu­
nal podría controlar más que aspectos 
materiales el hecho de que se acaten los 
procedimientos constitucionales, de for­
ma que se obvien o disminuyan los con­
flictos políticos que estos importantes 
cambios jurídicos han implicado en 
Ecuador. 

Otro cambio muy importante con­
siste en atribuir al Tribunal ta facultad de 
seleccionar los casos de amparo, 
habeas corpus y habeas data sobre los 
que desea pronunciarse. Esta reforma 
disminuiría dramáticamente el número 
de amparos que el Tribunal conoce, pe­
ro a cambio daría a los magistrados más 
tiempo para concentrarse en casos com­
plejos claves cuya resolución tendría 

mayor impacto en el conjunto del siste­
ma jurídico y político mediante el siste­
ma de jurisprudencia obligatoria. En 
otras palabras el tiempo que hoy se in­
vierte. en cantidad de las sentencias 
constitucionales podría invertirse en 
calidad. 

También en materia de amparo es 
necesario incluir la posibilidad de inter­
ponerlo contra decisiones judiciales 
que violen derechos fundamentales, y 
especialmente el derecho al debido pro­
ceso. 

Por otra parte es necesario especiali­
zar al Tribunal y por tanto eliminar fun­
ciones que no le resultan inherentes, 
tales como el control de inconstitucío­
nalidad de actos administrativos (actual 
artículo 276 numeral 2), lo cual puede 
ser demandado vía amparo cuando se 
violan derechos fundamentales, o cono­
cido por el Tribunal Contencioso-admi­
nistrativo sí se trata de actos normativos. 



Derecho y política: reformas actuales 
en los países Arabes 
Boudouin Dupret' 

A partir de un estudio comparativo, de las variadas legislaciones y la constitución de los órga­
nos y entidades encargadas de regular y aplicar el orden jurídico institucional, en los países ára­
bes, el artículo problema tiza acerca de que si la existencia y reformas de los sistemas jurídicos, 
en muchos casos establecidos y controlados desde Jos poderes existentes, significan cambios 
en los sistemas políticos, sobre todo regímenes de corte autoritario. Se plantea que Jo central, 
ausente en la mayor parte de países, es la reforma política del derecho, lo que supone reformar 
el sistema político para el ejercicio y aplicación de Jos derechos fundamentales. 

Introducción 

E 
n este análisis se trata sobre todo 
de evaluar si la reforma de los 
sistemas jurídicos y de los apa­

ratos judiciales puede garantizar una re­
forma política. El problema no es única­
mente la "judicialización" de lo políti­
co, que sigue estando en cuestión, en el 
sentido del tratamiento siempre crecien­
te de cuestiones de orden político por la 
instancia judicial, sino igualmente el del 
poder de acción del derecho y de la jus­
ticia en la reforma política; o dicho de 
otro modo, la reforma del Estado autori­
tario por el establecimiento de un Esta­
do de derecho. Esta idea de la substitu­
ción de la ciudadanía política por la 
ciudadanía jurídica abriría la perspecti­
va a una mejor gobernancia y hacia un 

pluralismo creciente por medios mas 
débilmente conflictivos y antagonistas, 
que los de la posición partidaria y popu­
lar 1 populista. Lo que con tales cambios 
se pretende establecer es una suerte de 
cojín entre gobernantes y gobernados. 
Esta idea, por seductora que parezca, no 
deja de presentar muchas dificultades. 
En primer lugar, parece difícil cambiar 
sustancialmente un régimen por medio 
de la reforma del derecho, cuando la 
clave de la reforma reside en los titula­
res del poder político. En segundo lugar, 
es preciso constatar que con mucha fre­
cuencia, el derecho funciona ya, si no 
bien al menos efectivamente. De ahí 
que, se podría inferir que es más bien 
una atención excesiva a los asuntos po­
líticos, lo que justifica la idea de que el 
establecimiento de un Estado de dere-

Especialista en política y derecho musulmanes. Investigador del CNRS (Centro Nacional de la Investi­
gación Científica) de Francia. Autor de Le }ugement en action. Ethnométodologie du droit. Droz. Géne­
ve, 200&; Droit et Sciences Sociales, Armand Col in, Paris, 2007. 



46 8AUDOUIN OUPRH 1 Derecho y política: reformas actuales en los países Arabes 

cho resolverá los problemas del autori­
tarismo político. En realidad, se descui­
da el hecho que un derecho perfecta­
mente efectivo pueda ser el instrumento 
eficaz de un régimen autoritario. 

En un primer capítulo se tratará de · 
relevar el estado actual de los sistemas 
jurídicos y judiciales. Se planteará la 
cuestión del derecho y la justicia en el 
contexto islámico y árabe, subrayando 
lo específico a nivel de cada nación. Se 
destacará la distinción, que debe hacer­
se entre derechos y justicia ordinarios y 
de excepción, y la atención a prestarse 
al derecho y justicia cotidiana. En un se­
gundo capítulo nos interesaremos por la 
cuestión de la reforma del derecho y de 
la justicia como alternativa a la reforma 
política, o como hito en el proceso de 
esta reforma. Trataremos de mostrar có­
mo el establecimiento o reforzamiento 
del Estado de derecho está condiciona­
do en la medida en que se logre inducir 
una reforma de los regímenes políticos, 
reduciendo los riesgos de la confronta­
ción. En un tercer capítulo se precisarán 
los límites de la- reforma del derecho. Es­
tos límites revelan una excesiva aten­
ción a los asuntos jurídicos de naturale­
za política, lo que tiende a hacer olvidar 
el fundamento efectivo d~ la justicia or­
dinaria, y conduce a atribuir a los dis­
cursos reformadores un alcance y una 
capacidad de cambio que en realidad 
no poseen. Estos límites proceden igual­
mente del hecho de que el poder de ini­
ciación de las reformas pertenece a la 
esfera política; lo cual puede trastocar la 
reforma jurídica y judicial o contenerla 
en un espacio, no cuestione la naturale­
za autoritaria del régimen. la conclu­
sión contiene algunas recomenda­
ciones. 

l. Derecho y justicia en contexto islámi­
co y árabe 

Es sólo desde una perspectiva subs­
tancialista y culturalista que es posible 
hablar de. "justicia en el Islam" o de 
u concepción árabe de !ajusticia". Es ne­
cesario al menos constatar que las teo­
rías y los dogmas son matizados y diver­
sos. Más allá del discurso religioso, hay 
que tomar en cuenta que la justicia es 
una práctica, cuyos contornos difícil~ 

mente podrían entrar en un marco rígi­
do. Se distinguirá pues la cuestión de la 
justicia en tanto que práctica discursiva, 
de un lado, tal como se encuentra enun­
-ciada, desarrollada, interpretada y trans­
formada en la predicación coránica y la 
tradición política, sus exégesis, la teoría 
fundamental del derecho islámico y los 
diferentes tratados de filosofía política y 
moral o de buen gobierno; y por otro la­
do, la jústicia como práctica propia de 
las ii-tstituciones, entre otras las judicia~ 
les, que están establecidas en el contex­
to histórico y geográfico de las socieda­
des mayoritariamente islámicas, y cuya 
organización se hace explícita por refe­
rencia al Islam. 

Un inventario de textos, referencias 
coránicas y proféticas, y el estudio de 
sus connotaciones etimológicas no per­
mitiría reducir /a concepción islámica 
de la justicia, todavía menos la práctica 
islámica de la justicia. Cada autor mani­
fiesta una concepción muy específica, 
que procede esencialmente de cuestio­
nes de actualidad, a las cuales se siente 
obligado a responder. Señalemos que el 
tema de la justicia islámica sigue siendo 
origen de una importante literatura filo­
sófica y política. Esto es en particular 
verdadero en materia de ética económi-



ca y social. Así, Sayyid Qutb, ideólogo 
de los Hermanos musulmanes en los 
años 1950 y 1960, es el autor de una 
obra titulada La justicia social en el Is­
lam. El subcontinente indio es un semi­
llero de pensadores de la "economía is­
lámica". 

la cuestión de la justicia se entiende 
también como la puesta en práctica por 
parte de las instituciones especializadas 
de derechos, que se refiere directa o in­
directamente al Islam. Es con el imperio 
Otomano, que la administración de jus­
ticia ha conocido, en el contexto árabe 
e islámico, su forma más organizada. El 
juez, colocado a la cabeza de un tribu­
nal con jurisdicción sobre un territorio 
determinado e instalado en locales es­
pecíficos, es competente en materia de 
derecho revelado (shari'a) y de derecho 
positivo (qanun); tiene el poder igual­
mente de imponer penas discrecionales 
(ta'zir). No está previsto el recurso a las· 
decisiones tomadas por el juez, incluso 
el diwan imperial puede recibir quejas y 
ordenar un nuevo juicio. los jueces go­
zan de inmunidad, en el sentido que su 
trabajo está en principio al abrigo de las 
interferencias de las autoridades loca­
les, y no pueden ser juzgados más que 
por el diwan imperial. Por el contrario, 
pueden ser revocados por el sultán en 
cualquier momento. Con las reformas 
iniciadas en el siglo XIX un nuevo cuer­
po de derecho, da origen a un nuevo 
sistema judicial. Desde esta época es 
adecuado el calificar a los tribunales 
tradicionales de tribunales de la shari'a, 
en el sentido que su competencia es 
desde entonces limitada sólo al derecho 
revelado. la tendencia a una codifica­
ción del derecho, primero inspirado re­
ligiosamente, y después cada vez más 

ECUADOR DEBATE /TEMA CENTRAl 47 

secular, a la reforma del sistema judi­
cial, no ha cesado de acentuarse, para 
concluir en la adopción de un sistema 
laico de cortes y tribunales con el adve­
nimiento de la república turca. 

Todos los sistemas judiciales de los 
países con mayoría musulmana han si­
do profundamente transformados en. el 
curso de los dos últimos siglos. Sin que 
ello pueda estar estrechamente relacio­
nado con el colonialismo- pues ciertos 
países nunca han estado colonizados­
de manera que, en general, el derecho 
de inspiración religiosa ha estado pro­
gresivamente confinado al único ámbito 
del estatuto personal (matrimonio, di­
vorcio, filiación, sucesión), y que las ju­
risdicciones que administran este dere­
cho han sido del mismo modo despoja­
das de su competencia-en favor de las 
jurisdicciones nacionales más o menos 
seculares. Irán, después de la revolución 
de 1978, y Arabia Saudita, y con gran­
des diversidades en muchos países del 
golfo, constituyen una excepción, aun­
que la afirmación merecería ser matiza­
da. En el "dominio reservado" del ámbi­
to personal, se puede también notar la 
adopción de leyes codificadas, técnica 
ajena a la tradición jurídica islámica, 
cuya aplicación es confiada a las cortes 
especializadas de los tribunales civiles, 
compuestos por jueces formados en las 
facultades de derecho. Una tendencia a 
la "islamización" de un derecho juzga­
do como demasiado secular es observa­
ble desde los años 1970. Ello se traduce 
en la adopción de textos legislativos ex­
plícitamente referidos a la shari'a, la 
cual es con frecuencia promovida al 
rango de fuente principal de la legisla­
ción. En Egipto, la Corte Suprema Cons­
titucional, pronunciándose sobre el sig-
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nificado de este tipo de disposiciones, 
ha considerado que inducía al legisla­
dor a . adoptar leyes conformes a los 
principios absolutos de la sharí'a, en 
materias que compete juzgar a la Corte. 
En cuanto a los principios no absolutos, 
que cambian en función del tiempo y 
del lugar, el legislador es libre de adap­
tarlos a las necesidades de la sociedad. 

El sistema judicial de los países 
miembros de la Liga de los Estados Ara­
bes ha conocido transformaciones radi­
cales en el curso de los dos últimos si­
glos, paralelamente a la emergencia de 
Estados nacionales centralizados. De un 
país a otro ,las formas de la justicia son 
contrastantes, dependiendo de si el sis­
tema se inscribe en la tradición del de­
recho civil o de la common law; según 
su desarrollo más o menos indepen­
diente de la tutela colonial y, según el 
que la puesta en práctica de las nuevas 
instituciones sea reciente o se inscriba 
en una mayor duración. 

No hay experiencia árabe específica 
del derecho y de la justicia. la referen­
cia a un "Mundo árabe" no se justifica 
más que respecto de un discurso nacio­
nalista, que hace de la arabidad un prin­
cipio de identidad, o a una organiza­
ción regional, la liga de Estados Arabes, 
que reagrupa en su seno veintiún Esta­
dos (Palestina incluido). la cultura ára­
be, lo que este término suponga, no po­
dría ser considerada fundadora de una 
organización particular del poder judi­
cial en estos diferentes países, Jo cual es 
igualmente cierto de la religión, aunque 
por otras razones. la adopción cada vez 
más frecuente de textos legislativos ins­
pirados en los derechos positivos occi­
dentales y las reformas de los diferentes 
poderes judiciales, a lo largo de los si-

glos XIX y XX, han conducido de hecho 
a restringir progresivamente la compe­
tencia de las jurisdicciones religiosas a 
las únicas materias del estatuto personal 
(matrimonio, divorcio, filiación, suce­
sión), integrándolas pura y simplemente 
en el sistema nacional de cortes y tribu­
nales •. 

A excepción de Arabia Saudita (sis­
tema sui generis que mezcla tribunales 
religiosos y organismos administrativos 
de competencia judicial), y con impor­
tantes matices para diferentes países del 
Golfo (subsistencia más marcada de tri­
bunales religiosos en materia familiar y 
penal), los países árabes han adoptado 
un sistema judicial próximo al sistema 
francés. Ello debido en parte a la pre­
sencia colonial (Argelia, Líbano, Ma­
rruecos, Mauritania, Siria, Túnez), pero 
también a la existencia de una tradición 
de cooperación jurídica, no exenta de 
una voluntad de resistencia a la presen­
cia británica o a la herencia otomana y 
a la influencia egipcia en todos los do­
minios del derecho (libia, lrak, jorda­
nia, países del Golfo, Sudán). 

Se encuentra también una división 
de lo judicial en tribunales de primera 
instancia, cortes de apelación y Corte 
de casación (Argelia, Egipto, lrak, Jorda­
nia, Kuweit, Líbano, Marruecos, Mauri­
tania, Siria, Túnez). Estas jurisdicciones 
son competentes en materia civil, penal 
y comercial, y con frecuencia se les 
confía asuntos del estatuto personal (ej. 
Egipto, Marruecos, Túnez, Kuweit, Arge­
lia). Ciertos países (Egipto, Marruecos, 
Túnez) comprenden un escalón inferior 
con juez único. lo contencioso penal 
está repartido entre estos tribunales se­
gún la gravedad de la infracción come­
tida, siendo retomada por la mayoría de 



estos países la clasificación en contra­
venciones /delitos/crímenes. Lo conten­
cioso administrativo ha sido con fre­
cuencia confiado a tribunales adminis­
trativos (Argelia, Egipto, jordania, Líba­
no, Marruecos, Túnez, Siria). El control 
de la constitucionalidad se desarrolla 
desde los años 70 (Argelia, Egipto, Ku­
weit, Líbano, Marruecos, Mauritania, 
Túnez). Todos estos países han escogido 
un sistema centralizado y algunos (Líba­
no, Marruecos, Mauritania) se han ins­
pirado fuertemente en el Consejo Cons­
titucional Francés. 

En Egipto, la convención de Mon­
treux (1937) abolió las jurisdicciones 
consulares y mixtas confiando el con­
junto de las competencias a los tribuna­
les nacionales. El Sala (niyaba) creada al 
mismo tiempo que las jurisdicciones na­
cionales, ha sido mantenida. En 1946 el 
contencioso administrativo ha sido con­
fiado al Consejo de Estado (majlis al -
daw/a). La Constitución de 1971 creó 
una Corte Superior Constitucional (a/­
mahkama a/-dusturiyya al 'u/ya), que en­
tró en función en 1979. Las materias 
que relevan del estatuto personal (de 
musulmanes y no-musulmanes) son 
desde la supresión de los tribunales reli­
giosos (1955), de competencia de cá­
maras civiles especializadas de los tri­
bunales ordinarios. Numerosas jurisdic­
ciones excepcionales han sido instala­
das: tribunales militares, cortes de segu­
ridad del Estado, tribunal de ética. En la 
senda de la organización de las cortes y 
tribunales, las profesiones jurídicas se 
desarrollaron paralelamente a la ense­
ñanza del derecho en las facultades vin­
culadas a las grandes Universidades na­
cionales. La carrera de los magistrados 
está reglamentada y un consejo de dis-
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ciplína administra una doble función de 
fiscal y de instancia corporativa encar­
gada de la protección de los intereses de 
sus miembros. las profesiones auxilia­
res (amanuenses, ujieres, secretarios, 
policía judicial, expertos, medicina le­
gal) son también objeto de una organi­
zación específica. En Sudán, la adop­
ción a inicios de los años 70 de códigos 
inspirados en el derecho egipcio ha dis­
minuido la influencia de la common 
law. De otra parte, una ola de "islamiza­
ción" del derecho se ha concretado con 
la adopción de una serie de leyes a par­
tir de 1983. Desde la judiciary Act de 
1983 el sistema judicial y el procedi­
miento civil siguen en gran medida el 
modelo civilista egipcio. 

Es un dahir (decreto real) de 197 4 el 
que fija la organización judicial del rei­
no de Marruecos y una ley de 1991 crea 
y organiza las jurisdicciones administra­
tivas. Jurisdicciones excepcionales han 
sido igualmente instituidas: Tribunal 
permanente de Fuerzas Armadas Reales 
(ejército, responsables de la seguridad 
exterior del Estado) y Corte especial de 
justicia (corrupción). En Argelia, una or­
denanza de 1965 organizó el sistema 
judicial post-colonial. La Constitución 
de 1989 instituyó un Consejo Constitu­
cional y la de 1996 ha dado su aspecto 
definitivo a la organización judicial en 
materia civil, penal y comercial. Un de­
creto de 1987 crea el Consejo Constitu­
cional, cuyas decisiones tienen alcance 
obligatorio desde 1998. En Líbano, las 
cuestiones de estatuto personal . conti­
núan siendo reguladas por jurisdiccio­
nes religiosas específicas, disponiendo 
cada comunidad· religiosa de sus pro­
pios tribunales. Un Consejo Constitu­
cional (majlis dustun} fue creado por la 
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norma constitucional de 1990 en el cur­
so de los acuerdos de Taef (1989). Siria 
reproduce en su esencia el modelo 
egipcio. La ley irakí sobre el poder judi­
cial de 1979 la calca igualmente, aun­
que confiando los asuntos de estatuto 
personal a tribunales de shari'a. Dife­
rentes tribunales de excepción han sido 
instituidos en este país: tribunales y cor­
te de seguridad nacional, tribunales y 
corte militares; 

Es el modelo civilista y no la com­
mon law el que ha sido adoptado en los 
países del Golfo (Bahrein, Emiratos Ara­
bes Unidos, Kuweit, Qatar y Sultanato 
de Omán), a pesar de una larga presen­
cia colonial británica. Este fenómeno, 
debido en parte a la influencia ejercida 
por los juristas egipcios empleados co­
mo expertos en la región, ha conducido 
al sistema judicial a transformarse en el 
sentido, variable según los países, de la 
unificación de las jurisdicciones, de la 
homogeneización de los procedimien­
tos y de la estructuración de lo conten­
cioso. Los tribunales administrativos son 
desconocidos en la península. En el sul­
tanato de Omán el sistema judicial per­
manece fragmentado entre tribunales 
comerciales muy· influidos por .el dere­
cho de la common /aw, tribunales cri­
minales que aplican un derecho penal 
"islámico" y tribunales civiles (llamados 
tribunales de la shari'a) que practican 
también un derecho de inspiración ex­
plícitamente islámica. Ninguna jurisdic­
ción superior cubre estos tres órdenes 
jurisdiccionales y los tribunales de la 
shari'a gozan de competencia residual. 
Igualmente dos órdenes jurisdiccionales 
co-existen en Qatar: las cortes tradicio­
nales de shari'a y las cortes de justicia 

(mahakim ' adliyya), y el reparto de 
competencias entre los dos órdenes de 
jurisdicción es objeto 'de rivalidades, 
particularmente en materia penal. El sis­
tema judicial de los Emiratos Arabes 
Unidos, Estado federal, comprende dos 
niveles de jurisdicción (diferentes emi­
ratos/Federación), cubiertos por una 
Corte Suprema. Lo judicial está unifica­
do en Kuweit, pero los tribunales excep­
cionales han funcionado algunos años 
después de la gu,erra del Golfo. El Ye­
men no· está dotado de tribunales admi­
nistrativos y lo contencioso constitucio­
nal está confiado a una sala de la Corte. 
Hay algunas jurisdicciones especiales 
(impuestos, aduanas, trabajo). 

Sólo Arabia Saudita parece escapar 
a las influencias civilistas, aunque tal 
propósito debe ser matizado. La organi­
zación de tribunales se remonta en este 
país a un decreto real de 1928. Diferen­
tes reglas de procedimiento civil fueron 
adoptadas en 1936 y 1952. Desde 1955 
funciona una Administración de quejas 
(diwan al-mazalim; quejas contra el go­
bierno), a partir de 1988, la de ejecu­
ción de juicios extranjeros, competen­
cia consultiva, competencia comercial 
general, y en 1970 se instituye un Minis­
terio de Justicia. Un decreto real de 
1975 sobre la organización de la justi­
cia introdujo importantes reformas en el 
plan procedimental. Los tribunales de la 
shari'a tienen competencia de derecho 
común para todos los asuntos civiles y 
penales, salvo en materias confiadas a 
otra jurisdicción. Se notará la aplicación 
de un derecho en general poco codifi­
cado, salvo en materia comercial, y la 
multiplicación de administraciones do­
tadas de una competencia jurisdiccio-



nal sobre cuestiones tan variadas como 
el derecho del trabajo, la fiscalidad o el 
domino bancario. 

Conviene destacar la importancia en 
todos los países musulmanes sin excep­
ción, de jurisdicciones de urgencia y 
militares, que, paralelamente a la justi­
cia ordinaria funcionan de manera casi 
permanente desde las independencias. 
Por no tomar más que el ejemplo de 
Egipto, en donde se observa la integra­
ción de la justicia militar en el sistema 
judicial permanente del país, que tiene 
competencias para juzgar los crímenes 
cometidos contra el ejército, los cometi­
dos por el personal militar e incluso 
cuando la infracción ha sido cometida 
por un civil. Estas jurisdicciones no res­
petan los derechos humanos fundamen­
tales en lo que concierne a la publici­
dad de los debates, el derecho a la asis­
tencia de un abogado y la posibilidad 
de recurrir a los juicios. De otro lado, la 
Constitución de 1971 autoriza al Presi­
dente de la República a proclamar el es­
tado de urgencia, que comprende el es­
tablecimiento de jurisdicciones de ur­
gencia competentes para todas. las vio­
laciones de las leyes éle urgencia y para 
todos los asuntos que están sometidos al 
Presidente. Tales jurisdicciones juzgan 
sin posibilidad de recurso al término de 
un procedimiento acelerado y simplifi­
cado. 

Las violaciones de los derechos hu­
manos son una constante en la historia 
jurídica y judicial moderna de los países 
árabes. La dominación imperialista, los 
conflictos de clase, el autoritarismo de 
los regímenes, los conflictos regionales, 
los valores contradictorios, los conflic­
tos de orden religioso, las fragilidades 
de la economía, son otras tantas amena-
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zas para el estado de derecho y la bue­
na administración de la justicia. El dere­
cho mismo ha podido ser utilizado oca­
sionalmente para negar los derechos hu­
manos fundamentales. Los comisariatos 
de policía han sido y continúan siendo 
lugares conocidos por su brutalidad y el 
uso de la tortura. Numerosas personas 
han sido detenidas sin que ninguna acu­
sación haya sido formulada y nunca han 
sido transferidas delante de un juez. Es­
to es particularmente cierto para los ca­
sos de activistas islámicos, cuya deten­
ción administrativa se ha extendido du­
rante muchos años. Un movimiento 
asociativo especializado en la lucha por 
el respeto del derecho y de los procedi­
mientos ha hecho su aparición y no 
puede ser hoy considerado como irrele­
vante, a pesar de las tretas policiales y 
administrativas de las que ha sido ob­
jeto. 

11. La reforma del derecho y la justicia 
como alternativa a la reforma política 

La reforma de la justicia y del dere­
cho como alternativa a la reforma polí­
tica se inscribe en un antiguo moví­
miento, que se remonta a los 80, funda­
mentando su no acción no tanto en la 
"judícializacíón" de lo político sino en 
la "legalización" de la acción opositora. 
En efecto, si los regímenes autoritarios 
árabes han sido frontalmente atacados 
durante los años sesenta y setenta por 
opositores generalmente de izquierda, 
éstos han logrado reducir a sus enemi­
gos, por ello, la estrategia opositora se 
ha transformado de a poco, pasando de 
la reivindicación del cambio del régi­
men a la demanda de una regulariza­
ción de su funcionamiento. Esta evolu-
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ción aparece en particular en Marrue­
cos y en Egipto, y consiste de hecho en 
considerar el marco legal del Estado, 
como el que define el espacio de la ac­
ción militante. Paulatinamente, y a pe­
sar de lo que parezca, los islamistas, 
cuando no la habían ya adoptado, ter­
minarán plegándose a esta estrategia: a 
través de acciones reivindicativas en el 
marco nacional, con demandas, tales 
como la islamización del sistema de de­
recho del país, participación en la vida 
legislativa, en tanto en cuanto los gober­
nantes no se oponen a ello. Este amplio 
movimiento es, además, contemporá­
neo con el impulso de compromiso des­
de la "sociedad civil", que prosigue has­
ta los años noventa. No corresponde 
por lo tanto a una evolución particular­
mente liberal del Estado autoritario, ni a 
un resurgimiento valeroso de los oposi­
tores desde el pensamiento liberal, sino 
a un debilitamiento irreversible de las 
fuerzas contestatarias y al claro éxito de 
las políticas represivas, que habían sido 
conducidas hasta entonces. 

Al final, sin embargo, la consecuen­
cia un poco paradójica de esta victoria 
del autoritarismo fue la aparición de un 
movimiento de "legalización" de la ac­
ción gubernamental. De hecho,· parcial­
mente liberados de los temores presen­
tes en el nacimiento de una oposición 
radical, los regímenes pudieron encarar 
si no una democratización al menos 
una "liberalización" de su modo de fun­
cionamiento. Se entiende por esto la 
apertura de la vida pública, que hasta 
entonces permanecía sin consecuencias 
sobre las determinaciones de los depo­
sitarios. del poder, resistiendo el límite 
evidente de toda liberalización en la al­
teración indiscutible y sistemática de las 

elecciones. Una de las ventajas de esta 
doble liberalización es que asegura en 
cierto modo el derecho del Estado. El re­
curso a la norma jurídica por los oposi­
tores comporta el reconocimiento de la 
legitimidad del aparato constitucional 
establecido por los gobiernos y no me­
nos por el aparato judicial sobre el cual 
se ejerce un innegable control. En este 
sentido, el derecho efectivo puede ser 
de modo irrecusable el instrumento efi­
caz del autoritarismo. 

Se distinguen diversas formas de re­
formas jurídicas, que provienen de la li­
beralización. la primera es una reforma 
del aparato judicial hacía su especiali­
zación, referida ésta a las relaciones en­
tre el Estado y los particulares, las con­
cernientes al derecho administrativo, al 
derecho económico y comercial y otros 
derechos. Se trata de que las relaciones 
sean menos desiguales y paralelamente 
aplacar las tensiones sociales. la segun­
da reforma está centrada en la corrup­
ción: se trata de luchar contra los abu­
sos de poder de los agentes del Estado. 
Puede estar acompañada de formas 
nuevas de penalización, de la creación 
de autoridades especializadas, etc. Se 
busca, también aquí, eliminar las ten­
siones causadas por disfuncionamientos 
evidentes, que por lo demás pueden ser 
disfuncionales para el mismo régimen. 
La tercera reforma es la del marco cons­
titucional del régimen, en lo que com­
prende a la definición de las libertades 
públicas. Se trata de dar una base insti­
tucional precisa a la liberalización polí­
tica. la cuarta reforma, que anuncia o 
acompaña según los casos, una salida 
del autoritarismo, consiste en el estable­
cimiento de una justicia transitoria, es 
decir de una justicia que juzgue los he-



chos o los actores de los períodos de re­
presión durante los cuales el régimen ha 
instaurado sus bases actuales. De una 
manera general, lo penal no está consi­
derado por estas reformas: es notable 
que ninguna política de liberalización 
no haya todavía tomado en cuenta se­
riamente la abolición de la pena de 
muerte (al menos en materia política), 
precisamente cuando el alcance simbó-
1 ico de tal acto sería grande (por lo me­
nos respecto de los donadores de fon­
dos y aliados occidentales que recla­
man las reformas) y totalmente despro­
vista de efectos sobre la naturaleza del 
régimen. Lo mismo ocurre en lo que se 
refiere a la costumbre: ningún reforma­
dor, que pertenezca al régimen o a su 
oposición soñaría en reconocer y prote­
ger las orientaciones sexuales minorita­
rias. Gobernantes y gobernados, por el 
contrario, están de acuerdo sobre los 
mismos prejuicios. 

A las reformas así consideradas es 
necesario añadir la utilización de los 
medios que ofrecen a los particulares o 
a los colectivos (asociaciones de dere­
chos del hombre, partidos, etc.) de tener 
razones contra el Estado. Ello consiste 
en la introducción de un proceso o de 
un recurso, que pueda convertirse en 
causa. Si se considera la "judicializa­
ción" de lo político, del lado de los go­
bernantes tomados como una política 
de liberalización, es claro que esta no 
puede ser de eficacia alguna, si no per­
mite resolver conflictos precisos, a ve­
ces en beneficio de particulares o de co­
lectivos. En el caso contrario, no sería ya 
una alternativa a la confrontación políti­
ca. Es así como el espacio judicial pue­
de puntualmente convertirse en un es­
pacio público alternativo o una exten-
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sron provisional del espacio público 
concedido por los gobernantes autorita­
rios. Sin embargo, los gobernantes pue­
den igualmente utilizar el proceso para 
confrontar a los opositores en un regis­
tro, que posee las apariencias de la legi­
timidad. El uso de la justicia es siempre 
irreversible. 

La reforma de los aparatos jurídicos 
especializados, en particular en los dife­
rentes dominios de la vida económica, 
se inscribe generalmente en una diná­
mica de liberalización y de moderniza­
ción de la actividad económica, ten­
diente a satisfacer los criterios interna­
cionalmente admitidos. El Marruecos de 
los años 90, con la voluntad real de 
crear "un Estado de derecho para los ne­
gocios" (carta real, junio 1993), ofrece 
un ejemplo perfecto. Se trataba, de he­
cho, de acompañar la nivelación de la 
economía marroquí por la creación de 
un clima jurídico, que fuera favorable 
tanto a los empresarios locales como a 
los inversionistas extranjeros. En 1997 el 
embajador de Francia en Marruecos 
evocaba "la inseguridad judicial marro­
quí, que se hacía proverbial, legendaria 
en el entorno mediterráneo, y que ame­
nazaba con comprometer el desarrollo 
de las relaciones de negocios en general 
y franco-marroquís en particular" (cita­
do por M. Catusse, "Marruecos un Esta­
do de derecho para los negocios", MN, 
2000, p.247). En 1996 fue adoptada una 
ley sobre las inversiones, otra sobre las 
sociedades anónimas y otra sobre las 
otras formas de sociedades; una ley ins­
tituyó los tribunales de Comercio y un 
nuevo Código del Comercio fue estable­
cido. Entre 1996 y 1998 el Código de 
Aduanas fue revisado. Esta reforma glo­
bal se inscribía claramente en el impe-
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rativo de liberalización, entendida en 
los dos sentidos del término: el de la 
economía pero también el de aliviar la 
presión del Estado y de la regulación ad­
ministrativa. Respondía de otro lado a 
una crítica manifiesta, pero no implica­
ba transferencia política alguna a favor 
de cualquier oposición. Muy al contra­
rio, incluso, puesto que era cuestión de 
vincularse aún más a los medios finan­
cieros, notablemente favorables al régi­
men. Al mismo tiempo, es innegable 
que la regulación del arbitraje judicial 
es también una regulación de los modos 
de intervención del aparato judicial, y 
por consiguiente una limitación de sus 
intervenciones. Es también un medio de 
lucha contra la corrupción, puesto que 
disminuye sin duda los recursos de arbi­
trariedad de la administración y por ello 
limita las posibilidades de desvío de és­
tas a beneficios exclusivo de los funcio­
narios. 

Contrariamente a la reforma de las 
jurisdicciones especializadas y a la lu­
cha contra la corrupción, la reforma 
constitucional posee en su conjunto un 
carácter político. No se trata, en efecto, 
de regular el funcionamiento en cierto 
modo interno del aparato autoritario, si­
no de afectar el equilibrio de los pode­
res. En realidad, los regímenes autorita­
rios árabes son todos regímenes consti­
tucionales, dotados de instituciones cla­
ves del régimen representativo. No es 
cuestión de afirmar que estos funcionan 
de manera democrática, pero, en cam­
bio, importa constatar la evidencia de 
su carácter constringente: 1) la organi­
zación del autoritarismo está moldeada 
de hecho en la misma organización 
constitucional; 2) esta imbricación es­
tructural de una en la otra pone en fun-

cionamiento constreñimientos que se 
imponen a los mismos dirigentes autori­
tarios. Tomemos dos ejemplos: el de la 
sucesión en Siria y en Egipto, el de la 
modificación del artículo 76 de la Cons­
titución. En Siria Bachar El Assad no te­
nía la edad constitucional para suceder 
a su padre. Tuvo que modificar previa­
mente la Constitución: la organización 
autoritaria del Estado le permitía hacer 
adoptar sin riesgo la reforma constitu­
cional, pero su poder hubiese parecido 
fragilizado e ilegal, si se hubiera hecho 
elegir contra los términos de la Constitu­
ción. En Egipto el presidente Moubarak 
ha obtenido una modificación de la 
Constitución, de acuerdo a cuyos térmi­
nos el presidente es elegido por sufragio 
universal directo, con una pluralidad de 
candidaturas, a la primera vuelta, y dos 
candidatos a la segunda. Este modo de 
elección no cuestiona la supremacía del 
partido en el poder y aún menos la del 
jefe del Estado. Por el contrario, la natu­
raleza misma de la situación concurren­
cia! en la segunda vuelta ha acarreado 
un claro crecimiento de las críticas con­
tra el Presidente, que no eran acostum­
bradas, cuando este era sólo candidato 
en un referéndum de confirmación. 

Si se considera ahora que las institu­
ciones constitucionales poseen un po­
der de cpnstreñimiento, por limitado 
que sea, las reformas constitucionales 
aparecen como algo muy diferente a 
una cortina de humo. Tales reformas 
pretenden efectivamente organizar una 
cierta liberalización del poder, aunque 
estableciendo los límites necesarios pa­
ra la preservación del régimen. Una 
evolución notable consiste en el esta­
blecimiento de jurisdicciones constitu­
cionales, presentes, desde ahora, en ca-



si todos los Estados, en Africa del Norte 
como en Medio-Oriente. Estas reformas 
son instituidas inicialmente o son pues­
tas en práctica más tarde con ocasión de 
una etapa liberal en la "carrera" del ré­
gimen. Este fue, por ejemplo, el caso del 
Consejo Constitucional Marroquí, crea­
do en 1992 y reformado en 1996. Su es­
tablecimiento acompañaba una clara li­
beralización del régimen y preparaba la 
"alternancia" de 1998. Se notará tam­
bién, que en un sistema con un partido 
presidencial dominante como el sistema 
político egipcio, la presencia de una 
corte constitucional atenúa el principio 
de mayoría, que hace que toda ley pro­
puesta es votada, incluso si aparece 
contraria a las libertades fundamentales. 
El interés de la jurisdicción constitucio­
nal consiste, así, en que puede cuestio­
nar y anular decisiones eminentemente 
políticas, sin por ello aparecer política­
mente comprometida; y esto tanto me­
jor cuanto que el modo de designación 
de sus miembros concede una clara 
ventaja a los gobernantes: una parte, al 
menos, es designada por el Ejecutivo y 
el presidente es por lo general elegido 
por el jefe del Estado. 

Otro ejemplo, directamente abierto 
a la oposición política, reside en la revi­
vificación o en la creación de Parlamen­
tos. las modificaciones constitucionales 
van en este sentido (creación de una se­
gunda cámara en Marruecos, de un Par­
lamento en Bahrein ... ) tienen por conse­
cuencia posible la transformación de 
opositores en parlamentarios. Si en ge­
neral los regímenes autoritarios se libran 
a tales modificaciones, al mismo tiempo 
ponen en práctica medios formales (le­
yes electorales, limitativas y lo restric­
ción de posibilidades de enjuiciamiento 

ECUADOR DEBATE/ TEMA ÜNTRAl 55 

del Ejecutivo por el legislativo) e infor­
males (manipulación de elecciones) ne­
cesarios para evitar una modificación 
radical del equilibrio de fuerzas, por lo 
menos no permiten transformaciones de 
las mismas condiciones de la vida polí­
tica, promoviendo su pluralización. 
Desde este punto de vista, el constitu­
cional ismo es una de las formas de judi­
cialización de lo político, puesto que 
consiste en poner en práctica institucio­
nes que garantizan una participación 
mínima entre los gobernantes y sus opo• 
sitores, y dar derechos a la oposición sin 
darle el poder. 

Sin embargo, esta dinámica en apa­
riencia enteramente controlada puede 
tener desarrollos imprevistos y conse­
cuencias muy contrarias al deseo del 
statu quo característico de los regíme­
nes autoritarios. Es así como durante el 
verano 2000 la Suprema Corte constitu­
cional egipcia ha juzgado que él gobier­
no egipcio no respetaba el artículo 88 
de la Constitución, imponiendo que las 
elecciones se hiciesen bajo el "control 
de la magistratura", y que convenía que 
todas las mesas de voto fueran coloca­
das bajo la presidencia de un magistra­
do. No era posible al régimen ignorar 
esta decisión de la justicia, a no ser que 
se librara un golpe de Estado, lo que hu­
biese conducido a un endurecimiento 
imprevisible y contraproducente de la 
vida política, así como a un conflicto di­
recto con el conjunto del aparato judi­
cial. El jefe del Estado dio por consi­
guiente la consigna a su Ministro de Jus­
ticia para establecer este control, y a su 
Ministro del Interior de tomar las medi­
das necesarias para evitar que este con­
trol no fuera demasiado eficaz. Sin em­
bargo, haciendo imposibles las formas 



56 BAuDOuiN DuPRET 1 Derecho y política: reformas actuales en los países Arabes 

usuales de manipulación de las eleccio­
nes, como el relleno de las urnas y los 
votos múltiples de una misma persona 
bajo identidades diferentes, esta deci­
sión de la justicia ha acarreado si no 
una derrota de los gobernantes, al me­
nos la derrota de muchos miembros im­
portantes del partido en el poder y la 
victoria de muchos Hermanos musul­
manes. Al pasar la elección por tres fa­
ses, el gobierno ha podido limitar seve­
ramente el margen de maniobra de los 
electores, sobre todo bloqueando el ac­
ceso a las mesas de voto; pero oposito­
res, hasta ahora excluidos, han podido 
ingresar en el Parlamento. Está claro que 
el constitucionalismo combinado con la 
independencia de la magistratura puede 
tener consecuencias políticas no desea­
das por los gobernantes autoritarios, 
aunque aparentemente (y paradójica­
mente) conformes a la política de "libe­
ralización" que promueven. Está igual­
mente claro que estas consecuencias, 
por imprevistas que sean, permanecen 
in fine bajo· el control de los gober­
nantes. 

El último tipo de reforma jurídica re­
levante de la liberalización consiste en 
la aplicación de una justicia transitoria. 
No hay más que un caso en el mundo 
árabe: el de Marruecos. La Instancia 
Equidad y Reconciliación ha sido insti­
tuida por el Rey para hacer visibilizar 
sobre el conjunto de exacciones come­
tidas bajo el reino precedente, en la lu­
cha contra los opositores, durante lo 
que se denomina en Marruecos los 
"años de plomo". El establecimiento de 
delitos, crímenes, el detalle de su ejecu­
ción, la publicidad de las historias de 

las víctimas, así como las recomenda­
ciones que se han sucedido tienen por 
finalidad evitar el cuestionamiento polí­
tico radical de la integralidad del régi­
men. Es por lo demás el objeto de justi­
cias tradicionales, el limitar la extensión 
de los cuestionamientos y sus conse­
cuencias. Sin embargo, es también in­
negable prueba del estado de la libera­
lización y de estabilización del régi­
men, puesto que toma a cargo la inda­
gación sobre las exacciones cometidas 
por su propio aparato de seguridad. En 
otros términos, los gobernantes conside­
ran que las bases del régimen son sufi­
cientemente sólidas como para no co­
rrer el riesgo de ser sacudida por la ex­
posición de estas prácticas, de otro lado 
corrientes y conocidas, pero nunca des­
veladas. Es también la afirmación de lo 
que ellas mismas revelan de un tiempo 
pasado. 

Los modos de reformas de lo políti­
co pasando por lo jurídico son numero­
sas. Consisten en su gran mayoría en el 
establecimiento de instituciones regula­
doras, que no implican actitudes oposi­
toras o de instituciones políticas, que li­
mitan las consecuencias de la apertura a 
los opositores. Es por eso, por ejemplo, 
que el constitucionalismo puede ser una 
estrategia de liberalización, ya que con­
siste en la adopción de regulaciones ju­
rídicas, que sobredeterminan las rigide­
ces mayoritarias. La presencia de una 
jurisdicción constitucional limita el ar­
bitrio mayoritario y abre a la oposición 
de recursos, sin implicar derrocamien­
tos políticos. En cierto modo el derecho 
se substituye a la actividad política nor­
mal. 



111. Los límites de la reforma política 
por el derecho 

Uno de los escollos principales, que 
debe enfrentar todo programa de refor­
ma por el derecho, consiste en el efecto 
de distorsión provocado por una sesga~ 
da atención, en lo que se refiriera a los 
asuntos politizados y mediatizados. Los 
procesos de periodistas, los asuntos de 
costumbres, los encausamientos judi­
ciales de candidatos a las elecciones, la 
acusación de personalidades políticas, 
situaciones todas estas cuyo tratamiento 
deja pensar que la administración de la 
justicia es completamente disfuncional. 
Sería sin embargo no ver el árbol y olvi­
dar que pueda ocultar el bosque. Este 
bosque es el de los poderes judiciales, a 
los cuales se recurre masivamente o, di­
cho de otra manera, el de una justicia 
activa, cuyos disfuncionamientos rele­
van más de su sobrecarga que de la so­
la subyugación al poder y al dinero. 

El recurso a los tribunales es una 
práctica ampliamente extendida en la 
mayoría de los países del mundo árabe. 
Por lo que, de lo que sufren las jurisdic­
ciones es el amonto~amiento judicial, 
la insuficiente calificación del personal, 
la ausencia de informatización y de pu­
blicación sistemática de la jurispruden­
cia, la falta de efectivos, mucho más 
que la preocupación de politización y 
de corrupción. Naturalmente, el cuadro 
presenta contrastes entre un país y otro. 
Mientras que la corrupción se mantiene 
endémica en Siria, parece menos densa 
en Egipto. Mientras que la influencia del 
poder político sobre la acción judicial 
está marcada en Túnez, parece más te­
nue en Líbano. Lo que se podría subra­
yar aquí es que lo esencial de lo conten-
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cioso está constituido de negocios, para 
los cuales el dinero y el poder no mues­
tran con frecuencia más que desprecio. 
A este nivel, se trata de una justicia efec­
tiva. Por ello, la idea de una reforma por 
el derecho choca, ante todo, con la 
existencia de este derecho y de las insti­
tuciones encargadas de ponerlo en 
práctica. En esta perspectiva, no es tan­
to cuestión de reformar por el derecho, 
lo que ha de considerarse, es cuanto 
hay que reformar el derecho o, más aún, 
reformar las condiciones de ejercicio 
del derecho. 

Derecho y justicia se muestran, en la 
mayoría de los países árabes, activos y 
efectivos, aunque eventualmente dis­
funcionales. El amontonamiento de tri­
bunales y el retraso judicial están ahí 
para atestiguarlo, aunque las pesadas 
burocracias y el poder excesivo de ofi­
cios intermediarios (amanuenses, ujie­
res) en la administración de la justicia 
puedan ser invocados a título de causas 
del retraso acumulado en las conclusio­
nes de los expedientes. Esta actividad es 
esencialmente rutinaria y responde a las 
reglas del género, dependiendo estre­
chamente de cada contexto, en el que 
se inserta. Por ejemplo, la tenencia de 
un arma de fuego de confección artesa­
nal o el comercio de cannabis, lo cual 
es moneda corriente en el medio rural 
egipcio, que la aparición de un nuevo 
caso es tratada, por el agente judicial 
como una banalidad, no atribuyendo 
importancia de encausamiento sino a 
condición de que salga de esta suerte de 
geografía práctica del ordinario penal. 
El mismo agente, en un medio urbano, 
considerará el comercio de píldoras con 
propiedades narcóticas como habitual, 
pero tratará la tenencia de un arma de 
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fu~;go de confección artesanal como un 
casó excepcional. Se notará que la ruti­
na conduce a funcionamientos estereo­
tipados. Si se toma otro ejemplo egip­
cio, se constata que en materia de tráfi­
co de droga, es notorio, entre los agen­
tes de la Fiscalía el cómo el proceso ver­
bal que relata los hechos del delito da 
lugar a un escenario tipo, que conduce 
al establecimiento del crimen. Aparece 
así que para la policía no se trata tanto 
de describir los hechos acontecidos 
cuanto de reproducir un relato consta­
tando, según las reglas del género, del 
crimen. Es necesario, ante todo, que el 
relato esté desprovisto de los disloca­
mientas de la legalidad muy frecuentes, 
y que si fueran constatados, desembo­
carían en un vicio de forma y en la nu­
lidad del procedimiento. El substituto 
del Fiscal tiene él mismo conciencia de 
este género de escenario, cuando un 
asunto le es transferido, sin que ello 
conduzca a encausar directamente a la 
policía. 

Sin entrar en un debate extremada­
mente vivaz de teoría del derecho, con­
viene destacar una evidencia: la justicia 
puede ser injusta y el derecho puede ser 
inmoral. De hecho, se constata que la 
preocupación principal de los júeces es 
ser considerados jurídicamente perti­
nentes y procedimentalmente correctos. 
Esto significa que los jueces, sean ára­
bes o no, tienen la finalidad de 1) esta­
blecer una calificación de los hechos 
que releve de la legalidad, es decir una 
caracterización de lo que está sometido 
a su atención en el marco de las defini­
ciones que les proporciona la ley; 2) ins­
cribir su acción en un proceso que res­
pete los procedimientos, que les son for­
malmente impuestos. Esto no excluye 

en absoluto la existencia de leyes con­
trarias a los grandes principios de justi­
cia (leyes de excepción, en Siria, por 
ejemplo) y el pronunciamiento de jui­
cios injustos (como el que ha condena­
do a muchos individuos en razón de su 
orientación sexual, en Egipto). Puesto 
que se trata por consiguiente de propo­
ner una reforma política del derecho, 
conviene ser pragmático y considerar 
que este instrumento no es el único pa­
ra poder encadenar un círculo virtuoso, 
aunque sea uno de los componentes in­
dispensables. 

Importa recordar aquí que todas las 
jurisdicciones consideradas excepcio­
nales en el mundo árabe no son con fre­
cuencia contrarias a la ley o a la Cons­
titución sino solamente derogatorias del 
derecho común. Para no tomar más que 
un ejemplo egipcio, existe un gran nú­
mero de tribunales, que se pueden cali­
ficar de "tribunales de excepción". Co­
mo lo indica un experto de estos últi­
mos, este término significa los tribuna­
les que no son el "juez natural" del jus­
ticiable, pero cuya existencia está ex­
presamente prevista por la Constitución. 
Así, hay cortes de seguridad del Estado 
(estado de urgencia) previstas por un de­
creto-ley de 1958 sobre el estado de ur­
gencia. Hay igualmente tribunales mili­
tares establecidos por la ley sobre el po­
der militar de 1966. La función ue pro­
curador general socialista, por su parte, 
ha sido creada en 1971 y ha visto f:'xten­
didos sus poderes en 1978-1980, y des­
pués restringidos a partir de 1994. En 
1980 han siuo igualmente creados tri­
bunales de valores, estando encargado 
el Procurador General Socialista de la 
instrucción ue las acciones delant<> Je 
estos tribunales. finalmente. el Tribunal 



de los Partidos, creado por la ley de 
1997 sobre los partidos políticos, está 
encargado del reconocimiento de los 
partidos políticos. Además, hasta el 
2004, existían cortes de seguridad del 
Estado !permanentes) creadas por una 
ley de 1980. Mencionemos igualmente 
el Tribunal de la Traición y el Tribunal de 
la Revolución, instituciones que no pre­
sentan más que un interés histórico, al 
igual que el Tribunal del Secuestro. 

No cabría resaltar demasiado la am­
plitud de los usos de la violencia y de la 
tortura en las instituciones policiales y 
penitenciarias de los países del mundo 
árabe. Igualmente es necesario insistir 
sobre la falta de medios, de los que dis­
ponen los poderes judiciales, a pesar 
del amontonamiento que sufren y al que 
eso no hace más que contribuir. Estopa­
ra destacar que la reforma por el dere­
cho supone necesariamente, y de mane­
ra previa, una reforma de las prácticas 
del derecho. Los países del mundo ára­
be están dotados de legislaciones cohe­
rentes. No son tanto los textos y las ins­
tituciones, que deberían ser reformados 
cuanto el conjunto de prácticas ligados 
a ellos. Esto no es posible más que a 
condición de cambiar radicalmente los 
hábitos de impunidad, de favoritismo, 
de venalidad, de brutalidad, que preva­
lecen en muchos lugares de los sistemas 
represivos. Dicho de otra manera, no es 
necesariamente la enmienda de la ley 
que es susceptible de inducir el cambio 
del sistema judicial, y su utilización en 
cuanto vector de reforma. El sentido co­
mún árabe no se ha equivocado en ello 
a propósito de la producción de leyes, 
de "sistema D legislativo" o de "oportu­
nismo legislativo" (al-hall bi-1-tashri'). 
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En la evaluación del papel del dere­
cho en cuanto medio de reforma de re­
gímenes, conviene también recordar 
que la ley se encuentra en las manos de 
detentares del poder. Esto acarrea dos 
consecuencias precisas. De un lado, el 
derecho y la justicia pueden servir de 
estrategias para evitar el monopolio po­
lítico ejercido por los gobernantes. Fren­
te a regímenes que manipulan las elec­
ciones y no permiten la presencia de 
oposiciones a no ser investidas por 
ellos, la tentación es grande para des­
plazar la lucha sobre un terreno que no 
sea totalmente controlado. Por el núme­
ro importante de sus miembros tanto co­
mo por el muy amplio espectro de cues­
tiones de su competencia, el poder judi­
cial constituye un medio estratégico y a 
veces eficaz. Es así como ha podido ser 
solicitado para tratar de imponer una 
cierta concepción de la moralidad pú­
blica (prostitución, homosexualidad) o 
del lugar del Islam en la vida pública. 
(uso del pañuelo en la escuela, nocio­
nes de blasfemia, de apostasía). De la 
misma manera los tribunales- se piensa 
particularmente en las jurisdicciones 
administrativas y constitucionales - han 
permitido que sean reconsiderados cier­
tos equilibrios sobre los cuales reposan 
los regímenes y han desembocado en 
transformaciones reales. Por ejemplo la 
decisión de la Corte Suprema de Justicia 
jordana sobre un decreto en el que se 
considera implícitamente que la deci­
sión de la desvinculación jordana de 
Cisjordania está desprovista de legali­
dad (1988; cfr. V. Legrand, EMA, 
2005:213). Se puede también remitir a 
la competencia de la Corte Suprema 
Constitucional Egipcia cuestiones de 
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privatizaciones del sector público, de 
interpretación de la referencia a la ley 
islámica como principio de legislación, 
de propiedad o de libertades públicas. 
Para formularlo en otros términos, se ob­
serva la utilización de la justicia en 
cuanto eufemismo de lo político: para 
no ostentar explícitamente el diferencial 
político, y en un contexto de limitación 
estricta de los canales de expresión de 
la oposición, se nota la instrumentaliza­
ción de otras vías no violentas y en teo­
ría no políticas. En un contexto de clau­
sura política, diferentes autores son lle­
vados a tratar de aprovechar espacios 
dejados vacantes, entre los cuales está 
el intersticio judicial. 

La otra consecuencia de que la ley 
sea un instrumento detentado por los 
gobernantes es el control que estos pue­
den ejercer sobre toda veleidad de re­
forma. Las estrategias de reforma están 
abiertas a la iniciativa de instituciones 
reguladoras judicialmente de su activi­
dad. Aquí como en otros lugares, la re­
forma viene de arriba y en los límites 
compatibles con la preservación del 
equilibrio del régimen establecido. El 
uso mismo del proceso por los oposito­
res encuentra su límite en el hecho de 
que las decisiones de la justicia son 
puestas en práctica por los gobernantes 
y no por los magistrados, y que pueden 
por ello modular sus consecuencias. De 
lo cual se desprende que la reforma 
aplicada por el Estado de derecho apa­
rece más bien como una consecuencia 
de la liberalización del régimen y como 
uno de sus medios que como una diná­
mica que fuerza dicha liberalización; es 
pues como un medio y no como causa 
que conviene considerarla. Por lo de­
más, ya se ha dicho, los resortes de; Es-

tado de derecho pueden ser totalmente 
utilizados para extenuar a los oposito­
res. En Egipto un célebre opositor, de­
fensor de los Derechos del Hombre, 
Saad EI-Din lbrahim, ha sido condena­
do por haber violado la ley sobre el fi­
nanciamiento de las ONG's. Acusado 
ante las jurisdicciones normales, encar­
celado conforme a la ley, liberado con­
forme a la ley, de nuevo encarcelado 
conforme a la ley y, finalmente absuelto 
por la Corte de Apelación, su calvario 
judicial ha durado años. La justicia se 
ha pronunciado a su favor, mostrando 
en definitiva su independencia; el hom­
bre, sin embargo, ha salido quebrado. 
En el mismo sentido, los gobernantes 
han probado así su adhesión al Estado 
de derecho - la justicia ha seguido su 
curso - y han sancionado eficazmente 
un opositor, que a sus ojos se había 
vuelto impertinente. Es el límite de la es­
peranza lo que se puede colocar en el 
derecho. 

Dado que la reforma del derecho y 
por el derecho es un instrumento que no 
puede ser iniciado más que por el legis­
lador, hace de éste una institución a la 
vez juez y parte. Es parte comprometi­
da, ya que esta reforma implica una de­
finición más precisa de los poderes de 
cada uno, es decir una redefinición y 
una redistribución de ellos. Pero el le­
gislador es igualmente el árbitro de los 
conflictos, que no pueden faltar entre el 
Ejecutivo y un Judicial reforzado. Toda 
reforma del derecho y por el derecho 
supone un reforzamiento estricto de la 
independencia del poder judicial, pero 
este reforzamiento implica que los dos 
otros poderes - y en particular el jefe 
del Estado y su Ejecutivo, siempre pre­
ponderantes en contexto árabe, admitan 



desprenderse de una parte de las prerro­
gativas, que se ha abrogado tradicional­
mente De ahí la conclusión de que el 
reforzamiento del poder judicial no 
puede exceder lo que el poder poi ítico 
consiente acordarle. Si es posible obser­
var puntualmente veleidades de inde­
pendencia en el jefe del poder judicial, 
estas permanecen tributarias de parte 
del legalísmo inevitable de sus iniciado­
res, de un procedimiento que pasa por 
una propuesta del Ejecutivo y de un vo­
to expresado por el legislativo. Esto se 
ve en Egipto hoy, donde un movimiento 
de resistencia, conducido por una fran­
ja no irrelevante de la corporación y de 
su sindicato, desemboca en el voto de 
una ley por parte de la Asamblea Nacio­
nal a propuesta del Ministro del Interior, 
ley que sin embargo no responde más 
que parcialmente a los deseos de los in­
teresados. 

Hay en el seno de los poderes judi­
ciales de los países árabes numerosas 
tendencias que, más allá de un consen­
so corporativista sobre los intereses pro­
pios a la profesión, se oponen amplia­
mente en su visión de la legitimidad del 
derecho. En general se puede observar 
una tendencia liberal, que desea un re­
forzamiento del poder judicial en nom­
bre de la separación de poderes y del 
Estado de derecho, y .una tendencia tra­
dicionalista, que admite las virtudes de 
estos principios, pero nutre igualmente 
una ambición política contestataria. los 
poderes no se han engañado con ello, 
buscando siempre cortar las alas "sub­
versivas" de los jueces, al mismo tiem­
po que se aseguraban de que se pudie­
ra siempre decir que la justicia es admi­
nistrada libremente y sigue su curso. En 
Joroama, un magistrauo que dio origen 
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del decreto de la Suprema Corte de Jus­
ticia de 1988 ha podido tomar su deci­
sión, pero ha sido objeto después de 
medidas disciplinarias. En Egipto un 
juez que había decidido declarar in­
constitucional una ley por motivos de 
su contradtcción con la ley· islámica, 
antes en los años 1980, fue transferido a 
un juzgado de administración no con­
tenciosa. En Siria numerosos magistra­
dos han sido destituidos por motivos de 
corrupción, por simple decisión del Mi­
nistro de la justicia y de la presidencia, 
sin ninguna forma de proceso. Se cons­
tata hasta qué punto los gobernantes 
son muy cuidadosos respecto de la for­
ma del principio de independencia, pe­
ro igualmente reticentes a la idea de 
otorgar una completa autonomía, de la 
que temen los desbordamientos subver­
sivos. 

la reforma del derecho y de la justi­
cia es no sólo tributaria de la voluntad 
política, sino también puede ser igual­
mente una carta entre sus manos. Se 
puede tomar como prueba las campa­
ñas de lucha contra la corrupción. Des­
de siempre o casi, estas campañas han 
sido implementadas para trapear inter­
namente los aparatos del poder por sim­
ples llamadas judiciales al orden de las 
instituciones del Estado. Dicho de otra 
manera, el Judicial puede servir como 
aparato de blanqueamiento del Ejecuti­
vo. Recientemente en Marruecos una 
alta personalídad, responsable de la se­
guridad de los palacios reales ha sido 
relevada de sus funciones por haber 
asegurado su protección a un barón de 
la droga. Mientras que durante años es­
te último gozaba de la impunidad, a pe­
sar de numerosas condenas, de las que 
había ~ido objeto, esta vez fue cietenido, 
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encarcelado, interrogado y transferido a 
la justicia para un proceso ejemplar. lo 
que explica este cambio de actitud es la 
voluntad de retomar el control del apa­
rato de seguridad y atacar a algunos de 
sus patronos. Así se constata como la 
carta de una justicia transparente, lim­
pia y eficaz puede ser utilizada para fi­
nes estrictamente políticos. 

Recomendaciones 

En conclusión, cabría formular cin­
co recomendaciones, referidas a la ne­
cesidad de: 1) proceder a un inventario 
del derecho y de la justicia tal y como 
existen en los países árabes; 2) estimar 
las posibilidades ofrecidas por la refor­
ma del derecho y por el derecho; 3) te­
ner en cuenta los constreñimientos y lí­
mites propios a este tipo de reforma; 4) 
promover las reformas que proceden 
del interior de las instituciones legales y 
de sus agentes; 5) ayudar al funciona­
miento de las capacidades instituciona­
les establecidas en el seno mismo de las 
instituciones estatales. 

Primera recomendación: hay un ver­
dadero déficit de conocimiento de los 
sistemas de derecho y de justicia en el 
mundo árabe. los centros de documen­
tación, las bases de datos, las traduccio­
nes fiables y las síntesis actualizadas 
acusan una lamentable falta. Conviene 
proseguir y amplificar el trabajo em­
prendido por el Yearbook of Isa/míe and 
Middle Easter Law (Kiuwer Law lnterna­
tional) y obras como Egypt and lts Laws 
(kluwer Law lnternational, 2002), yendo 
más allá de esta única parte emergente 
del iceberg que son los asuntos mediá­
ticos. 

Segunda recomendación: el moví­
miento de reforma del derecho y por el 
derecho ha permitido, desde el punto 
de vista político, la "legalización" de la 
actividad opositora. Por limitada que 
sea esta liberalización, induce un círcu­
lo virtuoso, gracias al cual se vuelve di­
fícil para los gobernantes negar el prin­
cipio de soberanía de la ley; es decir, la 
primacía del derecho y de un Estado 
fundado sobre su respeto. Conviene por 
consiguiente animar a los Estados a es­
tablecer tales instituciones y lo mante­
nerlas. 

Tercera recomendación: la ambi­
ción de reforma del derecho y por el de­
recho es limitada y sujeta a constreñí­
mientas. De un lado, se encuentra entre 
las manos de los gobernantes. De otro 
lado, no tiene en consideración los mo­
dos de funcionamiento efectivo de las 
jurisdicciones instaladas. Es convenien­
te no ver en ello una substitución de las 
reforrr¡as políticas, sino una ayuda y un 
complemento a éstas, porque hay ya un 
poder judicial activo y funcional en los 
sectores del derecho al abrigo de las in­
terferencias políticas y financieras, sus­
ceptible de afiliarse fácilmente a un ob­
jetivo reformador respetable. 

Cuarta recomendación: los poderes 
de los diferentes países árabes permane­
cen frágiles, a pesar de su perennidad. 
Se puede ganar, acentuando esta debili­
dad, no porque estos regímenes sean 
preferibles a sus oposiciones, sino por­
que las crispaciones desembocan gene­
ralmente en transiciones brutales y de­
sestabilizadoras. A título de esto, con­
viene promover la reforma del derecho 
y de la justicia a partir de las institucio­
nes instaladas y de sus agentes, más que 



proceder a reiterados cuestionamientos 
no especificados, y que por muy justifi­
cados que puedan se~ no conducen 
más que a situaciones de crisis con fre­
cuencia irresolubles. 

Quinta recomendación: prever un 
desarrollo de las capacidades de la so­
ciedad civil en el dominio de la reforma 
del derecho y por el derecho es sin du­
da menos importante que favorecer la 
emergencia de una magistratura orgu­
llosa de sí misma y consciente de sus 
deberes. El margen de maniobra proce-
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de de que los magistrados osen utilizar 
los instrumentos que disponen. Impul­
sar a las asociaciones civiles a utilizar la 
justicia sería, después de todo, inútil si 
los magistrados no están a la altura; 
mientras que si los magistrados tienen la 
reputación de hacer su oficio, siempre 
habrá alguno para atestiguar. De ahí la 
necesidad de focalizarse en el desarro­
llo de las capacidades (capacity buil­
ding) de las instituciones jurisdicciona­
les, cuasi-jurisdiccionales y parlamenta­
rias. 

PUBLICACION CAAP 
!Estudios y ~náÚsís 

AFROQUITEÑOS 
CIUDADANÍA 
Y RACISMO 

Invlslblllzados, agredidos e Inde­
seados los negros urbanos, son 
segregados y vlctimlzados. El 
cotidiano racismo que los califica 
y exduye, Impide su reconoci­
miento como ciudadanos y re­
vela que perviven realidades que 
realimentan la desigualdad. 
El texto Indaga esta compleja 
problemática, en la búsqueda de 
una sodedad sin diferencias 
raciales. 

Carlos de la Torre 
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PUBLICACION CAAP 

RELEER LOS POPULISMOS 

Kurt Weyland 
Carlos de la Torre 
Gerardo Aboy Caries 
Hernan lbarra 

Esta edición de la serie Diálogos Intenta desentrañar esos "Yacios 
Políticos", en los que emergen los populismos y la apropiación que el 
lider populista hace de estos escenarios, asi como contribuir al 
exclarecimiento de un concepto que según A. Moreano, "A t ransitado 
con extto desde las ciencias sociales hacia el sent ido común". 
A decir de muchos, el popullsmo es un fantasma que recorre América 
Latina, con nuevas fonnas y en otros contexto:> a los estudios clásicos 
sobre este fenomeno, lo que permitiría disdngu1ir a un viejo populismo 
de un actual Neo-Popullsmo. En todo caso estamos frente a un 
concepto ambiguo que parece haber conspirado• para podernos explicar 
me¡or momentos cruciales de la historia política. 



El reto de tomarnos en serio el Estado 
social de Derecho 1 

Judith Salgado2 

Si el Estado de Derecho supuso la eliminación .de la arbitrariedad y autoritaria organización de 
la sociedad del antiguo régimen, el Estado Social de Derecho implica un avance histórico de la 
humanidad en tanto a más de establecer la igualdad y limitar el poder del Estado, asume la 
igualdad real y regula la propiedad privada sujetándola al interés social e incorpora los Dere­
chos Económicos Sociales y Culturales, como fundamento reconocido de la constitucionalidad 
del régimen de gobierno. La igualdad debe ser también reconocida como el derecho a la dife-
rencia y a la no discriminación. . 

e omo señala Carlos Gaviria en 
que el Estado Social de Derecho 
(ESO) no implica una concep­

ción contrapuesta al Estado liberal o Es­
tado de Derecho (ED), ya que ambos 
son fases en .un proceso de emancipa­
ción de los seres humanos) De ahí que 
el ESO supone, a partir de mostrar los 
vacíos y límites del Estado liberal de De­
recho, buscando un estadio más avan­
zado en la concreción en la búsqueda 
de la dignidad humana. 

Por lo mismo no podemos hablar 
del ESO sin antes hacer mención al ED, 

que surge históricamente en oposición 
al absolutismo del denominado Ancien 
Regime y constituye sin duda un avance 
significativo en el proceso de emancipa­
ción de los seres humanos. En efecto, 
los pilares que sostienenel ED son el 
principio de libertad por el cual los/as 
ciudadanos/as pueden hacer todo lo 
que no está prohibido sin interferencias 
de ninguna clase; la primacía de la ley 
como expresión de la voluntad popular; 
el sometimiento del poder al derecho, 
expresado en el principio de legalidad 
por el cual para el Estado todo lo que no 

Este articulo ha sido publicado originalmente en la Revista de Derecho Foro, Universidad Andina Si­
món Bolívar, Sede Ecuador/Corporación Editora Nacional, No. 7, 1 semestre de 2007. 

2 Oocente de la Universidad Andina Simón Bolívar, UASB. Coordinadora del Programa Andino de Dere­
chos Humanos, PADH, de la UASB. 

3 Carlos Gaviria, Estado Social de Derecho, Ponencia presentada en las Jornadas de debate nacion.ll. Los 
lemas de la Constituyente: del enfrentamiento a la propuesta, Universidad Andina ~imón Bolívar, sede 
Ecuador. Quito, 6 de marzo de 2007. 
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está expresamente permitido está prohi­
bido así como la separación de los po­
deres del Estado. 

Quizá el valor más importante de 
este régimen de Estado es la búsqueda 
de eliminar la arbitrariedad en el ejerci­
cio de la actividad estatal que afecta a 
los ciudadanos/as, a través de la ruptura 
con el paradigma de poder absoluto e 
ilimitado, reemplazado por los límites 
que pone el Derecho al poder a través 
del principio de legalidad y de la igual­
dad ante la ley entendida en el sentido 
de suprimir privilegios y desarmar fue­
ros, de tal manera que toda persona in­
cluyendo quienes ejercen el poder a tra­
vés de las instituciones del Estado se en­
cuentre sometida al Derecho y no por 
encima o fuera de él. 

Ahora bien, un valor fundamental 
que sustenta la noción de Estado de De­
recho es el principio de la dignidad hu­
mana, en palabras de la Corte Constitu­
cional de Colombia: 

" ... en considerar al ser humano como 
un fin en sí mismo y no como un instru­
mento o un medio para la realización 
de la voluntad o intereses ajenos. El 
principio de dignidad humana protege 
"(i) la autonomía o posibilidad de di$e­
ñar un plan vital y de determinarse se­
gún sus características (vivir como se 
quiere}, (ii} ciertas condiciones materia­
les de existencia (vivir bien), (iii)la intan­
gibilidad de los bienes no patrimonia­
les, integridad física e integridad moral 
(vivir sin humillaciones)" 4 

De acuerdo con Ferrajolí el ED to­
mado en el sentido de un modelo de or­
ganización política se caracteriza por 
tres principios: 

a) el principio de legalidad de toda 
actividad dei estado, es decir de su su­
bordinación a leyes generales y abstrac­
tas emanadas de órganos políticos-re­
presentativos y vinculadas, a su vez, al 
respeto de ciertas garantías fundamenta­
les de libertad y de inmunidad persona­
les así como de ciertos derechos de los 
ciudadanos procesalmente justiciables; 
b) el principio de publicidad de los ac­
tos tanto legislativos, administrativos y 
judiciales, que impone al ejercicio de 
todos los poderes, sedes, formas y pro­
cedimientos visibles, además de norma­
tivamente preconstruidos por leyes (el 
"gobierno del poder público en públi­
co", por usar las palabras de Norberto 
Bobbio); e) la sujeción a control de to­
das las actividades estatales bajo la do­
ble forma de control jurisdiccional de 
legitimidad, ejercido por jueces inde­
pendientes y de control político ejerci­
do por el parlamento sobre los aparatos 
ejecutivos y administrativos y por los 
electores sobre el parlarnento.s 

Según este autor, el desarrollo del 
Estado de Bienestar ha tenido como 
efecto relevante la crisis del modelo del 
ED. Sin duda las funciones de gobierno 
estatal de la economía y las prestacio­
nes públicas de naturaleza social y asis­
tencial entran en directa contradicción 
con los principios del ED al dotar de 

4 Sentencia T-881 de 2002. Corte Constitucional de Colombia. 
5 Luigi Ferrajoli, "Estado Social y Estado de Derecho" en Víctor Abramovich, María José Añón y Christian 

Courtis,comp .• Derechos sociales. Instrucciones de uso, México D. F., Distribuciones Fontamara, 2001, 
p. 11. 



mayores espacios de disdecionalidad a 
las autoridades estatales para diseñar 
políticas públicas y al ampliar el radio 
de incidencia a ámbitos antes vedados; 
en tanto las desigualdades sociales del 
sistema capitalista y la presión política 
de los grupos afectados exigen una ma­
yor intervención del estado en funcio­
nes que no calzan en el modelo liberal 
clásico de ED, pero adicionalmente son 
precisamente estas nuevas funciones las 
que se constituyen en un elemento de 
legitimación político-democrática.6 

Es en este contexto en el que surge 
el ESD que según Garrorena supone los 
siguientes elementos reconocidos cons­
titucionalmente: (i) Asumir el valor de la 
igualdad real o sustancial; (ii) regular 
constitucionalmente el proceso econó­
mico y sus principales actores; (iii) reco­
nocer y garantizar los derechos econó­
micos, sociales y culturales (DESC); (iv) 
limitar el derecho a la propiedad, supe­
ditándolo a que cumpla su función so­
cial;(v) asumir la transformación funcio­
nal y estructural del Estado por la cual 
éste se convierte en gestor de prestacio­
nes, servicios y asistencias destinadas a 
garantizar las condiciones fundamenta­
les de la existencia humana; asume la 
función de intervención y tutela de la 
economía a través de la planificación y 
regulación; y cumple su función de re­
modelación social reconociendo la 
existencia de una estructura social in­
justa que debe ser corregida a través 
principalmente de su accionar; (vi) con­
cibe las relaciones Estado/sociedad civil 

6 lbíd., pp. 12-13. 
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como interrelacionadas y no autónomas 
como afirma el pensamiento liberal.? 

En este artículo me centraré en dos 
de estos elementos. De una parte el va­
lor constitucional de la igualdad sustan­
cial y el reconocimiento y garantía de 
los DESC. 

Igualdad, diferencia y no discrimina­
ción 

En primer lugar quiero resaltar que 
existe una tensión constante entre la 
igualdad y la diferencia. En efecto todos 
los seres humanos somos iguales en dig­
nidad y merecemos igual respeto pero 
también todas las personas somos dife­
rentes con características específicas so­
bre las cuales construimos nuestras 
identidades. Así encontramos diferen­
cias de género, clé)se, etnia, color, orien­
tación sexual, edad, creencias religio­
sas, políticas, nacionalidad, condicio­
nes de salud, discapacidades, etc. Aho­
ra bien, el pensamiento moderno se ha 
construido en base a dualismos opues­
tos tales como hombre/mujer; blanco­
/negro; mestizo/indígena; rico/pobre; 
país desarrollado/país subdesarrollado; 
adultos/adolescentes o niños/as; hetero­
sexual/homosexual, creyente/ateo/a, 
etc. Estos pares opuestos han sido jerar­
quizados, por lo que uno de ellos es 
considerado superior y el otro inferior. 
De esta manera se ha asumido la dife­
rencia o la diversidad como sinónimo 
de desigualdad basada en relaciones de 
poder asimétricas. 

7 Angel Garrorena Morales, El Estado Español como Estado Social y Democrático de Derecho, Madrid, 
Editorial Tecnos, 1991, pp. 48-85. 
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Precisamente como cuestionamien­
to a esta lógica dicotómica y jerarquiza­
da la teoría feminista ha puesto en evi­
dencia los límites de la igualdad ante la 
ley o igualdad formal que aunque en la 
retórica incluye a todos en la práctica 
excluye a muchos/as. Un análisis de gé­
nero permite por ejemplo comprender 
que el paradigma de lo humano ha sido 
el varón, blanco, heterosexual y .con re­
cursos económicos y que en la práctica 
todos aquellas/os que no calzan en tal 
modelo de humanidad han sido exclui­
dos/as. Marcela Lagarde afirma: 

"El concepto humanidad encubre ideo­
lógicamente la dominación al pretender 
la confluencia abarcadora de todos y to­
das. Por eso, al homologar a la humani­
dad con el hombre, se la enuncia exclu­
yente ya que se deja fuera, o sea subsu­
me en el sujeto histórico (patriarcal, ge­
nérico, clasista, étnico, racista, religio­
so, etario, político) a quienes están so­
metidos por el dominio, a quienes no 
son el sujeto y, en consecuencia, no son 
sufiéientemente humanos". 8 

Judith Butler, refiriéndose a la lucha 
por los derechos de g·ays, lesbianas y 
trans, plantea: 

" .•• cuando luchamos por nuestros dere­
chos no estamos sencillamente luchan­
do por derechos sujetos a mí persona, 
sino que estamos luchando para ser 
concebidos como personas. Y hay una 
gran diferencia entre lo primero y lo úl­
timo. Sí estamos luchando por derechos 
que están sujetos, o deberían estar suje-

tos a mi persona, asumimos que la idea 
de persona ya está constituida. Pero si 
luchamos no solo para ser concebidos 
como personas, sino para crear una 
transformación social del significado 
mismo de persona, entonces la afirma­
ción de los derechos se convierte en 
una manera de intervenir en el proceso 
polítíco y social por el cual se articula lo 
humano."9 

Las preguntas sobre qué es lo huma­
no, a quién se considera humano son 
entonces ineludibles, pues definirán los 
límites de quiénes con considerados su­
jetos de derechos humanos en lo con­
creto y no en abstracto. Gallardo expo­
ne este punto de manera esclarecedora: 

"El procedimiento de sustancializa­
ción excluyente es sencillo: se exteriori­
za o proyecta un modelo de comporta­
miento humano; se designa la proyec­
ción resultante como Humanidad cons­
titutiva y se juzga -y condena- a quie­
nes no encajan en esa representa­
ción/valor como no humanos y antihu­
manos... El procedimiento sirve tanto 
para entregarse efectiva identidad hu­
mana ... como para negársela a quienes 
se ha construido como los otros ... Un 
corolario de esta lógica que hace de una 
Humanidad abstractamente determina­
da el canon de la humanidad de los in­
dividuos, es decir que se representa a 
los seres humanos con independencia 
de sus relaciones sociales, es que permi­
te reivindicar la humanidad genérica 
inexistente de los individuos, pero no su 

8 Marcela lagarde, "Identidad de género y derechos humanos. La construcción de las humanas". En Mó· 
duJo de Capacitación Caminando hacia/a igualdad real. llANUD, p.273. 

9 Judith Butler, Deshacer el género, Barcelona, ediciones Paidós, 2006, p. 56. 



opción sexual o comunista, o su reali­
dad de género. lO 

Otro de los aportes desde el feminis­
mo ha sido enfatizar que la tensión en­
tre igualdad y diversidad requiere ser 
abordada hacia desmontar las relacio­
nes de poder dominación/subordina­
ción y desechar las diversas manifesta­
ciones de discriminación. 

Joan Williams plantea que el análisis 
de igualdad que incluya uno acerca del 
género como poder social, elimina la 
confusión sobre si igualdad de género 
implica el que se trate igual o diferente 
a mujeres y hombres. Su interesante 
propuesta se resume en las siguientes lí­
neas: 

"la igualdad requiere igual tratamiento 
de ambos sexos ante normas que no es­
tén diseñadas alrededor de los cuerpos 
y los patrones de vida de los hombres. 
En algunos contextos, esto no requiere 
más que igual trato ante leyes y normas 
existentes. En otros, exige el cambio de 
una sola institución, ley o norma; o el 
cambio en la forma en la cual la perso­
na toma las decisiones pertinentes, apli­
ca la norma o ley existente." 

En otras ocasiones no será posible llegar 
a la igualdad de género simplemente 
con el cambio de una norma o institu­
ción, porque el proceso de toma de de-

ECUADOR DEBATE 1 TEMA CENTRAL 69 

cisiones involucra a muchos/as actore­
s/as sociales, muchos/as de ellas/os mo­
tivadas/os por estereotipos que les lle­
van a discriminar contra las mujeres. En 
tales contextos, en los cuales muchos/as 
actores/as operan en un proceso de to­
ma de decisiones descentralizado, la 
igualdad de género exige no solo trata­
miento ante leyes y normas existentes o 
cambios a una ley o norma específica, 
sino que también exige acción afirmati­
va11.12 

La deconstrucción de la igualdad 
por su carácter androcéntrico, la ruptu­
ra de la noción de un sujeto universal, la 
necesidad de reconocer la diversidad de 
los sujetos, el análisis de género en la 
reconstrucción de la igualdad son apor­
tes que desde el feminismo han movido 
las aguas del debate sobre igualdad, 
complejizándolo sin duda. 

Darle un nuevo contenido a la igual­
dad implicaría superar los planteamien­
tos contrapuestos ya sea de trato idénti­
co o de trato diferenciado para poner el 
acento en el análisis del poder que regu­
la las relaciones económicas, políticas, 
sociales y culturales. En suma, asumir, 
como nos plantea MacKinnon, que 
" .. .la desigualdad no es una cuestión de 
identidad y diferencia, sino de dominio 
y subordinación. La desigualdad tiene 

lO Helio Gallardo, Polltica y transformación social. Discusión sobre Derechos Humanos, Quito, Editorial 
Tierra Nueva, 2000, pp. 50-51. 

11 la Convención de Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) se re­
fíen~ en su Art. 4 a medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de fac­
to entre el hombre y la mujer. Estas medidas no se considerarán discriminatorias. Nos encontramos en 
ese caso frente a las denominadas acciones afirmativas. 

12 joan Williams, "Igualdad sin discriminación", en Alda Facio y Lorena Fríes, edit., Género y Derecho, 
Santiago de Chile, Ediciones LOM, 2000 p. 79. 
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que ver con el poder, su definición y su 
incorrecta distribución."13 

De su parte Sousa Santos distingue 
dos sistemas de pertenencia jerarquiza­
da: la desigualdad y la exclusión. Según 
este autor Marx es el gran teorizador de 
la desigualdad y Foucault de la exclu­
sión. Afirma que si la desigualdad es un 
fenómeno socioeconómico la exclusión 
es sobre todo un fenómeno cultural y 
social, un fenómeno de civífízación. 

En el sistema de desigualdad, la perte­
nencia se da por la integración subordi­
nada, mientras que en el sistema de ex­
clusión la pertenencia se da por la ex­
clusión. La desigualdad implica un sis­
tema jerárquico de integración social. 
Quien se encuentra abajo está adentro y 
su presencia es indispensable. Por el 
contrario, la exclusión presupone un sis­
tema igualmente jerárquico pero domi­
nado por el principio de exclusión: se 
pertenece por la forma como se es ex­
cluido. Quien está abajo, está fuera. Así 
formulados, estos dos sistemas de jerar­
quización social son tipos ideales pues 
en la práctica los grupos sociales se in­
troducen simultáneamente en los dos 
sistemas, formando complejas combina­
ciones.14 

El típico ejemplo de desigualdad es 
la que tiene como base la clase social, 
mientras que el heterosexismo y la ho­
mofobia son claros ejemplos de exclu­
sión la misma que está basada por lo ge­
neral en la noción de lo "anormal". El 

grado extremo de exclusión es el exter­
minio y de la desigualdad es la esclavi­
tud. 

El racismo y el sexismo son formas 
híbridas que combinan la desigualdad y 
la exclusión. 

"En el caso del racismo, el principio de 
exclusión radica en la jerarquía de las 
razas, y la integración desigual se mani­
fiesta primero a través de la explotación 
colonial y luego a través de la inmigra­
ción. En el caso del sexismo, el princi­
pio de exclusión se funda en la distin­
ción entre el espacio público y el espa­
cio privado y el principio de integración 
desigual, así como en el papel de la mu­
jer en la reproducción de la fuerza de 
trabajo en el seno de la familia y más 
tarde tal como ocurre en el racismo por 
la integración en formas desvalorizadas 
de fuerza de trabajo:•15 

Desde un análisis de la realidad se 
constata una preocupante vigencia de 
diversas formas de desigualdad y exclu­
sión que retan el principio de igualdad y 
no discriminación pilar de los derechos 
humanos y del Estado Social de Dere­
cho. Surgen al respecto varias pregun­
tas. ¿Cómo lograr que todas las personas 
sean tratadas con igual dignidad y res­
peto sin dejar de lado sus características 
que reclaman ser consideradas precisa­
mente para que su dignidad humana sea 
una vivencia cotidiana y no una fórmu­
la vacía? ¿Cómo alcanzamos una igual­
dad real/sustancial que vaya más allá de 

13 Catherine A. MacKlnoon, Hacia una teoría feminista del Estado, Madrid, Ediciones Cátedra, 1995, p. 
435. 

14 Sousa Santos Boaventura, La caída del Angelus Novus. Ensayos para una nueva teoría soda/ y una nue­
va práctica política, Bogotá, llSNUniversidad Nacional de Colombia, 2003, p. 125. 

15 lbíd., pp. 126-127. 



la igualdad formal? ¿Cómo logramos 
que las diferencias se desconecten de 
las jerarquías y de las relaciones de po­
der/dominación? 

Tal como señala Garrorena la prime­
ra de las proyecciones de la calificación 
"Estado social" [ .... ) es la aceptación de 
la igualdad, es decir, de la corrección de 
las desigualdades sociales, como uno de 
los "valores superiores" llamados a ins­
pirar el ordenamiento jurídico,"16 según 
este autor: 

" ... no se puede entender el principio de 
igualdad en su escueta y originaria ver­
sión liberal, como simple producto de la 
condición de "generalidad" que debe 
predicarse de la relación que liga a la 
ley con el ciudadano, ni - por tanto 
como interdicción de toda forma de di­
ferenciación jurídico-formal; eso no .se­
ría igualdad sino "identidad".[ ... ] que 
carece de sentido en el seno del vigente 
Estado Social de Derecho donde preci­
samente el legislador, cada día más, se 
ve obligado a realizar el valor "igual­
dad" distinguiendo entre situaciones 
que merecen ser distinguidas. [ ... ) Con­
siguientemente, el contenido esencial 
de la igualdad no se encuentra en la 
prohibición de establecer tratamientos 
normativos diferenciados, sino en la in­
terdicción de formaciones diferenciadas 
no justificadas, esto es arbitrarias o dis­
criminatorias [ ... ] la clave del principio 
de igualdad no radica en la "no diferen­
ciación", sino en la "no discrimina­
dón".l7 

De lo que se desprende no todo tra­
to idéntico es siempre equitativo (iguali-
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tario, justo) ni todo trato diferente es 
siempre discriminatorio. Para distinguir 
el trato diferente del discriminatorio 
contamos con el test de razonabilidad 
que impl.ica responder la pregunta de si 
el trato diferente ha sido razonablemen­
te justificado considerando los siguien­
tes elementos: (i) la existencia de un 
objetivo perseguido a través del estable­
cimiento del trato diferente, (ii) la vali­
dez de ese objetivo a la luz de la Cons­
titución, (iii) la razonabilidad del trato 
diferente y la relación de proporcionali­
dad entre ese trato y el fin perseguido. 

la razonabilidad del trato diferente 
marcará la frontera con la discrimina­
ción. Un ejemplo paradigmático al res­
pecto son las denominadas acciones 
afirmativas que son medidas especiales 
de carácter temporal encaminadas a 
acelerar la igualdad real entre grupos, 
cuando uno de ellos ha sido histórica­
mente discriminado. Son requisitos de 
toda acción afirmativa: (i) Que exista 
una desigualdad o exclusión real que 
ubique a un grupo de personas en des­
ventaja frente al resto, (ji) que la desi­
gualdad o exclusión se de por la perte­
nencia a un grupo étnico, sexual, eco­
nómico, etc., (iii) que el trato diferente 
sea razonable y proporcional, (iv) que la 
medida sea temporal hasta alcanzar la 
igualdad real. 

En este punto resulta necesario po­
ner en claro los elementos que configu­
ran la discriminación, a saber: (i) Toda 
distinción, exclusión o restricción,(ii) 
basada en motivos de raza, color, etnia, 
sexo, género, religión, edad, nacionali-

16 Angel Garrorena, El Estado Español como Estado Social y Democrático de Derecho., p.48. 
17 tbíd, pp. 50-Sl. 



72 /UDITH SALGADO 1 El reto de tomarnos en serio el Estado social de Derecho 

dad, opinione& políticas o de otra índo­
le, idioma, opción sexual, discapacidad 
visible, condición económica, social y 
en general por otras causas o condicio­
nes, (iii) que tengan por objeto o resul­
tado impedir, menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio en 
condiciones de igualdad de los dere­
chos humanos y libertades fundamenta­
les, (iv) en las esferas política, económi­
ca, social, cultural, civil, familiar o en 
cualquier otra esfera. 

En toda forma de discriminación (se­
xismo, racismo, homofobia, xenofobia, 
adultocentrismo, intolerancia religiosa, 
etc.) encontraremos una relación jerar­
quizada (superior/inferior), basada en 
prejuicios y estereotipos que reafirman 
lazos de poder/dominación. 

Recordemos que la discriminación 
puede manifestarse tanto en la normati­
va, en su aplicación por parte de las au­
toridades competentes como en las rela­
ciones sociales y la vida cotidiana. 

Entonces, tomarnos en serio la cali­
ficación del Estado ecuatoriano como 
un Estado Social de Derecho implica 
problematizar la reducción de la igual­
dad a un trato idéntico, incorporar el re­
conocimiento de la diferencia siempre 
que esto permita ampliar la noción de 
sujetos de derechos humanos, poner to­
da la institucionalidad estatal al servicio 
de la eliminación de desigualdades y 
exclusiones y de los obstáculos que im­
piden el goce efectivo de los derechos 
humanos individuales y colectivos y 
ciertamente deconstruir relaciones de 
poder asimétricas que reproducen la 
dominación e impiden la igualdad real. 

A propósito del mayor énfasis que se 
ha dado a la desigualdad o a la exclu­
sión ha surgido la controversia entre los 
defensores de las políticas de igualdad 
(redistributivas) que tienen como eje la 
categoría clase y los defensores de las 
políticas de la diferencia (de reconoci­
miento) que han esendalizado e ideaii­
zado las diferencias enfatizando en cier­
tas categorías como raza, etnia, género, 
sexualidades, etc. 

Es un riesgo, tanto la tendencia a 
una homogenización cultural a nivel 
global y el desconocimiento y rechazo a 
la diferencia como también la fragmen­
tación atomizada en nombre de la dife­
rencia cultural que puede caer en la 
creación de ghettos aislados. En ambos 
casos las respuestas racistas, xenofóbi­
cas y discriminatorias tienen perfecta 
cabida. 

Nancy Fraser rechaza la elección de 
carácter disyuntivo. ¿Políticas de clase o 
políticas de identidad? ¿Políticas socia­
les o políticas culturales? ¿Redistribu­
ción o reconocimiento? Niega que se 
trate de alternativas mutuamente exclu­
yentes. Al contrario, plantea que no hay 
reconocimiento sin redistribución y que 
son tareas cruciales cuestionar la distin­
ción entre cultura y economía; entender 
cómo las dos esferas actúan conjunta­
mente para producir injusticias; y 
descubrir cómo, en tanto prerrequisito 
para remediar las injusticias, las exigen­
cias de reconocimiento pueden ser inte­
gradas con las pretensiones de r~distri­
budón en un proyecto omnicompren­
sivo.lB 

18 Nancy Fraser, luslitia lnterrupta Reflexiones críticas desde la posición "postsocialista", Bogotá, Siglo de 
Hombres Editores, 1997, p. 6. 



Si bien, Sousa Santos coincide con 
el criterio de que no es posible el reco­
nocimief1to sin distribución y viceversa, 
no plantea una teoría general de la 
transformación sino un proceso de tra­
ducción que facilita inteligibilidad entre 
las luchas basadas en el principio de la 
igualdad y las luchas basadas en el prin­
cipio de la diferencia. En este sentido, 
afirma que la globalizacíón contrahege­
mónica requiere manejar un equilibrio 
tenso y dinámico entre la diferencia y la 
igualdad, entre la identidad y la solida­
ridad, entre la autonomía y la coopera­
ción, entre el reconocimiento y la redis­
tribución. "Asumir que tenemos dere­
cho a ser iguales cada vez que la dife­
rencia nos inferioriza o mengua nuestra 
posición y que tenemos derecho a ser 
diferentes cuando la igualdad nos des­
caracteriza o uniformiza".19 

Por consiguiente, si bien es un avan­
ce del Estado Social de Derecho el in­
cluir como uno de sus valores funda­
mentales la igualdad sustancial/real lo 
que he intentado mostrar en este punto 
es que no basta incluir la categoría cla­
se para salvar desigualdades. Garrorena 
ha dicho que el Estado Social de Dere­
cho parte del reconocimiento de la in­
justicia y desigualdad que afecta al sis­
tema capitalista y que busca corregirlas. 
Y este es un primer y muy importante 
paso, pero las injusticias también se pre­
sentan como exclusión o como combi­
naciones complejas de formas de desi­
gualdad económica y exclusiones y por 
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lo mismo no hay que perderlas de vista 
al momento de concretar el valor de la 
igualdad sustancial. 

En suma, el debate sobre igualdad/ 
diferencia/no discriminación es central 
en nuestros días. De hecho, las desi­
gualdades y exclusiones producen 
diversas redes de inequidad e injusticia 
en las que las categorías clase, género, 
edad, raza, etnia, orientación sexual, 
nacionalidad, religión se entrelazan. El 
predominio de una o más de estas cate­
gorías varía de acuerdo al contexto. la 
realidad de inequidad es compleja, en 
consecuencia, las políticas en respuesta 
no deben dejar de lado dicha compleji­
dad. 

Derechos económicos, sociales y cultu­
rales 

Otro de los elementos centrales de 
un Estado Social de Derecho es el reco­
nocimiento y garantía de los DESC20. 
Este es un elemento fundamental, más 
aún si consideramos que todavía hoy 
prevalece la idea de que los DESC no 
son derechos y que se trata de normas 
programáticas, una especie de aspira­
ción política. 

Esta idea tiene su antecedente histó­
rico en la Guerra Fría. La bipolaridad 
entre el capitalismo y el socialismo tuvo 
su correlato en el ámbito del Derecho 
Internacional de los Derechos Huma­
nos. En la práctica los regímenes capita­
listas asumieron la defensa de los dere-

19 Boaventura de Sousa Santos, La caída del Angelus Novus. Ensayos para una nueva teoría social y una 
nueva práctica po/ftica, p. 90-91 y 154. El resaltado es mío. 

20 Los DESC comprenden el derecho al trabajo, derechos sindicales, a la alimentación, a la educación, a 
la salud, a la vivienda, a un nivel de vida adecuado, etc. 
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chos civiles y políticos (DCP) también 
denominados derechos de libertad co­
mo la esencia de la existencia de un sis­
tema democrático, aparejado a esto vi­
no el desconocimiento de los DESC co­
mo derechos. De su parte los regímenes 
socialistas consideraron a los DCP co­
mo la manifestación de privilegios bur­
gueses y asumieron a los DESC como su 
política prioritaria y como la demostra­
ción de que su régimen al favorecer a 
las mayorías más necesitadas era real­
mente democrático. Estas visiones con­
trapuestas tuvieron como consecuencia 
el que a pesar de contar con la Declara­
ción Universal de Derechos Humanos 
no se consiguiera consenso para apro­
bar un Pacto Internacional de Derechos 
Humanos sino que se elaboraran dos 
instrumentos separados: el Pacto Inter­
nacional de Derechos Civiles y Políticos 
(PIDCP) y el Pacto Internacional de De­
rechos Económicos, Sociales y Cultura­
les (PI DESC). 

A partir de ahí, la tendencia domi­
nante en el ámbito de los derechos hu­
manos ha consolidado una marcada di­
cotomía entre DCP y DESC. El punto 
central de dicha dicotomía ha sido el 
considerar a los primeros plenos dere­
chos y por lo mismo exigibles y justicia­
bles mientras que a los segundos se les 
ha negado dicha calidad. 

Para el efecto se ha argumentado 
que los 13CP demandan del Estado úni­
camente obligaciones negativas (de no 
hacer, no interferir, y que por lo mismo 
no implican un gasto), en tanto que los 
DESC exigen obligaciones de hacer, de 
cumplir con prestaciones que por lo 
mismo están supeditadas a la disponibi­
lidad de recursos económicos. 

Ahora bien, estos argumentos han 
sido a mi modo de ver sólidamente des­
montados por autores como Abramo­
vich, Courtis y Bolívar21 , entre otros, al 
demostrar que tanto los DCP como los 
DESC suponen obligaciones negativas y 
positivas por parte del Estado. 

Abramovich y Courtis retoman a van 
Hoof quien plantea cuatro "niveles" de 
obligaciones del Estado en materia de 
derechos humanos: 

Las obligaciones de respetar se definen 
por el deber del Estado de no interferir, 
obstaculizar o impedir el acceso al goce 
de los bienes que constituye el objeto 
del derecho. Las obligaciones de prote­
ger consisten en impedir que terceros 
interfieran, obstaculicen o impidan el 
acceso a esos bienes. las obligaciones 
de asegurar suponen asegurar que el ti­
tular del derecho acceda al bien cuando 
no puede hacerlo por si mismo. Las 
obligaciones de promover se caracteri­
zan por el deber de desarrollar condi-

21 Se puede consultar los siguientes textos: Víctor Abramovich, y Christian Courtís,. "Hacia la exígíbilidad 
de los derechos económicos, sociales y culturales. Estándares internacionales y criteríos de aplicación 
ante los tribunales locales", en l.a aplicación de los tratados internacionales sobre derechos humanos 
por los tribunales locales, Ed. Del Puerto, 1997; Víctor Abramovich, María José Añón y Christian Cour­
tis,comp .• Derechos sociales. Instrucciones de uso, México D. F., Distribuciones Fontamara, 2001; Víc­
tor Abramovich, y Christian Courtis, Los derechos sociales como derechos exigibles, Madrid, Editorial 
Trotta, 2002; ligia Bolívar, "Derechos Económicos, Sociales y Culturales: derribar mitos, enfrentar re­
tos, tender puentes. Una visión desde la (in)experiencia de América latina, en Estudios Básicos de De· 
rechos Humanos V, IIDH, Costa Rica, 1996, pp. 85-136. 



ciones para que postitulares del derecho 
accedan al bien.22 

Estos cuatro "niveles" son aplicables 
tanto a DCP como a DESC Por ejemplo 
el derecho al debido proceso requiere 
sin duda que el Poder Ejecutivo y el Le­
gislativo no interfieran en la tutela judi­
cial pero requiere así mismo la asigna­
ción de recursos suficientes para el fun­
cionamiento de la Administración de 
Justicia y la dotación de defensores pú­
blicos para las personas que están impo­
sibilitadas de asumir el costo de tal pa­
trocinio. Así también el derecho a la vi­
vienda requiere la no ingerencia del Es­
tado cuando ya se está gozando de ese 
derecho, la implementación de políticas 
públicas que faciliten el acceso para la 
construcción de vivienda propia, el fun­
cionamiento de una administración de 
justicia que frente a las violaciones al 
derecho a la vivienda brinden una efec­
tiva protección, la existencia de alber­
gues para personas imposibilitadas de 
trabajar, etc. 

Precisamente como una respuesta 
en contracorriente con la división entre 
estos derechos surge la noción de inte­
gralidad, indivisibilidad e interdepen­
dencia de los derechos humanos en su 
totalidad. Esta noción implica asumir 
que la efectiva vigencia y goce de los 
derechos humanos requiere una rela­
ción sinérgica entre los diferentes tipos 
de derechos. Se trata de romper con una 
visión que por cuestiones ideológicas 
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propugnó una relación de jerarquiza­
ción y exclusión entre derechos. 

Entonces, la calificación de un esta­
do como Estado Social de Derecho 
constituye un avance muy importante 
para desarmar la dicotomía entre DCP y 
DESC y propugnar la integralidad de los 
derechos humanos. Esto trae aparejado 
el desarrollar los distintos niveles de 
obligación del Estado para todos los de­
rechos tanto en la normativa, en la apli­
cación de la justicia y en el diseño, eje­
cución y evaluación de políticas pú­
blicas. 

Ahora bien, plantear la integralidad 
de los derechos humanos no implica 
desconocer las dificultades que la exigi­
bilidad y justiciabilidad de los DESC 
presenta en la práctica. Para Abramo­
vich los principales obstáculos son: (i) 

La falta de especificación concreta de 
los contenidos de los DESC (que debe 
ser trabajada desde la reglamentación 
legislativa y administrativa, la jurispru­
dencia y el desarrollo de la dogmática 
jurídica); (ii) la autorestricción del Poder 
Judicial frente a cuestiones políticas y 
técnicas; (iii) la inadecuación de los me­
canismos procesales tradicionales para 
la tutela de los derechos' (respecto a le-­
gitimación activa, prueba, mecanismos 
de reparación, prevención, etc); y (iv) La 
escasa tradición de control judicial en la 
materia.23 

Estas constataciones lo que hacen es 
evidenciar un reto pendiénte para ase-­
gurar la efectiva vigencia de los DESC 

22 Víctor Abramovich y Christian Courtis, "Apuntes sobre la exigibilidad judicial de los derechos sociales" 
en Víctor Abrámovich, María )osé Añón y Christian Courtis,comp., Derechos sociales. Instrucciones de 
uso, México D. F., Distribuciones Fontamara, 2001, p. 59. . 

23 Abramovich y Courtis, "Apuntes sobre la exigibilidad judicial de los derechos sociales", pp. 68-78. 
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más aún si consideramos que constitu­
yen uno de los elementos centrales de 
un ESO, como afirma Ferrajoli: 

" ... hay que reconocer que para la ma­
yor parte de tales derech<,>s [DESC) 
nuestra tradición jurídica no ha elaQ<>ra­
do técnicas de garantías tan eficaces co­
mo las establecidas para los derechos de 
libertad y propiedad. Pero eso depende 
sobre todo ~e un retraso de las ciencias 
jurídicas y políticas, que hasta la fecha 
no han teorizado ni diseñado un Estado 
Social de Derecho equiparable al viejo 
Estado de derecho liberal, y han permi­
tido que el Estado social se desarrollase 
de hecho a través de una simple amplia­
ción de discrecionalidad de los aparatos 
administrativos, el juego no reglado de 
grupos de presión y las clientelas y la 
proliferación de las discriminaciones y 
los privilegios y el desarrollo del caos 
normativo que ellas mismas denuncian 
y contemplan ahora como "crisis de la 
capacidad regulativa del derecho".24 

Decir que dado que estos derechos 
no se ajustan completamente a los me­
canismos de justiciabilidad existentes 
por lo que no es posible demandar su 
protección y hacer justicia a quienes 
han sufrido la violación de los mismos, 
es ante todo la constatación de la inca­
pacidad del estado para su aplicación y 
ejecutoria, por lo tanto es un desafío pa­
ra dar respuestas creativas e innovado­
ras de tal manera que el Derecho res­
ponda a las necesidades sociales y sea 
efectivamente un instrumento para la 
realización de la justicia. En suma asu-

mir que el Ecuador es un Estado Social 
de Derecho, trae como consecuencia 
directa que los DESC sean tomados en 
serio como derechos y no meras aspira­
ciones. 

Algunas reflexiones respecto a la Cons­
tituyente 

En mi criterio la actual Constitución 
Política el Ecuador cuenta con elemen­
tos suficientemente adecuados desde lo 
normativo, sobre todo en su parte dog­
mática, para procesar una profunda 
transformación social que contraste las 
enormes desigualdades existentes, el 
irrespeto a la diversidad, las formas per­
sistentes de exclusión y discriminación. 
El marco normativo constitucional no es 
perfecto pero brinda suficientes herra­
mientas para supeditar la función de las 
entidades estatales a la construcción de 
existencias más dignas tanto desde la 
producción legislativa, la implementa­
ción de políticas públicas, la adminis­
tración de justicia en casos concretos, el 
control de la gestión pública, etc. 

El problema central a mi modo de 
ver es que la normativa constitucional 
no ha permeabilizado el quehacer de 
las instituciones estatales. En suma que 
no nos hemos tomado en serio ni la 
Constitución, ni la calificación del 
Ecuador como ESO, ni los derechos hu­
manos como elemento legitimador del 
Estado. Parafraseando a García nuestra 
Constitución ha sido más un arma retó­
rica que un arma jurídica.25 Según este 

24 Luigi Ferrajolí, Derechos y garantfas. La ley del más débil, Madrid, EditoriaiTrotta, 1999, p. 30. 
25 Mauricío García, "Los lfmites del constitucionalísmo", en Modernidades, Nueva Constitución y Pode­

res Constituyentes, Bogotá, UNIJUS, Universidad Nacional de Colombia, .. ,;año p.48. 



autor el constitucíonalismo progresista o 
aspiracional es precisamente fuerte en 
aquellos países donde hay más brecha 
entre las aspiraciones y las realidades 
sociales, es decir, aquellos países donde 
hay más ausencia de protección de de­
rechos y, donde más precario es el cons­
títucionalismo las constituciones son 
más progresistas. 

García ubica 3 desventajas en la 
idea aspiracional de la Constitución: (i) 
Deposita esperanzas exageradas en el 
Estado e implica cierto demérito en 
cuanto a la capacidad de la sociedad de 
encontrar su propio destino o de mejo­
rar "sobreestima las posibilidades cons­
titucionales de cambio social"; (ii) Pro­
picia un reformismo permanente corno 
contracara del déficit de maniobra p<:>lí­
tica de los gobiernos; (iii) Implica una 
desvalorización del Derecho y del pre­
sente. Lo político y el futuro (revolución 
social26) es lo importante. De otra parte 
mira como ventajas de esta idea aspira­
dona! que (i) Denuncia la injusticia al 
evidenciar la brecha entre lo real y lo 
ideal; (ii) crea algo de eficacia instru­
mental de protección de derechos como 
por ejemplo con la tutela; y (iii) crea 
una conexión simbólica entre líderes de 
movimientos sociales y la Constitución 
a través del uso de estrategias jurídicas 
para el logro de beneficios políticosP 

Me parece que este análisis es en 
gran medida aplicable al caso ecuato­
riano. Un aspecto sumamente impor-
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tante que a mi modo de ver constituye 
una ventaja de esta idea aspiracional de 
la constitución y que se evidencia aho­
ra en el Ecuador en este ambiente pro 
Constituyente es que ha puesto en el de­
bate público la discusión de conceptos 
cruciales para la convivencia. La Cons­
titución empieza a ser leída, conocida, 
se discute qué se aspira como país, qué 
tipo de democracia se quiere construir, 
se delibera en espacios barriales, de 
movimientos sociales, organizaciones e 
instituciones, se reaviva una discusión 
que debiera ser sostenida. 

Sin desdeñar, en modo alguno, la 
importancia de la normativa, más aún 
de la constitucional, consider-o que es 
clave analizar de manera integral las po­
sibilidades de su efectiva vigencia. Esto 
implica a mi modo de ver y siguiendo a 
Facio28 tomar en cuenta a más del com­
ponente normativo (texto constitucional 
en este caso) lo que ella llama el com­
ponente estructural/institucional, esto es 
preguntarnos ¿de qué manera toman las 
decisiones las instituciones y autorida­
des en el ejercicio de su función? ¿Qué 
principios aplican? ¿Consideran en sus 
decisiones las implicaciones concretas 
de ser un ESO? ¿Cómo aplican y ponen 
en práctica los derechos humanos?, 
¿Quien controla el cumplimiento de sus 
deberes? ¿Cómo funciona ese control? 
¿Cómo se decide el presupuesto del es­
tado? ¿Cuáles son las prioridades en el 
gasto fiscal? Este componente dice rela-

26 En la coyuntura actual del fcuador el Presidente Rafael Correa propugna la "revolución ciudadana" Su 
primera propuesta de campaña ya cumplida es el convocar a una Asamblea Constituyente. 

27 Mauricio Ca reía, "Los límites del constitucionalismo" , pp. 45-48. 
28 A Ida Facio, "Metodología para el análisis de género del fenómeno legal", en Alda Facio y Lorena Fríes, 

edit., Género y Derecho, Santiago de Chile, Ediciones LOM, 1999, pp. 99-136. 
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cíón directa con la aplicación concreta 
de la norma constitucional por parte de 
quienes ejercen cualquier autoridad. 
Adicionalmente esta autora recomienda 
considerar también el componente polí­
tico cultural; es decir, de qué manera la 
agenda de grupos políticos, sociales, 
académicos está dando contenidos res­
trictivos o expansivos a estas nociones 
clave de la organización política social. 
Cómo se expresa por ejemplo la com­
prensión de la igualdad, la intercultura­
lidad, la solidaridad, la dignidad, la 
equidad, la libertad, la democracia, el 
ESD en los grupos organizados y en las 
relaciones cotidianas 

Este enfoque demanda un análisis 
complejo de la realidad, que sin duda 
es necesario más ahora cuando en el ca­
so del Ecuador la apuesta por la Asam­
blea Constituyente se ha tornado en una 
especie de nuevo Mesías que viene a 
salvarnos de todos los males. 

El avasallante triunfo de la propues­
ta de instalar una Asamblea Constitu­
yente para transformar el marco institu­
cional del Estado, y para elaborar una 
nueva Constitución es un claro mensaje 
de una población que anhela cambios 
profundos y que está poniendo en el 
centro del debate la inconformidad con 
un modelo político, económico, social, 
cultural excluyente, inequitativo, opresi­
vo que es el que funciona en la práctica 
divorciado de la normativo constitucio­
nal y los derechos humanos. 

El riesgo es que la nueva Constitu­
ción se convierta en una meta en sí mis­
ma. Me parece que debemos insistir en 
que la Constitución no es la meta sino el 
medio. La Constitución vigente desde 
1998 brinda herramientas que sin 
embargo no han sido utilizadas para 

lograr esa necesaria transformación so­
cial ¿Qué nos garantiza que una nueva 
Constitución no correrá el mismo desti­
no? 

En mi criterio, cambiar esa tenden­
cia implica un trabajo sostenido de 
aporte y seguimiento de cómo la nor­
mativa constitucional se constituye en 
referente obligado en la práctica, en la 
elaboración de normativa secundaria, 
en las decisiones de jueces, tribunales, 
autoridades, en las políticas públicas, 
en las relaciones internacionales, etc. 
Este seguimiento requiere una fuerte 
participación de la sociedad civil orga­
nizada a través de diversos mecanismos 
de participación y veeduría ciudadana. 

Ahora bien de cara al escenario ac­
tual, a las puertas de la instalación de la 
Asamblea Nacional Constituyente me 
parece que el primer punto de una 
agenda progresista es defender los dere­
chos humanos reconocidos en la Cons­
titución de 1998 y avanzar en la profun­
dización y ampliación de los mismos así 
como de las garantías para su efectiva 
protección. 

En el marco del tema analizado, 
considero que debe fortalecerse el reco­
nocimiento del Ecuador como un Esta­
do Social de Derecho e incluir algunas 
reformas que precisamente consolida­
rían esta forma de Estado sobre todo en 
cuanto a la igualdad sustancial y la pro­
tección de los DESC. En esta línea pro­
pongo: 

a) Incorporar de manera explícita en el 
nuevo texto constitucional el Princi­
pio de que la dignidad humana es el 
fundamento del orden político y de la 
paz social. 



b) Si bien la Constitución Política del 
Ecuador vigente incluye en su Art. 17 
el deber del Estado de garantizar el 
ejercicio y goce de los derechos hu­
manos sin discriminación alguna y el 
Art. 23.3 reconoce el derecho a la 
igualdad y no discriminación29, en 
mi opinión sería necesario adicional­
mente incorporar en el nuevo texto 
constitucional de manera más explíci­
ta el deber del Estado de promover las 
condiciones para que la igualdad sea 
real y efectiva y remover los obstácu­
los para alcanzar tal igualdad.JO En 
este sentido sería importante recono­
cer las acciones afirmativas como uno 
de los mecanismos idóneos para que 
grupos históricamente discriminados 
puedan alcanzar una igualdad sustan­
ciaL En el mismo sentido sería conve­
niente adoptar la definición de discri­
minación de la CEDAW pero sin res­
tringirla a la condición de sexo.Jl 
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e) Expandir la garantía de los DESC con­
siderando los obstáculos que su justi­
ciabilidad presenta y haciendo sobre 
todo de la acción de amparo un me­
canismo innovador y creativo para la 
protección de estos derechos.32 

Finalmente, me parece que es muy 
pertinente concluir esta reflexión con la 
siguiente advertencia. 

#las constituciones no son varitas mági­
cas ni son mesías que cambian la socie­
dad simplemente modificando los textos 
de las constituciones. las constituciones 
son instrumentos que sirven o no sirven 
muchas veces, para cambiar la socie­
dad."33 

El hecho de que finalmente la nor­
mativa constitucional se convierta en 
herramienta de transformación social 
dependerá de un esfuerzo sostenido por 
encarnarla en la cotidianidad. 

29 Art. 17: "El estado garantizará a todos sus habitantes, sin discriminación alguna, el libre y eficaz ejer­
cicio y el goce de los derechos humanos establecidos en esta Constitución y en las declaraciones, pac­
tos, convenios y más instrumentos internacionales vigentes. Adoptará, mediante planes y programas 
permanentes y periódicos, medidas para el efectivo goce de estos derechos."; Art. 23.3. "Sin perjuicio 
de los derechos establecidos en esta Constitución y en los instrumentos internacionales vigentes el Es­
tado reconocerá y garantizará alas personas los siguientes: 3. la igualdad ante la ley. Todas las perso­
nas serán consideradas iguales y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades, sin dis­
criminación en razón de nacimiento, edad, sexo, etnia, color, origen social, idioma, religión, filiación 
política, posición económica, orientación sexual, estado de salud, discapacidad, o diferencia de cual­
quier otra índole;" 

30 Ver por ejemplo el Art. 13 inciso 2 de la Constitución colombiana y el Art. 9 numeral 2 de la Constitu­
ción española. 

31 Agradezco esta sugerencia a Ramiro Ávila. la definición de discriminación quedaría entonces así: la 
expresión "discriminación" denotará toda distinción, exclusión o restricción en razón de nacimiento, 
edad, género, etnia, color, origen social, idioma, religión, filiación política, posición económica, orien­
tación sexual, estado civil, estado de salud, discapacidad, o diferencia de cualquier otra índole, que 
tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de tos derechos 
humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en 
cualquier otra esfera. 

32 Al respecto revisar la propuesta trabajada por Ramiro Ávíla, docente de la UASB-E y miembro delTa­
ller de Constitucionalismo de esta universidad. 

33 Mauricio García, "los límites del constitucionalismo", p.49. 
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La eficacia de los derechos fundamental•• 
en las relaciones entre particulares 
Rosario Va/puesta Femánder 

La separación teórica y procesal entre el derecho público, regulador de las relaciones entre la 
sociedad y el Estado, y el derecho privado, a teniente a lo privado, como fue originalmente con­
cebido en los orígenes del Estado de Derecho, en momentos signados por la economía de li­
bre mercado, conlleva en términos de la igualdad de derechos y de la responsabilidad del Es­
tado en asegurar la accesibilidad de esos derechos a toda la población, una cada vez más 
membranosa distinción en las democracias modernas que introducen en sus legislaciones una 
cada vez mayor presencia reguladora del Estado, en particular digiridos a que las empresas, el 
libre mercado, cumplan con la función de responder a las necesidades de buen vivir del con­
junto de la sociedad. 

1. Planteamiento 

N 
os planteamos en esta ex­

posición la eficacia de los dere­
chos fundamentales en las rela­

ciones entre particulares. Es decir, si los 
derechos reconocidqs constitucional­
mente se pueden hacer valer también 
frente a las personas naturales y jurídi­
cas en el desempeño de sus actividades 
privadas. En el fondo de la cuestión es­
tá, como veremos, la vinculación a es­
tos derechos del conjunto de relaciones 
jurídicas que éonforman la disciplina 
del Derecho privado. Nos referimos 
pues al tráfico jurídico de bienes y ser­
vicios, a las relaciones laborales, ámbi­
tos éstos en los que actúan los grupos de 

poder económico y social que ocupan 
una posición dominante respecto a los 
particulares. Pero también queremos 
hacer referencia a las relaciones familia­
res en las que los comportamientos de 
sus miembros pueden afectar en gran 
medida a los derechos fundamentales 
de los demás. 

la cuestión tiene importancia por 
cuanto, como es sabido, la afirmación 
de los derechos y libertades públicas 
que en las Constituciones liberales bur­
guesas se hizo respecto del Estado, co­
mo reafirmación del apriorismo político 
de la persona y sus derechos frente a los 
poderes públicos, subsidiarios del pacto 
constitucional que alumbró el germen 
del Estado democrático. Además, esta 

Catedrática de Derecho Civil. Universidad ~blo de Olavide, Sevilla, España 
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afirmación se correspondía con el reco­
nocimiento de la autonomía de las rela­
ciones económicas y sociales, que se 
debían regir por sus propias normas o 
reglas, diseñadas segt,Jn l.os intereses de 
los actores económicos dominantes y · 
de acuerdo a su libertad de actuación, 
sin ninguna intervención pública. Es el 
tiempo del laissez (aire y /aissez passer, 
en el que las relaciones sociales y eco­
nómicas se mueven a impulsos de sus 
protagonistas con muy pocas limitacio­
nes que las pudiera perturbar; un tiem­
po que se corresponde con el diseño de 
un Estado raquítico que asegure la per­
manencia de ese statu quo, en el que 
solo la intervención del legislador limi­
tando las excesivas facultades de los 
empleadores con una tímida normativa 
laboral rompía el esquema expuesto. En 
este contexto, era impensable que los 
derechos proclamados constitucional­
mente pudieran vincular a las personas 
tanto naturales como jurídicas que in­
tervenían en el tráfico jurídico, pues la 
actividad que las mismas desempeña­
ban se asentaba en unos derechos que 
también eran fundamentales: la libre 
iniciativa económica y la propiedad pri­
vada, pilares del modelo de economía 
liberal. 

Desde esta perspectiva se elaboró la 
categoría de los derechos públicos sub­
jetivos para expresar conceptualmente 
la posición jurídica de los titulares de 
estos derechos cuyas facultades solo se 
ejercían frente al Estado, al que se veía 
como la única amenaza para su efectivo 
disfrute. Se proclama una eficacia unidi­
mensional de estos derechos que solo se 
oponen a los poderes públicos De tal 
manera, se decía, que la virtualidad de 
los mismos consistía en la abstención de 

los poderes públicos respecto a la ac­
tuación de los particulares en el ejerci­
cio de sus facultades. Además, se debe 
tener en cuenta que estos textos funda­
mentales carecían de instrumentos jurí-

. dicos'que garantizasen su eficacia sobre 
. el resto del Ordenamiento jurídico; eran 
documentos políticos que expresaban 
una escala de valores sin más eficacia 
que el compromiso que pudieran asu­
mir los gobernantes. 

2. La Drittwirkung Grundrechte 

En un intento de superar la situación 
anteriormente descrita, se plantea la 
vinculación de los particulares a los de­
rechos fundamentales; se habla enton­
ces de una eficacia horizontal de los 
mismos, en la que las personas tanto na­
turales como las jurídico privadas pue­
den ser sujetos pasivos del conjunto de 
facultades que integran su contenido. El 
tratamiento de esta cuestión tiene su ori­
gen en la doctrina y jurisprudencia ale­
mana que la aborda desde sus claves 
constitucionales, que se reflejan en la 
solución que se propone. 

En todo caso, el punto de partida en 
el tema que nos ocupa está en las Cons­
tituciones normativas, es decir, en aque­
llas que incluyen disposiciones destina­
das a asegurar su supremacía sobre el 
conjunto del Ordenamiento jurídico. 
Un cambio que coincide con la exten­
sión de las Constituciones del Estado 
Democrático y Social, tras la experien­
cia fallida de Weimar (1919). Estas Mag­
nas Cartas vienen a ser la expresión del 
compromiso político de las posiciones 
liberales con los partidos de izquierdas, 
que han conquistado un espacio en la 
escena parlamentaria; un compromiso 



que revela la transacción entre la igual­
dad formal burguesa y la exigencia de 
una igualdad sustancial de todas las per­
sonas y colectivos, a los que se les debía 
garantizar el efectivo ejercicio de sus 
derechos. Para su eficacia estos Textos 
prevén instrumentos jurídicos que ga­
ranticen la defensa de los derechos re­
conocidos. Y esto se produce por la Ley 
Fundamental del Bonn (1949), que en 
su art. 19, por lo que aquí nos interesa, 
introduce, entre otras garantías constitu­
cionales, el recurso judicial que pueden 
interponer los particulares en defensa 
de los derechos fundamentales que ha­
yan sido conculcados. Se refuerzan, 
pues, estos derechos con una acción es­
pecífica mediante la cual se pretende 
garantizar su cumplimiento, siendo así 
que este medio de defensa se convierte 
en elemento identificador de tal catego­
ría de derechos. Se debe tener en cuen­
ta, no obstante, que en la misma dispo­
sición se blindan estos derechos frente 
al legislador constituido mediante la 
exigencia del respeto a su contenido 
esencial. 

La cuestión que áhora abordamos, 
la de la eficacia de los derechos funda­
mentales en las relaciones entre particu­
lares, se plantea inicialmente en Alema­
nia en los años cincuenta, al constatar­
se en algunos supuestos que los particu­
lares pueden vulnerar los derechos fun­
damentales de los ciudada~os. El pro­
blema surge cuando se comprueba que 
el conocimiento por el Tribunal Consti­
tucional de los recursos contra las viola­
ciones de un derecho fundamental se li­
mita a aquellos casos que tienen su ori­
gen en actos que realizan los poderes 
públicos. Se establece, pues, esta garan­
tía constitucional para preservar a los 
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ciudadanos de la actuación del Estado, 
pero no se prevé la posibilidad de que 
los particulares puedan vulnerar sus de­
rechos. Es decir, el recurso de amparo 
solo se puede interponer frente a la ac­
tuación de tales poderes del Estado; 
quedaban fuera de su conocimiento los 
actos que las personas naturales o jurí­
dicas de naturaleza privada puedan rea­
lizar cofltra un derecho fundamental. En 
esta línea también está España, pues la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucio­
nal, que desarrolla el art. 53 de la Cons­
titución, referido a las garantías de tales 
derechos, limita el mencionado recurso 
de amparo en los términos expuestos, 
art. 42.1.1gualmente, la Constitución de 
la República del Ecuador en el art. 95, 
referido al recurso de amparo, afirma 
igualmente: "Cualquier persona por su 
propio derecho o como representante 
legitimado de la colectividad, podrá 
proponer una acción de amparo ante el 
órgano de la función judicial designado 
en la Ley ... contra un acto u omisión 
ilegítimos de una autoridad pública ... o 
por personas que presten un servicio 
público." 

En este contexto se plantea la efica­
cia de los derechos fundamentales en 
las relaciones entre particulares, aunque 
la cuestión se ha suscitado con más in­
tensidad respecto de los actores econó­
micos y sociales, que son los que por su 
posición dominante pueden violar con 
más asiduidad los derechos fundamen­
tales de las personas que establecen re­
laciones con ellas; sin embargo, en tér­
minos más generales, hay que plantear­
se la eficacia de tales derechos en el 
conjunto de las relaciones jurídico pri­
vadas. Se trata, pues, de saber si los de­
rechos fundamentales alcanzan también 
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a los particulares. Ahora bien, el hecho 
de que el amparo constitucional se limi­
te a las violaciones que provienen de los 
poderes públicos ha propiciado que la 
solución al problema planteado se haya 
abordado desde la perspectiva del re­
curso de amparo que se puede interpo­
ner ante el Tribunal Constitucional. En 
este sentido se ha partido de la idea de 
que este recurso constituye un elemento· 
identificativo de la categoría de los de­
rechos fundamentales, porque solo 
cuando éste procede nos encontramos 
ante un supuesto de eficacia de tales de­
rechos. De esta manera se mezclan erí 
el tratamiento de la cuestión que abor­
damos aspectos sustantivos y garantías, 
entendiendo entonces que solo cuando 
se puede recurrir al Tribunal Constitu­
cional en amparo frente a un particular 
por la violación de un derecho funda­
mental, es posible afirmar la eficacia 
horizontal de tales derechos. 

Inicialmente es la doctrina la que 
elabora las primeras respuestas a la 
cuestión plantada. Así, con los términos 
Drittwirkung Grundrechte se conoce la 
tesis que proclama la eficacia horizontal 
de los derechos fundamentales. Su de­
nominación se debe a lpsen, aunque fue 
Nipperdey el que elaboró más detenida­
mente esta teoría, al afirmar que deter­
minados derechos fundamentales, co­
mo principios ordenadores de la vida 
social, tienen eficacia directa en las re­
laciones del tráfico jurídico. 

Desde esta perspectiva, la reacción 
del Tribunal Constitucional alemán, al 
que ha seguido el Tribunal Constitucio­
nal español, se desenvuelve en el marco 
del recurso de amparo, es decir, en bus­
car una solución en los límites que le 
permite la normativa en vigor. 

El punto de partida ha sido el reco­
nocimiento, en los térmjnos que vere­
mos, de la eficacia de los derechos fun­
damentales en las relaciones entre parti­
culares, es ·decir, la plena vigencia de 
los mismos en el Derecho privado. Aho­
ra bien, dicho esto, se ha buscado una. 
solución que encajara con las exigen­
cias respecto del recurso de amparo, y 
en este 5entido se ha considerado que el 
acto objeto del recurso no es el del par­
ticular infractor, ya que en tal caso no 
procedería, sino él acto judicial que no 
ha estimado tal lesión. Con lo mismo se 
consagra lo que se conoce como la efi­
cacia indirecta de los derechos funda­
mentales, en la media que estos necesi­
tan de la intermediación de los poderes 
públicos para su aplicación en el ámbi­
to de las relaciones jurídico privadas, . 

Y así, cuando hay una disposición 
legal al respecto, la protección de los 
derechos fundamentales no plantea pro­
blema, pues es la ley reguladora la que 
da cobertura al reconocimiento de esta 
eficacia: caso que ocurre, por ejemplo, 
en la legislación laboral que impone el 
principio de igualdad de las trabajadO­
ras y trabajadores, o impide toda discri­
minación por otras causas. También con 
las leyes que regulan el derecho a la in­
timidad contra la intromisión de los par­
ticulares, pues son sus normas las que fi­
jan el ámbito de esta protección. Si el 
Juez no las aplica vulnera una exigencia 
legal, y es su acto de denegación el que 
es objeto de recurso de amparo. 

Pero el problema surge cuando no 
existe la íntermediación del legislador 
para consagrar la eficacia de un derecho 
fundamental en las relaciones jurídicas 
de naturaleza privada. Es decir, cuando 
no existe una norma fegal que establez-



ca tal eficacia. En este caso, se dice, el 
juez también está vinculado en la inter­
pretación y aplicación del ordenamien­
to al respeto de los derechos fundamen­
tales, una vinculación que también sé 
aplica a las normas de Derecho privado. 
A tal fin se recurre a diferentes explica­
ciones, aplicando la Werttheorie o teo­
ría de los valores: Se dice que los dere­
chos fundamentales, además de su di­
mensión subjetiva, tienen un alcance 
objetivo que los instala como valores 
que han de impregnar el conjunto del 
Ordenamiento. Se ha entendido, pues, 
que los derechos fundamentales actúan 
como "norma de principios", o como 
"qecisión constitucional fundamental 
válida para todas las esferas del Dere­
cho". También se habla del deber de 
protección de los derechos fundamenta­
les que al Estado incumbe, y que ha de 
extenderse también a los supuestos en 
los que éstos son conculcados por los 
particulares. Se ha recurrido igualmente 
a otros argumentos, algunos extraídos 
del mismo Derecho privado, entendien­
do que la interpretación de cláusulas 
generales, como las referidas al orden 
público, la moral o las buenas costum­
bres qi.le actúan como límites a la auto­
nomía de la voluntad, ha de hacerse 
conforme a las exigencias constitucio­
nales. Con parecidos razonamientos el 
Tribunal Constitucional español llega a 
una solución semejante, exigiendo la 
intermediación de los poderes públicos 
en el respeto de los derechos fundamen­
tales por parte de las personas tanto na­
turales como jurídico privadas en el 
ejercicio de la actividad que les son pro­
pias. 

Se reconoce así una eficacia indirec­
ta de los derechos fundamentales en el 
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ámbito del Derecho privado, y es indi­
recta, se dice, porque requiere de la in­
termediación del legislador, o de los Tri­
bunales que han de propiciar esta efica­
cia mediante la interpretación de las 
normas jurídico privadas de acuerdo a 
las exigencias constitucionales. Y este 
efecto indirecto implica, como se ha di­
cho, que la violación que en su caso se 
produzca a tales derechos no proviene, 
a efectos del recurso de amparo; del 
particular sino de la actuación de los 
Jueces que no han procedido a aplicar 
el Derecho desde una perspectiva cons­
titucional. Solución que es conocida co­
mo la finta alemana, queriendo signifi­
car con este símil futbolístico la manio­
bra de despiste que se hace para sortear 
el obstáculo que supone la exigencia de 
que la vulneración de los derechos fun­
damentales tenga su origen en un acto 
de los poderes públicos para poder in­
terponer el recurso de amparo. Esta in­
terpretación se conoce como mittebalre 
Drittwirkung. En palabras del Tribunal 
Constitucional español: los derechos 
fundamentales rigen y se aplican direc­
tamente en relación con el Estado e, in­
directamente, en el ámbito del Derecho 
privado. En consecuencia, en la deci­
sión de los conflictos entre particulares 
los jueces están obligados a considerar 
el efecto de los derechos fundamentales 
respecto de terceros. Pero esta es una 
solución parcial del problema que plan­
teamos, y válida para aquellos ordena­
mientos en los que el recurso se interpo­
ne frente a las decisiones de los Tribuna­
les de justicia, por tener que agotar pre­
viamente la vía jurisdiccional. Frente a 
ello, se ha mantenido por muchos auto­
res fa eficacia directa de estos derechos, 
unmittebalre Drittwirkung, con inde-
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pendencia de las limitaciones que algu­
nos ordenamientos ponen al recurso de 
amparo, pero ello lo abordaremos más 
adelante. 

Siguiendo la estela de algunas Cons­
tituciones latinoamericanas, podemos 
apreciar, sin embargo, otras perspecti­
vas. 

Centrándonos en primer lugar en la 
Constitución de Colombia, observamos 
un tratamiento de la cuestión diferente. 
En la misma se prevé igualmente una 
protección reforzada de los derechos 
fundamentales mediante la acción de 
tutela. A ella se refiere el art. 86 de la 
Constitución, que dispone que dicha 
acción se podrá interponer cuando los 
derechos fundamentales resulten vulne­
rados o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública. 
Sin embargo, esta primera afirmación se 
completa con otra que extiende el ám­
bito de funcionamiento de la acción de 
tutela, y así se dispone en el mismo ar­
tículo: "La Ley establecerá los casos en 
los que la acción de tutela procede con­
tra particulares encargados de un servi­
cio público o cuya conducta afecte gra­
ve y directamente al interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se ha­
lle en estado de subordinación o inde­
fensión". Esta norma constitucíónal ha 
sido desarrollada por Decreto Ley 2591 
de 1991, que ha precisado los supues­
tos. Pero esta legitimación para interpo­
ner acciones de tutela contra actos de 
los particulares que lesionen derechos 
fundamentales ha sido notablemente 
ampliada por la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, que ha interpreta­
do en términos muy amplios los con­
ceptos de subordinación e indefensión. 

Vemos pues que por vía del recurso 
de protección de los derechos funda­
mentales se ha ampliado el ámbito de 
aplicación de estos derechos, exten­
diéndolo a los actos y omisiones de los 
particulares que lesionen derechos fun­
damentales. Estos supone sin duda un 
paso importante en la proclamación de 
la eficacia. de estos derechos en las rela­
ciones jurídico privadas. 

En términos más amplios se expresa 
la Constitución de Chile. En su art. 6 se 
proclama que las disposiciones consti­
tucionales obligan a todos, tanto a los 
poderes públicos como a las personas. 
En dicho texto legal se prevé también 
una acción específica de defensa de los 
derechos fundamentales; nos referimos 
a la acción de protección ante la Corte 
de Apelaciones, un recurso que puede 
interponer cualquier persona que por 
actos u omisiones arbitrarios o ilegales, 
sufra privación, perturbación o amena­
za en determinados derechos funda­
mentales. No se diferencia, pues, quién 
puede ser el autor del tales actos u omi­
siones, por lo que hay que entender que 
éstos pueden ser tanto los poderes u au­
toridades públicas como los particula­
res. Es posible entonce que se pueda in­
terponer un recurso de protección fren­
te a personas naturales y jurídicas que 
en las relaciones privadas hayan lesio­
nado o amenacen los derechos funda­
mentales de los particulares. Desde esta 
perspectiva hay que proclamar la plena 
vigencia de tales derechos en el ámbito 
del Derecho privado. 

Pero más explícita, si cabe, es la 
Constitución de Argentina, que en el art. 
43 concede el amparo contra todo acto 
u omisión de autoridades públicas o 



particulares que en forma de actual o in­
minente lesión restrinja, altere o amena­
ce, con arbitrariedad o ilegalidad mani­
fiesta, derechos y garantías reconocidos 
en esta Constitución, en un tratado y en 
una Ley. 

Hay aquí una declaraCión expresa 
de la vinculación de los particulares a 
los dictados de la Constitución y, más 
en concreto, a los derechos fundamen­
tales y garantías reconocidos en la mis­
ma, de tal manera que éstos deberán 
respetar en sus comportamientos los de­
rechos de las demás personas, aquellos 
que han sido consagrados constitucio­
nalmente . 

. Hasta ahora hemos analizado el te­
ma propuesto desde de las garantías 
constitucionales, es decir, hemos abor­
dado la eficacia de los derechos funda­
mentales en las relaciones entreparticu­
lares considerando las acciones especí­
ficas de protección de tales derechos 
fundamentales. 

3. La eficacia directa de los derechos 
fundamentales en las relaciones entre 
particulares 

A continuación nos proponemos 
abordar el problema de fondo: la efica­
cia directa de tales derechos, con inde­
pendencia de que el particular perturba­
do pueda interponer el recurso de am­
paro correspondiente o la tutela. 

Y en este sentido hay que afirmar en 
esta línea de principios la eficacia de los 
derechos fundamentales en las relacio­
nes entre particulares, es decir la plena 
vigencia de los mismos en el Derecho 
privado. No puede haber parcelas exen­
tas dentro del Ordenamiento a las exi­
gencias de la Carta Magna, lo que supo-
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ne que no puede haber ámbitos de rela­
ción que escapen al proyecto constitu­
cional, pues de lo contrario estaríamos 
admitiendo que éste tiene una limitada 
eficacia. Además, se debe tener en 
cuenta que las Constituciones del Esta­
do Democrático y Social responden a la 
exigencia democrática de extender de 
manera efectiva el disfrute de tales dere­
chos al conjunto de la ciudadanía, y se 
plasman en el compromiso de los pode­
res públicos de intervenir en las relacio­
nes sociales y económicas para hacer 
efectiva la igualdad de todas las perso­
nas en lo que concierne a la realización 
de sus derechos. Y supone, además, la 
implicación de todos los sectores en el 
cumplimiento de los objetivos constitu­
cionales, acomodando su actividad al 
conjunto de valores que reflejan la so-
ciedad que se quire. · 

Y esta vigencia es efectiva tanto si se 
cuenta con una Ley que así lo disponga, 
como si ésta no existiera, pues la efica­
cia directa de los derechos fundamenta­
les no requiere de la intermediación del 
legislador. Esta afirmación implica supe­
rar la tesis de que los derechos y liberta­
des públicas son derechos públicos sub­
jetivos que se afirman frente al Estado, y 
entender que son derechos que vincu­
lan al conjunto de la sociedad y, por 
consiguiente, también a los particulares, 
sean éstos personas naturales o jurídi­
cas, en todas las esferas de relación. Los 
argumentos ya los hemos expuesto: los 
derechos fundamentales, más allá de su 
dimensión subjetiva, representan objeti­
vamente los valores que deben imperar 
en el conjunto de relaciones que esta­
blecen en una• concreta sociedad. 

Ahora bien, dicho esto, conviene 
discernir los distintos ámbitos de aplica-
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ción en el seno de las relaciones jurídi­
co privadas. 

En este sentido, está claro que los 
derechos fundamentales se aplican en 
las rel.aciones familiares. Es decir, los es­
posos tienen que respetar en sus relacio­
nes conyugales los derechos fundamen­
tales del otro aunque no haya una dis­
posición legal; han de respetar la liber­
tad sexual de cada uno; han de respetar 
igualmente el derecho a la intimidad; 
han de respetar en todo caso la igualdad 
que les corresponde ... En la misma línea 
se debe afirmar que las relaciones de los 
padres y los hijos han de estar impreg­
nadas de los derechos fundamentales de 
cada uno, muy especialmente de estos 
últimos por ser la parte más débil o de­
pendiente; unos derechos que a las ni­
ñas y a los niños les corresponde por ser 
personas, y que no pueden ser negados 
por sus padres en el ejercicio de la pa­
tria potestad. 

Mayores problemas presenta la afir­
mación de la vigencia de los derechos 
fundamentales en las relaciones patri­
moniales. Y es que la cuestión no es fá­
cil de resolver por cuanto en este con­
flicto se involucran distintos derechos, 
los de la persona agraviada y el derecho 
a la libre iniciativa económica en el que 
se asienta la actividad de las empresas; 
aunque también el conflicto se ha plan­
teado respecto a la autonomía de la vo­
luntad de los actores económicos, ex­
presión de la libertad de actuación que 
también consagra la Constitución. No 
podemos oÍvidar que en la realidad de 
los hechos las agresiones más significa­
tivas vienen de los grandes actores eco­
nómicos que, en el ejercicio de su acti­
vidad, vulneran los derechos de los ciu­
dadanos, como puede ser la libertad de 

decidir, la igualdad de trato que mere­
cen, o su intimidad, por poner algunos 
ejemplos. 

Y en este sentido, se ha entendido 
que la confrontación entre los derechos 
fundamentales del particular y el dere­
cho a la .libre iniciativa económica de 
las empresas se resuelve imponiendo li­
mitacion~ a la actuación de estas últi­
mas. Respecto de los derechos que pue­
den ser eficaces, se han considerado el 
derecho a la huelga, de reunión, de aso­
ciación, la libertadpersonal o a la inti­
midad, aunque ha sido el principio de 
igualdad el que se ha planteado con 
más intensidad, por ser el que más agre­
siones puede sufrir de los actores eco­
nómicos, cuya violación tiene gran im­
portancia por cuanto de la actividad de 
tales empresas dependen la obtención 
de bienes esenciales para las personas. 
Y en este sentido se ha mantenido una 
línea de interpretación que podem.os 
calificar de restrictiva, en la medida que 
se ha intentado reducir el impacto de 
estos derechos a supuestos lími.tes en los 
quE( la actuación de los agentes econó­
micos evidencia una agresión intplera­
ble; así, se ha defendido respecto del 
principio de igualdad, que solo están 
vetadas las discriminaciones típicas: se­
xo, ascendencia, raza, idioma, origen, 
credo, están vedadas. Como se puede 
observar, se ha seguido una interpreta­
ción minimalista de las posibilidades 
que otorga la Constitución, reduciendo 
su protección a supuestos muy concre­
tos y limitados. Frente a ello, debemos 
proceder a elaborar otra solución. 

De entrada, debemos tener presente 
el protagonismo de las empresas en la 
satisfacción de las necesidades más ele­
mentales de la persona, como los ali-



rnentos básicos, a la energía, a la vivien­
da, de cuya realización dependen otros 
derechos, corno el derecho a la vida, a 
la salud ... es decir, a la subsistencia co­
rno persona. Desde esta perspectiva, las 
posibilidades de realización de los dere­
chos fundamentales dependen en gran 
medida del comportamiento de estos 
actores privados. Y del mismo modo las 
violaciones a estos derechos provienen, 
en la mayoría de los casos, de aquellos. 
Vistas así las cosas, parece que no pode­
mos obviar en la aplicación de la Cons­
titución este ámbito de relaciones. 

Como hemos dicho, se ha de partir 
de la confrontación de dos derechos 
fundamentales, el que se viola y el de li­
bre iniciativa económica, que sirve de 
fundamento al comportamiento que por 
parte de las empresas se quiere defen­
der. 

En este punto no se puede olvidar 
que en la base del pacto que alumbra el 
Estado Democrático y Social está el re­
conocimiento de la economía de mer­
cado como ámbito en el que se ha de 
desarrollar el tráfico económico y jurídi­
co de bienes y servicios. Pero al mismo 
tiempo se debe considerar que dicho Es­
tado se legitima por la capacidad de in­
tervención en las relaciones económi­
cas a fin de conseguir la igualdad sus­
tancial, que tiene mucho que ver con la 
efectiva realización de los derechos que 
a toda persona corresponde. Y en esta 
dialéctica está claro que por encima del 
modelo económico está el sistema de 
valores que representa el conjunto de 
derechos fundamentales proclamados 
en las Constituciones, señaladamente 
aquellos que se identifican con los dere­
chos civiles, la igualdad de todos las 
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personas, la libertad en todas sus mani­
festaciones, también la intimidad y 
aquellos otros derechos que configuran 
su identidad. 

Desde esta perspectiva la actividad 
económica debe respetar estos derechos 
y valores, pues expresan las bases con­
ceptuales y axiológicas del pacto cons­
titucional. Ahora bien, también se han 
de considerar los derechos económicos 
de las empresas, señaladamente, la pro­
piedad y la libre iniciativa económica, 
que sustentan el modelo de economía 
de mercado en el que se asienta el Esta­
do Democrático y Social. En este caso el 
límite de intervención de las autorida­
des públicas es su contenido esencial, 
que se ha de respetar si no se quiere 
desnaturalizar el pacto constitucional. 

Dicho esto, debemos abordar la efi­
cacia de otros derechos en relación con 
la actividad de las empresas, en concre­
to nos debemos plantear la eficacia ho­
rizontal de los derechos sociales. La 
cuestión inicial que suscita el tema 
planteado es la de la efectividad de este 
tipo de derechos, pues es bien sabido 
las dificultades con que se ha encontra­
do la doctrina para elaborar instrumen­
tos jurídicos que garanÜcen su eficacia 
frente a los poderes públicos. En efecto, 
el carácter prestacional de los mismos 
requiere para su efectiva realización de 
políticas públicas para su satisfacción, y 
la definición del contenido de estas po­
líticas corresponde a la libertad de deci­
sión de los responsables políticos, que 
son los que tienen que implementar los 
medios ·y los recursos para su realiza­
ción. Entendiendo, así se dice, que los 
particulares no pueden exigir judicial­
mente el cumplimiento de los derechos 
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sociales contemplados en la Constitu­
ción ya que los jueces o, en su .caso el 
Tribunal Constitucional, no pueden im­
poner una determinada prestación a 
realizar; se ha de estar, en consecuen­
cia, a las Leyes que desarrollen tales de­
rechos para poder reclamar su cumpli­
miento. 

Sin entrar ahora en esta cuestión, 
parece claro que los derechos sociales 
no se pueden hacer valer directamente 
frente a los actores económicos, pues 
estos vinculan a los poderes públicos. 
Ahora bien, no debe obviarse el hecho 
de que en muchos supuestos la satisfac­
ción de las necesidades que cubren es­
tos derechos está en manos de grandes 
empresas, bien porque ha habido una 
encomienda explícita en este sentido, 
bien por una dejación de los poderes 
públicos. En tales casos debemos consi­
derar la posible vinculaCión de estos ac­
tores económicos con la satisfacción de 
los derechos sociales de los ciudadanos. 
En principio, parece que tal vinculación 
no debe entenderse en su dimensión 
positiva, es decir, en el sentido de que 
sobre ellos recae la responsabilidad de 
la realización de tales derechos, pues 
ello corresponde al Estado. Pero sí debe­
mos entender, que en los límites de su 
actividad, tienen la obligación de satis­
facer plenamente el servicio encomen­
dado para dar plena satisfacción a los 
destinatarios de los mismos, máxime 
cuando dicha actividad se ejerce en si­
tuación de monopolio de posición privi­
legiada en el mercado. A tal fin las em­
presas han de realizar las inversiones 
necesarias de mantenimiento así como 
garantizar el suministro de bienes y ser­
vicios, pudiendo ser reclamadas por los 
particulares. Igualmente, no pueden ex-

cluir arbitrariamente a personas o colec­
tivos: Hablamos pues de una eficacia 
negativa de tales derechos, que impide 
que puedan ser lesionados por los que 
ejercen actividades privadas relaciona­
das directamente con su satisfacción. 
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PUBLICACION CAAP 

EL OFICIO D EL ANTROPO LOGO 

José Sánchez - Porga 

"Aunque un oficio no se aprende, 
si no es con práctica. tampoco la 
práctica sola es suficiente para 
iniciarse en un oficio como la 
Antropología". 

El objeto teórico de esta disciplina 
de las Ciencias Sociales es el 
describir, comprender y explicar 
los hechos culwrales desde el 
Rotro", desde la cufwra que los ha 
producido, entendida como 
diferencia, ya que el 
reconocimiento de esa diferencia 
nos identifica, nos provee de 
identidad, nos hace ser y nos une 
entre iguales y con los otros, en 
un permanente proceso de 
interculturalidad, de relación entre 
culwras (en plural), en tanto toda 

culwra es producto de ralaciones de vínculo e intercambio. 

En los actuales tiempos globalizantes, de uso de conceptos y t enninologías 
que aportan más a la confrontación y confusión que al esclarecimiento, el 
antropólogo está urgido a reinvindicar una competenciaque cada vez se la 
reconoce menos, en tanto sobre la cultura se opina y se dicta cátedra, 
desde cualquier lugar, y lo que es peor, también desde ninguno, en un 
mundo donde está en cuestión, según A Touraine, si podemos v1v1r juntos 
iguales y diferentes. Tal es el oficio del Antropólogo. 



Sociedad, Estado y derecho 
Pedro Fernández de Córdoba· 

A partir de ubicar los conceptos de sociedad, Estado y derecho, en sus contextos históricamen­
te construidos, se trata de adentrarse en los estudios de las Ciencias jurídicas y Sociales, se es­
tablece que los términos de estos conceptos son integrales y complementarios entre sí. Lo fun­
damental en su uso y en la práctica política y jurídica es contar y exponer con la respectiva 
precisión terminológica. 

L 
a sola enunciación de los térmi­
nos que sirven de encabezado al 
presente artículo, es capaz de 

transportarnos a un universo conceptual 
dotado de una singular gama de referen­
cias, todas, sin excepción, necesarias 
para una mejor comprensión de lo que 
en torno a su contenido se quiera esta­
blecer. La lógica, como ciencia de la ra­
zón y más concretamente del pensa­
miento, desligado de la fuente donde se 
gestó, esto es el pensar, nos enseña que 
el "término", vehículo de expresión del 
"concepto", ostenta varias ciRsificacio­
nes. Una de ellas alude, precisamente, a 
la determinación de su significado y a la 
identificación del objeto que busca re­
presentar. En función ele tal cometido se 
nos habla de los términos ''unívocos", 
que tienen un solo significado o repre­
sentan un único e inconfundible objeto, 
y de los "equívocos" que, por el contra­
rio, sirven para designar a varios obje-
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tos, haciéndose indispensable la utiliza­
ción de un contexto o específica refe­
rencia que los precise y .evite toda posi­
ble confusión. La inmensa mayoría de 
los términos que componen un idioma 
son "equívocos" y ello hace que fre­
cuentemente nos estemos "equivocan­
do" e incurramos, por consiguiente, en 
una falsa apreciación de la verdad o 
que, cuando menos, perdamos la obje­
tividad con la que es preciso mirar al 
mundo, si es que queremos captar su 
efectiva realidad. 

Sociedad, Estado y Derecho son, 
conforme lo veremos, términos cuya 
"equivocidad" puede incitar, y de hecho 
nos llevan, si no a confusiones, cuando 
menos a malos entendidos o a perturba­
doras dudas. Guiado por un afán peda­
gógico, permanentemente practicado 
con mis alumnos, he procurado siempre 
incentivar una precisión terminológica 
que permita la adecuada captación de 
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conocimientos así como su clara expo­
sición. 

Sociedad, Estado y Derecho, sin im­
portar el orden en el que se encuentren 
colocados, son términos que entre sí se 
integran y se complementan, pues aun­
que Sociedad, en su sentido prístino, 
pueda desentenderse del Estado y del 
Derecho, ninguno de éstos está en con­
diciones de prescindir, sí se quiere lo­
grar su cabal entendimiento, de lo que 
aquella significa y representa, según mi 
modo de ver, la base de sustentación de 
uno y otro. 

Aunque todos los seres humanos, de 
alguna manera sabemos lo que entra­
ñan las palabras Sociedad, Estado y De­
recho, al igual que muchas de nuestro 
léxico, es cierto, sin embargo, que no 
~stamos en capacidad de definirlas a 
plenitud, ya sea porque no alcanzamos 
a ver el íntegro panorama que les cir­
cunda, ya también porque no encontra­
mos las palabras adecuadas para hacer­
lo. No obstante, si bien este saber, fruto 
de nuestros estudios, de nuestras expe­
riencias, de nuestras reflexiones o, in­
cluso, de nuestras intuiciones, puede ser 
suficiente para el común de las perso­
nas, no lo es para quien se ha ligado al 
mundo de la Sociología, de la Política o 
de la jurisprudencia, o de las tres cosas 
juntas. Unos y otros estudiosos de estos 
campos, pero más específicamente los 
filósofos, han procurado, desde el inicio 
mismo de tales quehaceres -que para el 
Derecho y la Política se pierden en el 
tiempo, aunque la Sociología cuente 
con fecha de iniciación y creador preci­
sos- la dotación de un concepto que 
tenga una común y universal acepta­
ción. 

Sociedad 

la palabra española SOCIEDAD, 
proviene de la latina societas- socíetatis, 
que significa reunión, compañía, grupo; 
en suma, una amalgama de individuos 
que con su unión dan lugar a la presen­
cia de un ente aparte, de naturaleza di­
ferente a la de los individuos que la in­
tegran. 

Aunque dicho término se utilizó, 
desde siempre, con especial dedicatoria 
y generalizada preferencia a designar la 
asociación natural o buscada de los se­
res humanos, denotando un claro senti­
do de convivencia participativa, no 
constituye, en sí mismo, un vocablo de 
exclusiva adscripción a lo que la vida 
humana abarca, conforme nos da a en­
tender su empleo, bastante generaliza­
do también, para referirse a la "reunión" 
o "agrupamiento" armónico, equilibra­
do y colaboracionista, a través del cual 
llevan a cabo su vida otros animales co­
mo las abejas, las hormigas o los casto­
res, por no citar sino estos ejemplos, 
que conforman verdaderas y reconoci­
das "sociedades" en las que cuentan, y 
mucho, las jerarquías, el orden o la dis­
tribución de funciones. 

Por supuesto que lo que aquí nos in­
teresa destacar es la que podríamos ca­
lificar como Sociedad propiamente di­
cha; esto es, la Sociedad Humana, ex­
plicitada a través de esa convivencia es­
pontánea o artificiosamente establecida 
por hombres y mujeres, es decir, por 
personas que quiéranlo o no, les guste o 
no, viven juntas o guardan a distancia 
una relación de parentesco, amistad, 
afición artística, deportiva, religiosa, po­
lítica o cultural, que las une con lazos a 



veces indisolubles y, por supuesto, con 
todas las consecuencias que ello im­
plica. 

Se especula, con cierta insistencia, 
que para hablar de Sociedad en ese au­
téntico sentido que decimos le corres­
ponde, es menester aludir a los fines 
que ella persigue y que debe alcanzar­
los mediante la mutua cooperación; pe­
ro, podríamos preguntarnos si tal condi­
cionamiento no obedece a una visión 
contemporánea, interesadamente dirigi­
da a incursionar en las diferentes clasifi­
caciones que de la Sociedad pueden ha­
cerse a tenor de enfoques y orientacio­
nes de toda índole. Nos preguntamos 
igualmente si no será aventurar dema­
siado la hipótesis de que el hombre 
siempre estuvo consciente de lo que ha­
cía o dejaba de hacer, pues las suposi­
ciones más verosímiles nos hacen ver, 
por el contrario, que la humanidad, tal 
como cualquier ser humano común y 
corriente debió pasar por etapas en su 
desarrollo y que el "uso de la razón" no 
se manifiesta desde que viene al mun­
do, sino desde cuando se le ve a éste 
con ojos críticos, esto es, con los ojos 
de la razón. En sus más remotos inicios, 
la humanidad, como en el plano indivi­
dual lo hace un infante cualquiera, de­
bió obrar por impulso, por instinto. Y es, 
según el coincidente criterio de la ma­
yoría de autores que se refieren a este 
asunto, precisamente el "instinto grega­
rio", el poderoso motor que incita a la 
unión y convivencia de los seres perte­
necientes a una misma especie. De ahí 
que la Sociedad debe ser entendida co­
mo un hecho natural por excelencia, en 
el que la necesidad de convivir con sus 
"semejantesH se da con la espontanei-
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dad inherente a las fuerzas que mueven 
a la naturaleza. . 

Ahora bien, si la Sociedad es, ante 
todo, la reunión o agrupamiento de esos 
"semejantes", es decir de los que guar­
dan semejanza o parecido entre sí, bajo 
las diversas manifestaciones físicas, psí­
quicas y espirituales que acompañan al 
ser humano, hemos de coincidir en la 
afirmación que suele hacerse de que la 
primera y más elemental Sociedad es la 
Conyugal, integrada tan solo por dos 
miembros, los cónyuges y que, en el or­
den normal que la naturaleza establece, 
se consideraba y se considera todavía 
en la mayoría de países del orbe, deben 
ser hombre y mujer, para efectos de pro­
crear y dar lugar a la presencia de otra 
Sociedad, la Familia, numerosa o esca­
sa, pobre o rica, blanca, negra mestiza o 
mulata, urbana o rural, culta o analfabe­
ta; y que, a su vez, la última y más com­
pleja de las sociedades humanas es la 
Humanidad, donde toda la población 
del globo terrestre estará tomada en 
cuenta. 

Pero, entre los dos extremos, están 
otras parcelas de población que se con­
forman por puro azar, como ocurre con 
el barrio, la parroquia, la ciudad, la pro­
vincia, la región o el país entero donde 
uno nace y vive; o se integran por obra 
de la voluntad o el interés que en ellos 
persista como cuando unos individuos 
se "asocian", se aglutinan porque coin­
ciden en la religión que profesan, en la 
profesión u oficio que ejercen, en los 
principios políticos a los que se incli­
nan, en los deportes o artes que practi­
can, etc, etc. Varios Códigos como el Ci­
vil o el Mercantil, aluden expresamente 
a tales formas de asociación, otorgándo-
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les desde el nombre hasta la guía para 
su aparición, funcionamiento y disolu­
ción. Con esto queremos manifestar. que 
son Sociedades reconocidas no solo por 
sus integrantes, sino por el ordenamien­
to jurídico de los Estados. 

Hay también en los distintos cuer­
pos. legales vigentes, en .los ensayos y 
estudios publicados por auto~es de di­
versa áreas del saber, además de las que 
se encuentran a diario en los periódicos, 
alusiones directas y explícitas a colecti­
vidades cuyos miembros. aún sin cono­
cerse ni tratarse, integran grupos a los 
que igualmente se les denomina "socie­
dades", como la "de consumo", las 
"fronterizas", las de "inmigrantes" o las 
de "emigrantes" la de "refugiados"; las 
del primero segundo o te~cer mundo; 
las de la selva o el desierto; la "sociepad 
·contaminada",_tanto en el sentido físico 
como en el anímico o el espiritual... 

Se menciona, reiteradamente, que 
mirada desde una perspectiva exclusiva­
mente sociológica, la Sociedad se fun­
damenta en la convivencia o en la rela­
ción de los miembros que la integran y 
que se afirma o consolida con la asidui­
dad del trato, afirmación que, de tan ob­
via, parece una perogrullada, pero que 
es preciso enunciarla y repetirla para 
que no quede la menor duda sobre la 
condicionante verdad que encierra, 
pues de no precisarse l.a frecuencia en el 
contacto, podríamos fácil, pero arbitra­
riamente, extender la denominación de 
Sociedad, con todo lo que ella implica, 
a grupos humanos que se han integrado 
o se integran pasajera, accidentalmente, 
corno la multitud que huye del terremo­
to, el conj.unto de espectadores que 
asiste al estadio o el incontable número 

de transeúntes que copan las calles de 
una ciudad al mediodía. 

El "estado de naturaleza" y el "estado 
de sociedad" 

En medio .de las disquisiciones que 
nos llevan a procurar un concepto de 
Sociedad, surge el viejo debate que du­
rante muchos siglos, . desde la antigüe­
dad hasta, podríamos decir, nuestros 
días, se suscita entre quienes piensan 
que en la más primitiva época del desa­
rrollo humano, la Sociedad vivió un idí­
lico "estado de naturaleza" que, según 
pensadores como lean jacques Rous­
seau, mostraba la presencia de un ser 
humano individual siempre en armonía 
con su entorno, por tanto, equilibrado, 
medido, carente en absoluto de codicia, 
de odios, recelos y rencores, en suma, 
moralmente hablando, la presencia en 
el mundo de un "ser bueno", que al pa­
sar al "estado de sociedad" o como di­
rían otros, al "estado de civilización", se 
corrompe, se daña, se vúelve "malo", 
por lo que .es menester entrar a confor­
mar y consolidar.un "pacto", un acuer­
do, que estará contenido en el célebre 
"Contrato Social" del. que nos habla es­
te autor, como el único medio para co­
rregir los errores del hombre metido en 
la. vorágine de la vida en común. 

Contrariamente a esta tesis, a la que 
podríamos calificar de positiva, a causa 
de su optimista visión del ser humano, 
está aquella, propuesta, entre otros/ por 
Thomas Hobbes, que mirando en. el 
hombre a un ser aislado, suelto en el 
mundo con solo sus individuales intere­
ses y necesidades, vive un . "estado de 
naturaleza~~ siempre hostil, a tal punto 



que se convierte en lobo para sus pro­
pios semejantes. De ahí la frase "homo 
hominis lupus", pronunciada inicial­
mente por Plauto y repetida por Hob­
bes, para quien solo el Estado, identifi­
cado con el"leviathan" (monstruo mari­
no devorador de hombres, del que ha­
bla la Biblia y que fuera tomado por 
Hobbes para titular su obra más signifi­
cativa), sería el único ente capaz de po­
ner orden y controlar los desatinos en 
que por naturaleza incurre el ser hu­
mano. 

Queda a la voluntad de cada quien 
que aborde este tema, inclinarse por el 
criterio que más se acomode a su singu­
lar pensamiento. Cabe, sin embargo, 
anotar que muchos otros autores han 
dado por superada esta discusión, aco­
giendo lo que el filósofo inglés, john 
Locke, a fines del siglo XVII señalara al 
respecto, diciendo que el estado de so­
ciedad es el estado natural del hombre. 

La "Sociedad" como simple suma de 
partes o como un todo orgánico 

Otro asunto importante que acude a 
la mente, cuando de la Sociedad se ha­
bla, es el referente a la determinación 
de que si ella es fruto de una simple adi­
ción de sus partes que permanecen dis­
tintas entre sí o, por el contrario es un 
gran todo, superior a esa mera amalga­
ma de individuos, es decir algo mayor, 
más significativo que dicha' suma arit­
mética de sus partes y, desde luego, di­
verso en su naturaleza y su valor, algo 
que tiene vida propia, independiente de 
la que corresponde a sus integrantes. 

A la primera posibilidad se la identi­
fica como una solución meramente 
"mecanicista" en la que incluso las le-
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yes de la física juegan un rol determi­
nante respecto de su real existencia, 
producida por la aglomeración de ele­
mentos que a manera de átomos o par­
tículas de carácter material, se unen pa­
ra dar consistencia a un ser más grande, 
más amplio, pero al mismo tiempo más 
complejo y por consiguiente más difícil 
de entenderlo como un auténtico todo. 
Un ejemplo de este caso podría quizás 
encontrarse en la integración de los par­
tidos políticos en el Ecuador, donde la 
supervivencia de ellos se mide, precisa­
mente por el número de afiliados, es de­
cir de átomos que lo componen. Inicial­
mente fueron dos, el Conservador y el 
Liberal, hoy desintegrados y borrados 
del mapa político. Luego apareció el 
partido Socialista, que se fragmentó va­
rias veces, se unificó otras tantas, se ra­
mificó en varios movimientos, se adjeti­
vó de mil modos y se conserva a través 
de núcleos que no acaban por ponerse 
de acuerdo. Un cuarto partido fue la 
CFP (Concentración de Fuerzas Popula­
res), creado por Assad Bucaram, un líder 
populista de gran trascendencia en su 
tiempo. Un quinto partido y signado 
con el número 5, precisamente, fue el 
de la Democracia Cristiana, luego trans­
formado en el denominado Democracia 
Popular. El sexto y con el número 6, el 
partido Social Cristiano y así sucesiva­
mente hasta contabilizarse oficialmente, 
hace más de veinte años, nada menos 
que 16, varios de los cuales se desinte­
graron y hoy ni en el Tribunal Electoral 
saben cuántos mismo quedan. 

A la segunda opción se la cataloga 
como un concepción "organicista", por­
que ese gran todo que se conforma con 
la suma o aglutinamiento coordinado 
de los elementos constitutivos, adquiere 
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no solo una fisonomía sino un carácter 
de "organismo vivo" dotado de cualida­
des exclusivas que le dan un carácter 
propio, basado en la unidad que se inte­
gra no obstante la diversidad y multipli­
cidad de sus componentes. Un ejemplo 
claro de este tipo de "organismo" esta­
blecido por la conjunción de partes per­
fectamente ensambladas en cuanto a 
sus funciones y propósitos, podría en­
contrárselo en el propio Estado, para cu­
yos fines constitutivos no importa el nú­
mero de sus integrantes ni el tamaño de 
su territorio ni la forma en la que el po­
der político gobierna. Lo que importa es 
que haya un orden al que todos estén 
sometidos y aunque la estructura de los 
órganos varíe y a veces se modifique al 
cobijo de intereses o caprichos pasaje­
ros o duraderos, el Estado, siempre que 
cuente con los tres elementos constituti­
vos que le son inherentes, seguirá sien­
do tal, al margen de números, tamaños 
y formas. 

Estado 

El término castellano ESTADO, pro­
cede también del Latín, concretamente 
del sustantivo masculino "status" que en 
nuestro idioma trae una amplia signifi­
cación que va desde quietud a situación 
próspera, pasando por otros como posi­
ción, situación, actitud, estado, condi­
ción, naturaleza. En consecuencia, se 
trata también de un término equívoco 
que requiere de un contexto que lo 
identifique, para saber bien a qué alude, 
cada vez que se lo emplee. 

De todas estas palabras, la que más 
directamente se ve relacionada con la 
voz de la que arranca su origen, es la de 
estado, que en nuestro común y co-

rriente léxico es usado, para indicar, por 
una parte, la situación en la que se en­
cuentra una cosa u objeto, cuando deci­
mos que está en buen o mal estado, o 
de una persona, como cuando nos refe­
rimos a que su estado de ánimo está de­
primido, o su estado de salud es bueno 
o malo; y, por otra parte, para referirnos 
al ente jurídico-político del que forma­
mos parte, a esa "Sociedad jurídicamen­
te organizada, capaz de imponer la au­
toridad de la ley c:n el interior y afirmar 
su personalidad y responsabilidad frente 
a los similares exteriores", como lo defi­
ne Guillermo Cabanellas en su Diccio~ 
nario de Derecho Usual (Tomo 11, pág. 
114). 

A este ser abstracto, culminación del 
proceso evolutivo de la Sociedad y por 
tanto dueño de un valor excepcional, en 
tanto no interesa en qué campo se lo 
observe, deberíamos referirnos hacien­
do uso, cuando menos de fa inicial ma­
yúscula, a fin de no solo distinguirlo de 
las otras acepciones que al VO!=ablo ata­
ñen, sino para reconocer visiblemente 
su importancia, acogiendo la propuesta 
que el mismo Cabanellas hace respecto 
del término Derecho, igualmente valio­
so y cargado de significaciones. 

En otros tiempos y en otros lugares, 
como Francia antes de la gran revolu­
ción, la palabra estado aludía a la con­
dición social de los representados en los 
llamados Estados Generales: el estado 
llano o plebeyo, el estado noble o aris­
tocrático, el estado eclesiástico o reli­
gioso. 

No hace falta aclarar que la referen­
cia que nos interesa destacar es la que 
alude al Estado como "sociedad jurídi­
camente organizada", como "conjunto 
de poderes públicos", como "la repre-



sentación política de la colectividad na­
cional", o cuantas otras conceptuacio­
nes similares que se le han dado, pero 
que en definitiva representa la "patria", 
entendida como el lugar donde se ha 
nacido o se vive y que se lo comparte 
con otros semejantes, bajo el imperio de 
unas reglas obligatorias provenientes de 
quien ejerce el poder. 

Elementos constitutivos del Estado 

Son sustancialmente tres: Población, 
Territorio y Gobierno, consagrados y 
precisados como tales no solo por la 
opinión de la inmensa mayoría de trata­
distas y doctrinarios de las Ciencias Po­
líticas y Sociales, sino, sobre todo, por 
el "sentido común" que, en el saber y 
entendimiento del célebre argentino Jo­
sé de Ingenieros era más bien el "buen 
sentido" que no solo nos manda actuar 
acertadamente, sino también precisar el 
resultado de una investigación, cual­
quiera que ella sea. No importa el orden 
de su colocación, al tiempo de enun­
ciarlos, pues todos tienen la misma im­
portancia e idéntico. valor. Si uno de 
ellos faltara no podría hablarse de Esta­
do en el pleno sentido de su definición, 
por ello se los considera indispensables, 
imprescindibles. Tampoco importa la o 
las designaciones que quieran dárselos, 
siempre que no se distorsione su natura­
leza, porque el espíritu es libre de esta­
blecer preferencias en el escogimiento 
de adjetivos que mejor cuadren a su in­
terés honesto de procurar claridad a lo 
que se explicita, o en el ya no tan ho­
nesto de solo buscar notoriedad en base 
a una extravagante originalidad. Sin em­
bargo, cualesquiera de las denomina­
ciones que se ha escogido o se escojan 
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en el futuro para referirse a los ingre­
dientes que integran el Estado, tendrán 
necesariamente que encajar en esa trilo­
gía inicialmente mencionada. 

Hay autores que consignan entre los 
elementos del Estado a la Soberanía, en­
tendida como la capacidad para deter­
minar el accionar de éste, dentro y fue­
ra de sus fronteras sin sufrir ningún tipo 
de inter-ferencias o menoscabo de su in­
tegridad, lo cual, automáticamente co­
loca a la dicha Soberanía, no como un 
elemento primario, independiente, sino 
como una de las atribuciones inherentes 
al poder que al Estado le gobierna, es 
decir, como si en efecto se tratara de un 
elemento, pero de carácter secundario 
y, por tanto, prescindible. Hablar, en­
tonces, de la Soberanía como elemento 
constitutivo aparte, sería incurrir en una 
innecesaria duplicación del poder polí­
tico, una especie de desdoblamiento de 
su carácter intrínseco que implica un 
dominio integral de todo lo que al Esta­
do atañe en cuanto a su conducción. 

Cuando se afirma que los elementos 
constitutivos de un todo son indispensa­
bles, más aún, imprescindibles para su 
existencia, significa que ninguno de 
ellos puede faltar so pena de incurrir en 
una distorsión de su intrínseca naturale­
za y estructura, dando lugar a una falla 
o error sustancial respecto de su esen­
cial integración. Consecuentemente, si 
al Estado, que es un ser "compuesto", 
no lo encontráramos integrado por to­
dos esos elementos que le sirven de in­
gredientes básicos para su composición, 
estaríamos dejándolo incompleto y, por 
lo tanto, ya no sería taL 

La Historia y todas las ciencias que 
en ella buscan y encuentran respuestas 
a sus inquietudes de diversa índole, nos 
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muestran, en el caso que .nos ocupa, 
que, · cuando menos transitoriamente, 
han habido Estados que por diversas ra­
zones no se han hallado en capacidad 
de ejercer su Soberanía, pero no han de­
jado de ser Estados. Lo mismo podría­
mos decir de los Estados Federados que 
si bien disponen de una Soberanía, lla­
mémosla interna, respecto del Gobierno 
Federal o global, no cuentan con una 
capacidad plena hacia el exterior y, sin 
embargo, no dejan de ser reconocidos y 
llamados como Estados. En todo caso, 
se trata de un asunto que, por ser con­
trovertido y no contar con la plena o 
mayoritaria aceptación de quienes a es­
te tipo de disquisiciones se dedican, no 
conviene, por el simple hecho de ser 
susceptibles de alguna objeción, entro­
nizarlos como una verdad evidente e in­
discutible. 

En consonancia con estas aclaracio­
nes, solo hablaremos respecto de los 
tres elementos que nadie ha objetado, al 
menos con razones valederas, y que no 
pueden faltar en la composición de ese 
ente llamado Estado, porque le son in­
dispensables. 

a) La población 

Llamada también "pueblo" o más 
genéricamente "elemento humano" y 
por muchos tratadistas identificada co­
mo la Nación, término que, aclaremos 
de una vez no puede ser equiparado a 
plenitud con Estado, porque, como lo 
estamos mencionando, no representa si­
no uno de los elementos de él, pero que 
frecuentemente, sobre todo en pasados 
tiempos, ha sido utilizado otorgándole 
una sinonimia que no tiene. Su presen­
cia, sobre el suelo del territorio que per-

tenece al Estado, generalmente es de ca­
rácter natural y, consecuentemente, es­
pontáneo. La Historia, no solo contem­
poránea, sino la de siempre, es decir, 
aquella qué se encuentra documentada 
por los signos grabados y bien descifra­
dos o sea los auténticos textos escritos 
que a dicha ciencia le dan partida de 
nacimiento, nos habla de pueblos ya 
asentados en territorios reconocidos co­
mo suyos. Sin embargo, vaya uno saber 
cuándo se prodyjo la sedentarización 
de tales grupos, de dónde procedían, en 
qué período lo ocuparon, etc., si es que, 
como se puede especular, no son autóc­
tonos de ese territorio. 

En fin, entendida la Población como 
el conjunto de personas que integran la 
Nación, esto es, el elemento humano 
que habita dentro de las fronteras físicas 
del Estado o que hallándose fuera de 
ellas está ligada por el vínculo de la na­
cionalidad, ofrece, desde quién sabe 
cuándo y más aún en nuestros tiempos, 
una visible heterogeneidad en lo que a 
raza, religión, costumbres, lenguas y 
otros patrimonios comunes puede ha­
cerse referencia. No obstante este aser­
to, es obvio entender que un grupo de 
personas que comparte un escenario fí­
sico, que forzada por las circunstancias 
tiene que verse constantemente relacio­
nada, que requiere de un lenguaje co­
mún para entenderse, ha de buscar inte­
grarse lo mejor posible, acabando por 
disponer de unos elementos que se ho­
mogenizan cada vez más y se vuelven, 
en efecto, patrimonio de todos. 

Más allá de las diferencias estableci­
das en épocas ahora superadas, como 
las referentes a la clase social, a la edad 
o al género de sus integrantes, discrimi­
naciones que todavía se encuentran, 



desde luego casi como excepción; la re­
gla general para la Población de los Es­
tados de nuestro tiempo, procura no to­
mar en cuenta tales situaciones y pro­
claman más bien una igualdad que se 
ha consagrado en las leyes y que se as­
pira se hagan presentes en la práctica de 
una convivencia armónica. Las diferen­
cias de edad, de género, de ocupación y 
otras, solo cuentan para fines estadísti­
cos y de protección de los grupos que se 
consideran débiles. De ahí la aparición 
y hasta casi proliferación de leyes espe­
ciales que protegen a la mujer, al ancia­
no, al niño, al adolescente, etc, etc. 

b). El Territorio 

Constituye el elemento material por 
excelencia, de un Estado, pues siendo 
como es una parcela geográfica del glo­
bo terrestre, toda su composición es de 
carácter físico y tiene que ver, por lo 
tanto con las leyes que a la naturaleza 
conciernen. 

Con solo las referencias que acaba­
mos de hacer, nos damos cuenta que el 
Territorio, ámbito geográfico que perte­
nece al Estado, es también un elemento 
de" estructura heterogénea. De hecho, 
está integrado por lo que cabría enun­
ciarse como sub elementos que son: el 
suelo o superficie, variado en cuanto a 
tamaño, orografía e hidrografía y, espe­
cialmente, a su composición química 
que determina fertilidad o esterilidad y 
todo lo que tales condiciones traen so­
bre la vida y el paisaje. Es susceptible de 
apropiación privada; el subsuelo o capa 
de terreno que se halla debajo de la su­
perficie y que, artificiosamente, solo 
pertenece al Estado, como ente público; 
el territorio aéreo, compuesto por la ca-
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pa de aire que cubre la superficie y que 
se extiende hasta los límites que la pro­
pia atmósfera propicia; y, el mar territo­
rial o masa de agua adyacente a los lí­
mites del suelo de aquellos países que 
cuentan con salida a un océano, lo cual 
no significa que se trata de un sub ele­
mento que no es, por definición, atribui­
ble a todos los Estados, pues hay algu­
nos que son del todo mediterráneos, en 
el sentido de que todas sus fronteras son 
exclusivamente establecidas en función 
del suelo de otros países, como ocurre 
con Suiza o Austria en Europa, o Para­
guay y Bolivia en América. Situación 
parecida se presénta con el dominio 
que Ecuador y otros países tienen sobre 
la Antártida o zona polar sur del plane­
ta y que, por su complejidad en el ma­
nejo y regulación, se la remite a las re­
glas que rigen la territorialidad del mar. 

Todos y cada uno de los componen­
tes que hemos citado, cuentan con sus 
propias características de integración; 
pero sumados, o mejor dicho integrados 
entre sí, dan lugar a lo que genérica­
mente se denomina el Territorio de un 
Estado. 

e) El Poder Político 

Este elemento del Estado, identifica­
do también generalmente como Gobier­
no o Autoridad, aunque tales denomina­
ciones hayan recibido reparos y obser­
vaciones, pertinentes unas, dislocadas 
otras, consiste en la facultad de la que el 
propio Estado dispone para administrar­
lo y trazar su destino, estableciendo la 
forma de conducirlo, manejando su pa­
trimonio, fijando metas políticas, eco­
nómicas, culturales, sociales, organi­
zando a la población, precautelando su 
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territorio, ejerciendo la soberanía sobre 
una y otro, distribuyendo las funciones 
que al poder conciernen, en suma, ha­
ciendo uso de una autoridad reconoci­
da por la población. 

1 ntentando alcanzar esa precisión 
terminológica de la que se ha hablado 
al inicio, convendría, no obstante lo di­
cho en el párrafo anterior especificar 
que si bien los tres términos en cuestión: 
Poder Político, Gobierno y Autoridad, 
han sido vistos como sinónimos, podría­
mos enfatizar que al Gobierno se lo es­
tima como el órgano o conjunto de ór­
ganos de los que el Estado dispone para 
ejercer el poder y a la Autoridad, como 
a la potestad de mando que nace y se 
manifiesta, precisamente, en virtud de 
los actos de poder que un gobernante 
está en capacidad de realizar en función 
del orden constituido. 

la clasificación de los Estados 

De lo dicho se infiere que Poder Po­
lítico, Gobierno y Autoridad, más allá 
de ser entendidos como términos sinó­
nimos o no, guardan entre sí una rela­
ción íntima que los torna inseparables y 
que, gracias a su concurrencia nos per­
miten comprender mejor el alcance y 
sentido de este elemento del Estado. Tan 
cierta resulta la afirmación hecha, que 
cuando se busca profundizar en los mo­
dos en los que el Poder Político se ejer­
ce, se habla abiertamente de las Formas 
de Gobierno que los distintos Estados 
han adoptado o pueden adoptar para 
cumplir sus fines, estableciendo una 
amplísima gama de opciones que se ex­
presan a tenor de los rasgos característi­
cos que ilustran esas formas o modali­
dades de Gobernar o realizar actos de 

Autoridad, cediendo el paso a la necesi­
dad de clasificarlas para efectos de una 
mejor sistematización de sus efectivas 
manifestaciones. 

Es de sobra conocido el hecho de 
que Aristóteles, seguramente coinci­
diendo con el pensar de sus contempo­
ráneos y con lo que se experimentaba 
en su Gr~cia de las Ciudades-Estados, 
consigna una primera clasificación so­
bre las formas de Gobierno, al decirhos 
que éste puede ejercerse a través de una 
sola persona, la Monarquía; de un se­
lecto grupo de "escogidos", la Aristo­
cracia; o, por la generalidad de los inte­
grantes de la Sociedad que conforma el 
Estado, la Democracia. El propio Aristó­
teles, buen conocedor de las virtudes y 
los defectos de los seres humanos, ha­
bría de advertir que estas formas de Go­
bierno a las que calificó de "puras", po­
drían sufrir no solo un desgaste, sino 
una verdadera degeneración que traería 
consigo la implantación de la Tiranía, 
de la Oligarquía y de la Demagogia, 
respectivamente, como formas "impu­
ras" del ejercicio del poder. 

Tanto la terminología empleada por 
el maestro griego, como el sentido que 
ella encierra, siguen sirviendo para de­
signar estas básicas formas de Gobier­
no, que aún persisten en nuestros días, 
aunque quizás son más notorias y per­
sistentes aquellas que a causa de nega­
tivos factores como la vanidad, la ambi­
ción, el egoísmo, provocaron su dege­
neración y trastrocamiento. 

De las tres formas "puras" que en­
contramos en la aristotélica clasifica­
ción, la Monarquía y la Democracia 
persisten claramente hasta nuestros 
días. La Aristocracia, como tal, ha sido 
casi sepultada, aunque algunos con 



cierto romanticismo disimulado, pero 
en el fondo con una gran verdad sostie­
nen que muy en lo profundo, la Demo­
cracia bien practicada no es sino una 
forma especial de Aristocracia, puesto 
que las elecciones, instrumento me­
diante el cual el pueblo designa autori­
dades y representantes, permite, diría­
mos más bien, debe permitir la selec­
ción de los mejores. 

La llamada Cultura de Occidente, 
elaborada por griegos y romanos a lo 
largo de siglos de sabias meditaciones y 
prácticas manifestaciones de su hacer 
diario, nos muestra que los griegos 
aportaron, predominantemente, las 
ideas, y sentaron las bases para toda una 
especulación filosófica y una determi­
nación científica, en los diversos cam­
pos del saber, la Política y el Derecho, 
entre otros, pero que fueron los Roma­
nos quienes supieron, a través de su his­
toria, vivir la realidad que las ideas re­
flejaban. En efecto, Roma inicia su vida 
hacia el año 753 A.C. con su fundación 
practicada por los hermanos Rómulo y 
Remo, el primero de los cuales inicia el 
período de la Monarquía, adjetivada co­
mo "Legendaria" por la serie de leyen­
das que se dan en el período que va 
hasta el 509 A.C., en que el -séptimo y 
último monarca, Tarquina el soberbio, 
es destituido por los patricios que crean 
la República que dura hasta la segunda 
mitad del siglo 1 A.C. en la que se suce­
den fugazmente gobiernos dictatoriales 
ejercidos fundamentalmente por Triun­
viratos que dan nombre a este brevísi­
mo período, y cuya trascendencia ma­
yor es la de haber servido de pórtico al 
Imperio iniciado en el año 27 A.C. y 
concluido en el 476 D.C. con la caída 
de Roma en poder de los germanos. 
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No hay tiempo ni espacio para una 
profundización sobre este tema, amplí­
simo por cierto, pues tanto Monarquía 
como Democracia que son las dos for­
mas de gobierno que perduran en nues­
tro tiempo, constituyen verdaderas can­
teras de clasificaciones e ilustraciones 
sobre las distintas formas de Gobierno 
que hoy por hoy se practican en el mun­
do. De la primera solo diremos que su 
más caracterizada división radica en la 
presencia de una Monarquía Absoluta 
en la que el Rey o como se lo llame, 
ejerce el poder sin sujeción a norma al­
guna. Quedan, al momento, muy pocas 
de ellas, tal el caso de Arabia Saudí; y, 
de una Monarquía Constitucional, suje­
ta a una constitución promulgada de di­
versas formas, como se da en varios paí­
ses de Europa. A su vez, la Democracia, 
cuya mejor y más común expresión ac­
tual es la República, muestra dos posibi­
lidades, como las más conocidas y fre­
cuentes: la Presidencial y la Parlamen­
taria, según prepondere, en el ejercicio 
del poder, el órgano que encarna la fun­
ción ejecutiva o la legislativa, en suma, 
la que tenga predominio en la toma ge­
neral de decisiones. 

Derecho 

Proviene del adjetivo latino directus, 
que en español, sin mayor esfuerzo evo­
lutivo de la lengua madre, da lugar a la 
presencia de dos vocablos: directo y de­
recho, significando ambos lo recto, lo 
correcto, y siendo, para algunos casos y 
cosas, usados indiscriminadamente. Di­
cho adjetivo está ligado al verbo dirige­
re que a su vez ostenta un considerable 
número de significaciones: enderezar, 
alinear, encaminar, dírigír, trazar, inspi-
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rar, guiar, conducir, dedicar, regir, deter­
minar, mandar. Todas estas acciones de­
notadas por los verbos castellanos que 
se equiparan al latino dirigere, nos su­
gieren e ilustran sobre los más variados 
cometidos del Derecho, entendido bajo 
la connotación de norma o regla de 
conducta. 

la aclaración que vengo de hacer 
respecto de la acepción del Derecho 
como norma, nos da a entender que 
también este término es equívoco, co­
mo no podía ser de otra manera, dada la 
riqueza semántica de nuestra lengua, ri­
queza que ha provocado diferentes ti­
pos de análisis y clas·ificaciones como la 
gramatical que nos propone el citado 
Cabanellas en su Diccionario (Tomo 1, 
página 629 y siguientes), cuando nos 
habla del término "derecho" en sus ca­
lidades de adjetivo, adverbio y sustanti­
vo y de las significaciones que en los ór­
denes material, lógico, moral, estricta­
mente jurídico encuentra. 

Respecto de las diversas acepciones 
del término Derecho, prefiero refugiar­
me en lo que tengo consignado en mi li­
bro "Apuntes de Filosofía del Derecho", 
editado por la imprenta de la Universi­
dad de Cuenca (1998) y por la Corpora­
ción de Estudios y Publicaciones de 
Quito (2001 ), respectivamente y del 
cual parafraseo las partes pertinentes: 

la primera acepción, a la cual me 
refiero como su primero y más auténti­
co significado porque entraña un senti­
do direccional, extraído de su etimolo­
gía, es la de recto, como cuando deci­
mos que un árbol o un poste están "de­
rechos", si éstos se encuentran bien 
plantados o erguidos; que el andar de 
una persona es "derecho", si lo vemos 
marchar normalmente, sin inclinado-

nes, torceduras o esguinces; o cuando 
indicamos que un camino o vía va o lle­
va "derecho" hasta tal o cual sitio, si es 
que está trazado siguiendo un curso "di­
recto", preciso, inequívoco. 

la segunda, cuando con él aludimos 
a la norma o regla de conducta, o al 
conjunto de ellas, promulgado por el 
poder polftico de un Estado, otorgándo­
le un sentido de pauta para la acción y, 
por supuesto, de mandato, dado su ca­
rácter coercitivo. 

la tercera, que se ubica dentro del 
mismo amplio campo de lo jurídico, pe­
ro que se identifica con la facultad o 
atribución que una persona o sujeto la 
puede ejercitar o no según su querer, su 
interés o su individual circunstancia. 
Constituye, por tanto, la acepción que 
se identifica con los llamados Derechos 
Subjetivos, explicitados de la más apro­
piada manera en la expresión "tener de­
recho a ... ". 

Finalmente, la cuarta, que nos remi­
te al pago que es menester realizar para 
recibir, como contrapartida, un determi­
nado servicio: "derecho de peaje", "de­
recho de pontazgo", etc.; o, para habili­
tar, a manera de requisito previo, la po­
sibilidad de una acción o un trámite: 
"derecho de matrícula", "derecho de 
examen o de grado", etc., expresiones 
que están dentro del léxico común, si 
no de la Sociedad entera, al menos de 
aquella parte que, dadas las circunstan­
cias en las que se mueve, requiere de su 
uso. 

Aparte de estas cuatro acepciones 
que podríamos atrevernos a calificarlas 
de primarias u originarias, dada su auto­
nomía e independencia entre ellas, hay 
otras que ofrecen, en cambio, una refe­
rencia derivada, condicionada, la mis-



ma que el término Derecho, en el senti­
do de norma o conjunto de reglas, ad­
quiere cuando se le adscribe un adjeti­
vo que lo precisa, ubicándola en una 
coyuntura especial: en el tiempo de su 
vigencia (Derecho Antiguo, Medieval o 
Moderno; en lo que a su materia o con­
tenido apunta (Derecho Civil, Constitu­
cional, Procesal, Penal); en lo que tiene 
que ver con el ámbito geográfico en el 
que rige (Derecho Ecuatoriano, Francés, 
Europeo, Asiático, Nacional, Internacio­
nal); en lo que se refiere a la calidad in­
trínseca que a las normas acompaña 
(Derecho Sustantivo, Adjetivo); en lo 
que a calidad de los sujetos de la rela­
ción atañe (Derecho Público, Privado). 

Clasificaciones del Derecho 

la mención que viene de hacerse 
respecto del empleo común y frecuente 
del término Derecho, precisado con un 
adjetivo que automáticamente le provee 
de un significado especial, sirve, al mis­
mo tiempo, de una especie de mirador 
que nos lleva a vislumbrar y darnos 
cuenta sobre las múl1:iples clasificacio­
nes que del Derecho pueden efectuarse 
y efectivamente se han realizado a lo 
largo de los tiempos. Basta púes con 
aludir a cualquier circunstancia de 
tiempo, espacio, modalidad, fuente, 
contenido, forma, o lo que fuese, para 
abrir un camino hacia posibles clasifica­
ciones, las mismas que, en consecuen­
cia, se vuelven inagotables, resultando 
por lo tanto imposible su cabal abarca­
miento y, menos.aún en un ligero ensa­
yo como el presente. 

Sin embargo, dada la trascendencia 
que ostentan ciertas clasificaciones, te­
nidas también como "divisiones" del 
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Derecho, estimo conveniente cuando 
menos mencionarlas: 

Se trata, en primer lugar, de aquella 
que procede de la consideración filosó­
fica que se refiere a los "Fundamentos 
del Derecho", donde encontraremos la 
presencia del "Derecho Natural" y del 
"Derecho Positivo", con todo lo que en 
función del uno del otro se ha dicho y 
aún se puede decir, especialmente 
cuando en tiempos como el nuestro se 
habla hasta la saciedad de los llamados 
"Derechos Humanos" que, en el fondo, 
no son sino una nueva versión del Dere­
cho Natural. 

Si a las "Fuentes del Derecho'' nos 
referimos, especialmente a las tres uni­
versalmente aceptadas: ley, Costumbre 
y jurisprudencia, sin perjuicio de reco­
nocer que en nuestros días el predomi­
nio de la ley es absoluto, se menciona 
todavía y probablemente se seguirá 
mencionando en el futuro, de la presen­
cia de un Derecho Legislativo (por ser la 
función legislativa la que normalmente 
elabora la ley y porque decir Derecho 
legal suena a repetición de conceptos), 
un Derecho Consuetudinario y un De­
recho Jurisprudencia!. 

Si aludimos al conjunto de normas, 
que redactadas de modo impersonal co­
mo corresponde a toda regulación de la 
conducta humana, dada la generalidad 
que les caracteriza, vemos que ellas os­
tentan una objetividad insoslayable, que 
sumada a la necesaria "subjetivación" 
que se opera cuando a su contenido y 
dictamen se acomoda una conducta 
particular, aparecen, en sentido estricto, 
el Derecho Objetivo y el ,Derecho Sub­
jetivo, respectivamente. Sin embargo, 
cuando al término Derecho lo captamos 
bajo la tercera acepción anotada al ini-
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cio de esta sección, esto es, como sinó­
nimo de facultad o atribución de un su­
jeto determinado, no solo estamos ante 
un Derecho Subjetivo en singular, sino 
ante la presencia de unos Dered10s 
Subjetivos en plural, pues si hablamos 
de facultad o atribución, ello implica 
que estamos aludiendo cuando menos a 
dos posibles opciones en el actuar del 
sujeto en cuestión: hacer o no hacer al­
guna cosa, situación ésta que obliga, 
por razones de orden lógico y gramati­
cal a pluralizar la expresión que los 
acoge. 

Finalmente, dada la trascendencia 
de la clasificación que hace referencia a 
los sujetos que intervienen en la rela­
ción que él controla, división a la cual 
los juristas romanos solían identificarla 
como la "summa divisio" del Derecho, 
es decir, como la más alta y significati­
va, debo referirme a la presencia de un 
Derecho Público, que regula las rela­
ciones del Estado con los particulares, y 
un Derecho Privado, conjunto de nor­
mas que regulan las relaciones de los 
particulares entre sí. Aunque el criterio 
de distinción establecido por los roma­
nos entre uno y otro cuerpo de normas 
todavía resulta válido y sigue sirviendo 
para ese cometido, sin embargo, confor­
me avanza el tiempo, es menos convin­
cente, debido a la intromisión constan­
temente incrementada del Estado en 
áreas de la vida "privada" de sus súbdi­
tos, áreas que antes eran consideradas 
estrictamente concernientes a su intimi­
dad personal y familiar. Ahora, ven su 
campo de acción individual más restrin­
gido porque se le supedita, cada vez 
con más intensidad a los lineamientos 

que en aras del "bien público" se los 
impone, a tal punto que ya muy poco de 
la "privacidad" humana queda al mar­
gen de esa intromisión. Toda esta reali­
dad, fácil de constatar en muchos ámbi­
tos, ha proporcionado a la Doctrina ju­
rídica materia suficiente para especular, 
especialmente sobre los criterios que 
hoy por hoy resultarían aptos para esta­
blecer una clara diferencia entre los dos 
tipos de Derecho. 

Concluyo estqs apuntes manifestan­
do que aún contando con todos estos 
elementos de juicio y otros muchos que 
aquí no se han mencionado, como las 
categorías de "socialidad" y "normativi­
dad" que son consustancialés al Dere­
cho, ni la "razón de ser" intrínseca a él, 
que es la de propiciar "seguridad" a los 
miembros de un Estado, es decir, un "sa­
ber a qué atenerse" respecto a lo que 
uno puede hacer frente a los otros y lo 
que los demás pueden hacer frente a 
uno, ni la cuestión que apunta a tratar 
sobre los fines que el Estado persigue y 
procura hacerlos realidad mediante la 
aplicación del Derecho, etc., la deter­
minación de una definición o concepto 
general del Derecho, que halague a to­
dos los espíritus y satisfaga todas las as­
piraciones, todavía no ha sido elabora­
da por quienes están llamados a hacer­
lo. Persiste por tanto aquella afirmación 
que hace poco más de dos siglos, Em­
manuel Kant la dejara escrita a manera 
de reclamo y desafío a la vez: " ... toda­
vía los juristas andan en la búsqueda de 
un concepto general que resuma la 
esencia del Derecho y cuente con la 
aceptación de todos" ... 



iReconocimiento constitucional es sinónimo 
de no discriminación y derechos? 
Margarita Camacho Zambrano· 

Los derechos de las diversas minorías sexuales son temáticas controversia/es dentro de la polí­
tica social de cualquier Estado, fueron las travestis 1 quienes cuestionaron públicamente la pe­
nalización de la homosexualidad2, organizaron diversas actividades3 de protesta. Las denomi­
nadas minorías sexuales4 lograron la despenalización de la homosexualidad e incursionaron 
como protagonistas activos en la deconstrucción y reconstrucción de la nación alcanzando re­
conocimiento Constitucional5, frente al maltrato y el abuso facultativo de un régimen moralis­
ta de vigilancia autoritaria. Las personas y colectivos BLTGrf> han ido ampliando la mirada de 
la nación desde la diversidad sexual e identitaria. La exigibilidad de sus derechos ha supuesto 
su incursión como actores políticos, aunque la realización de sus derechos suponen complejas 
transformaciones socio-políticas en el Estado-Nación. 

E 1 ejercicio cotidiano y pleno de 
los derechos humanos y funda­
mentales de las diversas 'mino-

rías' sexuales son temáticas controver­
siales y complejas dentro de la política 
social de cualquier E,stado. En el Ecua-

dor la práctica de la homosexualidad 
estuvo penalizada7, era considerada un 
delito gracias al abuso facultativo del ré­
gimen moralista de vigilancia autoritaria 
por parte del sistema organizativo hete­
ropatriarcal de la nación. 

MA Estudios latinoamericanos, Mención Políticas Culturales- UASB margacamacho®yahoo.com 
Ser una travesti 'varón' implica el gusto por ser mujer, no necesariamente implica el gusto por los hom­
bres por lo tanto no implica necesariamente tener sexo con un hombre, sin embargo en el imaginario 
social está el hecho de que la travesti incita a los hombres. 

2 Anulación del inciso uno del artículo 516 del Código Penal, 1997. 
3 Misas, marchas, espectáculos de entretenimiento y actividades culturales. 
4 Por sus prácticas diversas a la reconocida por el sistema binario sexo-género heteropatriacal 'blanco 

mestizo occidental'. 
5 Inclusión del artículo no 23, literal 3 donde se establece el derecho a no ser discriminado por orienta­

ción sexual, es decir se alcanza la aceptación política de las diversas identidades homosexuales. 
6 Bisexuales, lesbianas, travestisltransgéneros, gays transexuales. 
7 En el artículo 516 inciso primero del Código Penal del Ecuador: "En los casos de homosexualismo, que 

no constituyan violación, los dos correos serán reprimidos con reclusión mayor de cuatro a ocho años." 
Este castigo penal evidenciaba la imperante subordinación y desigualdad del poder, sobre las denomi­
nadas 'minorías' sexuales. 
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En noviembre de 1997 se despenali­
zó el inciso primero del artículo 516 del 
Código Penal8 (CP) ecuatoriano, la de­
manda fue suscrita por distintas organi­
zaciones en septiembre del mismo año 
ante el Tribunal Constitucional. Esta de­
manda9 fue elaborada por varios grupos 
vinculados con las "minorías sexuales" 
BLTGT10 conjuntamente con agrupacio­
nes de Derechos Humanos, además pa­
ralelamente "a nivel internacional se es­
taba discutiendo por primera vez la po­
sibilidad de resoluciones en cuanto a la 
no discriminación por orientación se­
xual a nivel de organismos internacio­
nales"11 estos planteamientos interna­
ciona1es corroboraron la demanda. Es 
dentro de este contexto que estas orga­
nizacionesll se unieron formando una 
coalición y aprovechando inteligente­
mente todas las circunstancias. 

En la ciudad de Cuenca a inicios de 
ese año se dio un acto de represión 13 

masiva fueron apresados arbitrariamen-

te y con exacerbada violencia psico­
corporal muchos homosexuales. 

"todo partió de un exabrupto, más que 
exabrupto un gran atropello en la ciu­
dad de Cuenca, cuando llevaron deteni­
dos a más de veinte personas, cuando 
irrumpieron dentro de un local, donde 
se estaba llevando una fiesta 'gay'. Algu­
nas de esas personas detenidas fueron 
violadas en los calabozos, la gente fue 
llevada irrespetando sus derechos hu­
manos básicos, agredidas, gaseadas, 
golpeadas" 14• ' 

"realmente se dio a consecuencia de un 
homosexual que asistía a una discoteca 
muy camuflada, ( ... ) y su padre era un 
militar y por la persecución de su padre 
llegaron a dar con este local yy .•. la 
¡tortura!, ... y el escándalo fue el asunto 
social, habían gente homosexual con 
apellidos, con dinero, políticos, gente 
que era influyente en la ciudad de 
Cuenca ... " 

Este hecho provocó la protesta fron­
tal y pública del grupo "Abanico"l5 y 'la 

8 De ahora en adelante én este artículo denominado con las siglas CP. 
9 Patrocinada por el Abg. Chrystiam Polo. 
1 O Bisexuales, lesbianas, travestisltrans¡iéneros, gays, transexuales. Solamente en Ecuador las travestís han 

exigido la inclusión de una 'T' adicional, para ma"rcar la diferencia con los grupos transexuales. Por otra 
parte, yo reordeno las siglas GlBT, e inicio con la B correspondiente a bisexuales debido a que el tra· 
bajo de campo mostró que las prácticas homoeróticas y sexuales 'casuales' entre personas del mismo 
sexo -particularmente entre varones, supuestamente heterosexuales-son más extendidas y frecuentes de 
lo que se acepta pública y socialmente. Para mayor información consultar: www.apariencias.trípod­
.eom 

11 Vásquez, Elisa, abogada, activista pro identidades sexuales en diálogo, Proyecto ·casa Trans" Quito, en­
trevista realizada por la autora, 2007." 

12 'la Coccinelli', Triángulo Andino: FEDAEPS, el grupo 'Abanico' y 'el terrible' activista cuenca no; SER­
PA) y la Asamblea Permanente de Derechos Humanos. 

13 Por parte de las fuerzas policiales, en una casa particular y en la camuflada bar-discoteca "Manzanillo" 
a donde acudían travestís y homosexuales a estos últimos en la actualidad se lo5 denomina 'gays'. 

1 4 Erazo, Rashell, Presidenta de la Fundación Alfil GLBTTH: identidades en Diálogo, entrevista realizada 
por la autora, enero 2007. 

15 Grupo político de Cuenca que inicia la protesta, conformado por homosexuales: gays, trans entre otros. 



Cocci nel1i'16 como de' otras agrupacio­
nes y colectivos especialmente en la 
ciudad de Quito. Frente al persistente y 
sistemático maltrato discriminatorio por 
parte de la ciudadanía en general y par~ 
ticularmente por miembros de las fuer­
zas policiales, quienes abusaron de su 
poder impuesto a la fuerza, ejecutando 
actos en extremo aberrantes de violen­
tación psico-corporal. 

"esto se sumó a otros hechos que y ve­
nían ocurriendo desde la década pasa­
da, si hablamos de la visibilidad que se 
dio, hablamos de lo 'Trans', las traves­
tis17 fueron quienes estuvieron presen­
te, estuvieron dando la cara, cogiendo 
firmas. Más que todo porque eran las 
más vulnerables, las más agredidas por 
el sistema impuesto, este moralista, las 
atacaba más y las visualizaba como la­
cra. Siempre acompañadas por gente un 
poco más organizada y capacidad diná­
mica y coyuntural para poder dirigir to­
do este proceso"18. 

"la policía en la época de Febres Corde­
ro, fue una época de represión absoluta, 
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de un chantaje absoluto a la puerta de 
los sitios gay, que en la época eran ca­
muflados"19 

El cuestionamiento de inconstitucio­
nalidad al artículo 516 del CP y la de­
manda de reivindicación de derechos 
básicos como la integridad física, dere­
cho a la privacidad, libertad de concien­
cia, asistencia médica pública inmedia­
ta20 fueron el tipo de planteamientos 
que guiaron el discurso de los actos de 
protesta política y de visibilización21 
como estrategia de reconocimiento y 
apoyo social durante varios meses: 

"la gente homosexual de doset y la gen­
te homosexual visible entre comillas, 
nunca dio la cara, en ese sentido hay 
que ser muy claros, aquí en Quito la or­
ganización que hizo la parte del trabajo 
fue la Asociación Coccinelli, ( ... ) ésta 
gente fue la que dio la cara, no los ho­
mosexuales, no los gays, en eso hay que 
ser muy claros los gays nunca dieron la 
cara ( ... ) y de ahí otras organizaciones 
de derechos humanos, organizaciones 
contra la tortura, pero propiamente 

16 • Nombre de una famosa travestí italiana, utilizado por un colectivo de travestís dedicadas al trabajo se­
xual en el área de la Mariscal en Quito. 

17 Ser una travestí 'varón' implica el.gusto por ser mujer, no necesariamente implica el gusto por los hom­
bres por lo tanto no implica necesariamente tener sexo con un hombre, sin embargo en el imaginario 
social está el hecho de que la travestí incita sexualmente a los hombres. 

18 Era;¡;o, Rashell, Presidenta de la Fundación Alfil, GlBTTH, entrevista realí;¡;ada por la autora, enero 
2007. 

19 Vásquez, Elizabeth, abogada, activista pro identidades sexuales en diálogo, Proyecto Transgénero, "Ca­
sa Trans" Quito, entrevista realizada por la autora, 2007. 

20 los testimonios confirman que cuando una 'loca' -homosexual notoriamente feminizado- o una traves­
tí llegan a los centros de salud pública para ser atendidas, las relegan al final o inclusive no las atien­
den y en casos emergentes por no atenderlas a veces inclusive piden el traslado a otro hospital, expo­
niéndolas a perder la vida. 

21 Marchas con pancartas, protestas en la plaza de la Independencia, entre otros actos de rechazo; uno de 
los más impactantes y de mayor controversia en la sociedad fue la realización del rito católico de la mi­
sa, realizada en la catedral metropolitana e impartida por un ministro Anglicano, acto organilado y fi­
nanciado por las travestís y transgéneros. 
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quien trabajó y luchó contra esto fueron 
los homosexuales travestís de Quito"22, 

"para el movimiento ha sido muy im­
portante porque la presencia de las trans 
o de las travestís en común trabajo a ra­
tos ha sido su aporte, lo que ha visibili­
zado el tema de la homosexualidad en 
el travestí, no salieron gays y lesbianas, 
salieron los travestís y transgéneros co­
mo colectivo, como grupo entonces es 
histórico en éste país"23. 

A pesar de su significativo aporte, a 
las travestís y transgéneros se las conti­
núa invisibilizando inclusive dentro de 
la comunidad BLTGT, "otro tanto ocurre 
con nuestros grupos. En casi todo el 
mundo, la cara visible de la comunidad 
siempre somos las compañeras travestís, 
incluso en· Stonewa/1 quienes propicia­
ron la revuelta de 1969 en Estados Uni­
dos eran travestís. Hoy, sin embargo, la 
marcha en todo el mundo se llama Mar­
cha del Orgullo Gay" (Berkins 2004: 
20). 

Históricamente han sido las travestís 
-por motivaciones de índole personal y 
colectivo- quienes han confrontado es­
tas democracias tan desiguales en rela­
ción a los derechos de las personas a 
consecuencia de su identidad de género 
y/o por sus prácticas sexuales 'diversas' 

a las públicamente concebidas y acep­
tadas como 'normales'. Al cuestionarlas 
han logrado cambios y transformacio­
nes paulatinas dentro de sus distintos es­
pacios y contextos culturales en el 
'mundo occidental', son "luchas por un 
mundo social menos opresivo para los 
que tienen un género diferente y para 
las minorias sexuales de todo tipo" (Bu­
tler 2006:46). 

Particularmente en el caso de la 'na­
ción24 ecuatoriana las denominadas 
'minorías' sexuales y particularmente 
las travestís masculinas han aportado 
significativamente con su presencia y 
activismo al exigir un lugar visible y re­
conocido políticamente dentro de la na­
ción al desafiar la normatización binaria 
heterosexista socio cultural y lograr una 
importante reforma penal25 y posterior­
mente el reconocimiento constitucional 
como sujetos titulares de derechos, con 
el definitivo y significativo apoyo de-al­
gunos activistas emblemáticos de la co­
munidad BLTGT en coalición con otros 
sectores sociales subordinados26 al sis­
tema hegemónico heteropatriarcal im­
perante en el país. 

Finalmente el artículo 516 del CP 
fue declarado inconstitucional en el in­
ciso primero, el cual hacía referencia a 
las relaciones homosexuales consentí-

22 Moreno, Daniel, artista 'Drag Queen' y activista pro reconocimiento pleno de los derechos de las dis­
tintas identidades y prácticas sexuales, dueño del Teatro café 'Dionisios', entrevista realizada por la au­
tora, Qui-to, enero 2007. 

23 Rojas, Leticía, Fundación de Desarrollo Humano Integral CAUSANA, entrevista realizada por la auto­
ra, Quito, agosto 2006. 

24 A la nación se la puede conceptualízar como un espacio que debe permitir el poder ser del individuo, 
donde se pueda desarrollar un proyecto de vida conjunto, colectivo bajo estándares éticos de equidad 
e igualdad de oportunidades para cada uno/a de sus integrantes 

25 Anulación del inciso primero del Artículo 516 del Código Penal, 1997. 
26 Mujeres, jóvenes, 'afros' e indígenas. 



das, mientras que se mantienen penali­
zados los otros dos incisos27, el lengua­
je utilizado en el CP es básicamente de 
referencia masculina, desconociendo, 
invisibilizando u ocultando el homose­
xualismo femenino2B, este sesgo discri­
minatorio dentro del orden del sistema 
sexo-género heteropatriarcal es sola­
mente una muestra más del rechazo e 
invisibilización peyorativa de 'lo feme­
nino'. Además cabe resaltar que lo que 
estuvo penalizado era el acto de pene­
tración con 11miembro viril" 29, sin em­
bargo desde el imaginario social lama­
yoría de la población creía que estaba 
penalizada la identidad homosexual, es 
decir si una pareja masculina del mismo 
sexo estaban tomados de la mano en la 
calle 'iban presos por maricones', por lo 
tanto se confundía práctica con identi­
dad sexual. Al anular la penalización 
del acto homosexual, ayudó a la tran­
quilidad de los involucrados directos 
como de familiares y allegados cerca­
nos de las parejas del mismo sexo. Algu­
nas de estos ciudadanos pasaron a apro­
piarse de espacios tanto públicos como 
privados con mayor autonomía y seguri-
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dad en relación a la integridad física co­
mo también a nivel psico-emocional, 
por existir finalmente una igualdad teó­
rica sustentada en el marco jurídico del 
Estado. 

"entonces en términos pragmáticos de 
la organizatividad la despenalización 
fue quitar ese miedo que aunque no te­
nía fundamento legal, si se respaldaba 
para cometer abusos en las interpreta­
ciones de las contravenciones a 'la mo­
ral y buenas costumbres' en el orden 
público y que con las trans si se usan to­
davía ( ... ) el momento que se despena­
liza, eslo abre la puerta a que estas or­
ganizaciones avancen con propuestas 
menos tímidas ( ... ) 'pasar de la noche a 
la mañana de maricón a gay', básica­
mente implica si? ser hoy delincuente y 
mañana sujeto de derechos, entonces 
entre los gays tiene consecuencias muy 
concretas: ¿y ahora qué hacemos con 
estos nuevos horizontes?, entre las les­
bianas tendrá en años posteriores conse­
cuencias muy específicas de la reflexión 
acerca de estos puntos que comparti­
mos y también de los que no comparti­
mos con el proceso masculino,"30. 

27 2" "Cuando el homosexualismo se cometiere por el padre u otro ascendiente, la pena será de reclusión 
mayor de ocho a doce años y privación de los derechos y prerrogativas que el Código Civil concede 
sobre la persona y bienes del hijo.H; 3° "Si ha sido cometido por ministros del culto, maestros de escue­
la, profesores de colegio, o institutores, en las personas confiadas a su dirección o cuidado, la pena se­
rá de reclusión mayor de ocho a doce años.• 

28 "la homosexualidad lésbica no estaba penalizada, yo explico esto en un taller, cuando interviene una 
lesbiana jovencita: 'cómo que no estaba penalizada?( ... ) ni para eso nos tornan en cuenta?, puso el de­
do en la llaga de algo importantísimo, es que la exclusión es muchísimo más doloroso que la represión 
institucionalizada, corno la que sufrían los varones", Abg. Elizabeth Vásquez, Proyecto Transgénero, 
"Casa Tr.Jns", entrevista realizada por la autora, 2007. 

29 "encontrar a las dos personas en el acto sexual, que específicamente tenía que consistir con penetra· 
ción con miembro viril, esto es rnuy importante porque da consecuencias políticas muy pdrticuiJre' en 

el ámbito de lo lésbico", Abg. Elizaheth Vásquez, Proyecto Transgénero, "Casa Trans", entrevi>td IPuli 
zada por la autora, 2007. 

Jo lbíu., 2007. 
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Dentro del plano de la cotidianidad 
organizativa social es aún muy difícil y 
complejo desarrollar una vida en térmi­
nos de igualdad como sujeto de dere­
chos para las personas BlTGT, a conse­
cuencia de que se mantienen las viejas 
estructuras discriminatorias macro so­
ciales en la cotidianidad. Esto se puede 
visibilizar fácilmente en varias áreas co­
mo la de salud, educativa y laboral don­
de sí una persona deja conocer una 
identidad sexual y/o de género diversa a 
la heteronormada, usualmente no reci­
be la atención adecuada prácticamente 
todas las instituciones privadas y de or­
den público, como en las instituciones 
bancarias, financieras, en los centros de 
salud pública, en los centros educativos 
suelen ser sancionadas31 e inclusive ex­
pulsadas por su identidad sexual y la 
mayoría de estas personas no tienen ac­
ceso a una plaza laboral digna o inclu­
sive pueden truncar sus estudios y/o 
perder su trabajo a consecuencia de su 
identidad. 

"hay personas que tú les preguntas en la 
calle y dicen: 'bueno si tienen derechos, 
por qué no? claro a trabajar, a estudiar, 
a lo que sea', pero cuando les toca con­
vivir con cualquiera de nosotras ahí ya!, 
hasta que les toca a ellos, ahí sí comien­
za el problema, toca irlo trabajando, es­
to es un proceso y como todo proceso 
social es largo ( ... ) Si una compañera 

envió su carpeta para un trabajo de ad­
ministrador, y si ... tiene estudios de ter­
cer nivel, y ya estuvo seleccionada para 
la entrevista, en ese momento la vieron 
y le dijeron la próxima vez venga con 
terno y corbata y hablamos"32. 

"de hecho, tenemos una compañera 
que estudió su universidad y que cuan­
do se -graduó, fue de travestí y no le de­
jaron graduarse ( ... ) sabemos que termi­
nó y ... ya cuando defendió su ... esfaba 
por graduarse y no le dejaron porque se 
presentó como travestí, tengo entendido 
que es en la Central"33. 

Fue en el marco de la Constituyente 
del año 1998 que se consiguió la inclu­
sión y el reconocimiento constitucional 
de las diversidades sexuales como titu­
lares de derechos, este hecho marcó un 
hito histórico en la vida de todos los ac­
tores sociales que conforman la estruc­
tura macro social del país. Este logro se 
obtuvo dentro del contexto de inestabi­
lidad política que vivía el país, la pro­
puesta fue planteada por grupos femi­
nistas dentro del marco reflexivo acerca 
de los derechos sexuales y reproducti­
vos e invitaron a que la lucha homose­
xual se sume. También ayudó el hecho 
de que la estrategia de inconstituciona­
lidad34 que se utilizó, se fundamentó en 
que nunca se había iniciado un proceso 
judicial civil por el 'delito' de homose­
xualismo en el país y además basaron su 

31 Adjunto la denuncia realizada por FAMIVIDA a una funcionaría de la Adjuntía Segunda de la Defenso­
ría del Pueblo, por discriminación por orientación sexual, Guayaquil, enero 2007. 

32 Erazo, Rashell, Presidenta de la Fundación Alfil, GlBTTH, entrevista realizada por la autora, enero 
2007. 

33 Soría, Efraín, Fundación EQUIDAD, entrevista realizada por la autora, septiembre 2006. 
34 Para la despenalización de la homosexualidad, gracias a la gestión de varias organizaciones, y el haber 

conseguido 1200 firmas de apoyo ciudadano respaldando la demanda ante el Tribunal Constitucional. 



alegato en otros artículos de la misma 
Constitución Política Ecuatoriana35, co­
mo el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad y los derechos familiares y 
ciudadanos, para así exigir la no discri­
minación por orientación sexual. 

Estos dos hechos visibilizan política­
mente a las distintas comunidades 
BLTGT en su conjunto y particularmen­
te el liderazgo de algunos de sus miem­
bros dentro de un contexto político fa­
vorable que se aprovechó oportuna­
mente, con sagacidad e inteligencia. Su 
aporte de grupo ha sido definitivo, signi­
ficativo y relevante para los distintos ac­
tores sociales que integran el país, con­
tribuyendo a un mejor entendimiento 
de la cultura, el respeto y la aceptación 
de todos y todas las ciudadanas ecuato­
rianas. Estos hitos históricos brindan la 
posibilidad de que tanto estas 'minorías' 
como otras de diferentes índoles se 
planteen conjuntamente o particular­
mente aspiraciones de igualdad mucho 
más profundas y radicales en todos los 
ámbitos de la regulación normativa del 
Estado. 

Es a consecuencia de estos hechos 
que se crean en el país condiciones de 
legitimidad al menos teórica legal para 
una mayor visibilización de las personas 
abiertamente homosexuales como para 
dar un giro de quiebre en los colectivos 
y agrupaciones BLTGT, quienes a partir 
de entonces crean fundaciones, asocia-
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ciones y otras organizaciones legalmen­
te constituidas, con aspiraciones de un 
mayor alcance en la transformación de 
la sociedad ecuatoriana y el Estado. Al 
aspirar a la construcción de una nación 
renovada, más amplia e inclusiva en re­
lación al pleno ejercicio de los derechos 
humanos y la no discriminación36 de 
ningún ciudadano ni ciudadana por su 
identidad sexual y de género. 

Otro de los efectos inmediatos mu­
cho más visible y mercantil ha sido la 
proliferación de locales de encuentro, 
diversión, esparcimiento y recreación37 
legalmente establecidos y abiertos al 
público. Estos pasan a constituirse como 
espacios de derechos para el goce de la 
diversidad, están destinados fundamen­
talmente a las personas con prácticas 
sexuales diversas e identidades subvalo­
radas en el contexto socio cultural hege­
mónico instaurado desde el sistema bi­
nario de sexo-género heteropatriarcal 
blanco mestizo del 'mundo occidental' 
el cual tiene un rol protagónico y defini­
torio en la vida y la estructura macro so­
cial del país. 

Esta expansión de locales 'homo­
lésbicos' se desarrolla con mayor proli­
feración en los centros urbanos del país 
y ya no están dirigidos solamente a ciu­
dadanas y ciudadanos homosexuales 
masculino y femeninos, sino que en 
muchos de ellos los principales afluen­
tes son de identidad supuestamente he-

35 Denominada con las siglas CPE de ahora en adelante en este artículo. 
36 En el año 2004 presentan ante el Congreso Nacional, un ante proyecto del Plan Operativo sobre los 

Derechos de la Diversidad Sexual GLBTI y dos meses más tarde el Proyecto de Reforma al Código Pe­
nal, se presentó al Congreso Nacional, la reacción que prevaleció fue discriminatorio; "hubo una vio­
lencia de rechazo( ... ) en las actas encuentras esos criterios adversos", testimonio de la Abg. Elizabeth 
Vásquez, entrevista realizada por la autora, 2007. 

37 Bares, discotecas, saunas, vídeo clubs. 
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terosexual. Esta circunstancia es consi­
derada por algunos y algunas activistas 
o miembros de las diversas comunida­
des BLTGT como positivo aunque tam­
bién perjudicial según sus criterios a 
consecuencia de que son sitios de 'am­
biente' privados donde se ha desarrolla­
do una cultura consumista BLTGT con 
fines comerciales y de lucro al inscribir­
se en la lógica de mercantilización de lo 
exótico, sin que se crucen transversal­
mente otros espacios y actividades polí­
ticas y culturales. Inclusive algunos de 
estos locales son exduyentes38 de algu­
nas identidades diversas al interior mis­
mo de fa comunidad BLTGT. 

"$1 la actualidad tienes oportunidad de 
entrar a espacios que eran reservados o 
eran exclusivos para personas homose­
xuales y ahora este beneficio que tiene 
la gente de estar en la comunidad, de 
cerca, uhm ver o reflejar la situación ho­
mosexual o sea el beneficio de las per­
sonas que no son parte de la comunidad 
homosexual tienen en la actualidad (sic) 
más conocimiento, tanto hombres como 
mujeres, de qué es lo que es la homose­
xuaUdad"39. 

Según testimonios, antes de la des­
penalización y a consecuencia del ries­
go y la dificultad que implicaba abrir y 
camuflar un local de encuentro homo­
sexual, por su condición de ilegalidad, 
los lugares que existían acogían a las di­
versas identidades homosexuales, lo 

que actualmente no sucede en la mayo­
ría de los casos. Adicionalmente es ne­
cesario recordar que la utilización de 
términos como gay, intersexos, trans y 
por lo tanto las siglas "GLBT son moder­
nísimos y recientes además de importa­
do de Europa y Estados Unidos e inser­
tado en la esfera socio cultural ecuato­
riana de algunos sectores. 

la diversidad es infinita hay perso­
nas que no se los podría considerar tra­
vestis, son gays u homosexuales con ex­
presiones transgenéricas, "tú sabes la lí­
nea es bastante fina y toda la gama 
transgenérica, ya: travestí-travestí o ya 
una persona que se auto identifica co­
mo trans o cualquier otra diferencia"40, 
entonces estos testimonios reafirman 
que "la diversidad reemplaza a la jerar­
quía, tanto para bien como para mal, 
porque a la demanda de igualdad pue­
de responder la segregación: iguales, sí, 
pero separados" (Touraine 2001 :112), 
es por ello necesario reflexionar con 
uno mismo como parte del grupo en in­
teracción permanente con el mundo y 
con los demás, esto permite llegar a ver 
y reconocer la diversidad, llegando a 
negociar con lo irracionalizado e ina­
ceptable cultural mente. 

Es dentro de este contexto que las 
diversas identidades se inscriben en la 
conformación de las identidades socia­
les y como tal, en la construcción de un 
alter necesario para el entendimiento, 
comprensión y aceptación de las diver-

38 Este es el caso específico de las transgénero y travestís en la mayoría de los sitios de esparcimiento 'gay' 
urbano, así también los saunas gays están destinados únicamente a hombres que tienen sexo con hom­
bres. 

39 Moreno, Daniel, entrevista realizada por la autora, Quito, enero 2007. 
40 Vásquez, Elizabeth, entrevista realizada por la autora, 2007. 



sas sexualidades y corporalidades que 
interactúan cotidianamente en el entor­
no social del país. Sin embargo, sola­
mente en ciertos ámbitos y lugares se ha 
llegado a 'tolerar' a las diversas sexuali­
dades, sus prácticas y su forma de ser y 
estar en el mundo. 

De lo recogido en las entrevistas y 
en el trabajo de campo se evidencia que 
en la mayoría de la población ecuatoria­
na, no existe ni una mínima aceptación 
concreta en la realidad cotidiana hacia 
las personas con prácticas sexuales y/o 
de género diversas a la aceptada por el 
orden heteropatriarcal, el cual es parte 
estructural de la construcción política 
ideológica macro social inserta en todos 
los ámbitos y resquicios de la vida socio 
política de la nación. 

"¿por qué las personas diversas sexual­
mente tenemos que militar nuestra ca­
ma?, los heterosexuales no tienen que 
militar su cama, para que sea aceptada 
la heterosexualidad, la diversidad se­
xual, las personas diversas si tenemos 
que militar nuestra cama para que sea 
admitida, entonces una experiencia que 
es privada, que es de la intimidad tiene 
que volverse pública para que sea so­
cialmente aceptada"41. 

"ha sido positivo, porque de que las co­
sas eran extremas, pasaron a ser graves, 
de grave-extremo a solamente 'graves', 
(risa irónica)" porqué realmente son co­
sas que solamente han quédado en los 
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papeles y no es algo que en lo cual po­
damos decir como homosexuales que 
realmente se está llevando a cabo lo 
que se ha hecho y se ha dicho, no? ( ... ) 
el hecho que los homosexuales pueden 
tener ahora una 'libertad', o sea el artí­
culo en la Constitución dice: no discri­
minación ni a la raza, ni a las religiones 
ni a la opción sexual y hay mucha gen­
te que de eso no está consiente( ... ) pe­
ro realmente no hay una conciencia cla­
ra con respecto a este artículo"42. 

Por lo tanto el ejercicio 'pleno' de 
los derechos de las denominadas 'mino­
rías' sexuales en Ecuador sigue siendo 
una temática controversia! y de mucha 
tensión entre el deber ser y la realidad 
cotidiana, quien se alinea dentro de una 
identidad diversa es aún hoy vulnerable, 
probablemente un sujeto excluido, dis­
criminado y sin acceso a todos sus dere­
chos, "si antes eran delincuentes como 
así ahora exigen tantos derechos"43. 

"en lo trans también habrá reflexiones a 
nivel de cómo la ley ha tomado en 
cuenta la práctica y no esto que escapa 
a la ley, simplemente se está problema­
tizando mucho, tanto jurídico, social, 
política, que es esto de los géneros, ... 
bueno la ley necesita definir al sujeto, 
decirle: 'eres' y lo trans es algo no defi­
nido, algo transitorio, móvil, ·nóma­
da"44. 

El sistema de control socio-legal, co­
mo puede apreciarse en el testimonio 

41 Cordero; Tatiana, Directora del Taller de Comunicación Mujer, entrevista realizada por la autora, Qui-
to, septiembre 2006 

42 Moreno, Daniel, entrevista reaJ.izada por la autora, Quito, enero 2007. 
43 .Rojas, Leticia, entrevista realizada por la autora, Quito, agosto 2006. 
44 Vásquez, Elizabeth, entrevista realizada por la autora, 2007. 
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anterior tiene mayor efectividad en el 
caso de personas homosexuales varones 
especialmente; mientras que en el caso 
de las mujeres, las condiciones de per­
misividad socio cultural para que ellas 
puedan tocarse, acariciarse y tener 
muestras de afecto públicamente ha ge­
nerado una mayor invilización de las 
lesbianas y/o que puedan camuflarse en 
la 'discreción' aunque tengan una iden­
tidad sexual diversa a la asignada por 
los roles del sistema sexo-género hete­
ropatriarcal. Por lo tanto mientras se 
mantengan con sus prácticas en el ám­
bito de lo privado la sociedad actual­
mente puede llegar a "tolerarlo" porque 
no provoca mayor problema, e inclusive 
en algunos casos ya no siempre se da un 
acoso directo y abierto como antes de fa 
despenalización, aunque ésta realidad 
les genere 'asco' y rechazo. Lo que aún 
predomina y existe muy arraigadamente 
es el rechazo y exclusión familiar como 
también una persecución institucionali­
zada macro estructural por parte de los 
sistemas de control socio político en un 
entorno moral-religioso de corte judea­
cristiano que conlleva a la discrimina­
ción y el subsiguiente rechazo socio-la­
boral, "cuando las chicas trans van a pe­
dir trabajo, no les dan"45. Es por ello 
que resulta imprescindible desarrollar 
estrategias para alcanzar un trato iguali­
tario con dignidad y respeto en condi­
ciones de equidad dentro del marco so­
cio-político estructural del país y el Esta­
do sin que ni la identidad ni la práctica 

45 lbíd., 2007. 

sexual diversa le disminuya a cualquier 
sujeto, el cual siempre es un titular de 
derechos. 

"en el contexto social lo fundamental, 
es la parte del concepto de democracia, 
sí?, y en lo que significa la división so­
cial del trabajo. Entonces en el concep­
to de democracia{ ... ) se fundamenta en 
que todos somos iguales y derechos pa­
ra todos, pero cuando se trata de aterri­
zar en todos somos iguales y derechos 
para todos, esa cuestión ideológic¡¡, 
ehh_.. pretende que a través de estable­
cer políticas generales van a solucionar 
la situación o las cuestiones de un co­
lectivo en su conjunto que en suma no 
tiene identidad alguna, verdad? ( ... ) pe­
ro en general el mismo concepto de de­
mocracia no apunta a ningún lado, sim­
plemente es una cosa que se diluye en 
el universo, porque no parte de que si 
queremos solucionar con igualdades 
para todas, hay que partir de lo indivi­
dual a lo colectivo no de lo colectivo 
hacia lo individual"46. 

Probablemente a consecuencia de 
éste comportamiento de invisibilización 
y abuso facultativo por parte del orden 
heteropatriarcal sobre las denominadas 
'minorías' sexuales, es que se ejecuta 
con mayor vehemencia el abuso de po­
der, quedando muchas veces en la im­
punidad más absoluta a consecuencia 
de que se lo justifica porque se lo iden­
tifica socio culturalmente como una 
práctica gestual-corporal 'femenina' 
travestís, "locas47 no más son"- tradicio-

46 Moritoya, Orlando, Fundación Equidad, entrevista realizada por la autora, Quito, agosto 2006. 
47 Homosexuales varones con una gestualidad y comportamientos de género considerados más femeni­

nos en la esfera socio cultural. 



nalmente esta categoría ha sido desva­
lorizada y 'subordinada' dentro del sis­
tema político socio cultural del mundo 
occidental blanco mestizo, que además 
rechaza con repudio que un varón 
abandone su status de privilegio para fe­
menizarse al mostrarse con una identi­
dad de género trans-femenina. 

la fortaleza del lenguaje deja hue­
llas psico-culturales que se plasman y 
marcan en el cuerpo de la persona, en 
sus aspiraciones y hábitos afectando a 
su vida y a su libertad de ser y estar a 
consecuencia de las prácticas de exclu­
sión y discriminatorías del género48 cul­
tural mente predeterminadas y asignadas 
socio políticamente. 

"la mayoría de hombres no dicen en su 
casa que son homosexuales no por su 
padre sino por su madre, es el problema 
mayor de enfrentar, porque la madre es 
la más machista, la madre es la que más 
se espanta: 'no es que yo crié un hijo va­
rón', la madre cree que al ser homose­
xual el hijito se va a transformar, se va a 
maquillar, la madre cree: 'ay dios mío se 
me fue toda mi ilusión de tener nietitos, 
para yo cuidarles', la mamá asume in­
cluso posiciones egoístas porque se le 
va la felicidad de presumir de su hijo va­
rón, 'y tengo hijitos y tengo nietos', en-
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tonces por eso muchos hombres se ca­
san, y hasta ahora con Constitución y 
todo la mayoría de homosexuales se es­
tá casando, ojo!, más bien los hombres 
heterosexuales se están quedando solte­
ros, a que veas la presión que hace"49. 

Ésta reacción está vinculado al pa­
pel reproductivo patriarcal que debe 
'cumplir un varón', y al no hacerlo los 
varones 'feminizados' son disminuidos 
socialmente porque transgreden el con­
cepto de masculinidad, creando ruptu­
ras y poniéndolo en duda, además de 
desestabilizar la rígida institución fami­
liar, base del sistema heteropatriarcal. 
Por otra parte la investigación refleja 
que en el caso de la práctica sexual, el 
varón que se feminiza está mucho más 
subordinado y aparentemente tiene me­
nos derecho a expresar, exigir y propo­
ner prácticas placenteras en condicio­
nes de dignidad y equidad frente a su 
pareja "masculina", reproduciéndose 
pr~.cticas discriminatorias de género 
dentro del canon normativo del sistema 
sexo-género heteropatriarcal occiden­
tal. Este orden político, sistemáticamen­
te trata de ocultar e invisibilizar a los 
'varones que no cumplen•50 con accio­
nes afirmativas su rol protagónico de gé-

48 Es una construcción sociocultural que definen espacios y sujetos concretos desde las diferencias entre 
dos identidades, usualmente varón- mujer, plantea una relación inequítativa que se teje entre dos iden­
tidades, donde la una subordina a la otra, evidenciando una imposición jerárquica en la cual uno ejer­
ce su poder en detrimento de la otra persona. Estas normas socialmente aprendidas pueden cambiar en 
un proceso de lucha a largo y mediano plazo, al flexibilizar las normas que lo definen y al rnirar las po­
sibilidades de género bisexuales, las cuales rebasan el sostenimiento de categorías rígid.Js, inmóviles 
que encuadran. sujetan y definen a los seres humanos actualmente. Al flexibilizarlas se construye, se 
abre y crea espacios de nación más flexibles, asequibles, tolerantes y respetuosos. 

49 Guayasamín, Francisco, Revista País Canela, actualmente está realizando dos encuestas a un total de 
480 homosexuales en Quito y Guayaquil, entrevista realizada por la autora, 2007. 

SO Con las roles sacio políticos preestablecidos por el orden heteropatriarcal como el de la reproducción­
linaje. 
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nero masculino y definitivamente se han 
visto perjudicados socio-política-econó­
micamente, quienes 'dejan' sus privile­
gios de 'varones' para 'feminizarse' en 
la esfera social. 

"es que tú no tienes idea a la maldad 
que te enfrentas, a una maldad autoriza­
da en nombre de Dios, que le hacen ho­
rrores el rato que dices que eres homo­
sexual, lo que yo me pasé, a mi me fal­
sificaron una firma y me dejaron sin he­
rencias ( ... ) decían 'di.os mío es que 
práctica la homosexualidad?; a un ami­
go que le descubrieron recién, que fue 
homosexual le quemaron toda la ropa, 
el papá le quemó y eso sin ser travestí, 
yo tuve en el año 2000 un tipo que se 
suicidó en frente del papá, el índice de 
alcoholismo también es altísimo, la gen­
te aquí es alcohólica porque no puede 
expresarse" 51 . 

El testimonio previo evidencia que 
en la vida cotidiana no se respetan ni se 
cumplen muchos de .los artículos esta­
blecidos en la CPE, a consecuencia de 
que los "efectos de la ignorancia pue­
den ser utilizados, autorizados y regula­
dos a gran escala para asombrosas im­
posiciones, quizá sobre todo en torno a 
la sexualidad, que es la actividad huma­
na de la cultura moderna occidental 
con una mayor carga significativa" 
(Sedgwick 1998:15)_ Es indispensable y 
necesario organizarse y exigir al Estado 
que promueva y promulgue políticas 
públicas y regulaciones específicas con 
las sanciones correspondientes para al­
canzar una convivencia ciudadana pie-

na en términos de equidad e igualdad 
en todos los ámbitos de la vida política, 
económica, socio cultural organizativa 
del país, para proteger la integridad sí­
quica, física y emocional de las perso­
nas BL TGT dentro del marco constitu­
cional y de las políticas públicas del Es­
tado. 

"y en el colegio pues, tenía una guerra 
terrible, pues siempre te están ridiculi­
zando, diciendo 'la mujercita', 'ya se le 
quebró la mano', ese tipo de términos 
son las cosas, que al final están fomen­
tando justamente en el homosexual el 
lado femenino, cuando el homosexual 
tiene derecho, hay un momento de tú 
vida en que el homosexual tiene dere­
cho a escoger si quiere ser travestí, si 
quiere ser gay o quieres ser bisexual, 
hay un momento en el homosexual, en 
el cual tienes todo el abanico de posibi­
lidades, pero tienes que tener los pies 
puestos en el piso que lastimosamente 
es muy difícil, es muy difícil encontrar 
gente que te pueda ayudar o respaldar 
frente a ese punto, es super difícil que ... 
depende de tu familia, de la idiosincra­
sia en el medio en que te desarrolles, in­
clusive de tus ganas mismas de vivir, 
porque yo conozco de muchísimos ho­
mosexuales que al sentirse presionados 
lo que hacen es ehh, ehh es suicidarse, 
es el acoso, hay mucha tendencia o sea 
somos propensos"52. 

Este testimonio visibiliza una situa­
ción emergente, a consecuencia de que 
la estigmatización es una marca muy 
compleja y discriminatoria muy difícil 
de sobrellevar, por lo tanto es necesario 

51 Guayasamín, Francisco, entrevista realizada por la autora, 2007. 
52 Informantes 7 y 9, con prácticas homosexuales, Diario de campo, agosto 2006. 



y fundamental lograr que la no discrimi· 
nación por orientación sexual contem· 
piada en la Constitución se ejecute efec· 
tivamente y sancione estrictamente a 
quienes la incumplan. 

"una abogada ecuatoriana decía que el 
reconocimiento de la diversidad sexual, 
es un reconocimiento como sujetos po­
líticos pero no como sujetos sexuales ... 
como que la ley acepta normar y no dis­
criminar, en papel por supuesto .... pero 
no en la práctica en el reconocimiento 
como sujetos sexuales, si como sujetos 
políticos, y esa diferenciación a mi me 
parece super importante" 53. 

Aunque el reconocimiento constitu· 
cional de no discriminación por orienta· 
ción sexual inicialmente es sólo una 
igualdad teórica de los derechos, gra­
cias a ésta igualdad constitucional es 
factible accionar bajo ese marco norma­
tivo y emprender acciones legales/judi­
ciales que pueden establecer preceden­
tes como mecanismo de obtención del 
ejercicio de los derechos fundamentales 
y constitucionales con horizontes más 
amplios en la práctica cotidiana. 

"irte al sitio donde supuestamente es 
no! a decir si, es lo que yo hice cuando 
empezamos con los contratos para pare­
jas, nos íbamos al propio orden público, 
a la institucionalidad jurídica hacíamos 
contratos notariales, en ese espacio de­
cíamos: mire usted aquí este contrato, 
como en el orden privado uno puede 
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hacer uso de la autonomía de la volun­
tad, le das una cachetada al ordena­
miento jurídico, aquí en privado usted 
que es el dador de la fe pública, respe­
tando la institudonalidad, usted presen­
cie y de fé de que aquí estamos inter­
cambiando aros, haciendo un contra­
to ... entonces el potencial político que 
tiene "54. 

Aunque existen mecanismos de 
contrarrestar la rigidez normativa que 
define al país y el Estado, es aquí donde 
radica la importancia de reformar las le­
yes para ampliar el concepto de nación 
en relación al aspecto de la vida social 
de los Estados y los derechos ciudada­
nos fundamentales como la legítima as· 
piración a vivir en un mundo socio cul· 
tural menos opresivo y político-econó­
micamente más equitativo. 

"los derechos humanos son esencial­
mente políticos porque tienen que ver 
<;on las relaciones de poder, los dere­
chos humanos surgen históricamente 
desde una reivindicación social, desde 
grupos sociales que pelean ( ... ) algo les 
parece injusto y a partir de esa reivindi­
cación exigen un reconocimiento jurídi­
co de esa reivindicación como un dere­
cho ( ... ) decir: 'yo tengo derecho de es­
to' te da como más fuerza, aparte que 
efectivamente viene a la par que puedas 
exigir eso de alguna manera, (. .. )pero si 
no te juntas los derechos no pasa.n de 
ser un enunciado en un texto legal, si no 
hay quien le esté dando contenido a los 

53 Cordero, Tatiana, entrevista realizada por la autora en Quito, mayo 2006. 
54 "yo formulé el contrato 'tipo' y ese contrato tuvo más éxito en Perú que acá es también un tema de es­

trato social, de poder económico(..:) esto se difundió en el programa 30 minutos, hace dos anos", Vás­
quez, Elizabeth, entrevista realizada por la autora, 2007. 
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derechos, eso se queda en nada y la úni­
ca forma es juntarse, la organización es 
un asunto básíco"ss. 

Para los diferentes colectivos y orga­
nizaciones BLTGTH56 sería necesario e 
imprescindible organizarse, emprender 
y respaldar procesos legales y juicios 
tácticos de casos relevantes acerca de 
hechos que les afecten negativamente a 
consecuencia de sus prácticas sexuales 
y/o de género diversas, creando prece­
dentes al buscar y encontrar mecanis­
mos de validar su situación ante los mis­
mos organismos que los restringen y dis­
criminan. Este puede ser un objetivo y 
buen mecanismo para lograr la atención 
pública a través de los medios de comu­
nicación masiva, los cuales suelen dar 
una amplia cobertura a éstas temáticas, 
aunque suelen estar más interesados en 
la controversia y en la crónica roja que 
en la honestidad informativa, sin embar­
go se podría ir matizando esta circuns­
tancia para sensibilizar a los medios y a 
la ciudadanía con la intención de obte­
ner su respaldo al fomentar debates pú­
blicos respetuosos acerca de la temática 
de estos procesos57. 

Actualmente en la mayoría de los 
medios de comunicación masiva se ha 
creado-vendido una imagen desvalori­
zada y tendenciosa del homosexual, por 

ello es necesario crear, exigir espacios 
que presenten a las diversidades sexua­
les y de género de forma respetuosa y 
digna y de no ser el caso demandar a los 
actores como a los medios de comuni­
cación que incurrieran en el desmérito 
de personajes y distintos actores socia­
les por su orientación sexual y/o de gé­
nero diver~a, haciendo comentarios de­
nigrantes acerca de las personas diver­
sas al canon heteronormativo blanco 
mestizo occidental del país. 

El movimiento BLTGT ha sido un 
movimiento de personajes, con muy 
contadas personas, es decir no ha esta­
do conformado por una población ma­
siva en consecuencia al interior del mo­
vimiento BLTGT existen posiciones dife­
renciadas en cuanto a las estrategias or­
ganizativas como a los objetivos que 
pretenden alcanzar actualmente como a 
mediano y a largo plazo. 

"estas propuestas que tienden a guetói­
zar, que existen en algunas activistas y 
algunas organizaciones, son propuestas 
que respeto desde la construcción de 
identidad, que me parece que se necesi­
ta en momentos, yo no discrepo con le­
licia Rojas, por decirte, en que las les­
bianas hayan necesitado su espacio, sí 
vives en una sociedad patriarcal, que in­
visibilizó lo lésbico hasta el punto de ni 
siquiera reconocer la práctica lesbia-

55 Salgado, Judíth, abogada y profesora de Género y Derecho UASB sede Ecuador, entrevista reali2:ada por 
la autora, Quito, septiembre 2006. 

56 Bisexuales, lesbianas, TravestisfTransgéneros, gays, transexuales, heterosexuales 
57 En consecuencia acerca de las prácticas sexuales diversas, roles identitarios vinculados al género y cor­

poralídades diferentes al canon he!eropalriarca 1 como es el caso de travestís y de las lntersexos, son per­
sonas que conviven con características de ambos sexos en su cuerpo, se la considera como una cate­
goría política a consecuencia de la presión ejercida sobre estas personas por distintos actores sociales 
-médicos, familiares, sicólogas- con el objetivo de realizar una intervención quirúrgica y definir su cor· 
poralidad sexual dentro de la morfología binaria heterosexista. Suprimiendo el diálogo entre las alteri­
dades y anulando la diversidad. 



na .. 'ni existe', correcto que para inde­
pendizarnos y dejar de ser el 'etcétera y 
el viceversa' y el por añadidura del mo­
vimiento gay, yo estoy absolutamente de 
,JCuerdo de que se necesita sala de Sf'­

siones propia, pero ese momento no tie­
ne sentido histórica ni políticamente 
luego de ese fortalecimiento, de esa au­
to definición, dt> esa construcción de 
identidad; no hay un diálogo con la 
otra, con el otro( ... ) por eso para mi ha 
sido fundamental que las heterosexuali­
dades concurran a esa reflexión, 'helero 
y gay', 'trans y no trans' construyan jun­
tos esta reflexión acerca del género, de 
lo que partimos es de que compartimos 
un mismo sistema opresor"58 

En consecuencia y gracias a la refor­
ma penal como al reconocimiento de 
índole constitucional los grupos y las 
personas con identidades BLTGT se han 
ido apuntalando con sus diferentes re­
presentaciones de ser y estar dentro del 
espacio de existencia de la nación, 
"mientras más roce, convivencia, coti­
dianidad haya entre esas identidades, 
ahí estamos construyendo nación"59. 
Las cuales han adquirido mayor autono­
mía con su aporte definitivo, significati­
vo, histórico y relevante no solamente 
para establecer un mejor entendimiento 
de la cultura, el respeto con dignidad de 
todos y todas las ciudadanas ecuatoria­
nas, sino ampliando la. mirada de los 
distintos actores sociales desde la diver­
sidad sexual e identitaria en diálogo 
permanente gracias a la convivencia so­
cializada dentro de un mismo espacio 
de la trama urbana. 
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En este interaccionar e interrelacio­
narse van cambiando nuestras represen­
taciones imaginarias de las identidádes, 
la sexualidad y sus prácticas, así irán 
paulatinamente cambiando actitudes y 
comportamientos entre las personas y 
su relación intersubjetiva con respecto a 
prácticas diversas y legítimas de otras 
personas. Para que esto se asiente y rea­
firme es necesario el cambio de la supe­
restructura ideológica jurídica de la so­
ciedad, porque la 'tolerancia' aún es lá­
bil, sin que se acerque a una real y con­
creta 'aceptación' socio cultural de las 
diversidades identitarias y sexuales en la 
cotidianidad del país. 

Estos son procesos que .necesitan 
vincularse con la interiorización efecti­
va y real de los cambios estructurales en 
la sociedad-nación, para alcanzar a visi­
bilizar y concretar una transformación 
cultural respetuosa aunque paulatina en 
algunos ámbitos sociales donde se de­
senvuelven las personas BLTGT, gracias 
a sus luchas por la reivindicación de sus 
derechos y en rechazo a .las prácticas de 
invisibilización y discriminación .de la 
que han sido objeto dentro del sistema 
organizativo de la Nación-Estado. Han 
incursionado en el contexto político co­
mo protagonistas activos y necesarios, 
se han encargado de crear y recrear la 
significación simbólica y concreta del 
mundo socio cultural causando ruptu­
ras, con sus diversas nociones de femi­
nidad y masculinidad, al tiempo que ex­
panden la conformación identitaria de 
la sociedad donde cada sujeto y su 
cuerpo se nutre de sentidos, en la cons-

58 Vásquez, Elizabeth, entrevista realizada por la autora, 2007. 
59 lbfd., 2007. 
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tante y conflictiva reláción política­
cuerpo-cultura donde se hace, rehace y 
organiza constitutivamente la nación en 
una relación de codependencia mutua. 

Y es en el ejercicio de la propia exi­
gibilidad de los derechos mediante la 
deconstrucción y reconstrucción del 
sistema político de la sociedad-nación 
en donde todos los sujetos sociales 
tienen que luchar cotidianamente y de­
senvolverse en un juego de acoplamien­
to y resistencia negociada permanente­
mente. Las transformaciones sociopolíti­
cas demandan una complejidad a 
mediano y largo plazo como lo mues­
tran muchos de los testimonios citados 
en este artículo. 

#sólo el mensaje de esperanza de días 
mejores, que llegue el momento en todo 
el planeta no sólo en Ecuador, de que 
nuestros derechos, nuestro estilo de vida 
sea visto nada más como eso, como un 
estilo más de vida, como vive un ejecu­
tivo, un panadero, vive un carpintero, 
vive un maestro, vive un gay, así... visto 
así!, como vive un hombre, vive una 
mujer, vive una trans ¿cuál es el proble­
ma?, así como para nosotros es natural 
ver a los heterosexuales, que sea muy 
natural también para ellos vernos a no­
sotros"60. 
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Los desafíos del desarrollo local en las micro regiones 
del Sur de Manabí y la Cuenca Alta del Rio Jubones 
Fernando Guerrero C. 

El propósito es el análisis del desarrollo locál en las microregiones referidas a partir de situarlos 

en el contexto de las teorías del desarrollo rural, y desde una visión operativa de los compo­

nentes y terminar señalando én qué medida las experiencias de desarrollo local se aproximan 

a estos requisitos mínimos, así como identificar los límites y las potencialidades del desarrollo 
local. 

D 
urante los últimos años en los 
ámbitos de la planificación del 
desarrollo y de la academia se 

ha venido debatiendo con insistencia el 
tema del desarrollo local. Para algunos 
este enfoque con sus distintas variantes 
es una propuesta que nos viene de afue­
ra (Banco Mundial y el BID de por 
medio) y de ciertos académicos que han 
idealizado experiencias forjadas en paí­
ses con costumbres e instituciones aje­
nas a las nuestras. En otras palabras 
dichos enfoques tienen ciertas intencio­
nalidades. Dentro de estas últimas se 
destacan, principalmente, el traslado de 
responsabilidades desde el Estado y los 
gobiernos, a la sociedad civil. Como si 
no íuera poco, a las sociedades locales 
con toda su variopinta gama de institu­
ciones y organizaciones, además de 
sostener sus economías domésticas a 
través de una diversidad de estrategias 
de sobrevivencia ahora le toca, tam­
bién, hacer los ,1pnrtes respectivos (en 

dinero y/o en trabajo) para construir sus 
obras de infraestructura, sus escuelas, 
sus servicios de salud y, de paso, diseñar 
proyectos imaginativos que les permita 
insertarse en la economía internacional. 
Hasta aquí la versión sospechosa del 
desarrollo local. 

Pero también hay visiones bastante 
convincentes a favor del desarrollo 
local. Para quitarnos ese halo de suspi­
cacia que usualmente rodea a los cien­
tíficos sociales, queremos creer en la 
fecundidad de estas últimas y, sobre 
todo, en la posibilidad de que es posible 
un desarrollo que aspire al cambio de 
las sociedades locales, mejore las con­
diciones de vida de las poblaciones y 
coloque los cimientos de lo que ambi­
ciosamente se ha denominado como 
proceso de "profundización de la 
democrilcic> y lil ciurlilclilnía locales". 

Cualquiera que sea la postura que 
adoptemos -sospechosa u optimista­
desde comienzos de los años 90 en el 
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Ecuador se vienen impulsando procesos 
de planificación participativa; se han 
promovido presupuestos participativos 
y, además, se cuenta con experiencias 
de mancomunidades lllUnicipales que 
se han planteado como objetivo el 
manejo de cuencas y microcuencas 
hidrográficas. Para algunos estas expe­
riencias constituyen "modelos" dignos 
de imitarse y para otros estas experien­
cias todavía se encuentran en etapas ini­
ciales y que habría que esperar un tiem­
po más para evaluar sus impactos en las 
instituciones, en las prácticas ciudada­
nas y, sobre todo, en la economía local 
y/o regional. 

Los municipios de la Cuenca Alta 
del Río jubones y del Sur de Manabí for­
man parte de este conjunto de expe­
riencias de desarrollo local en los últi­
mos años. En estos casos, las iniciativas 
han surgido no solamente a partir de 
apoyos de los organismos no guberna­
mentales, ONG's, sino que también han 
contado con el auspicio de organismos 
internacionales en alianza con las ini­
ciativas gubernamentales.1 

En el presente artículo, más allá de 
evaluar los resultados de la ejecución 
de los diferentes programas de desarro­
llo rural que se han ejecutado en las 
microregiones, se intenta analizar las 
potencialidades y los desafíos del desa­
rrollo local en los municipios pertene­
cientes a la Cuenca Alta del Río Jubones 
y el Sur de Manabí. 

Para el efecto se considera que el 
desarrollo local es un proceso flexible 

en el que la presencia del Estado es 
importante, así como la participación 
de las organizaciones sociales, los 
gobiernos locales y el rol de los cambios 
institucionales. Se realiza un balance de 
los enfoques de desarrollo local y se 
pregunta acerca de la validez de una 
nueva propuesta de desarrollo local en 
contextos caracterizados por la migra­
ción, la crisis de la producción agrope­
cuaria; y la incapacidad de las organi­
zaciones campesinas y los gobiernos 
locales por impulsar cambios significati­
vos en sus respectivas instituciones. 
Adicionalmente, se hace un balance de 
las propuestas de desarrollo local (desde 
las vertientes que enfatizan lo económi­
co hasta las que colocan el acento en 
los cambios institucionales como condi­
ción del desarrollo), se identifican sus 
límites y, por último, se plantea como 
alternativa el desarrollo local como pro­
ceso flexible. Dentro de esta última 
opción se identifican las condiciones 
mínimas del desarrollo local, entre las 
que se cuentan la voluntad política de 
los gobiernos locales y la capacidad de 
asociación de su población. 

los avatares del proceso de desarrollo 
rural 

Las microregiones del Sur de Ma­
nabí y la Cuenca Alta del Río jubones 
han sido objeto de varias intervenciones 
por parte de programas de desarrollo de 
los diferentes gobiernos de turno y de 
varios organismos no gubernamentales. 

Entre 2002 y 2006 en las microregiones señaladas ha intervenido el Programa de Desarrollo Local 
Sustentable, PROLOCAL, que contó con recursos del Banco Mundial y la Unión Económica Europea. 
Anteriormente en dichas zonas también intervinieron los programas de desarrollo rural integral, DRI. 



Antes de abordar las potencialidades y 
los desafíos del desarrollo local, es 
necesario bosquejar a grandes rasgos las 
características y los alcances de dichas 
intervenciones. 

Sin duda alguna todas las áreas 
rurales del país en algún momento de su 
devenir histórico fueron objeto de inter­
vención por parte del Estado, ya sea por 
considerarlas como zonas de aprovisio­
namiento de materias primas, como 
productoras de bienes de consumo, o 
bien como reservorios de mano de obra 
para el capital. 

Desde una perspectiva general, en 
el caso ecuatoriano la formulación de 
políticas agrarias han marchado de 
manera acorde con tres momentos his­
tóricos: en el primero· de ellos se trató 
de responder a las exigencias de moder­
nización del agro y, de paso, resolver 
los conflictos por la tierra, especialmen­
te en las áreas en donde las moviliza­
ciones indígenas presionaban por el 
acceso a recursos; un segundo momen­
to, estuvo marcado por las exigencias 
de convertir a los productores campesi­
nos e indígenas (pequeños y medianos) 
en eficientes productores desde el punto 
de vista del capital; y, finalmente, un 
tercer momento, en curso, en donde se 
trata deliberadamente de convertir a los 
campesinos en productores eficientes 
pero ya no solamente para el mercado 
interno, sino para los mercados interna­
cionales, aprovechando sus ventajas 
comparativas y los nichos que se abren 
a las economías periféricas en el con­
texto de la globalización. 

El primer momento correspondió a 
las políticas de reforma agraria de los 
años 60 y 70; el segundo a las políticas 
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de desarrollo rural integral de los años 
80 y 90 y, la tercera generación de polí­
ticas corresponde a los programas de 
desarrollo económico local y territorial. 
Esta última política se viene ejecutando 
en el país desde la segunda mitad de la 
década del 90 por parte de ONG's y en 
la actualidad por parte del Estado a par­
tir de programas de desarrollo local sus­
tentable. Este último es el caso del 
Programa de Desarrollo Local Susten­
table, PROLOCAL, el mismo que com­
parte ciertos principios e instrumentos 
metodológicos con el Programa de 
desarrollo de los pueblos indígenas y 
negros, PRODEPINE ejecutado hace 
pocos años. 

En el presente trabajo nos centrare­
mos en el tercer momento histórico, en 
el período 2002 - 2006 caracterizado 
por profundas transformaciones no sólo 
de los sistemas de producción, sino 
también de las instituciones (entendidas 
como aparatos encargados de ejecutar 
normas y leyes agrarias y también como 
conjunto de prácticas, usos y costum­
bres) y de los actores sociales inmersos 
en las sociedades rurales. Este último 
período, en el que se centra nuestro 
estudio, los discursos del desarrollo 
económico local y del desarrollo rural 
territorial han pasado a llenar el vacío 
dejado por los enfoques y los discursos 
tradicionales del desarrollo rural. Sin 
embargo, dado que tampoco el nuevo 
discurso ha logrado dejar su impronta, 
tal vez por lo incipiente o porque toda­
vía no se cuenta con resultados, lo que 
observamos en el agro ecuatoriano es 
un conjunto de contrastes y contradic­
ciones tanto en el comportamiento de 
los productores como en las orientado-
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nes de las instituciones y los mercados. 
En otros términos, vivimos un, momento 
de .transición caracterizado por la opa­
cidad de los actores y las instituciones 
vtnculadas al agro. 

El desarrollo rural integral en el Sur de 
Manabí y .en la Cuenca Alta del Río 
Jubones 

El antecedente más importante de 
la política de desarrollo local en el .Sur 
de Manabí y en la Cuenca Alta del Río 
jubones, constituye el programa de 
desarrollo rural int~graL Este programa 
que ,se implantó bajo iniciativa del 
Estado, se remonta a comienzos de la 
década del 90. En dichos años en los 
cantones.de Jipijapa. y Santa Isabel-que 
corresponden a las microregiones de 
nuestro estudio- se promovieron ambi­
ciosos programas de desarrollo agrario 
bajo el enfoque conocido como 
Desarrollo Rural Integral, DRI, es decir 
el impulso simultáneo de un conjunto 
de iniciativas estatales orientada~ a 
mejorar las condicion~ de vida de las 
f.amiHas campesinas integrando, al. 
mismo tiempo, acciones de ca,rácter 
pro,du.ctivo, crediticio, asociativo y de. 
tr.an,sferencia de tecnología. 

. Con el. pa$ar de Jos años, los estu,. 
dios. y evaluaciones de lo que en su 
momento se denominó . Programa 
Nacional. de .Desarrol,l.o Rural, PRONA­
DER2, demostr¡:~~on que uno de los obje-

tivos básicos de dicho Programa, a 
saber, la disminución de la pobreza y el 
incremento de la producción y produc­
tividad de las familias campesinas, no se 
había cumplido o que, por lo menos, 
restaba mucho por hacer. 

En uno de los estudios sobre el 
avance del Programa, se señala explíci­
tamente que en las 12 áreas del PRO­
NADER no se consideraron aspectos 
tales como: "la heterogeneidad campe­
sina marcada por el acceso diferenciado 
a los recursos, a la tecnología, al crédi­
to y por su nivel de vinculación mer­
cantil" {L Martínez V y A. Barril, 1995; 
83). Por otra parte, los mismos autores 
señalan que si bien el empleo de hom­
bres y mujeres en actividades agrope­
cuarias es importante, "existen áreas en 
donde las actividades no agrícolas 
toman mayor relevancia y en otras en 
donde el trabajo asalariado fuera.de la 
parcela es predominante" (1995; 83) .. En 
otros términos; desde los programas de 
desarrollo· rural postreforma agraria ya 
se venía advirtiendo el creciente peso 
de los ingresos provenientes de activida~ 
des no agrícolas dentro del los ingresos 
totales de las familias campesinas. 

Por último en el estudio menciona­
do se· advertía acerca de la' baja capad­
dad de las unidades productivas para 
acceder a la tecnología {a diferencia de 
las unidades de.produ.c.ción que se con­
centraban en cultivos mercantiles más 
rentables) y la concentración de la 

2 ·Las doce zonas er:1 donde se desarrolló el P~ONADER fueron Espejo-Mira, Sierra Norte de Pi€hincha, 
Santa Isabel (Azuay). Da u le, Tres f'ost~~, Playas de Higueron, Jipijapa, Paján, Pangua, F¡¡cundo Vela, 
Guano y T.T.P. Todas estas zonas identificadas a partir de mapas de pobreza. Cabe sena lar que en la 
identificación de las zonas de intervención no consta el criterio étnico. En este sentido los indígenas· 
aparecén formando parte de zonas y estratos a las que genéri€amente se las denominó como scampe­
sinasN. 



pobreza en las áreas en donde se cons­
tata una fuerte emigración y en donde el 
trabajo en actividades agropecuarias ha 
quedado en segundo plano (1995;86). 

Como resultado de las evaluaciones 
de los programas DRI se terminó sugi­
riendo la necesidad de formular políti­
cas diferenciadas dada la heterogenei­
dad no sólo de las zonas de interven­
ción, sino también de los propios canto­
nes e, incluso, las parroquias. Asi­
mismo, se sugirió la necesidad de eva­
luar la "real capacidad de participa­
ción" de los grupos de campesinos o 
unidades familiares, identificando prio­
ridades de acción (L. Martínez V. y A. 
Barril, 1995). 

Por último el estudio de L. Martínez 
y A. Barrí 1 (1994) sugirió varias medidas 
de acción hacia futuro: redefinir los 
componentes del programa (por ejem­
plo no insistir en la transferencia de tec­
nología agropecuaria en las zonas en 
donde esta actividad ha perdido impor­
tancia); apoyar acciones de transforma­
ción de la producción agropecuaria, 
agregando valor a los productos campe­
sinos; generación de fuentes de empleo 
en actividades asociadas a la actividad 
agropecuaria; formas flexibles de acce­
so al crédito; y, finalmente, algo que era 
evidente en provincias como las de 
Tungurahua, considerar dentro de las 
nuevas p_olíticas el hecho de que los 
ingresos de las familias ya no dependen 
tanto del agro, sino de actividades no 
agropecuarias .. 

Con las anteriores constataciones y 
sugerencias a futuro, se cerró un perío­
do -que se inició desde fines de los 80 
hasta mediados de los 90- de políticas 
de desarrollo rural integral que dejó un 
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legado de frustraciones y desconfianza 
de los campesinos hacia proyectos de 
desarrollo y, también, numerosas obras, 
verdaderos elefantes blancos, que no 
cumplieron los objetivos previstos. 

Algo que sin duda llama la atención 
es que durante los años siguientes, esto 
es, del 2002 en adelante, dentro de una 
nueva generación de políticas de desa­
rrollo rural, sólo que en este caso bajo 
el ropaje de un nuevo término (el desa­
rrollo local sustentable) las zonas de 
Santa Isabel, Jipijapa, Facundo Vela, 
Espejo-Mira, que habían sido objeto de 
intervención en el PRONADER en los 
90s, pasaron a formar parte de las 
microregiones del nuevo proyecto del 
desarrollo loc¡1l PROLOCAL a inicios de 
2000. 

La constatación anterior sobre la 
persistencia de programas de desarrollo 
en las mismas zonas conduce a varias 
interpretaciones: un reconocimiento del 
fracaso de los DRI en las zonas señala­
das y, por tanto, la necesidad de seguir 
insistiendo en la lucha contra la pobre­
za; la necesidad de dar continuidad a 
proyectos que posiblemente quedaron 
truncos, o bien, la ausencia de criterios 
teórico metodológicos para definir áreas 
de intervención. 

Por nuestra parte nos inclinamos a 
pensar que en la definición de las nue­
vas microregiones estuvo ausente un 
análisis más detenido de la variable 
pobreza. Lo anterior sobre todo porque 
varias zonas seleccionadas no son, pre­
cisamente, las más pobres. Y, por otra 
parte, se hizo tabla raza de las conside­
raciones en torno a la heterogeneidad 
de las microregiones, característica que, 
una vez más, está presente no sólo al 
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interior de fas nuevas microregiones, 
sino de los cantones que forman parte 
de estas últimas3. 

¿Qué es lo que plantean las políti­
cas de desarrollo rural de la última 
generación? En las microregiones de 
nuestro estudio y, en general, para las 
seis microregiones de su intervención, 
el PROLOCAL, por ejemplo, de nueva 
cuenta se propone la disminución de los 
índices de pobreza en las microregíones 
seleccionadas, lograr la inclusión de 
todos los sectores sociales en el desa­
rrollo de nuestro país y, como aspecto 
novedoso, apoyar los esfuerzos de des­
centralización y gobernabilidad (PRO­
LOCAL, 2001 ). Lo anterior, a través de 
varios componentes: la gestión del 
desarrollo local, el fortalecimiento de 
los proveedores de servic:ios, el fortale­
cimiento de los sistemas financieros 
rurales y el apoyo a iniciativas producti­
vas a través de un fondo de inversión 
social. Cabe señalar, también como 
aspecto novedoso, que dentro del com­
ponente de gestión del desarrollo local 
se trata de promover el fortalecimiento 
de las organizaciones sociales, la plani­
ficación participativa y, por otro lado, el 
apoyo a los gobiernos locales (consejos 
provinciales, municipios y juntas parro­
quiales) en la gestión del territorio y el 
desarrollo económico local. 

En congruencia con los objetivos y 
los componentes citados anteriormente, 

desde 2002 en las dos microregiones de 
nuestro estudio, y con posterioridad en 
las restantes microregiones, se comen­
zaron a ejecutar los componentes del 
programa señalados líneas arriba .. Se 
puso especial énfasis en los componen­
tes relacionados con la gestión del desa­
rrollo local, esto es en la formulación de 
planes de fortalecimiento institucional 
de las organizaciones campesinas y, por 
otra parte, en el apoyo a los gobiernos 
locales (principalmente los municipios 
y las juntas parroquiales). El apoyo al 
fortalecimiento organizativo y a la pla­
nificación participatíva en el enfoque 
del PROLOCAL constituyen fases 
importantes dentro de su metodología 
en la medida en que a partir de éstas se 
trata de identificar las necesidades de 
las organizaciones y de los cantones 
para, después, príorízar y ejecutar 
acciones ya sea de carácter productivo, 
ambiental, o bien, iniciativas relaciona­
das con la capacitación de recursos 
humanos. 

Después de más de dos décadas de 
intervención de los programas guberna­
mentales y no gubernamentales de 
desarrollo rural -unos con enfoque pro­
ductivista y complejas tramas institucio­
nales y otros con énfasis en el fortaleci­
miento de los actores locales y desen­
tendimiento por parte del Estado- bien 
caben plantearse, entre otras cosas, 
¿hasta que punto se han reducido los 

3 Las microregiones del PROLOCAI. han sido seleccionadas por criterios de pobreza, afinidad ecológica 
y de infraestructura y por la inexistencia de otros proyectos en ejecución con objetivos similares. Dentro 
de fa Cuenca Alta del Río Jubones se encuentran los cantones de Santa Isabel, Girón, San Fernando, 
Ponce Enríquez y Pucará. En el Sur de Manabf se incluyen los cantones 24 de Mayo, Santa Ana, Paján, 

Olmedo, Jipijapa y Puerto l.ópez. 



niveles de pobreza en las microregio­
nes? ¿Son sostenibles los proyectos ini­
ciados por las organizaciones campesi­
nas en los ámbitos, productivos, am­
biental y de capacitación? ¿Se ha crea­
do una nueva institucionalidad? Y, por 
último, ¿se han profundizado las demo­
cracias locales a raíz de los procesos de 
planificación participativa iniciados por 
los gobiernos locales? 

Las preguntas principales 

Una vez que se ha desdibujado el 
mapa político e institucional que estaba 
vigente, por lo menos hasta finales de 
los años ochenta, varias preguntas sur­
gen con respecto a las políticas de desa­
rrollo rural. En este sentido, se trata de 
analizar los desafíos y los límites del 
desarrollo local en contextos complejos 
caracterizados por la pérdida de 
influencia de las instituciones que tradi­
cionalmente estuvieron encargadas del 
desarrollo rural. En otros términos, par­
timos de la constatación de la crisis de 
las entidades que estaban encargadas 
de ofertar crédito y asistencia técnica (el 
Banco de Fomento y el Ministerio de 
Agricultura, respectivamente) y también 
de la crisis que se origina en el mundo 
campesino a raíz de la eliminación de 
los precios de sustentación de produc­
tos tales,como el maíz duro, el arroz y 
la soya. Parte de esta situación es la des­
confianza de las organizaciones campe­
sinas en el discurso del desarrollo rural 
y en la crisis de las propias organizacio­
nes que, en el nuevo contexto económi­
co e institucional del país, no han sido 
capaces de responder a las demandas 
de sus asociados en los ámbitos de eré-
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dito, asistencia técnica, provisión de 
insumas y comercialización. 

En estas circunstancias, existen evi­
dencias para plantear la hipótesis de 
que están surgiendo nuevas institucio­
nes y actores sociales que pueden "lle­
nar" los vacíos dejados por el Estado. En 
esta dirección nos interesa identificar a 
dichas instituciones, sus características 
y el rol que podría jugar en el desarrollo 
local y regionaL Lo anterior sobre todo · 
de cara al proceso de descentralización 
del Estado. 

Asimismo, cabe preguntarse, cuáles 
son los sentidos del desarrollo local. 
¿Cuál es o debería ser el rol de los cam­
bios institucionales y los procesos de 
concertación? O bien, qué papel debe­
ría asignarse al stock de capitales 
(ambientales, económicos, infraestruc­
tura, cte.) en el desarrollo local? 

A diferencia de las tesis que 
plantean, sin lugar a debate, que las 
políticas formuladas por el Estado, 
si m pie y llanamente se imponen en las 
sociedades rurales, esto es, sin que los 
actores locales puedan oponer 
resistencia, en este trabajo planteamos 
que los potenciales beneficiarios 
(organizados o dispersos) despliegan un 
conjunto de estrategias que redefinen el 
discurso del desarrollo rural y también 
dejan abierto un margen para la 
negociación. 

En este sentido, partimos de la 
hipótesis de que las diversas metodolo­
gías de intervención estatal -a través del 
programa de desarrollo rural- forman 
parte de un proceso de construcción 
social en donde los actores y las institu­
ciones constantemente redefinen no 
sólo el alcance de las políticas, sino 
también los discursos del desarroiio. En 
este marco nos preguntamos ¿Cuál es 
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ese margen de negociación de los acto­
res y qué desafíos enfrentan, particular­
mente, las unidades domésticas campe­
sinas, en una situación caracterizada 
por la pérdida de importancia de la agri­
cultura campesina y por la emigración? 

En qué estamos pensando cuando 
hablamos de desarrollo local 

El desarrollo local ha sido analiza­
do desde diferentes enfoques teóricos y, 
en muchos casos, dentro de este mismo 
concepto subyacen posiciones contra­
puestas. Por otra parte, desde la pers­
pectiva de las entidades de desarrollo 
-sean públicas u ONG's- se pone énfa­
sis en diferentes dimensiones del con­
cepto. Así, por ejemplo, en algunos 
casos prima el carácter económico del 
desarrollo local y, en ot~os, la dimen­
sión política, vinculada al cambio social 
y la transformación de las condiciones 
de vida de la población. En todo caso, 
el aspecto más visible del debate tiene 
que ver con la falta de acuerdo en torno 
al concepto mencionado. 

En lo que sí existe acuerdo es en el 
carácter único e irrepetible de las 
"experiencias" de desarrollo local. En 
otros términos, el proceso seguido en 
E;!Spacios locales específicos con todas 
sus dimensiones sociales, políticas y 
económicas concretas, no puede ser 
replicable en otras zonas o localidades. 
No obstante lo anterior, existen ciertas 
"condiciones" o requerimientos míni­
mos necesarios que pueden sentar las 
bases para un proceso de desarrollo 
local. 

Existe acuerdo, por otro lado, en 
que el desarrollo local no es solamente 
una cuestión de procedimientos meto­
dológicos. Si así fuera, todas las locali­
dades que cuentan con planes de desa­
rrollo participativos o con procesos de 
planificación más o menos participati­
vos ya se hubieran "desarrollado" tal 
como lo establecen sus visiones y obje­
tivos de largo plazo redactadas, por lo 
demás, con elegante retórica. Si bien 
toda propuesta de desarrollo entraña 
una metodología (¿cómo impulsar el 
desarrollo?) no se puede confundir la 
propuesta con la metodologfa. Este 
enfoque entraña el peligro de creer que 
el desarrollo local forma parte de una 
ingeniería social que poco tiene que ver 
con las condiciones externas y las rela­
ciones de poder existentes en los ámbi­
tos locales y regionales y que son las 
que, generalmente, terminan oponiendo 
resistencia a las potencialidades del 
desarrollo local. 

Antes de enunciar lo que entende­
mos como desarrollo local en el contex­
to de los límites y las potencialidades en 
dos microregiones del Ecuador (la 
Cuenca Alta del Río jubones y el Sur de 
Manabí), conviene señalar de manera 
resumida los planteamientos de las 
corrientes que, a nuestro juicio, han 
ejercido una influencia importante en 
los enfoques de desarrollo local, tanto 
desde la perspectiva académica como 
de las entidades que impulsan progra­
mas y proyectos de desarrollo. Nos refe­
rimos a los enfoques del desarrollo 



endógeno, la perspectiva institucional y 
el desarrollo local territorial4. 

Uno de los enfoques de desarrollo 
local que ha logrado una gran difusión 
en América Latina es, sin duda alguna, 
el denominado desarrollo endógeno 
que coloca el acento principalmente en 
el proceso económico local (Vásquez 
Barquero, 2001 ). Bajo este enfoque en 
América Latina ha ganado terreno la 
necesidad de contar con agencias de 
desarrollo local las mismas que juntan 
las experiencias de las ONG's en cuan­
to a la formaciÓn de capacidades para el 
desarrollo local y las experiencias de las 
instituciones que fomentan el desarrollo 
de las pequeñas y medianas empresas, 
PYMES, tanto en las áreas rurales como 
urbanas. 

Desde una perspectiva general, el 
enfoque del desarrollo endógeno como 
proceso económico ha recibido la 
influencia de los estudios sobre los dis­
tritos industriales y se alimenta de las 
experiencias italianas, especialmente, 
de los distritos dedicados al trabajo en 
cuero y calzado (Ferraro, 1998). Según 
este enfoque, para impulsar procesos 
sostenidos de desarrollo local en un 
territorio o una localidad concreta se 
debe fomentar de manera sinérgica los 
siguientes procesos: la difusión de las 
innovaciones tecnológicas y del conoci­
miento, la organización flexible de la 
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producción, el desarrollo urbano del 
territorio y la densidad institucional. 
Según los defensores del desarrollo 
endógeno, e5te conjunto de factores son 
determinantes del desarrollo endógeno 
y deben plantearse, no de manera aisla­
da, sino como factores interrelaciona­
dos. De acuerdo con lo anterior, tiene 
sentido plantearse el desarrollo endóge­
no, sobre todo, en el actual contexto de 
globalización, después de la crisis del 
modelo fordista, y ante la presencia de 
un clima favorable a la producción fle­
xible. De ahí que las experiencias reco­
gidas en varias zonas de España, 
Alemania, Italia e, incluso, en los 
Estados Unidos de Norte América cons­
tituyen antecedentes importantes para el 
enfoque mencionado. 

En el marco del desarrollo local se 
parte del supuesto básico de que las 
localidades y territorios, aprovechando 
los recursos endógenos (económicos, 
institucionales, humanos y culturales), 
es posible impulsar procesos sostenidos 
de acumulación de capital y generar 
enlaces entre pequeñas y medianas 
empresas locales y economías externas. 
Para lograr este cometido no se desdeña 
el papel del Estado creando condiciones 
favorables para la inversión. Tampoco se 
deja de considerar un clima institucio­
nal favorable al desarrollo local, esto es, 
un papel proactivo de los gobiernos 

4 fxisten, por supuesto, un mayor número de propuestas y variantes del desarrollo local cuyo análisis 
escapa a los límites del presente trabajo. Así, por ejemplo, cabe señalar el enfoque de Sergio Boisier 
(1999) que transita desde los análisis regionales' al desarrollo local con énfasis en el capital sinergético. 
Por otra parte, también se debate en torno al denominado "desarrollo desde abajo" Uosé l. Coraggio, 
1998) que coloca el énfasis en aspectos relacionados a la economía popular. Asimismo junto a estos 
enfoques no se puede soslayar el "desarrollo a la escala humana• de Max Nef (1986) y una propuesta 
más reciente que trata de vincular el desarrollo humano con el desarrollo local y regional del investí, 
gador peruano González Olarte (2005). 
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locales, las instituciones de formación 
profesional, las entidades financieras y 
las entidades que agrupan a los peque­
ños y medianos productores, fomentan­
do el crédito y la capacitación. Desde 
esta perspectiva, la densidad institucio­
nal, disminuyen los costos de transac­
ción, "aumenta la confianza entre los 
actores económicos, estimula la capaci­
dad empresarial, propicia el fortalecí­
miento de las redes y la cooperación 
entre los actores y estimula los mecanis­
mos de aprendizaje y de interacción" 
(Vásquez Barquero, 2001; 89). 

En América Latina el enfoque del 
desarrollo económico local ha alcanza­
do una gran influencia, sobre todo, en 
circunstancias en que se evidencia la 
necesidad de un proceso de descentrali­
zación y participación de organizacio­
nes sociales con base territorial que, en 
el pasado, no fueron tomadas en cuenta 
en la identificación y definición de 
estrategias de desarrollo local y regio­
nal. 

En términos prácticos, cuando se 
trata de formular estrategias de desarro­
llo local, existen ciertas condiciones 
mínimas o aspectos comunes que 
deben ser tomados en cuenta en el enfo­
que del desarrollo económico local 
(lván Silva L., ILPES, 2003). Entre estos 
se destacan el protagonismo del territo­
rio entendido desde distintas perspecti­
vas: territorio como resultados de cons­
trucciones sociales y culturales y territo­
rios como soporte de un proceso de 
reactivación del desarrollo que "le dé 
imagen de marca diferenciada al proce-

so" (1. Silva, ILPES, 2003). Al protagonis­
mo del territorio y su gente se suman la 
capacidad de asociación y gestión par­
tenarial y el liderazgo y la animación 
del proceso (que a pesar del protagonis­
mo que pueden tener los gobiernos 
locales, también puede ser asumida por 
otros actores institucionales e, incluso, 
empresariales). Todo lo anterior hace 
pensar que los procesos de desarrollo 
local sean "difícilmente encajables en 
modelos o estructuras de gestión muy 
rígidos y cerrados" (1. Silva, ILPES, 
2003). 

Una segunda visión del desarrollo 
local que nos parece sugerente abordar 
dentro del amplio debate sobre el desa­
rrollo es la que alude a la perspectiva 
institucional5. Al igual que en el enfo­
que anterior, en esta perspectiva coexis­
ten diferentes tendencias que en unos 
casos ponen énfasis en las distintas arti­
culaciones socio-institucionales de cara 
al impulso del desarrollo y, en otros, 
enfatizan el análisis de las tensiones 
entre lo local y lo global y las oportuni­
dades y desafíos del desarrollo local en 
contextos de concertación complejos. 

Más allá de considerar a lo "local" 
como una alternativa a los males de la 
globalización, los estudios de). Arocena 
(1995 y 2003) principalmente destacan 
la articulación local-global al interior de 
procesos concretos de desarrollo y con­
certación. Desde esta perspectiva el 
desarrollo local es definido como un 
conjunto de iniciativas de individuos o 
grupos orientadas al mejoramiento de 
las condiciones de vida de la población 

5 En esta línea se inscriben los estudios del CLAEH, Uruguay (Marsiglia, J. y Pintos, C., 1977) y los estu­
dios de J. Arocena (1995). 
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en marcos de negociación concretos (J. El nivel cultural se expresa en tér-
Arocena, 1995). minos de la identidad colectiva y puede 

A diferencia de la propuesta ante- convertirse en factor que impulsa el 
rior, la perspectiva institucional tiene la desarrollo y, por otra parte, la produc-
virtud de "pensar los procesos históricos ción y riqueza generada en el territorio 
de articulación socioinstitucional pro- se constituye en objeto de negociación 
píos de cada realidad territorial" entre grupos socioeconómicos y en este 
(Adriana Rofman, et. al., 2004). Lejos de sentido es un factor a considerar en la 
colocar en primer término el análisis del medida en que revela las estructuras de 
stock de capitales, "se interrogan por la poder a nivel local (Arocena, 1995). 
capacidad política e institucional de El enfoque del desarrollo territorial 
una sociedad determinada para prota- rural, por su parte, recoge los aportes 
gonizar un proceso de desarrollo teóricos del desarrollo económico local 
local..." (A. Rofman, et, al., 2004). y, especialmente, el concepto de clus-

Si bien muchas de las afirmaciones te/> para dar cuenta de las potencial ida-
de la perspectiva institucional han serví- des endógenas de los territorios y el 
do para formular metodologías de ínter- papel que juegan la innovación tecno-
vención en el ámbito local, se deja en lógica, los conocimientos y las institu-
claro que los procesos de planificación ciones en los procesos productivos loca-
no constituyen meramente productos les. Sólo que en este caso la teoría toma 
técnicos elaborados por grupos de en cuenta entornos territoriales com-
expertos iluminados, sino más bien puestos por espacios rurales y urbanos a 
como productos socio-políticos que sur- diferencia del desarrollo económico 
gen de la interacción entre la gente de local que coloca el énfasis en los com-
los territorios y localidades específicas y piejos urbanos. 
equipos de apoyo externo. Para precisar el alcance de la nueva 

Por último, cabe señalar que dentro propuesta, A. Schejtman y j. Berdegué 
de la perspectiva institucional, los facto- (2003), sus principales impulsores, par-
res o condicionantes del desarrollo local ten de la identificación de los límites de 
como, por ejemplo, el nivel cultural y los enfoques tradicionales del desarrollo 
los aspectos socioeconómicos son da- rural. En efecto, critican las dificultades 
v.es para caracterizar las sociedades ·- de los enfoques tradicionales para for-
'jocales y las potencialidades del desa- mular políticas diferenciadas con res-
rrollo local. En este sentido, guardan pecto a la pequeña agricultura y los sec-
cierta similitud con las propuestas de tares pobres. En otros términos, se seña-
desarrollo local revisadas anteriormente. la que han dejado de lado el tema de la 

6 Concentración espacial de firmas en un determinado sector con presencia de componentes de la cade­
na de valor en el mismo ámbito territorial y con articulaciones "hacia atrás" con los proveedores de 
insumos y servicios, como "hacía delante• con los usuarios del producto. Según A. Schejtman y j. 
Berdegué (2004) estos conceptos ya fueron desarrollado por algunos economistas entre los que se 
encuentran M.f. Pmter (1998) y A. Marshall (1954). 
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heterogeneidad de las sociedades rura­
les y, entre otros aspectos, critican el 
énfasis de los enfoques tradicionales en 
las actividades agrícolas, no obstante el 
carácter "multiactivo" de las unidades 
agropecuarias. 

Asimismo, con base en evidencias 
empíricas, los defensores del desarrollo 
rural territorial, destacan que en el pasa­
do las políticas de carácter macro, no 
siempre estuvieron articuladas con los 
proyectos y acciones específicas en el 
nivel micro aspecto que influyó negati­
vamente en la viabilidad y sustentabili­
dad de las pequeñas y medianas econo­
mías campesinas. 

Por último, cabe destacar que en 
los enfoques tradicionales, no se ha 
considerado los "efectos potenciales 
que un determinado desarrollo- del 
núcleo urbano pudiera tener en la trans­
formación productiva de la actividad 
rural, corno en las condiciones de vida 
y trabajo de la población, sobre todo los 
pobres" (A. Schejtman y J. Berdegué, 
2003; 18). 

A partir del reconocimiento de los 
límites de las interpretaciones tradicio­
nales del desarrollo rural, A. SChejtman 
y j. Berdegué (2003; 30) consideran al 
desarrollo territorial rural como "un pro­
ceso de transformación productiva e 
institucional de un espacio rural deter­
minado, cuyo fin es reducir la pobreza 
rural". La transformación productiva 
supone cambios en los patrones de 
empleo y la producción así como la arti­
culación competitiva y sustentable a la 
economía del territorio con mercados 
dinámicos y el desanollo institucional 
implica básicamente procesos de con-

certación entre los diversos actores del 
ámbito local. 

De acuerdo con algunos autores, si 
bien un aporte del desarrollo territorial 
rural es el rescate del territorio dentro de 
la definición de las políticas públicas, 
deja de considerar la inserción de los 
pequeños y medianos productores en 
las cadenas de valor dominadas por las 
grandes empresas alimentarias (César A. 
Ramírez M., 2006). 

Los limites de los enfoques del desarrol­
lo local 

La propuesta de desarrollo econó­
mico local bajo la vertiente que recoge 
las experiencias de desarrollo local en 
algunas zonas de España y, especial­
mente, en los distritos industriales italia­
nos otorga un papel protagónico al terri­
torio. Desde este punto de vista se 
~sume de manera prescriptiva que la 
propuesta puede ser válida para todo 
tipo de territorio. En esta generalización 
evidentemente no se toma en cuenta la 
configuración específica de los territo­
rios y la posibilidad real que tienen 
éstos para el impulso de propuestas de 
desarrollo endógeno (Adriana Rofman, 
et. al., 2004). En este sentido resulta evi­
dente que ciertos territorios son el resul­
tado de construcciones sociales e histó­
ricas con identidades propias y que 
crean condiciones para el desarrollo de 
iniciativas productivas. Otros territorios, 
como sucede a menudo con las zonas 
de colonización en tierras baldías o 
muy poco explotadas, carecen de iden­
tidad y sus actividades económicas se 
inscriben en territorios dominados por 
empresas multinacionales, reproducien-



do asimetrías sociales y económicas 
difíciles de superar7. 

Otra de las críticas que a menudo 
se formulan en torno a la concepción 
del desarrollo económico local tiene 
que ver con la relación entre cultura­
territorio e iniciativa empresarial. En 
efecto, el desarrollo de los distritos 
industriales italianos al igual que otras 
zonas de España, Alemania y los 
Estados Unidos de Norte América mues­
tra una marcada relación entre estos 
componentes y, lo que es más, un apoyo 
de las políticas estatales a la promoción 
de las PYMES. Sin embargo, esta rela­
ción no siempre está presente en los 
territorios que constituyen el objeto de 
nuestro estudio. No obstante, autores 
como A. Schejtman y J. Berdegué (2003) 
observan que el caso de la producción 
de quesos en Salinas de Bolívar en el 
Ecuador puede constituir un ejemplo 
representativo de procesos de incorpo­
ración de tecnología, constitución de 
redes de productores y vinculación a 
mercados dinámicos. 

Por su parte, la perspectiva institu­
cional comparte con la de desarrollo 
económico local y con la de desarrollo 
rural territorial varios aspectos. Entre los 
más importantes se cuentan la reivindi­
cación del territorio, con todas sus 
potencialidades, como uno de los prota­
gonistas centrales del desarrollo. 
Asimismo, la perspectiva institucional 
comparte con las otras corrientes la tesis 
de que las innovaciones tecnológicas y 
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el fortalecimiento de las instituciones en 
el ámbito local son claves en la crea­
ción de un clima favorable a las iniciati­
vas de desarrollo local. Sin embargo, se 
distancia de las otras corrientes en 
varios aspectos, como por ejemplo, en 
la necesidad de desatar procesos de 
concertación y negociación entre dife­
rentes actores sociales e institucionales, 
identificando a los actores e institucio­
nes que son portadores de propuestas 
de desarrollo local. El enfoque institu­
cional, bajo esta perspectiva, coloca el 
énfasis no sólo en la institucionaliza­
ción de procesos relacionados con la 
participación ciudadana, sino también 
en la planificación del desarrollo local 
y, por último, en la consolidación de 
instituciones y prácticas de veeduría 
social. 

Una de las fortalezas de la perspec­
tiva institucional radica en la genera­
ción de metodologías y, más precisa­
mente, en el diseño de procesos de par­
ticipación social que articulan las pro­
puestas de organizaciones ciudadanas, 
gobiernos locales y, en muchos casos, 
iniciativas provenientes de empresarios 
locales o regionales. Sin embargo, a 
menudo, en estos procesos se pierde de 
vista las articulaciones entre los niveles 
locales, nacionales e internacionales. 
Desde este punto de vista, los críticos 
de la perspectiva institucional han seña­
lado que el énfasis en la arquitectura 
institucional en el ámbito local a menu­
do deja de considerar el tema del desa-

7 Este puede ser el caso de poblaciones de colonos en zonas en donde coexisten empresas madereras, 
petroleras y de explotación de palma africana en donde resulta difícil la construcción de acuerdos entre 
grupos originarios de diversas provincias con orientaciones sociales, culturales, productivas diferentes 
e, incluso, contrapuestas. 
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rrollo (Adriana Rofman, et. al., 2004). En 
otras palabras., se vuelve necesario 
debatir acerca del modelo o estilo de 
desarrollo que se quiere alcanzar y de 
qué manera se puede cambiar la corre­
lación de fuerzas a nivel local y regional 
para lograr ese nuevo modelo de desa­
rrollo. 

El desarrollo local como proceso flexi­
ble 

Probablemente uno de los aportes 
más destacables de todas las concepcio­
nes referidas anteriormen~ es la idea de 
que el desarrollo local es un proceso 
particular e irrepetible y que, por otra 
parte, se trata de un proceso flexible. En 
otras palabras, las iniciativas de desarro­
llo local pueden partir de organizacio­
nes de la sociedad civil o bien de insti­
tuciones estatales (los gobiernos seccio­
nales) o bien de la conjunción de volun­
tades entre gobiernos locales y organi­
zaciones de segundo grado tal como se 
ha verificado en algunos cantones ecua­
torianos en donde un movimiento polí­
tico en alianza con organizaciones de 
base y de segundo grado, OSG's, han 
creado las condiciones mínimas para 
introducir ciertos cambios en la gestión 
de los gobiernos locales y, de paso, 
apuntalar procesos -todavía incipientes­
de desarrollo económico local. 

Si bien es importante contar con 
una visión del stock de capitales (físi­
cos, sociales, ambientales, etc.) a nivel 
local, tal como lo sugiere la propúesta 
de desarrollo económico local y, por 
otra parte, si bien resulta clave interro­
garse acerca de las potencialidades que 
tienen las instituciones para impulsar 
propuestas de cambio social, es necesa-

rio tener presente las posibilidades rea­
les de participación de las organizacio­
nes sociales y las instituciones locales 
en procesos de desarrollo. En este senti­
do, no puede haber participación efecti­
va en contextos en donde la inequidad 
social y las brechas (por razones econó­
micas, étnicas o de género) entre grupos 
o estratos sociales convierte en práctica­
mente imposible cualquier proceso de 
concertación social. De ahí que, a 
menudo, los procesos de desarrollo 
local, que comenzaron siendo procedi­
mientos meramente metodológicos para 
la construcción de planes estratégicos a 
largo plazo, terminan convirtiéndose en 
proyectos políticos (que rebasan el 
lapso de elaboración de un plan) en 
donde se trata de corregir las asimetrías 
en la participación sociaL 

Cualquiera que sea la posición que 
se asuma con respecto a los enfoques 
del desarrollo local, existen ciertas con­
diciones o prerrequisitos mínimos para 
el impulso de iniciativas de desarrollo 
en el ámbito local. Evidentemente, 
acciones de participación ciudadana o 
iniciativas económicas aisladas, que no 
generan correas de transmisión con 
otros componentes del desarrollo local, 
no pueden ser consideradas como pro­
cesos de cambio. En este sentido, se 
parte del supuesto de que el desarrollo 
local se construye sólo si los diferentes 
componentes del desarrollo local (sean 
estos sociales, culturales, institucionales 
o económicos) actúan de manera sinér­
gica en territorios específicos. En este 
caso con el término territorio se alude a 
una diversidad de localidades y circuns­
cripciones político-administrativas que 
pueden abarcar ámbitos comunitarios, 



cantonales y/o microregionales e, inclu­
so, mancomunidades municipales. 

Dicho esto, pasemos a revisar de 
manera resumida cuáles son los compo­
nentes o dimensiones del desarrollo 
que, a nuestro juicio, deberían estar pre­
sentes en un proceso o experiencia de 
desarrollo local. Tomando en cuenta los 
procesos particulares del desarrollo 
local en las microregiones del Sur de 
Manabí y la Cuenca Alta del Río 
jubones, los siguientes componentes o 
dimensiones reflejan una visión operati­
va del desarrollo local. 

La acción del Estado a partir de las 
políticas públicas. Al respecto se tiende 
a pensar que el desarrollo local se cons­
truye a pesar del Estado o bien por 
ausencia de éste. Si bien esta afirmación 
en gran medida es cierta, especialmente 
porque las acciones del Estado están 
bajo sospecha después de más de una 
década de políticas de ajuste, los pro­
gramas de desarrollo local en donde 
participan ONG's en alianza con 
gobiernos locales y organizaciones de 
base e, incluso, OSG's, corren el riesgo 
de convertirse en iniciativas insosteni­
bles en el mediano y largo plazo. Lo 
anterior sobre todo porque existen obras 
de infraestructura que no pueden ser 
impulsadas y mantenidas con el sólo 
concurso de las organizaciones locales. 
Piénsese, por ejemplo, en las obras de 
riego y en las de vialidad. Adicio­
nalmente, se requiere la concurrencia 
del Estado para coordinar acciones 
entre los niveles estatal y secciona!. Si 
no existe dicho concurso se corre el 
riesgo de que diversas acciones que se 
emprenden en el ámbito local se pier­
dan por falta de apoyo estatal. Este es el 
caso de las iniciativas ambientales, edu-
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cativas e, incluso, de mejoramiento de 
la salud que emprenden los gobiernos y 
las organizaciones locales y que, a 
menudo, son coartadas por la legisla­
ción vigente que depende de los minis­
terios y demás dependencias del Estado. 

La voluntad política de los gobier­
nos locales. Si bien la descentraliza­
ción, como parte de un proceso más 
amplio y complejo de reforma del Esta­
do es un camino recorrido a medias, por 
lo menos en el caso ecuatoriano, exis­
ten oportunidades favorables para desa­
tar procesos de desarrollo local. En efec­
~o, ahora, como nunca antes, los gobier­
nos locales cuentan con recursos eco­
nómicos que les convierten en protago­
nistas y aliados estratégicos en la tarea 
de dinamizar no sólo las economías 
locales, sino también la participación 
ciudadana. Si bien se requiere mejorar 
los aspectos de gestión y cambio institu­
cional, sólo con el hecho de contar con 
la voluntad política de los alcaldes y el 
apoyo de sus aliados en los concejos 
municipales y en los aparatos adminis­
trativos, se estaría dando un paso impor­
tante. 

La capacidad asociativa de las 
organizaciones sociales. Con el término 
organizaciones sociales nos referimos 
en general a aquellas que se agrupan a 
partir de intereses territoriales, desde 
juntas parroquiales y comunidades de 
base, hasta las organizaciones ciudada­
nas con asiento en las áreas urbanas y 
rurales y las organizaciones de interés. 
Dentro de estas últimas se cu~ntan 

desde los transportistas hasta los gre­
mios productivos y las organizaciones 
con fines de lucro. Esta gama de organi­
zaciones juegan un rol importante en el 
proceso de desarrollo. Hacia ellas van 
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los proyectos y los recursos y de ellas se 
espera un papel movilizador, que 
demande y proponga a los gobiernos 
locales. Asimismo, de ellas dependen 
los procesos de contraloría social y la 
rendición de cuentas por parte, no sólo 
de los gobiernos locales, sino de sus 
propios líderes y dirigentes. 

La necesidad de impulsar cambios 
institucionales. Aquí se entiende cam­
bio institucional en un sentido amplio, 
desde la introducción de nuevas meto­
dologías de organización en los munici­
pios, hasta la elaboración de planes de 
fortalecimiento institucional (en el caso 
de las organizaciones sociales) constitu­
yen cambios institucionales. Cuanta 
mayor capacidad exista en torno a la 
introducción de nuevas formas de orga­
nización en las instituciones, mejores 
condiciones se crearán para el desarro­
llo local. 

La difusión de actitudes de cambio 
manteniendo la identidad local. En el 
Sur de Manabí existe la creencia de que, 
a diferencia de las organizaciones cam­
pesinas e indígenas de la Sierra, los 
campesinos montubios tienen resisten­
cia al trabajo comunitario y cooperati­
vo. Sin embargo, algo que contradice 
esta afirmación es la gran capacidad 
que tiene la gente de esta microregión 
para organizar de manera solidaria las 
cajas mortuorias. Sólo que en este caso 
la solidaridad actúa frente a la situación 
del "bien morir" o de la muerte y no 
tanto para actividades productivas y 
comerciales. En este sentido, la difusión 

y revalorización de nuevas prácticas 
organizativas, manteniendo la identidad 
cultural, resulta clave para impulsar pro­
cesos de desarrollo local. 

La asimilación de nuevas tecnolo­
gías productivas. Este componente que 
va de la mano con los procesos de cam­
bio institucional, significa para las orga­
nizaciones y la población local, la posi­
bilidad de generar valor agregado para 
sus productos y, por otra parte, repre­
senta una oportunidad para vincularse 
con nuevos mercados. En el caso de las 
microregiones de nuestro estudio, la 
introducción de nuevas tecnologías 
incluye, no sólo los aspectos producti­
vos, sino también el desarrollo de las 
tecnologías de información y comuni­
cación, las denominadas TIC' s. A través 
de estas últimas se trata de romper con 
el aislamiento de las microregiones y la 
posibilidad de acceder a información 
sobre precios, paquetes tecnológicos, 
mercados y proveedores de servicios. 

Sin duda alguna existen otros com­
ponentes del desarrollo local y la lista 
podría ser más larga. Sin embargo, con 
base en nuestras observaciones, los 
señalados anteriormente forman parte 
de un modelo "típico ideal" de desarro­
llo loca18. 

Principales características de las micro­
regiones del Sur de Manabí y la Cuenca 
Alta del Río Jubones 

la Cuenca Alta del Río Jubones se 
localiza en los límites entre la provincia 

8 Se podría argüir que faltan elementos tales como la participación ciudadana y la formación de recur­
sos humanos (esto es la formación de capacidades para el desarrollo local). La discusión podría ser 
interminable. Sin embargo, tales dimensiones pueden ser resultados y no lahto requisitos. 



del Azuay y la provincia de El Oro e 
integra a un conjunto heterogéneo de 
cantones. En efecto, en esta zona se 
encuentran cantones con características 
climáticas propias de las zonas altas 
andinas (Pucará); cantones localizados 
en las vertientes de los páramos andinos 
(San Fernando, Santa Isabel, Girón) y, 
por último, un cantón localizado en las 
tierras bajas del trópico húmedo (Ponce 
Enríquez). 

Una de las características de esta 
microregión es el acelerado proceso de 
desertificación de sus tierras y la esca­
sez de fuentes de agua, tanto para el 
consumo de las poblaciones locales 
como para las actividades agrícolas. 

La heterogeneidad de la zona se 
observa también en las características 
de la producción agrícola. En las partes 
bajas, localizadas en la zona tropical, se 
ha desarrollado una agricultura comer­
cial vinculada a las provincias de El Oro 
y Guayas. Los rubros más importantes 
son el banano, la ganadería y los culti­
vos de ciclo corto entre los que se cuen­
tan el arroz y el maíz duro. A estos últi­
mos rubros hay que añadir una gran 
variedad de frutales. En tanto que en los 
municipios de las vertientes montañosas 
de la Sierra se ha desarrollado en mayor 
medida la ganadería, la prooucción de 
papas, trigo, cebada y hortalizas. Estos 
últimos cultivos están en manos de 
pequeños y medianos productores que 
desarrollan en gran medida una agricul­
tura de subsistencia. 

Un aspecto característico de todos 
los cantones y parroquias de esta micro­
región está dado por el acentuado fenó­
meno de emigración de la población 
hacia los Estados Unidos de Norte Amé­
rica y recientemente a España e Italia. 
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En la actualidad éste tiene diversas y 
complejas implicaciones. Desde la 
perspectiva del desarrollo local, se con­
vierte en un obstáculo para impulsar 
proyectos productivos, o circunstancias 
en que se produce el ingreso de hortali­
zas, tubérculos e, incluso, frutas, a pre­
cios más bajos desde el vecino país de 
Perú, los productores locales no 
encuentran incentivos para la produc­
ción agrícola. A este fenómeno se añade 
la carestía y escasez de la mano de obra 
en el ámbito local. 

Con ciertas diferencias la microre­
gión del Sur de Manabí, que comprende 
principalmente a los cantones de 
Jipijapa, Paján, 24 de Mayo, Olmedo, 
Santa Ana, de esta provincia, también 
atraviesa una situación de crisis sobre 
todo desde fines de los años 90 a raíz de 
1~ baja de los precios del café a nivel 
internacional. A este rasgo se suman las 
prolongadas sequías y las inundaciones 
cíclicas que asolan la microregión. Los 
cantones del Sur de Manabí que tradi­
cionalmente se dedicaban al café, se 
debaten entre diferentes alternativas: la 
transición hacia sistemas productivos 
diversificados o bien hacia la búsqueda 
de actividades no agrícolas que van 
desde el turismo rural hasta el fortaleci­
miento de un corredor económico que 
vincule diversas actividades económi­
cas (agricultura, manufactura, agroin­
dustria, pesca y artesanía) con los prin­
cipales centros de consumo y con el 
puerto de Manta. 

Los indicadores sobre distribución 
de la PEA en las ramas de producción y 
el índice de concentración de la tierra, 
muestran aspectos característicos de la 
zona de estudio. Los índices de distribu­
ción de la tierra en las dos microregio-
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nes, si bien son inferiores al promedio 
nacional (0.80), señalan que este recur­
so todavía sigue concentrado en pocas 
manos. En otros términos, a pesar de las 
reformas agrarias de los años 60 y 70 y a 
pesar de los programas de desarrollo 
rural de los años posteriores, no ha sido 
posible democratizar el acceso a la tie­
rra o bien formular políticas que alteren 
su tradicional distribución concentrada. 

No obstante que en la mayor parte 
de los cantones un porcentaje significa­
tivo de la PEA se distribuye en activida­
des agrícolas, la población asalariada 
en dicha actividad no alcanza niveles 
importantes. En efecto, en los cantones 
de la Cuenca Alta del Río Jubones 
menos del 20% de la PEA agrícola total 
corresponde a la categoría de asalaria­
dos. En cantones como los de Pucará y 
Santa Isabel una buena parte combina 
el trabajo asalariado agrícola con las 
actividades de explotación de minera­
les. 

Como dato ilustrativo del creci­
miento desproporcionado de los traba­
jadores asalariados en los gobiernos 
locales (municipios y dependencias del 
Estado) por razones clientelates o de 
compadrazgo, en el cantón de Jipijapa 
se observa que alrededor del 11.5% de 
la PEA total se localiza en la rama sec­
tor público. 

Finalmente, para concluir con el 
breve vistazo de los indicadores socia­
les y el contexto institucional de las 
mícroregiones, conviene señalar que 
una de las características de las áreas de 
estudio ha sido la descoordinación ins­
titucional y la sobreposición de funcio­
nes. la primera de ellas tiene que ver 
con las acciones aisladas que empren­
den los municipios, las dependencias 

ministeriales e, incluso, las entidades de 
cooperación internacional. Un caso 
típico es la descoordinación entre las 
acciones del Fondo de Inversión Social, 
FISE, y las acciones que emprenden los 
municipios y los programas de desarro­
llo, interviniendo en las mismas zonas, 
con la duplicación de esfuerzos y, por 
último, con el desperdicio de recursos 
escasos. Asimismo, se observa sobrepo­
sición de funciones en acciones de ca­
rácter educativo en donde el Ministerio 
de Educación, los Consejos Provinciales 
y los Municipios trabajan en las mismas 
áreas (cerramientos de escuelas y cole­
gios, construcción de aulas escolares, 
etc.). 

Por su parte, los municipios tienen 
en común: poca disposición para ingre­
sar a una etapa de planificación con 
participación de las organizaciones 
urbanas, campesinas y la ciudadanía en 
general; bajos niveles de capacitación 
del personal para asumir las demandas 
de la población en el contexto del desa­
rrollo local y territorial; resistencia a los 
cambios e innovaciones institucionales; 
reducida capacidad para asumir proyec­
tos sociales y de dinamización de las 
economías locales; tendencia hacia el 
abultamiento de personal administrativo 
en relación. a la población total de los 
cantones; resistencia a la rendición de 
cuentas y, entre otros aspectos, oposi­
ción a los mecanismos de contraloría 
social. 

las iniciativas de desarrollo local en el 
Sur de Manabí y la Cuenca Alta del Río 
Jubones 

Dentro de los procesos de desarro­
llo local implementados en las microre-



giones del Sur de Manabí, SM, y la 
Cuenca Alta del Río jubones, CARJ, son 
varias las instituciones que han asumido 
el liderazgo. Dentro de éstas, los Muni­
cipios y, en menor medida, los Consejos 
Provinciales, han adoptado un papel 
destacado, sobre todo, en lo referente a 
la planificación participativa y a la crea­
ción de condiciones institucionales que 
faciliten el desarrollo económico local. 
Al protagonismo de las instituciones 
anteriores se suman las juntas 
P.moquiales las mismas que se han con­
vertido en aliadas estratégicas de las ini­
ciativas de desarrollo local. En las 
siguientes secciones se describen algu­
nas de las iniciativas promovidas por 
estas instituciones y los desafíos que 
enfrentan hacia el futuro. 

La Cuenca Alta del Río Jubones, CARJ 

En la microregión de la CARJ las 
iniciativas de desarrollo local que se 
están ensayando en la actualidad cons­
tituyen respuestas a problemas que sub­
sisten desde décadas pasadas y también 
reacciones a problemáticas emergentes. 
Un desafío constante constituye, sin 
duda alguna, la revitalización de las 
organizaciones sociales. En.esta línea 
de trabajo que, dicho sea de pa~o, es 
una de las condiciones o prerrequisitos 
del desarrollo local, las organizaciones 
no gubernamentales, la Iglesia Católica, 
los organismos de cooperación y el 
PROLOCAL han concentrado esfuerzos 
importantes con la finalidad de consoli­
dar las organizaciones sociales tanto 
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históricas como recientes y convertirlas 
en aliadas estratégicas de las iniciativas 
de desarrollo local. 

la necesidad de revitalizar las orga­
nizaciones sociales de la CARJ parte de 
la constatación de la decadencia de las 
organizaciones, especialmente, las 
campesinas como resultado de varios 
factores: la desconfianza de las bases en 
nuevos proyectos de desarrollo rural, 
después de más de 30 años de desarro­
llo rural' promovido por el Estado con 
modestos resultados; la falta de credibi­
lidad de las bases en los dirigentes anti­
guos y las difiCI;Jitades que tienen las 
organizaciones para resolver las deman­
das de sus asociados. 

Uno de los objetivos de los progra­
mas de desarrollo local recientes ha 
sido en este caso identificar a las orga­
nizaciones con posibilidades de impul­
sar proyectos tanto de capacitación 
como productivos y ambientales y, al 
mismo tiempo, revitalizar a la.s organi­
zaciones y comunidades que estaban 
alicaídas. Una de las estrategias adopta­
das ha sido, para comenzar, la regulari­
zación jurídica de las organizaciones9. 

Por otra parte, en el fortalecimiento 
de las organizaciones y en el segui­
miento de los proyectos una estrategia 
importante del PROLOCAL ha sido la 
conformación y consolidación de una 
red de proveedores de servicios, es 
decir un conjunto de profesionales de 
las propias localidades de la micro­
región, con formación técnica y profe­
sional, que en un momento determina­
do comenzaron a desempeñar tareas de 

9 En la actualidad el PROLOCAL ha logrado que, de 18 organizaciones, aproximadamente ocho OSG's 
cuenten con reconocimiento jurídico y planes de fortalecimiento institucional. 
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seguimiento y asesoría a los diversos 
proyectos apoyados por dicho progra­
ma. 

La participación de los Municipios de 
Girón y Nabón en las iniciativas de 
desarrollo local1 0 

En la CARJ se destaca la labor de los 
Municipios de Girón y Nabón por el 
temprano impulso de procesos de plani­
ficación participativa, la voluntad políti­
ca de las alcaldesas para profundizar la 
democracia local y, también, por el 
número de alianzas que han venido 
estableciendo con organismos guberna­
mentales, ONG's y organismos de coo­
peración internacional en beneficio de 
sus programas y proyectos. 

Los dos cantones han asumido 
como una política municipal la planifi­
cación participativa. Nabón, por ejem­
plo, cuenta con un plan participativo 
desde 1999 y también con planes de 
desarrollo parroquiaL No se ejecutan 
proyectos si es que éstos no han sido 
identificados y priorizados por dichos 
planes y, por otro lado, dentro de los 
presupuestos participativos se conside­
ran en primer lugar los proyectos que 
están dirigidos a mejorar la calidad de 
vida de la población. 

El eje de la participación social des­
cansa en las bases sociales. Así, en cada 
comunidad hay un comité pro-mejoras 
y se están institucionalizando reuniones 
mensuales con la finalidad de coordinar 

las acciones derivadas de los planes 
operativos anuales de cada comunidad. 

En el cantón Girón, a pesar de 
reciente inicio de los presupuestos par­
ticipativos, se ha logrado que las juntas 
Parroquiales discutan las prioridades de 
sus poblaciones y asignen recursos a 
actividades estratégicas para el desarro­
llo local cómo por ejemplo la construc­
ción de sistemas de agua potable y en 
los casos en donde el costo de dichos 
proyectos rebasa las disponibilidades de 
las comunidades se ha logrado que, al 
menos, se realicen estudios hasta contar 
con los recursos necesarios para el ini­
cio de las obras. 

Dentro del conjunto de iniciativas 
de desarrollo local, las alcaldesas de los 
municipios en cuestión consideran que 
el programa de desarrollo local susten­
table del Estado (PROLOCAL) y la 
Cooperación Técnica Internacional se 
han constituido en un aliado estratégico 
de los municipios. En el contexto de la 
cooperación se destaca, sobre todo, el 
programa de alfabetización al que con­
sideran como un proyecto prioritario 
dentro de las necesidades de los canto­
nesll. Existe consenso en que dicho 
programa debe continuar y avanzar, no 
sólo a la fase de post-alfabetización, 
sino también involucrar la educación 
primaria. 

De acuerdo con las alcaldesas de 
Nabón y Girón una de las característi­
cas de la cuenca del Río jubones es la 
exclusión social. Sin embargo, la lucha 

1 O En esta sección se toman en cuenta las opiniones y percepciones de las Alcaldesas de Nabón y Girón 
y de la Vice-alcaldesa del Municipio de Oña. 

11 En Girón por ejemplo se han alfabetizado alrededor de 350 personas. Si embargo, censo de población 
de 2001 identificó a cerca de 800 personas en esta condición. De ahí que, de continuar el PROLOCAL, 
haría falta trabajar con la población analfabeta restante. 



contra este problema no se puede hacer 
en tan sólo cuatro años, si bien se han 
sentado las bases para acciones futuras, 
resta mucho por hacer. En este sentido 
la colaboración con los programas del 
Estado y de la cooperación internacio­
nal a lo largo de estos años deja varias 
lecciones y recomendaciones. Entre las 
más importantes cabe mencionar las 
siguientes: 

i) Impulsar proyectos de desarrollo 
integrales -más allá de interven­
ciones aisladas y puntuales- consi­
derando a los gobiernos locales 
como aliados importantes. En este 
caso se sugiere que las entidades 
aliadas al desarrollo local transiten 
desde una visión cantonal a una 
visión de cuenca hidrográfica. 

ii) Fortalecimiento de la mancomuni­
dad de la cuenca del Río jubones y 
de las juntas de regantes. Dentro 
de esta línea de trabajo la manco­
munidad debería normar el acceso 
y el uso del recurso agua. 
Reconociendo las diferencias étni­
cas y organizativas, se debe apoyar 
a las comunidades indígenas de 
Nabón. En este caso cabe destacar 
el papel de los cabildos comunita­
rios como formas de representa­
ción de los pueblos indígenas. 

iy) Subsidiar a los productores de las 
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zonas altas de la cuenca del 
jubones y, en contrapartida, sensi­
bilizar a los productores y la 
población, en general, de la Costa 
en torno al uso y manejo del agua. 
Acompañar a los gobiernos locales 
en el proceso de transferencia de 
competencias y responsabilidades 
desde el gobierno central. En este 
caso las instituciones aliadas al 
desarrollo local debería jugar un 
papel decisivo sobre todo en lo 
que compete a la descentraliza­
ción de la educación y las compe­
tencias ambientales. 

vi) Asesorar a los municipios en la for­
mulación de políticas públicas que 
tengan incidencia en materia 
ambiental (uso del agua, concesio­
nes mineras 12 y recursos naturales) 
y la distribución de la tierra. Lo 
anterior, sobre todo por la super­
posición de competencias y ·atri­
buciones que existen entre dife­
rentes instituciones 13. 

vii) Asesorar, por último, a los gobier­
nos locales en la formulación de 
metodologías de seguimiento y 
evaluación de los planes participa­
tivos de desarrollo cantonal y 
parroquial una vez que se ha desa­
rrollado un primer esfuerzo en la 
realización y ejecución de dichos 
planes. De lo contrario se corre el 

12 Sólo en el cantón de Nabón se conocen de alrededor de 32 concesiones mineras y, hasta el año pasa­
do, en Oña, existían 17 concesiones mineras. A esta muestra hay que añadir las numerosas concesio­
nes realizadas en los municipios de Santa Isabel, Pucará y Ponce Enríquez 

13 Así por ejemplo, los municipios no juegan un papel decisivo en el control y manejo de las concesio­
nes para la explotación de minerales. Igual cosa sucede con las concesiones de agua. Asimismo, en las 
adjudicaciones de tierras en zonas consideradas como bosques nativos -generalmente en las zonas 
altas- tiene responsabilidad el INDA y ninguna responsabilidad el gobierno local. Se señala, en esta 
misma línea, la cantidad de trámites engorrosos que tienen que hacer los ciudadanos y las institucio­
nes cuando se trata de denunciar la quema de bosques o el uso irregular de los recursos naturales. 
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riesgo de que estas iniciativas se 
qu~den en los documentos y que 
el entusiasmo y las expectativas de 
la gente vaya declinando. 

La Asociación de Juntas Parroquiales, 
AJUPA, en la CARJ 

Desde el surgimiento de la AjUPA 
en el 2003, uno de sus objetivos ha sido 
el mejoramiento de la calidad de vida 
de la población. Al mismo tiempo se 
han propuesto convertirse en verdade­
ros gobiernos locales, lo que significa 
transitar a una fase en donde las directi­
vas de las juntas Parroquiales promue­
ven la participación ciudadana y el 
desarrollo de sus comunidades, al tiem­
po que gestionan y administran los 
recursos de manera transparente. 

En el proceso de conformación de 
verdaderos gobiernos locales, durante 
los últimos años las ONG's, las entida­
des de cooperación internacional y el 
PROLOCAL han jugado un papel 
importante a través de la elaboración de 
planes de desarrollo local y de un pro­
grama y de capacitación que estuvo 
orientado precisamente a formar a las 
directivas de las juntas en las problemá­
ticas del desarrollo local, la planifica-

. ción participativa, la elaboración, segui­
miento y evaluación de proyectos y, adi­
cionalmente, se capacitó en temas rela­
cionados con administración, contabili­
dad y aspectos legales, entre otros asun­
tos de carácter instrumental. 

Los efectos de la capacitación fue-

ron positivos en las parroquias a tal 
punto que el nivel de participación de la 
población subió significativamente con­
trastando con la situación anterior en 
donde la participación social era escasa 
o, prácticamente, nula 14. 

Tan decisivo ha sido el proceso de 
capacitación de las juntas Parroquiales 
que en la actualidad están dados los 
pasos finales para legalizar su participa­
ción como asociación de juntas parro­
quiales en la mancomunidad de la 
Cuenca del Río jubones. 

Crear las condiciones para la aso­
ciación de las juntas parroquiales y tra­
tar de involucradas en las iniciativas de 
la mancomunidad de la Cuenca del Río 
jubones ha sido uno de los objetivos de 
las entidades aliadas a los procesos de 
desarrollo local. 

No obstante el camino recorrido, 
todavía resta mucho por hacer en mate­
ria de capacitación. En esta línea, las 
propuestas de la AjUPA hacia el futuro 
son: 

i) Capacitación en las metodologías 
de los presupuestos participativos; 
fortalecimiento de las asambleas 
parroquiales y comités de desarro­
llo local y, adicionalmente, en 
temas de gobernabilidad y siste­
mas políticos. 

ii) Continuidad del programa de 
capacitación en lo referente al 
seguimiento y evaluación de los 
PDL's. 

iii) Capacitación en temas de gestión 

14 Uno de los ejemplos a seguir se encuentra en el cantón Santa Isabel en. donde las juntas parroquiales 
han conseguido ejecutar proyectos de desarrollo local y también impulsar la participación dré la> •nuje­
res en pequeñas iniciativas de desarrollo local. 



ambiental; procesos de descentra­
lización y transferencia de compe­
tencias en temas ambientales. 

la problemática ambiental y el riego 

En la actualidad la microregión de 
la CARJ confronta serios problemas 
desde el punto de vista ambiental. Entre 
los más importantes se cuentan: i) la 
explotación desordenada de los recur­
sos mineros tanto en las zonas altas 
como en las bajas de la cuenca hidro­
gráfica del Jubones15; ii) la ampliación 
de frontera agrícola en Zhagli, Nabón y 
Pucará y iii) la deforestación de las 
zonas altas y la disminución de los cau­
dales de agua para riego y para el con­
sumo de la población. 

Los componentes ambientales den­
tro de los proyectos de desarrollo han 
tenido un papel secundario en la CARJ. 
Sólo recientemente, desde fines de los 
noventa, se ve la necesidad de promo­
ver el proyecto de mancomunidad invo­
lucrando a los municipios de las zonas 
altas y bajas de la microregión. De ahí 
que en los años noventa, tanto los orga­
nismos de cooperación internacional 
como las ONG's y el PROLOCAL se 
han centrado básicamente en dos ejes 
de trabajo: i) la protección de las fuen­
tes de agua y en el manejo del riego a 
partir deja construcción de micro-reser-
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vorios y la introducción del sistema del 
riego por aspersión en lugar del tradi­
cional sistema por inundación16 y ií) el 
fortalecimiento de la secretaría de la 
mancomunidad de la cuenca del río 
Jubones a través de varias acciones entre 
las que se cuentan la realización de pla­
nes de manejo de la cuenca y el apoyo 
a las juntas parroquiales directamente 
relacionadas con el manejo de los 
recursos de la cuenca. 

la microregión del Sur de Manabf 

En los años recientes las iniciativas 
de desarrollo local son el Sur de Manabí 
han tendido a desenvolverse en contex­
tos socioeconómicos y políticos com­
plejos en la medida en que se trata de 
una microregión que arrastra un con­
junto de problemas estructurales. Entre 
estos se cuentan la resistencia de los go­
biernos locales a involucrar a las orga­
nizaciones sociales y a la ciudadanía en 
general a la gestión del desarrollo local 
y territorial y, por otro lado, las dificul­
tades para encontrar acuerdos en torno 
a la distribución del agua para riego y 
para resolver las demandas de los cen­
tros poblados. 

Como ejemplo de lo señalado ante­
riormente, a pesar de los esfuerzos rea­
lizados en la construcción de infraes­
tructura de riego (Poza Honda y Daule 

15 las actividades mineras durante los últimos años se han consolidado a partir del repunte del precio del 
oro. En la actualidad, la proliferación de pequeñas y medianas empresas mineras en los cantones de 
Santa Isabel, Pucará, Ponce Enríquez e, incluso, Nabón y Oña es la causa, no sólo de conflictos 
ambientales, sino de la contaminación de los ríos cuyas aguas son utilizadas por las y los productores 
agrícolas tanto de las zonas aledañas a las explotaciones mineras como de las zonas bajas. 

16 Este tipo de iniciativas van juntas con los proyectos de seguridad alimentaría que tienen como finalidad 
el incentivo de la producción hortícola tanto para el consumo de la unidad familiar como para la 
comercialización en los mercados locales y regionales. 
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Peripa, entre otras), los trabajos han 
quedado inconclusos, sobre todo, en lo 
referente a la construcción de los cana­
les de riego a tal punto que se aprove­
cha menos del 30 por ciento de la capa­
cidad instalada de las represas. 

Después de los fracasos de los pro­
yectos de desarrollo rural integral de las 
décadas pasadas, los esfuerzos de las 
entidades de desarrollo {del 2000 hasta 
la fecha) se han concentrado en articu­
lar los proyectos productivos con el for­
talecimiento institucional y la planifica­
ción particípativa. En otros términos, no 
se ha tratado únicamente de contar con 
proyectos productivos bien diseñados 
desde el punto de vista técnico cuyo 
único objetivo es alcanzar la rentabili­
dad, sino principalmente de integrar 
otros componentes necesarios, como 
por ejemplo el fortalecimiento de las 
organizaciones, la incorporación de la 
problemática de género y la articula­
ción de las iniciativas de las OTB con 
las visiones del desarrollo parroquial y 
cantonal. 

La concertación con los gobiernos 
locales ha sido particularmente difícil 
en la medida en que los Municipios de 
esta zona se caracterizaban por las 
prácticas paternalistas y clientelares de 
los alcaldes y, sobre todo, por la resis­
tencia y el desconocimiento frente a las 
metodologías de planificación partici­
pativa, la creación de espacios de parti­
cipación ciudadana y la rendición de 
cuentas. 

Los programas de desarrollo local 
que se han intentado impulsar en la 
microregión en los últimos años, al 
igual que en el caso de la CARJ han teni­
do que vencer la resistencia y la des­
confianza de las organizaciones y la 

población rural en general. Al cuadro 
anterior se suma la situación de crisis de 
las organizaciones como resultado de 
las políticas de eliminación de los sub­
sidios agrícolas y la abolición de Jos 
programas de crédito y asistencia técni­
ca por parte del Estado. 

La situación de las organizaciones 

De manera similar a lo ocurrido en 
la CARJ en el Sur de Manabí los progra­
mas del PRONADER, el FODERUMA y, 
en menor medida, los de la Iglesia 
Católica jugaron un papel importante 
en la conformación y consolidación de 
las organizaciones sociales. En las dos 
microregiones, muchas de estas organi­
zaciones transitaron desde reivindica­
ciones por la tierra a demandas concre­
tas al Estado en materia de crédito, asis­
tencia técnica y construcción de infraes­
tructura. Asimismo, durante el período 
de ejecución de los programas de desa­
rrollo rural integral las cooperativas y 
asociaciones agrícolas se consolidaron 
en la medida en que tenían posibilida­
des de responder a las demandas de sus 
socios. Sin embargo, cuando los pro­
yectos de desarrollo rural concluyeron y 
los recursos dejaron de afluir, las orga­
nizaciones que no habían consolidado 
su capital social tendieron a desapare­
cer, en tanto que las organizaciones his­
tóricas que habían surgido en los perío­
dos de luchas reivindicativas por la tie­
rra, generalmente, se mantuvieron 
vigentes. 

Al amparo del Programa de 
Desarrollo Local Sustentable del Estado, 
PROLOC.AL, que arrancó sus activida­
des en el 2002, en el Sur de Manabí sur­
gieron nuevas organizaciones de segun-



do grado y nuevas organizaciones terri­
toriales de base. Todas ellas bajo la 
expectativa de gestionar recursos prove­
nientes de los nuevos fondos aportados 
tanto por el Banco Mundial como por el 
Estado ecuatoriano y la Comunidad 
Económica Europea 17. Estas organiza­
ciones han impulsado planes de fortale­
cimiento institucional que generalmente 
consistían en la construcción de una 
misión-visión de la organización, pro­
yectos priorizados y sugerencias sobre 
posibles alianzas. A menudo, dichos 
planes incluyeron componentes o 
aspectos de salud, producción, educa­
ción, intercambio de experiencias con 
otras organizaciones y un componente 
de equipamiento básico18. También 
dichos programas de fortalecimiento 
apuntaban a formar talentos humanos, 
discutir principios básicos sobre institu­
cionalidad, democracia y alianzas, con­
ceptos sobre empresas agroproductivas 
y, por último, aspectos tecnológicos. 

En la actualidad las posibilidades 
de sostenibilidad de las organizaciones 
dependen de la continuación de la 
acción estatal y del diseño de una polí­
tica de descentralización y participa­
ción ciudadana que fortalezca los vín­
culos de las organizaciones con los 
gobiernos locales, al mismo tiempo que 
se mantenga la autonomía de las orga­
nizaciones campesinas. 
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las Juntas Parroquiales y los proyectos 
de desarrollo 

Las Juntas Parroquiales se han reve­
lado, desde su constitución como enti­
dades de desarrollo local, como buenas 
mediadoras entre los gobiernos locales 
(Municipios y Consejos Provinciales o 
bien los programas de desarrollo) y las 
organizaciones de base ciudadanas. En 
este sentido las juntas parroquiales de 
Manabí no constituyen una excepción. 

La elaboración de los PDL's parro­
quiales y los procesos de participación 
social que se han generado alrededor de 
ellos han cumplido con dos objetivos 
básicos según los presidentes de las jun­
tas parroquiales del Cantón jipijapa. Por 
una parte han posibilitado que la gente 
de las parroquias rurales conozca su 
realidad social y, por otra, ha permitido 
que la población recobre su autoestima 
y que formule demandas ante los 
gobiernos locales y las entidades de 
desarrollo. 

El componente de gestión ambiental 

En varias parroquias de la micro­
región (El Anegado, Los Pasitos, Sandial, 
la Nueva Flor del Salto, Guale, 
Membrilla!, entre otras) se ha venido 
ejecutando proyectos con componentes 
ambientales que van desde la combina­
ción de actividades ganaderas y agrosil­
vopastoriles hasta proyectos de foresta-

17 las más importantes son la Unión de Organizaciones Campesinas Progresistas de Noboa, UNOCA­
PRON en el cantón 24 de Mayo; la Federación de Organizaciones Campesinas de la Zona Sur de 
Manabí, FOCAZUN y la Federación de Organizaciones Montubias Unidas por el Adelanto de Paján, 
FOMUDEP. 

18 De 16 organizaciones de segundo grado que comenzaron sus PFI, sólo 8 terminaron los planes. 
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ción. En las cuencas hidrográficas se 
impulsó la siembra de caña guadua y 
para mejorar los ingresos de las familias 
se decidió fortalecer los cafetales inclu­
yendo el cultivo de frutales y plantas de 
sombra. 

La diversificación de los cultivos en 
la micro-región es un proceso todavía 
incipiente dado que los agricultores 
están centrados en el monocultivo, 
especialmente del maíz. Asimismo, la 
introducción de prácticas, de cultivo con 
base en insumos orgánicos es un proce­
so de mediano y largo plazo dada la 
desconfianza de los productores en las 
nuevas prácticas y por la creencia de 
que este tipo de prácticas requieren más 
jornadas de trabajo. 

En lo que respecta a la producción 
de café, en la micro-región hay proyec­
tos que involucran a cerca de dos mil 
familias, las mismas que están impul­
sando, con el apoyo del PROlOCAl y 
otras entidades de desarrollo la renova­
ción de los cafetales, la "producción 
limpia" (café orgánico), la diversifica­
ción de cultivos y la recuperación de la 
variedad de café arábigo. 

Sin embargo hay proyectos impor­
tantes que están en carpeta como por 
ejemplo la protección de la cuenca del 
río Ayampe en Puerto López y de la 
cuenca del río Paján en el cantón del 
mismo nombre. 

los desaffos del desarrollo local 

Si bien desde la perspectiva del 
desarrollo económico y de la inserción 
de las economías regionales en el nuevo 
esquema del comercio internacional se 
puede pensar que los desafíos que con­
frontan estas economías tienen que ver 

con el impulso de nuevas formas pro­
ductivas y la gestión de unidades 
empresariales (tanto agropecuarias 
como agroindustriales) que tomen 
como referencia el mercado externo, no 
es menos cierto que, al mismo tiempo, 
se requiere la promoción y el impulso 
de procesos de cambio y fortalecimien­
to institucional que tome en cuenta no 
sólo las organizaciones campesinas, 
sino también los gobiernos locales y los 
centros que desarrollan procesos educa­
tivos y de capacitación de los recursos 
humanos. 

Al caracterizar la situación actual 
de las microregiones, se han identifica­
do, al mismo tiempo, los principales 
problemas y los desafíos que confronta 
tanto la CARJ como el Sur de Manabí. 
De manera resumida estos últimos se 
expresan en los siguientes aspectos: la 
escasez de agua para las actividades 
agropecuarias; la débil formación de los 
recursos humanos; la migración (interna 
e internacional); baja competitividad de 
las economías y microempresas campe­
sinas urbanas y rurales; bajos ingresos 
de las familias y la falta de capacitación 
de los equipos técnicos de los gobiernos 
locales para impulsar iniciativas de 
desarrollo local. 

A los aspectos anteriores se suma el 
clima de desconfianza que imperaba y 
que sigue imperando en las organiza­
ciones sociales del agro después de más 
de una década de políticas orientadas a 
la eliminación de los subsidios agríco­
las, la disminución de los créditos y la 
desaparición paulatina de la investiga­
ción y los programas de transferencia de 
tecnología. 

De todos los desafíos del desarrollo 
local, los que, sin duda, adquieren 



mayor relevancia son, por una parte, la 
necesidad de impulsar cambios institu­
cionales en los gobiernos locales y, por 
otra, la urgencia de contar con propues­
tas viables de reconversión productiva 
en las áreas rurales, una vez que ciertos 
rubros de producción (como el caso del 
café) han entrado en un período de cri­
sis. 

Los cambios institucionales forman 
parte, a su vez, de un contexto mayor y 
que tiene que ver con la reforma políti­
ca e institucional del Estado ecuatoria­
no. Uno de los instrumentos de esta 
reforma es, evidentemente, la descen­
tralización política y administrativa del 
Estado. 

En un contexto socioeconómico y 
ambiental como el que se ha descrito en 
las microregiones de la Cuenca Alta del 
Río jubones y en el Sur de Manabí, el 
proceso de descentralización y descon­
centración crearía el marco institucional 
adecuado para el desarrollo local en el 
sentido en que se espera que esta políti­
ca deje claramente establecidas las atri­
buciones y competencias de las institu­
ciones del Estado y, por otra parte, 
"trace la cancha" dejando un margen de 
acción importante para las acciones e 
iniciativas de la sociedad civil y los 
empresarios. 

Existe la firme convicción, y en esto 
coinciden los defensores del último pro­
grama de desarrollo rural ejecutado en 
las microregiones de nuestra zona de 
estudio, que los cambios que se han ini· 
ciado en los gobiernos locales son 
importantes sobre todo en lo referente a 
la planificación participativa. Este pro­
ceso, sin embargo, es incipiente. De ahí 
que se requiere un apoyo decidido, ya 
no sólo a la planificación participativa 
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sino también a la ejecución y evalua­
ción de dichos planes. En el Sur de 
Manabí, por ejemplo, los planes de 
desarrollo local elaborados por los 
municipios corren el riesgo de ser sepul­
tados en un archivo del Municipio. 

En este sentido, se plantea la hipó­
tesis de que los Municipios de las 
microregiones sólo comenzarán a cam­
biar, desde el punto de vista político e 
institucional, en la medida en que las 
condiciones del entorno también lo 
hagan. Es decir, el fortalecimiento de las 
organizaciones y la calidad de la parti­
cipación ciudadana, se convertirán en 
condiciones importantes para los cam­
bios internos en los gobiernos locales. 

Por último el proceso de reconver­
sión productiva de las zonas rurales -y 
los espacios que se articulan económica 
y socialmente a esta última- juega un 
papel crucial en la reactivación del 
empleo y la diversificación ocupacional 
de las economías campesinas. 

En este caso la reconversión pro­
ductiva implica el tránsito desde las 
prácticas agrícolas que se centran el 
monocultivo hacia la identificación de 
nuevos rubros a partir de los cuales las 
unidades productivas pueden tener ven­
tajas competitivas. Este es el caso de la 
producción de cacao de aroma, café 
orgánico en el sur de Manabí y en el 
caso de la CARj la producción de horta­
lizas orgánicas, la producción agrope­
cuaria, los elaborados de leche y la pro­
ducción de elaborados de carne. 

En las siguientes secciones se sugie­
ren algunos de los desafíos, desde la 
perspectiva del desarrollo local, de las 
dos microregiones y también se identifi­
can de manera desagregada algunas 
líneas de trabajo futuras. 
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Los desafíos del desarrollo local en la 
micro-región de la Cuenca Alta del Rfo 
Jubones 

En términos generales, existe la per­
cepción de que durante los últimos años 
en la microregión de la CARJ se han 
venido impulsando un proceso de cam­
bio institucional, sobre todo en gobier­
nos locales. En este sentido, con el 
apoyo de varias entidades, se habría 
cumplido una primera etapa en donde 
básicamente se ha logrado fortalecer el 
tejido social de la zona, entendiéndose 
por tal un cambio positivo en los proce­
sos de planificación partícipativa de los 
Municipios y las Juntas Parroquiales y la 
institucionalización de las OSG's y las 
organizaciones territoriales de base, 
OTB, una vez que cuentan con planes 
de fortalecimiento institucional y que 
han priorizado sus iniciativas de desa­
rrollo local. 

Sin embargo, existe también la 
constatación de que este proceso no se 
ha extendido de la misma forma en 
todos los cantones y parroquias rurales 
de la micro-región en la medida en que 
hace falta incluir a ciertos grupos socia­
les que, hasta el momento, han queda­
do excluidos como las mujeres, los 
jóvenes y las unidades familiares cuyos 
jefes(as) de familia no saben leer ni 
escribir. 

Vista las experiencias. y, de manera 
resumida, los desafíos del desarrollo 
local requerirían asumir aspectos tales 
como: coordinar acciones con las enti­
dades del Estado y las ONG's que pro­
mueven proyectos de desarrollo en la 
micro-región de tal manera que se evite 
la duplicación de esfuerzos y la fricción 

· entre diferentes metodologías de traba­
jo; apoyar a las organizaciones de pro­
veedores de servicios beneficiando a las 
y los técnicos y profesionales locales y, 
a] mismo tiempo, formando capacida­
des para el desarrollo local; así como al 
fortalecimiento de las juntas de regantes 
dado el papel protagónico que juegan 
en la micro-región. Es pertinente una 
adecuada selección de organizaciones 
tratando de evitar que sólo aquellas que 
exhiben mayor grado de institucionali­
zación y poder de negociación queden 
incluidas en el Programa; incluir a las 
poblaciones indígenas respetando la 
identidad y las formas de organización 
propias de dichas organizaciones. 
Además, incorporar Programas de edu­
cación ambiental, sobre todo en las 
zonas de explotaciones mineras, que 
requieren estudios de impacto y mitiga­
ción de los daños ecológicos que cau­
san. Por lo que se ha señalado, aparece 
como un requisito al proceso, incentivar 
acciones de concertación entre las par­
tes altas y las bajas de la cuenca del 
Jubones con el propósito de conservar 
las fuentes de agua. 

Desaffos del desarrollo local en el Sur 
deManabf 

Si bien no todos los Municipios del 
Sur de Manabí han entrado en un pro­
ceso de planificación participativa con 
todo lo que ello implica (asignación de 
fondos y apoyo político a la ejecución 
de proyectos de largo plazo, rendición 
de cuentas, apertura a la participación 
ciudadana, entre otros aspectos), exis­
ten evidencias para sostener que dichas 
instituciones están ingresando en una 



etapa de cambios en la medida en que 
no pueden mantenerse al margen de los 
procesos de desarrollo local. 

En esta dirección, por ejemplo, 
constituyen un signo promisorio de 
cambio la decisión del Municipio de 24 
de Mayo eJe asignar el 15% de sus recur­
sos a la ejecución del plan de desarrollo 
local. A lo anterior se suma el interés 
con que las y los técnicos de este mismo 
Municipio han asumido un proyecto de 
viveros, probablemente el más grande 
de la micro-región. Asimismo, llaman la 
atención las iniciativas del alcalde de 
Santa Ana en lo referente al impulso del 
plan de alfabetización. En este caso, 
como en el resto de cantones que se 
han sumado a esta iniciativa, se parte 
del supuesto de que la alfabetización 
constituye una política prioritaria que 
no solamente abre el camino a nuevos 
programas de formación y capacitación, 
sino que incide directamente en el 
mejoramiento de la calidad de vida de 
la población y la reducción de los índi­
ces de pobreza. 

En el contexto de la crisis de la pro­
ducción y comercialización del café se 
precisa nuevos estudios de mercado. En 
otras palabras se conoce las potenciali­
dades productivas de la micro-región 
(vocación de los suelos, producción y 
productividad, etc.) pero se desconoce 
el mercado potencial. Conociendo este 
último, los nuevos programas e iniciati­
vas de desarrollo económico local esta­
rían en mejores condiciones para indu­
cir proyectos de diversificación produc­
tiva. 

El fortalecimiento de las juntas 
Parroquiales no sólo en el proceso de 
articulación a los gobiernos locales 
(Municipios y Consejos Provinciales) 
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debe dirigirse también a, la recupera­
ción de las identidades locales. Para ello 
se requiere abrir espacios, como pue­
den ser las ferias cantonales y la capaci­
tación en temas de desarrollo local; lo 
que además supone el incorporar las 
iniciativas de las comunidades indíge­
nas y campesinas del Pueblo Manta 
(Salango, Agua Blanca, las Tunas y El 
Pital) reconociendo sus formas de orga­
nización y autoridad y las formas de 
manejo de los territorios bajo su juris­
dicción. 

La iniciativa de conformación de la 
mancomunidad de la Cuenca del Río 
Portoviejo, a más de concentrar esfuer­
zos, parecería propiciar la opción por el 
manejo territorial, superando la seg­
mentación política-administrativa, re­
quiere ir acercando a las instituciones y 
organizaciones sociales y capacitando a 
los diversos actores que potencialmente 
están involucrados en el manejo de la 
cuenca, así como del acompañamiento 
y apoyo técnico a la gestión de los 
Municipios que, como el de Santa Ana, 
están interesados en descentralizar ·y 
asumir competencias en el ámbito de la 
educación, o las iniciativas de manejo 
de cuencas de los ríos Ayampe y Paján 
de los cantones de Puertos López y 
Paján. 

Conclusiones 

A lo largo de las últimas décadas, 
sobre todo, despuésde las políticas de 
reforma agraria (1964 y 1973) se han 
ensayado distintos enfoques y metodo­
logías con respecto al sector agropecua­
rio y, de paso, las sociedades rurales. 
Los objetivos de dichas políticas se han 
orientado invariablemente a la reduc-
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ción de los niveles de pobreza y a la 
inserción de los pequeños y medianos 
productores (indígenas y no indígenas} 
en los mercados nacionales. Sin embar­
go, desde 1990 en adelante, un nuevo 
discurso del desarrollo rural ha pasado a 
ocupar, por lo menos en la retórica, los 
enfoques y las metodologías del desa­
rrollo rural integral, los conocidos DRl. 
Este nuevo discurso se refiere al desa­
rrollo local en sus distintas vertientes: 
desarrollo económico local y/o desarro­
llo rural territorial. Uno de los progra­
mas que ha asumido el marco concep­
tual de este nuevo discurso es el 
Programa de Desarrollo Local Sustenta­
ble, PROLOCAL, auspiciado por el 
Estado ecuatoriano y por el Banco 
Mundial, que tomando en cuenta las 
premisas básicas del desarrollo econó­
mico local y del desarrollo rural territo­
rial, ha colocado al territorio -o más 
precisamente las potencialidades del 
territorio, incluyendo aspectos físicos y 
sociales- como uno de los protagonistas 
del desarrollo local. A este elemento se 
suman, evidentemente, la capacidad de 
transformación productiva de los territo­
rios y los cambios institucionales como 
sus prerrequisitos. 

En el presente estudio hemos trata­
do de abordar algunas iniciativas de 
desarrollo en dos microregiones con la 
finalidad de hacer un balance acerca de 
los límites y las potencialidades del 
desarrollo local en la Cuenca Alta del 
Río jubones y el Sur de Manabí. En una 
primera aproximación a una problemá-

tica compleía (por la heterogeneidad de 
los territorios intervenidos y la diversi­
dad de acciones) se constata que en las 
dos microregiones las iniciativas rela­
cionadas con el fortalecimiento de las 
instituciones (organizaciones, Munici­
pios y Juntas Parroquiales} han alcanza­
do algunos logros. En los proyectos pro­
ductivos la finalización de programas 
como el PROLOCAL amenaza la soste­
nibilidad de las iniciativas y en el caso 
de las iniciativas ambientales hace falta 
el concurso de ótras instituciones y/o 
programas para contrarrestar el avance 
de la desertificación, la deforestación y 
la disminución de los caudales de agua 
para riego y para la alimentación huma-
na. 

Si bien no se ha tratado de realizar 
una evaluación del PROLOCAL en las 
microregiones de la zona de estudio, se 
puede observar que uno de los límites 
de dicho programa se localiza, precisa­
mente, en la forma en que se ha identi­
ficado las áreas de intervención. De 
acuerdo con los mapas de pobreza y los 
indicadores disponibles, en las zonas 
aledañas a las microregiones, se en­
cuentran cantones y parroquias en 
situación de pobreza similar o peor a las 
definidas por el programa19. Por otro 
lado, se constata que el Programa, de 
nueva cuenta, ha vuelto a insistir en las 
mismas zonas en donde ya intervino un 
anterior programa (el DRI}, con los mis­
mos problemas y deficiencias, entre las 
más importantes, insistir en la transfe­
rencia de asistencia técnica agropecua-

19 Evaluación de la realidi!d social y ambiental de territorios microregionales para PROI.OCI\l 11, Informe 
Final, Carlos Larrea (Coordinador), Gloria Camacho l., fernando Guerrero C., Kattya Hern,índez B. 
Quito, PRQLOCA~ 2006. 



ria en lugares en donde esta actividad 
ha dejado de ser la fuente principal de 
ingreso de las unidades familiares. 

A los aspectos mencionados se 
suman, como límites prácticos del desa­
rrollo local, la exigencia de aportes eco­
nómicos a las contrapartes (unidades 
domésticas familiares, asociaciones o 
comunidades) en condiciones desventa­
josas para estas últimas y la existencia 
de excesivos trámites burocráticos. Todo 
lo anterior, entre otros aspectos, ha 
determinado que las(os) beneficiarios 
del programa sean justamente las orga­
nizaciones más fuertes y consolidadas 
en lugar de las familias y las organiza­
ciones en condiciones precarias o de 
vulnerabilidad económica y social. 

En nuestro análisis sobre las con­
cepciones del desarrollo local hemos 
tratado de llamar la atención acerca de 
los riesgos que existen cuando se lo 
asume como una metodología replica­
ble en cualquier contexto o localidad, 
en lugar de asumirlo como un proceso 
cuyas características son únicas e irre­
petibles. Asimismo, hemos destacado 
los límites de la conéepción del desa­
rrollo económico local en su vertiente 
europea considerando que en los casos 
paradigmáticos de desarrollo local 
(véase las experiencias de regiones 
españolas, italianas y, entre otras, ale­
manas) se crearon ciertas condiciones, 
como por ejemplo un clima institucio­
nal, una cultura de concertación y la 
presencia de políticas regionales y esta­
tales -además de ventajosas condicio­
nes económicas internacionales- favora­
bles al desarrollo de conglomerados y 
distritos industriales. Este no es el caso 
de las microregiones estudiadas en el 
Ecuador. De ahí que sea más conve-
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niente pensar en ciertas condiciones 
mínimas, a la "ecuatoriana", que en 
determinados contextos pueden favore­
cer el desarrollo local. 

De acuerdo con lo señalado ante­
riormente, nos inclinamos a considerar 
que el desarrollo local, más allá de la 
carga prescriptiva y normativa que suele 
tener, es un proceso flexible, plagado de 
avances y retrocesos. De ahí que, posi­
blemente, sea más adecuado hablar de 
las condiciones mínimas que pueden 
conducir a una sociedad local, en el 
sentido planeado por J. Arocena (1995) 
e lván Silva l. (ILPES, 2003), al mejora­
miento de sus condiciones de vida y a la 
dinamización de la economía de la 
localidad cualquiera que ésta sea (una 
comunidad de base, un Municipio o 
bien una microregión). Dentro de las 
condiciones mínimas de nueva cuenta 
cabe considerar el papel del Estado, no 
sólo por la envergadura de ciertas obras 
de infraestructura necesarias para el 
desarrollo local, sino principalmente 
por el papel que le cabe cumplir en la 
formulación de políticas que sean cohe­
rentes con las acciones y políticas loca­
les. A esta condición mínima se suman 
la voluntad política de los gobiernos 
locales, la capacidad asociativa de la 
población, la necesidad de impulsar 
cambios institucionales, la difusión de 
actitudes de cambio manteniendo la 
identidad local y, por último, la asimila­
ción de nuevas tecnologías productivas. 

Una conclusión importante de las 
experiencias en las microregiones de la 
CARJ y el Sur de Manabí tiene que ver 
con el papel jugado por los gobiernos 
locales y las Juntas Parroquiales ya sea 
dentro de los procesos productivos, de 
manejo de los recursos naturales o del 
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impulso de la participación ciudadana. 
En efecto, a diferencia de lo que ocurría 
en décadas pasadas, en la actualidad los 
gobiernos locales son considerados 
como aliados estratégicos def desarrollo 
local. Este hecho se debe en gran medi­
da a que las competencias de los 
Municipios ya no se circunscriben sólo 
a las cabeceras urbanas de las parro­
quias, sino también a las áreas rurales y, 
por otra parte, se debe a los cambios 
-aunque sean incipientes- en las políti­
cas de distribución del presupuesto 
estatal hacia los gobiernos locales. En 
efecto, los Municipios y los Consejos 
Provinciales disponen ahora de una 
mayor cantidad de recursos, lo que les 
convierte en interlocutores y contrapar­
tes del desarrollo socioeconómico de 
sus respectivas localidades. Además de 
esta característica, más allá de la pre­
sencia efímera de los proyectos y las 
ayudas venidas del exterior, los 
Municipios tienen la posibilidad de 
otorgar mayor continuidad y sostenibili­
dad a los proyectos o programas de 
desarrollo. Sin embargo, sus puntos 
débiles o los problemas que siguen con­
frontando son difíciles y profundos. En 
esta dirección habrá que esperar todavía 
por los cambios en sus estructurás admi­
nistrativas, en los estilos de gestión del 
desarrollo y en la mentalidad de los(as) 
alcaldes y los funcionarios de las res­
pectivas instituciones. 
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ANÁliSIS 

Aportes de asilados y refugiados a la cultura 
en México a finales del siglo xx 
Rodolfo Casillas· 

La migración internacional y sus efectos han sido objeto de atención, estando aún pendiente 
el evaluar las contribuciones hechas al desarrollo cultural y al conocimiento social. Desde el 
caso de México, se analiza los aportes de los emigrantes cuya presencia significa un saldo pos­
itivo al enriquecimiento cultural y del conocimiento del país receptor. 

Preliminares 

P 
resento algunas notas, quizá 
sólo unas pinceladas, de un 
tema de amplío interés en 

México: migración y cultura en el siglo 
XX. El tema en sí no es nuevo. La migra­
ción internacional y sus efectos en el 
acontecer político, social, cultural, 
entre otras, ha sido objeto de atención 
de diversos especialistas. A manera de 

ejemplo, se puede recordar las obras de 
Daniel Cosío Vi llegas, 1 Moisés Gonzá­
lez Navarro,2 Ricardo Pérez Montfort,3 
Ma. Mercedes Molina Hurtado,4 Loren­
zo Meyer.s Testimoniales como las de 
Eulalia Ferrer Rodríguez,6 de Andrés 
Fábregas Puig7 que en su crónica de for­
mación en antropología, presenta un lis­
tado de pensadores excepcionales y 
Diana Anhalt.8 Obras colectivas coordi-

Profesor e investigador de la Facultad latinoamericana de Ciencias Sociales (HACSO), sede académica 
de México. Correo electrónico: casillas®flacso.edu.mx 
Cosío Vi liegos, !)aniel. HiJtoria moclema de México. Vida poMica exterior 2~ parte. Vol V. México, Ed­
Hermes, 1960. 

2 González Navarro, Moisés. los extranjeros en México y los mexicanos en el extran¡'ero. 182 1·1970, vols 
11 y 1!1, M.:'xico, El Colegio de México, 1994. 

J f'l\rez Montiort, Ricardo, Hispanismo y falange. Los sueños imperiales de la derecha española. México, 
Fondo de Cultura Económica, 1992. 

4 Molina Hurtado, Ma. Mercedes, En tierra bien distante. !?elúgiados I'!Spañoles en Chiapas. México, 
Gobierno del estado de Chiapas, 1993. 

5 Mcyer, Lorenzo, Su majestad britJnica contra /¡¡!?evolución mexicana, 1900·1950. El fin de un imperio 
in/i:Jrmal. México El Colegio de México, 1991 . 

6 fNrer Rodríguez, Eulalio. PJgína.< del t>xilio. México, Ed. Aguílar, 1999, 460 p.igs. 
7 Fábrcgas Puig, Andrés. los atlo.< f'Jtudiantik>s ( 1965·1973). la formación de un antropólogo en Mexteo. 

México, lJniwrsídad lntcrcultural de Chiapas, el Colegio de San luís y Universidad de Gu<~dalaíard. 
2005, 134 págs. 

8 Anhah, Diana Voces túgitivas. Ex-patriado.< políticos norteamericano.< en México_ !9S8-1.965. México 
Segob, INM, ucr ediciones. colección migración. 2005, 267 págs. 
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nadas por Guillermo Bonfil Batalla,9 
Judith Bokser, 10 Graciela Freyermuth 11 
y Virginia García et al. 12 Con una vida 
fructífera, en el Instituto Nacional de 
Antropología e Historia funciona, desde 
hace años, el Seminario Inmigrantes en 
la Historia de México, que en 1995 
publicó una bibliografía Extranjeros en 
México (1821-1990), que incluía 812 
referencias bibliográficas sobre inmigra­
ción y emigración y 49 reseñas de libros 
publicados sobre el tema hasta el fin del 
decenio de los 80. 

No obstante lo anterior, aún está 
pendiente por realizar una evaluación 
de las contribuciones que los asilados 
políticos de los años 70 y 80, proceden­
tes del Cono Sur, y refugiados centroa­
mericanos hicieron en particular al 
desarrollo de la cultura y el conoci­
miento social en México. En este texto, 
en consecuencia, haré una aproxima­
ción· a esta experiencia con el propósito 
de establecer un esquema de análisis de 
dicha presencia en particular las rela­
cionadas con algunas ciencias sociales. 
Cabe precisar que en la exposición haré 
mayor referencia a experiencias del 
asilo y en menor medida a las del refu­
gio, entre otras razones debido a un pro-

blema no resuelto en esta ocas1on de 
fuentes (orales en su mayor parte), tiem­
po e investigación específica que una 
obra de esta naturaleza ameritaría, tal y 
como ocurrió con Tras la memoria. El 
asilo diplomático en tiempos de la 
Operación Cóndor. 13 

Antecedentes 

1) Habría al menos cuatro razones 
circunstanciales para hacer explícita 
referencia al tema de la migración inter­
nacional y la cultura. 1) En la produc­
ción de conocimiento especializado y 
en los ámbitos gubernamentales en 
general hay un énfasis pronunciado, 
quizá excesivo, sobre los flujos migrato­
rios y su explicación causal por motivos 
económicos, así como su inserción en 
la agenda internacional de los países 
con fundamento económico por exce­
lencia. 

2) Desde la administración de 
George Bush padre, en los círculos 
gubernamentales de Estados Unidos en 
particular se impulsó una vinculación 
entre migración internacional asociada 
al narcotráfico. En otros momentos, 
cuyo antecedente se podría rastrear al 

9 Bonfil Batalla, Guillermo, Simbiosis de culturas. Los inmigrantes y su cultura en México, México, 
Conaculta/FCE, 1993. 

1 O Bokser, judith et al. Imágenes de un encuentro. La presencia judía en México durante la primera mitad 
del siglo XX, México, UNAM!Tribuna Israelita/Comité Central Israelita de México/Multibanco Mercantil­
Grupo Financiero Probursa, 1992. 

11 Freyermuth, Graciela Una década de refugio en México. Los refugiados guatemaltecos y los derechos 
humanos, México, CIESAS/Instituto Chiapaneco de Cultura y Academia Mexicana de Derechos 
Humanos, 1992. 

12 García A., Virginia et al. Inmigrantes y refugiados españoles en México siglo XX. México, Ediciones de 
la Casa Chata, CIESAS, 1979, 369 págs. 

13 Obra de Silvia Dutrénit y Guadalupe Rodríguez de Ita, editada por Ana Buriano Castro; México, 
Instituto de Investigaciones Dr. )osé María Luís Mora e Instituto de Cultura de la Ciudad de México­
Gobierno del Distrito Federal, 2001, 292 págs. 



menos en el origen de la constitución 
de los estados nacionales, a motivacio­
nes geoestratégicas14 y más reciente­
mente a lo que se denomina "Seguridad 
Nacional", con un matiz particular con 
problemas de terrorismo a partir de sep­
tiembre 11 de 2001.15 

3) Frente a este proceder de las ins­
tituciones y los estados hay una tenden­
cia creciente hacia la diversificación y 
engrosamiento de la migración interna­
cional. En efecto, la Organización de 
Naciones Unidas (ONU) calculaba que 
130 millones de personas conformaban 
el volumen de las migraciones interna­
cionales en fecha reciente, mientras que 
otras señalan la existencia de 97 millo­
nes de trabajadores migrantes en el 
mundo y de 12 millones de refugiados 
en las postrimerías del siglo xx.16 

4) La migración internacional ha 
cambiado cuantitativa y cualitativamen­
te en los últimos tiempos y continúa 
cambiando sin cesar y con gran dina­
mismo, poniendo a prueba las capaci­
dades de atención y conducción de las 
instituciones, en particular las de los 
Estados nacionales. Preocupa que ante 
la imposibilidad de generar medidas de 
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atención a la migraCion vinculadas al 
desarrollo, los gobiernos de los países 
receptores y de algunos de tránsito 
hayan optado en lo inmediato por dise­
ñar y aplicar políticas restrictivas de la 
inmigración y de estadía en su territorio 
de extranjeros que no reúnen los requi­
sitos formales para el otorgamiento de 
una visa o permiso de residencia pro­
longada, tal y como se observa en el 
Congreso de Estados Unidos en este 
abril de 2006. Ciertamente, ello no ha 
inhibido la emigración, pero si ha dota­
do a los gobiernos de un marco legal 
que les permite un mayor celo en las 
fronteras y un notorio incremento en el 
número de detenciones y deportaciones 
como se observa en los países de desti­
no, o paso, como es Estados Unidos y 
México respectivamente.l7 

Por las cuatro razones antes 
expuestas hay necesidad de ensanchar 
el horizonte de participación social de 
los migrantes, a la vez que es menester 
superar la estrechez de enfoques y cate­
gorías analíticas del migrante y su apor­
te a las sociedades de origen, tránsito y 
destino, particularmente asociadas a lo 
económico y normatividad migratoria 

14 Cosí o Villegas, Daniel. Historia moderna ... , Op. Cit. 
1 5 Para el caso de la frontera mexicana con Estados Unidos, ha habido varios acuerdos de colaboración 

firmados en lo que va de la administración federal actual (2001-2006). Puede consultarse, por otro lado 
la Estrategia de Seguridad Nacional de Estados Unidos, de marzo 16 de 2006, firmada por el presiden­
te de ese país. En tanto que la migración internacional indocumentada ha sido asociada a la seguridad 
de EU, dos de los propósitos de política interna de dicha Estrategia deben de tenerse muy presentes: 1) 
Completar la transformación de los departamentos de Justicia y de Defensa, del FBI y de la Comunidad 
de Inteligencia y 2) MejOfar la capacidad de las agencias gubernamentales para planear, preparar, coor­
dinar, integrar y ejecutar respuestas para situaciones de crisis y para los retos de largo plazo. 

16 Ver ILO, Migrant Workers, lnternacionallabour Conference, 87th Session, 1999, Geneva. 
17 Según cifras de las autoridades oficiales de dichos países, Estados Unidos repatrió 791,2 56 mexicanos 

en 2001; 583,408 en 2002; 559, 949 en 2003; 514,944 en 2004; 542,065 en 2005 y 102,236 en enero 
y febrero de 2006. México, por su parte, devolvió 110,573 extranjeros en 2002; 178,519 en 2003; 
211,218 en 2004 y 235,298 en 2005. 
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de los estados. Una veta es la recupera­
ción de su aporte intelectual y cultural, 
como se razona a continuación. 

Con las dictaduras de los años 70 
en el Cono Sur, particularmente en 
Chile, Argentina y Uruguay, hubo un 
éxodo significativo de intelectuales resi­
dentes en dichos países. Para algunos de 
ellos no hubo tiempo de pensar a dónde 
ir, mientras que otras sí pudieron hacer­
lo; para unos fue simplemente la única 
opción posible de salvar la vida, pues la 
gran mayoría de las embajadas en Chile, 
Argentina y Uruguay, principalmente, 
cerraron sus puertas, hicieron inaccesi­
ble el otorgamiento del asilo o las con­
diciones materiales del entorno imposi­
bilitaron el acceso a ellas. la (>ara otros, 
decía, México tenía un significado fun­
damental a la luz de: a} el nacionalismo 
mexicano frente al intervencionismo 
extranjero. b} la experiencia del asilo 
español. e} el hecho de que en México 
ocurriera la 1 a revolución del siglo xx, 
que logra avances significativos en edu­
cación, derechos laborales, sociales y 
culturales, entre otros. Esto llevó a que 
desde decenios anteriores México resul­
tara con cierto atractivo para extranjeros 
disidentes con el acontecer en sus paí­
ses de origen. 

De esa suerte diversos flujos migra­
torios al país se pierdan en el tiempo, 
muestren caras diversas, intereses de lo 
más heterogéneo, preferencias territo­
riales donde el extranjero se mimetiza 
con mayor facilidad, donde su identidad 
social y cultural puede ser reconstruida 
con menores daños; también ocurre a la 
ciudad capital, al D. F. (¿cómo no visitar, 

18 Ver 

vivir, en la gran capital azteca, centro de 
realizaciones y de sueños?}, donde con­
fluyen ríos sin fondo, parafraseando al 
peruano Arguedas, donde las identida­
des sectoriales, gremiales, políticas, cul­
turales, confesionales, seculares, depor­
tivas, económicas, estudiantiles, cientí­
ficas, musicales encuentran un espacio 
propio. Así, y corriendo el riesgo de las 
omisiones imperdonables, habría que 
recordar a personajes como José Martí 
en alguna etapa de su vida casado con 
mexicana, que vivió en México, que 
aquí contrajo nupcias; a un J. Antonio 
Mella, otro cubano vital y felizmente 
recordado en Tinísima, de Elena 
Poniatowska publicada por primera vez 
hace más de 1 O años, en cuya obra aso­
man el rostro infinidad de latinoameri­
canos ligados de distinta manera a 
México; a próceres de las luchas revolu­
cionarias como Farabundo Martí y 
César Augusto Sandino, un Jacobo 
Arbenz, un Fidel Castro y los mucha­
chos que formaron parte del grupo 
Moneada; a maestros de la talla de 
Henríquez Ureña (tan dominicano y 
mexicano a la vez), Cardoza y Aragón, 
Augusto Monterroso, Carlos Mérida, 
Carlos lllescas; a historiadores formados 
en México y que luego volvieron a .su 
país a escribir su historia, como los 
cubanos Moreno Fraginals y Julio 
leRiverand y algún otro historiador 
como el guatemalteco Severo Martínez 
Peláez; o personas de letras y lucha a las 
que, por tal, les arrancaron la vida, 
como Alaidé Foppa, en su natal 
Guatemala; a deportistas que llegaron a 
México y de aquí ganaron mundo, 



como los boxeadores Ultiminio Ramos 
y José Ángel (Mantequilla) Nápoles; a 
artistas que con su alegría acompañaron 
a miles de mexicanos, como Ninón 
Sevilla; o a aquellos otros que con su 
letra y música, cuando no con su voz, 
movieron pasiones, como Dámaso 
Pérez Prado, Acerina (el de la danzone­
ra, ¿cuál otro?), Bienvenido Granda, 
José Antonio Méndez y Chabela Vargas. 

Todos ellos y muchos más, con la 
impronta de su nación de origen y, a la 
vez, con la huella de vivir y llevar algo 
de México en su vida. Gracias a su pre­
sencia, las ciencias, artes, deportes y 
entretenimiento se vieron favorecidos de 
manera excepcional. Sin las migraciones 
culturales, para decirlo de otra forma, 
los mexicanos, por ejemplo, no bailaría­
mos, pues el baile de salón, el que goza­
mos desde hace decenios, nos llega del 
sur del continente {cumbia, ballenato, 
etc), del caribe (con su amplísima varie­
dad de bailes afroantillanos). El enrique­
cimiento y diversificación de la música 
folclórica no hubiera ocurrido. Sin la 
recuperación del vestido, comidas y 
·bebidas regionales, desde los setenta, no 
permitiría recuperar a Frida Khalo y su 
época, tan de moda en años recientes, 
entre otros ejemplos a la mano. 

Estas referencias serían una especie 
de campo abonado para la feliz llegada 
e inserción de los asilados de los años 
70 en la vida social, cultural e intelec­
tual nacional, aparte del momento polí­
tico mexicano que era propicio para la 
aceptación de los luchadores y pensa­
dores sociales buscadores de una socie­
dad más incluyente y respetuosa de la 
diversidad; eran los tiempos del Tercer 
Mundo. 
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El entorno latinoamericano en las cien­
cias sociales 

Uno de los efectos nocivos del esta­
blecimiento de regímenes autoritarios 
en América latina en los años 70 fue el 
cierre de un buen número de las pocas 
instituciones de Ciencias Sociales en la 
región. Para mediados de los 80, 80% 
de los posgrados en ciencias sociales en 
América latina se encontraban en sólo 
dos países de la región: México y Brasil. 
Este reflujo tuvo otra consecuencia: En 
los años 70 y 80 se crearon un poco 
más de 40 programas de sociología, 
ciencia política, antropología, historia y 
desarrollo regional. De 47, 14 (30%) 
fueron creados preferentemente en los 
70 en los países citados. · 

El auge en el reflujo se debió, en 
buena parte, a la iniciativa de quien 
fuera hasta el primer trimestre del 2006 
presidente constitucional de Chile, 
Ricardo lagos, quien la transmitió a 
Sergio Bagú, que a su vez la compartió 
con asilados en la embajada mexicana 
en la Argentina: impulsar la creación de 
sedes de la FLACSO, en seguimiento de 
una resolución de la UNESCO de los años 
50 sobre la necesidad de impulsar la 
formación de especialistas para el estu­
dio de los procesos sociales en América 
latina. De ese momento datan las sedes 
de esa Facultad en Ecuador y México y 
la búsqueda de impulsar los estudios 
sociales y sus especialistas bajo las 
modalidades posibles en otros escena­
rios nacionales. 

En México, por el contrario al acon­
tecer latinoamericano, se da un auge en 
la creación de posgrados en Ciencias 
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Sociales, que incluye la licenciatura en 
Estudios latinoamericanos en la 
Facultad de Filosofía y letras de la 
UNAM. la coyuntura internacional facili­
tó el fortalecimiento de las ciencias 
sociales y económicas en México: está 
la creación del Centro de Investigación 
y Docencia Económicas (CIDE) en 1974, 
la de la sede mexicana de la FlACSO 
(1976), sin olvidar la inauguración de 
las nuevas y actuales instalaciones de El 
Colegio de México en ese año 76. En 
conjunto, estas tres instituciones confor­
marán un gran espacio académico para 
la investigación, la docencia y difusión 
de conocimiento altamente especializa­
do, con la particularidad de que en ellos 
se aplican criterios muy selectivos, aje­
nos a las prácticas de amplia e indiscri­
minada admisión de las universidades 
públicas. Aquí ocurre una llamativa 
coincidencia de enfoques y prácticas 
entre los gobernantes mexicanos, ema­
nados de la Revolución como entonces 
se decía, y distintas corrientes políticas 
y académicas que convergieron en esas 
instituciones de excelencia: formación 
de dírigencias de alto nivel; concepción 
de cuadros y no masa que posiblemen­
te a más de algún pensador marxista 
pudo inquietar en su proceder. 

Presencias y aportes 

Cabe destacar algunos rasgos dis­
tintivos en las instituciones referidas: 
FLACSO es la única instancia de impron­
ta latinoamericana con vistas a la propia 
América latina. El Colegio, particular­
mente con el Centro de Estudios 
Sociológicos (CES), con un cuerpo aca­
démico nutrido de latinoamericanos, 
algunos todavía ahí presentes, crea un 

espacio importantísimo para la sociolo­
gía en distintas vertientes (rural, movi­
mientos sociales, teoría, etc.); el CIDE, en 
particular con su división de estudios de 
América, inaugura un hito en la historia 
del conocimiento especializado, pues 
es el primero que se ocupa del aconte­
cer interno estadounidense, bajo la con­
ducción de quien entonces se conocía 
como Lucho Maira, hasta hace poco 
embajador de Chile en México: Dr. Luis 
Maira. El Centro de Estudios Econó­
micos y Sociales del Tercer Mundo (CEES­

TEM), en su corta vida, realiza y promue­
ve diversos estudios, entre otros sobre 
Centroamérica, algunos de los cuales 
publica en su revista Informe de las rela­
ciones internacionales de México, que 
entonces coordinaban Adolfo Aguilar 
Zinser, fallecido en 2005 y que dos años 
atrás desempeñara el puesto de embaja­
dor de México en el Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas, y Sergio 
Aguayo, de vieja trayectoria en la defen­
soría de los Derechos Humanos y que 
fuera uno de los principales dirigentes 
del partido México Posible, de corta 
vida. En la UNAM, las facultades de 
Economía, Ciencias Políticas y Sociales 
y la de Filosofía y Letras, serán particu­
larmente beneficiadas. las Universida­
des Iberoamericana, de Guadalajara, 
Autónoma de Puebla y Autónoma de 
Sinaloa, también abrirán sus puertas a 
los docentes conosureños; algunos de 
sus estudiantes de ese entonces engro­
san los cuerpos académicos de esas uni­
versidades públicas y privadas. 

Personas.· Cabe hacer una aclara­
ción: no todas las personas que aquí se 
mencionan llegaron con estatuto de asi­
lados, sino que algunos fueron atraídos 
por el clima de libertad de cátedra, pen-



samiento, expresión y de vida, en gene­
ral, pero que en conjunto crearon una 
masa de pensamiento crítico, de inno­
vación y diálogo con su contraparte 
mexicana; otros más ya residían en el 
país y potenciaron su contribución con 
la llegada de los asilados. Otros llegaron 
porque no tenían otra opción. 

Así tenemos, sin pretender presen­
tar un listado exhaustivo, a: Sergio 
Bagú, Juan Carlos Portantiero (El Negro, 
introductor de Gramsd a México. jesús 
Reyes Heroles sería el otro introductor, 
aunque en la versión oficial: "lo que 
resiste apoya"), René Zavaleta (gran 
pensador boliviano, sin él el estudio de 
la ciudadanía y el intrincado social en 
Bolivia sería incompleto), Atilio Barón 
(hoy, de nuevo en Buenos Aires, ex­
decano de la UBA y Secretario Ejecutivo 
de CLACSO); Emilio De lpola; Agustín 
Cueva; Susy Castor y Gerard Pierre 
Charles que introducen el estudio siste­
mático del Caribe en México; Ernesto 
Laclou, de corta estadía en México, 
señalado como introductor del análisis 
del discurso político en el país; Gilberto 
jirnénez, en su momento gran promesa 
del catolicismo social, ¿quién no ha 
leído sus trabajos sobre cultura, entre 
otros temas de su dominio?; Carmen 
Miró (sin ella, el CELADE, sede primigenia 
del análisis demográfico en América 
Latina, y precursor del cmou, en El 
Colegio de México, entre otros, no se 
entendería); Carlos Quijano; José María 
Aricó; Carlos Sempat Asssadourian, pro­
fundo conocedor de la economía preco­
lonial y colonial de la región andina; el 
maestro Carlos Pereyra, a quien se le 
recuerda periódicamente mediante un 
concurso periódico que lleva su nom­
bre; Francisco C. Weffort; René 
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Mayorga; Fernando Fajnzylber; Rodolfo 
Puiggrós, cuyo aporte a el diario El Día, 
en particular a la página internacional 
no puede soslayarse; Adolfo Gilly, pro­
fundo estudioso de los procesos revolu­
cionarios, del cardenismo y la Revolu­
ción mexicana; Arnaldo Orfila, quien ya 
estando aquí, dio acogida en el Fondo 
de Cultura Económica (FCE) a autores, 
traductores y artistas del diseño edito­
rial; Rubén Drí y Ana María Ezcurra, 
quienes impulsaron y realizaron estu­
dios de sociología de la religión, espe­
cialidad aún hoy ausente en las aulas 
mexicanas; Anhelo Hernández, diseña­
dor que dejaría su impronta en las 
publicaciones de Siglo xx1 editores; 
jorge Landinelli, quien llegara como 
estudiante y volviera a su natal Uruguay 
años después a impulsar el estudio de 
los procesos sociales; lvonne Szasz 
Pianta, cuya contribución como autora 
y promotora de los estudios de salud 
reproductiva es de singular valía. Sin 
muchos de ellos, los grandes pensado­
res sociales mexicanos de finales del 
siglo XX no habrían tenido una interlo­
cución apropiada, ni tampoco las cien­
cias sociales en México tendrían la 
riqueza de propuestas y contribuciones 
que hoy presentan. 

Ese tiempo social mexicano no se 
entiende sin el surgimiento y auge de 
librerías especializadas, como la 
Gandhi, hoy empresa transnacional, la 
Salvador Allende en las inmediaciones 
de la UNAM, ya algo venida a menos, la 
del Sótano, la de Clavería, entre otras. 
Editoriales como Era, siglo xxt, El caba­
llito y FCE. En ese entonces, entre los 
best sellers de la época habría que 
recordar los manuales del marxismo (el 
de Marta Harnecker, sin duda, de los 
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más vendidos: Introducción al materia­
lismo histórico), la colección completa 
de El Capital, primero la edición del 
Fondo en tres volúmenes, luego la de 
siglo xxr, en siete, que, dicen, era mejor 
que la del Fondo. las colecciones de la 
UAP, emanadas del centro de estudios 
que ahí encabezaba Enrique Semo, 
secretario de Cultura del gobierno del 
DF en tiempos no muy lejanos. los 
temas, incluso que se estudiaba en el 
Colmex, y no sólo en la UAP, en la UAS, 

la ENAH o la UNAM, eran los de trasna­
cionales, la deuda externa, problemas 
del desarrollo, la teoría de la dependen­
cia, el Estado, la clase obrera, el campe­
sinado y un serio cuestionamiento a la 
participación política acotada a las for­
mas partidarias tradicionales, en amplio 
eco a la obra de don Pablo González 
Casanova (y su libro clásico La demo­
cracia en México, de lectura obligatoria 
en muchas escuelas y facultades del 
país, incluyendo áreas especializadas 
como el CES e internacionales [CEI] de El 
Colegio de México); de los textos de 
filosofía latinoamericana de don 
leopoldo Zea, que hasta días antes de 
su muerte deambulaba por los pasillos 
de Filosofía y letras; de la historia social 
y política de don luís Vitloro y don 
Edmundo O'Gorman; de las tesis equi­
vocadas sobre América latina de 
Rodolfo Stavenhagen, entre otros de sus 
propositivos materiales; y, por supuesto, 
los eternos (e insufribles) seminarios del 
Capital de Raúl Olmedo en Ciencias 
Políticas de la UNAM, así como las discu­
siones sobre el eurocomunisrno, aviva­
das por políticos e intelectuales invita­
dos para la ocasión. 

Ese tiempo se complementa con la 
vida social, cultural, política, musical y 
militante. Es el tiempo de las peñas lati­
noamericanas, de la música a fin que se 
escucha en conciertos (Óscar Chávez, 
Gabino Palomares, los Folcloristas, la 
llegada de Tania libertad, la estadía de 
Chabuca Granda, las presentaciones de 
Chabela Vargas, las audiciones incom­
parables de Alfredo Zitarrosa, etc.), en 
fiestas, en festivales populares, cuando 
la Casa del lago y sus espectáculos 
dominicales se componían de músicos 
y artistas que parodiaban el poder y sus 
agentes (el llanero solitito por excelen­
cia). Es cuando se forman, o se renue­
van, los sindicatos universitarios (como 
el de la Universidad Autónoma Metro­
politana [Situam); el del Colegio de 
Bachilleres [Sintcb]; el de la Universi­
dad Nacional [STUNAM]; el de corta y 
silenciada vida en El Colegio de México 
[Sitracolmex], etc.) y las sesiones extra­
ordinarias y festivas de algunas directr­
vas sindicales en el Bar león, en pleno 
centro de la ciudad y a unas cuadras de 
la casa de formación del catolicismo 
militante de los años 30 y 40; los festi­
vales de Oposición organizados por el 
Partido Comunista, ilegal en ese enton­
ces, pero inmerso en vientos renovado­
res y con la suficiente vida pública 
como para hacer estos festejos de abier­
ta concurrencia. 

Este rápido recorrido sería más limi­
tado si no se hiciera mención alguna a 
los aportes del refugio. De 82 a 84 ocu­
rrió el refugio masivo de guatemaltecos, 
pero desde años antes se inició con 
otros centroamericanos. y, por supuesto, 
guatemaltecos. De los previos, cabe 
mencionar el de los salvadoreños, cuya 



presencia se observó al establecerse, de 
la noche a la mañana, varios negocios 
de "Pupusas" (plato tradicional salvado­
reño) en la ciudad de Puebla lo que dio 
lugar en 1977 al primer estudio sobre la 
presencia centroamericana en el país. 
Posteriormente, miles de familias, hom­
bres, mujeres, niñas y niños guatemalte­
cos llegaron a Chiapas, la mayoría de 
indígenas monolingües, analfabetos y 
habituados a vivir en caseríos dispersos. 
Aparte del apoyo gubernamental mexi­
cano, vía la Comar (1980), internacio­
nal, vía el ACNUR, y la CEE, que en aque­
llos años veía con interés los procesos 
socio-políticos latinoamericanos, se die­
ron los eclesiásticos. Por parte de la 
Iglesia católica se dan dos propuestas de 
pastoral social, diferente en concepción 
y práctica en las diócesis de Tapachula 
(Codaif; los escalabrinianos y otros apo­
yos) y San Cristóbal (Comité Cristiano 
de Solidaridad); en esta última se esta­
blece un vínculo internacional sin el 
cual no se entiende el apoyo a los lla­
mados refugiados no reconocidos, ni 
tampoco el amplio eco en Europa, 
Canadá y Estados Unidos, en redes cris­
tianas luego del levantamiento zapatista 
del 94. A su manera, cada cual contri­
buyó en la asistencia alimentaria, edu­
cativa, de salud y vivienda, .así como en 
la organización comunitaria en los cam­
pamentos (más de 120) que llegó a 
haber, proceso que resultó más signifi­
cativo en la jurisdicción eclesiástica 
administrada por el obispo Samuel 
Ruiz. 

A cambio, la presencia indígena 
guatemalteca contribuyó en la recupe­
ración de la lengua, tradiciones, vesti­
dos, festividades, ritos religiosos, bailes 
y ceremonias de sus hermandades étni-
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cas del lado mexicano que había tenido 
pérdidas en su identidad social y cultu­
ral debido a programas estatales de 
homogeneización que negaban las par­
ticularidades de la pluralidad étnica 
nacional. Las organizaciones de las 
Comisiones Permanentes (1987-88) y 
Mamá Maquín (1990) con más de ocho 
mil mujeres organizadas, la mayoría 
aún en México, han sido desde su ges­
tación, y son, de suma importancia para 
las propias poblaciones de refugiados. 

Consideraciones finales: la riqueza 
social compartida 

La presencia extranjera en México, 
obligada por distintos conflictos políti­
co-militares en Centro y Sur América, 
ha sido benéfica para la sociedad mexi­
cana, en ámbitos tan diversos como el 
de la producción de conocimiento 
social y su enseñanza en centros de 
educación superior en el país, en un pri­
mer momento. Posteriormente se irra­
diaría el aporte con alcance a distintos 
escenarios sociales y académicos de 
América L¡:¡tina, producto de la forma­
ción de profesores, investigadores, líde­
res y funcionarios gubernamentales y de 
la promoción de organismos regionales, 
internacionales, sociales y privados ges­
tados o catapultados en el país. 

El beneficio social y cultural de ese 
período no se restringe a lo ocurrido 
dentro de las universidades y a la pro­
ducción y venta de bibliografía especia­
lizada, sino también a quienes reciben 
sus efectos multiplicadores en el diario 
hacer público, institucional y personal 
en el momento y con posterioridad, sin 
la necesaria referencia al aporte primi­
genio. Es decir, se gestaron prácticas 



168 ROOOLFO CASILLAS 1 Aportes de asilados y refugiados a la cultura en México 
a finales del siglo xx 

socioculturales y académicas que enrai­
zaron cobrando carta de naturalidad 
que, al arribo de las nuevas generacio­
nes, se adoptaron como recurso ordina­
rio local. 

También habría que tomar en cuen­
ta el fortalecimiento de la cultura popu­
lar habido por los intercambios de las 
comunidades de refugiados y de mexi­
canos que desde finales de los años 70, 
sin ser su propósito, cotejaron sus iden­
tidades, lenguas y culturas, renovando, 
recuperando y desarrollando vínculos 
que el mal gobierno, de uno y de otro 
lado, no había podido liquidar, aunque 
sí había dañado de manera significativa. 
Mas esos intercambios no se limitan a lo 
ocurrido en localidades fronterizas del 
sur mexicano, sino que se amplían a 
otras poblaciones que alcanzan otros 
flujos migratorios que ocurren al sur­
sureste del país, e incluso al centro y 
occidente del territorio nacional, con 
formas y modalidades que las propias 

circunstancias y heraldos migrantes 
imprimen en cada experiencia. 

El largo camino hacia la pluralidad, 
la respetuosa convivencia, la inclusión 
de la otredad en la vida social y públi­
ca, el aprendizaje de conjugar el nos 
con el otros en el nosotros nacional, no 
ha sido ni es fácil de transitar; máxime si 
en ella incluimos a la otredad extranje­
ra. Aún falta mucho por recorrer y espe­
ro que la mención del aporte de estos 
asilados y refugiados sirva para alimen­
tar el sentido de apertura, de oportuni­
dad y de participación que nos debe­
mos dar. Ciertamente, su aporte no se 
idealiza ni su inserción social e institu­
cional fue, en todos los casos, fluida y 
exitosa. la condición humana cobró su 
cuota de adscripción. Empero, en lo 
general prevaleció la aceptación sobre 
el rechazo de los asilados; la inclusión 
sobre la exclusión. la apertura, al final 
de siglo xx, presenta un saldo positivo: 
el enriquecimiento cultural de la socie­
dad mexicana. 



Transición socialista en la era de la globali.zación: 
Notas para reflexionar 
Mario González Arencibia* 

"Así como no se juzga a un individuo por la idea que él tenga de sí mismo, tampoco se puede 
juzgar tal época de revolución por la conciencia de sí misma; es preciso, por el contrario, 
explicar esta conciencia por las contradicciones de la vida material, por el conflicto que existe 
entre las fuerzas productivas y las relaciones sociales de producción"1 

L 
a idea anterior es sugerente al 
evaluar la necesidad de rescatar 
el concepto de un socialismo 

sostenible, sobre todo si se observa el 
agudo conflicto existente en el desarro­
llo de las fuerzas productivas y las rela­
ciones sociales de producción al inte­
rior de los distintos países que confor­
man la economía mundial, lo cual se 
hace más evidente en la creciente riva­
lidad interimperialista que se consolida 
en el contexto de la globalización. 

Es importante dejar planteado al 
lector interesado, que en estas notas no 
se trata de diseñar un plan de la socie­
dad socialista, aquí se sostiene la idea 
de que la sociedad socialista del futuro 
surgirá de la experiencia y la práctica 

Universidad de las Ciencias Informáticas 

Carlos Marx 

colectiva de millones de personas; estas 
notas solo pretenden apuntar hacia la 
reflexión en torno a tendencias que 
podrían contribuir al debate sobre el 
tema en cuestión. Esto indudablemente, 
lleva a pensar en la necesidad de reno­
var el concepto de socialismo bajo el 
contexto de la globalización, a partir de 
la concepción, de que el socialismo 
continúa siendo una alternativa frente a 
las leyes contradictorias de las relacio­
nes capitalistas de producción. 

En efecto, la necesidad de la reno­
vación y rescate del concepto de socia­
lismo bajo nuevos supuestos a princi­
pios del siglo XXI, está determinada por 
la propia agudización de las contradic­
ciones que ya desde finales del siglo 

Marx, Carlos. Contribución a la Crítica de la Economía Política. Editorial Pueblo·y Educación 1973. 
(PRÓLOGO) p. 13 
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XIX) y principios del siglo XX, hicieron 
emerger tal idea en la práctica revolu­
cionaria. Aquí cabe preguntar: ¿El 
derrumbe del· socialismo, invalida la 
posibilidad de criticar la irracionalidad 
del capitalismo?. ¿Ha desaparecido el 
socialismo como alternativa?. Una res­
puesta de este tipo indica la necesidad 
de observar el fenómeno en términos de 
la viabilidad de su proyección. 

Criterios de partida 

El término transición socialista sos­
tenible que se utiliza en uno u otro lado 
de la investigación, hace referencia a 
cambios sustanciales y necesarios que 
involucran una transformación correcto­
ra del proyecto socialista, con relación a 
experiencias pasadas. Dicha acción 
correctora implica superar las deficien­
cias que se incúbaron en modelos de 
socialismos anteriores, para lograr esto 
"no-basta con ser revolucionario y par­
tidario del socialismo o comunista en 
general. Es necesario saber encontrar en 
cada momento peculiar el eslabón par­
ticular, al cual hay que aferrarse con 
todas las fuerzas para sujetar toda la 
cadena y preparar .sólidamente el paso 
al eslabón siguiente" .3 

En este sentido, es indispensable 
aprovechar todas las formas económi­
cas, culturales y políticas de transición 
hacia un socialismo sostenible, de 
manera que ello fortalezca su desarrollo 
hacia lo interno y lo externo. Para tal 
valoración partimos del planteamiento 
marxista, 4 que sustenta que las leyes de 
un sistema social en las primeras etapas 
históricas de su desarrollo y estableci­
miento actúan como tendencias, y a 
medida que se crean las condiciones 
correspondientes se afirman como 
leyes, en tanto que la producción se 
afirma en las formas adecuadas. Esta 
idea conserva su significado metodoló­
gico aplicada al análisis del estableci­
miento y el desarrollo de la búsqueda 
de un socialismo de nuevo tipo. 

A partir de la proposición anterior 
en esta sección el lector interesado 
encontrará un examen de algunos 
supuestos teóricos que llevan a plantear 
la necesidad de renovar la opción socia­
lista en un contexto global izado. Para la 
realización de esta valoración se parte 
del criterio que del mismo modo que no 
se construye un edificio cuando se 
ponen sus cimientos, el concepto del 
todo no es el todo mismo.5 Los concep-

2 La etapa leninista del desarrollo de la teoría marxista del socialismo se ubica en tres grandes períodos: 
primero desde finales del siglo XIX hasta el triunfo de la Gran Revolución Socialista de Octubre; segun· 
do, desde el triunfo de la revolución de Octubre hasta la formación del Sistema Socialista Mundial; ter­
cero, a partir de la transformación del socialismo en Sistema Socialista Mundial. Ver: Alexander 
Krujmaliov y Yuri Volkov. El socialismo primera fase de la formación comunista. Editorial Ciencias 
Soda les, La Habana 1979 pp. 2-3. 

3 VI Lenin. Obras Escogidas; Tomo 12 Editorial progreso Moscú 197. Citado por Dolores Vil á Blanco. Las 
reformas y su lugar en la transición al socialismo, en: Teoría Socio-política. Selección de temas tomo 1 
(Colectivo de Autores). Editorial Felix Varela, La Habana 2000 p. 173. 

4 Ver: Marx Carlos. Manuscritos económicos de 1857-1859. Carlos Marx y Federico Engels, Tomo 46, 
parte 11, p. 154. 

5 Hegel, G. F. Fenomenología del espíritu. Editorial de Ciencias Sociales, La Habana 1972 p. 12. 



tos no surgen de una vez, en todo los 
que tienen de concreto, su evolución se 
efectúa, según van expresando de 
manera más definida su esencia, a 
medida que van surgiendo nuevas face­
tas. Si lo concreto es la unidad de múl­
tiples determinaciones, es natural que al 
irse conociendo la multiplicidad de las 
propiedades de las cosas de los propios 
conceptos, éstos vayan haciéndose más 
concretos. 

Entendemos por concreción con­
ceptual el cambio de los conceptos, no 
en el sentido que aparezcan otros nue­
vos o de que se puntualicen los viejos, 
sino en el sentido que se amplíen los 
aspectos por ellos englobados mediante 
múltiples determinaciones, haciéndose 
más preciso su contenido, ampliándose 
los límites de su aplicación condiciona­
da a diversos fenómenos, en distintas 
condiciones y en nexos diferentes. 

Los conceptos son concretos tam­
bién, porque pueden poseer diferentes 
contenidos, en dependencia del cambio 
de conexiones y relaciones del fenóme­
no dado, respecto a otros fenómenos. 
Por lo tanto, el concepto aplicado a 
cada unidad específica, cuyas propieda­
des generales y esenciales refleja, des­
cubre toda la riqueza de su contenido 
concreto. La concepción planteada, es 
de particular importancia en el estudio 
del fenómeno que ocupa esta parte de 
la investigación, para lo cual se sostiene 
el criterio que plantea: NLa llamada 
sociedad socialista no es una cosa 
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hecha de una vez y para siempre, sino 
que cabe considerarla como todos los 
demás regfmenes históricos, una socie­
dad en constante cambio y transforma­
ción'!& 

Tomando en cuenta el concepto de 
observar a la sociedad socialista como 
un proceso sujeto a constantes cambios, 
se ofrecen en esta investigación un con­
junto de interrogantes e ideas que 
pudieran contribuir a la reflexión de un 
tema tan candente como son las interre­
laciones entre la práctica del socialismo 
y la globalización. Aunque se realiza 
una interrogante sobre que abandonar 
de las experiencias de socialismo trun­
cado, es posible considerar que las 
bases de ésta se encuentran a lo largo 
de todo el trabajo. De lo que se trata es 
de saber si estamos asistiendo al fin' de 
la teoría marxista del socialismo o por el 
contrario, si profundizar en las causas 
de los fracasos permite descubrir lo 
esencial que no se tuvo en cuenta, y 
avanzar así en la conformación de un 
ideal bajo nuevas condiciones. 

Una respuesta aproximada a la 
interrogante planteada, es bastante 
polémica y requiere múltiples aspectos. 
Volviendo a las -enseñanzas de Marx se 
podría expresar en sus palabras que: 
í'Aunque una sociedad haya encontrado 
el rastro de la ley natural con arreglo a 
la cual se mueve,. jamás podrá saltar ni 
descartar por decreto las fases natura­
les de su desarrollo. Podrá únicamente 

6 Federico Engels. Carta de Engels a Otto Von Boenigk en Breslau 21 de agosto de 1890. Obras Escogidas 
Tomo 3, Editorial Progreso Moscú 1980 p. 512. 
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acortar y mitigar los dolores del 
parto'~7 

lo planteado a los efectos del aná­
lisis que se realiza en esta sección, sig­
nifica que el proyecto socialista, no 
debe abandonar la posibilidad de desa­
rrollarse fuera de las áreas de la globali­
zación, su éxito dependerá de la mane­
ra que conduzca el proceso en función 
de beneficiar los intereses sociales del 
desarrollo. Este planteamiento exige 
varias cosas primero, aplicar de manera 
renovada y creativa los instrumentos 
teóricos del materialismo dialéctico e 
histórico, y otras ciencias afines, las 
cuales mediante la crítica permitirían 
asimilar los aspectos más variados de un 
fenómeno, observando sus avances y 
retrocesos, ello exige al mismo tiempo 
una reconstrucción de los instrumentos 
epistemológicos. 

Segundo, reflexionar sobre la idea 
de que por un tiempo bastante prolon­
gado los constructores del capitalismo 
aprendieron mucho, tanto de las certe­
zas como de los errores, por los que 
atravesó la práctica del socialismo, y 
también de las crfticas que les hizo el 
pen·samiento socialista. Hoy la recons­
trucción del socialismo de manera iné­
dita podría revertir este proceso, es 
decir, moviéndose a través de la crítica, 
podría tomar las lecciones que se deri-

van del proceso de globalización, y 
aplicarlas creadoramente a una transi­
ción que combine participación, solida­
ridad, democracia, justicia social, inde­
pendencia económica y política en la 
organización de un socialismo sosteni­
ble. 

Tercero, esto requiere reconocer 
que las posibilidades de pasar del glo­
balismo neoliberal a un socialismo sos­
tenible son intrínsecas a las propias 
leyes de la globalízación neoliberal. 
Estas por un lado, han conducido a 
mayores niveles de las fuerzas producti­
vas, y de otro lado, a la extrema agudi­
zación de las contradicciones del siste­
ma no sólo en lo económico, sino en 
términos políticos, culturales, étnicos y 
ecológicos. Antes de 1917, el sistema 

· capitalista se comportó como una totali­
dad única y la propia marcha contradic­
toria del sistema, creó las condiciones 
objetivas y subjetivas para su rechazo 
dando paso al proyecto socialista. 

Cuarto, otra de las exigencias para 
colocar al socialismo como una alterna­
tiva en el marco de la globalización es 
que la Economía Política que se aplique 
;;no puede ser la misma para todos los 
países ni para todas las épocas históri­
cas'~8 Ello de hecho no significaría en 
modo alguno, la negación de las expe­
riencias positivas que se puedan derivar 

7 Marx expresa esta idea a partir de la globalidad de los cambios que produjo la guerra de independen­
cia de Estados Unidos en el siglo XVIII, la cual según Marx- "hizo erguirse a la clase media de Europa 
y como la guerra norteamericana de secesión, en el siglo XIX pone en pie a la clase obrera europea". 
Visualiza como este proceso en Inglaterra, ya se tocaba con las manos y concluye pronosticando que 
ese proceso repercutirá sobre el continente. Señala -"Y al llegar aquí, (se refiere a Inglaterra) revestirá 
formas más brutales o más humanas, según el grado de desarrollo logrado en cada país por la propia 
clase obrera". Así, hace un llamado a que "las naciones pueden y deben escarmentar en cabeza ajena". 
Prólogo a la Primera Edición de Carlos Marx, "El Capital" Crítica de la Economía Política, en tres 
tomos, tomo 1 Editorial de Ciencias Sociales, Ciudad de la Habana, 1980. p. XI 

8 Engels Federico. Anti-Duríng. Editora Política, la Habana 1963 p. 179. 



del desarrollo de procesos sociales en 
otros países. Los caminos hacia el socia­
lismo pueden ser muy variados "preten­
der reducirlos a esquemas es cerrarle 
caminos a la historia".9 

Quinto, la lógica anterior supone 
pensar que en la construcción del socia­
lismo "las deficiencias, las equivocacio­
nes y los desaciertos son inevitables en 
una obra tan nueva, tan ardua y de 
tamaña envergadura" .10 

~Qué abandonar de las experien­
cias de socialismo truncado? 

La lección de las nociones de socia­
lismo planteadas referidas a Europa del 
Este y la ex-URSS es que una transfor­
mación socialista desconectada de la 
economía mundial y basada en el inmo­
vilismo económico y social, o dirigida 
por las fuerzas del mercado de manera 
absoluta en detrimento del Estado, y 
penetrada por las leyes de la globaliza­
ción neoliberal no funcionan, se colo­
can a expensas de las fuerzas políticas, 
económicas e ideológicas del capital. 
Esta concepción de socialismo "trunca­
da" por las leyes de! capital es una prác­
tica que conduce al abandono total, y 
como tal debe ser renovada. 

Ello hace pensar en la necesidad de 
buscar supuestos de un socialismo sos­
tenible contrario al globalis~o neolibe­
ral. En este sentido la construcción de 
un socialismo sostenible, no solo debe­
rá verse como el resultado de un alto 
grado del desarrollo de las fuerzas pro-

EcUAOOR DEBATE / ANÁliSIS 173 

ductivas y las relaciones de producción, 
sino como una condición para el desa­
rrollo entendido en su forma integral, es 
decir, un desarrollo socialista sostenible 
contrario a la lógica neoliberal, lo cual 
debe incluir la crítica y transformación 
del presente para construir un futuro 
mejor. Una reflexión en este sentido, 
lleva a pensar en las siguientes interro­
gantes: ¿Qué aprehender de la contra­
dicción económica fundamental del 
capitalismo referida al carácter cada vez 
más social del proceso de producción y 
de! carácter cada vez más privado de 
apropiación de los resultados del traba­
jo?, ¿Cómo colocar esto al servicio de 
un socialismo sostenible?. 

Una lectura por dentro al legado de 
Carlos Marx, podría ayudar a reflexionar 
sobre el tema cuando expresa: "Una 
sociedad no desaparece nunca antes de 
que sean desarrolladas todas las fuerzas 
productivas que pueda contener, y las 
relaciones de producción nuevas y 
superiores no se sustituyen jamás en ella 
antes de que las condiciones materiales 
de existencia de esas relaciones hayan 
sido incubadas en el seno mismo de la 
vieja sociedad. Por eso la humanidad no 
se propone nunca antes más de los pro­
blemas que puede resolver, pues miran­
do de más cerca, se verá siempre que el 
problema mismo no se presenta más 
que cuando las condiciones materiales 
para resolverlo existen o se encuentran 
en estado de existir".ll 

9 Carlos Rafael Rodríguez. Cuba en el tránsito al socialismo. 1959-1963, Editora Política. la Habana, 
1979 p. 10. 

1 O lenin, V.l. De la destrucción de un régimen secular a la creación de otro nuevo. Obras Completas Tomo 
40 p. 315. 

11 Marx, Carlos. Contribución a la Crítica de la Economía Política. Editorial Pueblo y Educación 1973. 
(PRÓLOGO) p. 13. 
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El planteamiento de Carlos Marx 
indica que la solución de la contradic­
ción económica fundamental del capi­
talismo está en reconocer de modo 
efectivo el carácter social de las fuerzas 
productivas modernas, y por tanto, de 
armonizar el régimen de apropiación y 
de cambio con el carácter social de los 
medíos de producción. "Las fuerzas 
activas de la sociedad obran mientras 
no las conocemos ni contamos con 
ellas, exactamente lo mismo que las 
fuerzas de la naturaleza: de un modo 
ciego, violento destructor, pero una vez 
conocidas, tan pronto "se sepa" com­
prender su actividad, su tendencia y sus 
efectos, depende de nosotros supeditar­
las cada vez más de lleno a nuestra 
voluntad y alcanzar por medio de ellas 
nuestros propios fines".12 

Tal es lo que ocurre con las gigan­
tescas fuerzas de la globalización y el 
mercado, mientras haya resistencia a 
comprender su naturaleza y su carácter, 
estas fuerzas actuarán de manera opues­
ta. "En cambio,- parafraseando a Engels 
- tan pronto penetremos en su naturale­
za esas fuerzas en manos de producto­
res asociados, se convertirán de tiranos 
demoniacos, en fuerzas sumisas".13 La 
lectura que se podría realizar de lo 
expresado es que el enfoque de un 
socialismo sostenible en la era de la glo" 
balización debe dar como sumatoria .un 
socialismo diferente, su nueva naturale­
za debe emerger, como un socialismo 
sostenible hacia lo interno y lo externo. 

Lo antes planteado implica abando­
nar la vieja concepción de desarrollar 
un socialismo encerrado en sí mismo. 
La historia recoge que una de las gran­
des contradicciones de la práctica del 
socialismo fue que se convirtió en una 
regularidad la idea de que a este sistema 
no le eran-inherentes crisis, por lo que 
se trató de obviar este término, para 
explicar las insuficiencias y limitaciones 
del sistema, concibiéndose sólo como 
un proceso inherente al capitalismo. E.l 
resultado de esto fue la limitación del 
principal rasgo que caracteriza las 
investigaciones en las distintas esferas 
de la vida social: /a búsqueda de alter­
nativas. 

En correspondencia con lo anterior 
el autor de esta investigación coincide 
con el criterio de que las formas de tran­
sición hacia un socialismo sostenible 
son de particular importancia en el per­
feccionamiento del proyecto socialista, 
las cuales abarcaran dimensiones más 
amplias y profundas según:14 

• El grado de agudización de las con­
tradicciones de clases a escala 
nacional y global. 

• La estructura económica, social y 
cultural alcanzada por la sociedad. 

• El grado de preparación política-ide­
ológica de los miembros del proyec­
to. 

• Los avances logrados mediante las 
medidas puestas en funcionamiento 
para hacer más efectivo el desarrollo 
social. 

12 Federico Engels. Antidhuring. Editorial Pueblo y Educación, La Habana 1979 p. 340-344. 
13 Federico Engels, ibídem p.344. 

14 Dolores Vilá Blanco. Las reformas y su lugar en la transicíón al socialismo, en: Teoría Socio-política. 
Selección de temas tomo 1 (Colectivo de Autores). Editorial Felíx Varela, La Habana 2000 p. 174. 



Los inevitables errores de la van­
guardia al aplicar su proyecto social de 
transición. 

Es decir, lo alternativo en el diseño 
de una transición socialista deberá par­
tir de la correlación de factores de 
carácter interno y externo, observándo­
se los mismos como proceso, de forma 
que se pueda lograr un equilibrio entre 
los métodos y los objetivos socialistas, 
aspecto éste que en la era de la globali­
zación debe ser replanteado. La idea es 
que el neoliberalismo indiscutiblemente 
no ha triunfado y los conflictos conti­
nuarán mientras existan las desigualda­
des porque la práctica de la "democra­
cia occidental" actual no garantiza el 
equilibrio social. 

Supuestos de una transformación 
socialista sostenible en la era de la 
globalización 

"Sólo cuando una gran revolución 
social se apropie las conquistas de la 
época burguesa, el mercado mundial y 
las modernas fuerzas productivas, 
sometiéndolos al control común de 
todos los pueblos, sólo entonces el pro­
greso humano habrá dejado de pare· 
cerse a ese horrible ídolo pagano que 
sólo quería beber el néctar en el cráneo 
de su sacrificado", 5. 

Carlos Marx 

Lo alternativo en la construcción 
del socialismo en la época económica 
actual debe partir del hecho de que las 
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fuerzas de la globalización esencial­
mente se apoyan en el conocimiento 
creado al interior de la nación debido a 
que "los valores culturales, las institucio­
nes y las historias universales contribu­
yen a su éxito competitivo':l6 En la con­
cepción de Lenín tal reconocimiento 
significa "tomar toda la cultura del capi­
talismo y construir el socialismo sobre 
la base de ella", lo que para Lenín ello 
implicaba "tomar toda la ciencia, la téc­
nica, todos los conocimientos, el 
arte" .17 Por lo que la transformación 
socialista sostenible hacia lo interno y 
lo externo supone múltiples supuestos, 
los cuales representan grandes desafíos 
en ambas direcciones. 

Un primer supuesto, es el desarro­
llo de nexos con los centros de creación 
de conocimientos a escala mundial, 
como un paso necesario para incremen­
tar la capacidad local de las fuerzas pro­
ductivas, y democratizar las relaciones 
de producción, haciendo avanzar el 
mercado nacional y colocarlo al servi­
cio de las amplias masas de la pobla­
ción, con ello se garantizaría el princi­
pio de justicia y equidad social. 

Por otra parte, conviene no satani­
zar el mercado en el proceso económi­
co, habría que distinguir entre un mer­
cado que en determinadas circunstan­
cias puede ser bueno para los intereses 
de las clases populares y entre un mer­
cado imperfecto (monopolios y oligopo­
lios) donde en numerosas ocasiones es 
aconsejable la intervención estatal. La 

15 Carlos Marx. "Futuros Resultados de la dominación Británica en la India. Op. cít. p. 54 
16 Michael Porter. The Competitive Advantage of nation, Macmillan,.Basingstoke y Londres 1990 p. 19. 
17 Vladimir llich Len in. La cultura y la revolución cultural, Obras escogidas TI, p. 62. Citado por Ricardo 

Cetrulo. El socialismo real no quebró la racionalidad capitalista, en: lnterroganl12s de la modernidad, 

Ediciones Tempo, La Habana 1991. P. 126. 
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transición socialista debe <}sumir y utili­
zar cuando sea preciso términos como 
mercado; competencia, productividad 
dotándoles de un profundo sentido 
social, ya que no son patrimonio exclu­
sivo de nadie. lB 

En este ámbito, el desafío que 
representa la introducción de relaciones 
de mercado, debe observar éste con un 
carácter progresivo, selectivo y contro­
lado por la sociedad y el Estado, lo que 
significa gobernar al mercado. Es 
importante considerar en este sentido 
que en toda revolución se incorporan 
elementos de muy distintas tendencias 
que, no obstante, coinciden en la 
acción y en los objetivos más inmedia­
tos de esta.19 El problema fundamental 
estriba en conocer antes de la acción el 
fenómeno, pues ello evitaría retrocesos 
siempre que la teoría asumida esté en 
correspondencia con la realidad. 

El segundo supuesto, es que las 
relaciones de mercado propias para el 
acceso a la globalización deben estar 
subordinadas al principio de la demo­
cracia, basada en la representación 
popular, en territorios y unidades pro­
ductivas, lo que significa que sea la 
sociedad la que dirija el mercado, y no 
a la inversa. En este marco, el poder del 
pueblo representado en las asambleas 
populares, no solo desempeñará la fun­
ción de detener las distorsiones buro­
cráticas, será también un mecanismo 
para contener la dirección de los desafí­
os del mercado. Por consiguiente, el 
nuevo socialismo debe emerger como 

un sólido bloque integrado y apoyado 
en una nueva cultura de participantes, 
no de expectadores, y ello requiere par­
ticipación como requisito de la demo­
cracia. 

Tercer supuesto, la concepción de 
la transformación socialista y su partici­
pación en las áreas de la globalización 
no solo requiere el control democrático, 
sino desarrollar en la población una 
educación ideológica, cultural y políti­
ca basada en los valores de la solidari­
dad, la equidad y la cooperación. Pero 
este proceso de formación de valores 
tiene credibilidad, solo si los valores 
articulados reflejan la conducta y prác­
tica de los líderes de las organizaciones 
de masas, políticas y del Estado. Uno de 
los rasgos más notables del socialismo 
en la ex-URSS fue la pérdida de credibi­
lidad en los líderes y sus prácticas, ello 
lo reafirmó el hecho, de que al final 
estos fueron absorbidos por la propa­
ganda del globalismo neoliberal, este 
último aspecto contribuyó a la desideo­
logización. 

El poder socialista que es el de la 
dictadura del proletariado deberá actuar 
como un todo, en la transformación de 
la sociedad en su conjunto. Asumir esto 
como condición primaria significa, 
crear vínculos socio-económicos entre 
las necesidades sociales y la reorganiza­
ción del sistema productivo. Este deberá 
convertirse en una reforma económica y 
social que garantice las necesidades 
crecientes de la población; para ello es 
necesario un plan de reconversión 

18 lbarzabal, ). Alternativa al neoliberalismo: socialismo identitarío vasco. htlp!/: WWW.Iahaine f2.com. 
19 Ver: selección de aspectos esenciales de la teoría y la práctica económica en el pensamiento de Ernesto 

Che Guevara. la Habana 1990, p. 79. 



industrial que localice las demandas 
populares, lo cual requiere que los con­
sumidores jueguen un papel central en 
los procesos y toma de decisiones eco­
nómicas y de invención. 

La invención es un proceso social y 
es importante solo si es utilizada; es la 
sociedad la que crea la necesidad, pero 
ello exige movilizar la participación 
inventiva en innovaciones inducidas por 
la escasez de recursos. El efecto deberá 
ser - empleando las palabras de Marx y 
fngels- "Una sociedad en que el libre 
desenvolvimiento de cada uno será la 
condición primaria del libre desenvolvi­
miento de todos".20 Esto es contrario 
hasta ahora, con la lógica que ha exhi­
bido y puesto en práctica el globalismo 
neoliberal. 

Un cuarto supuesto importante en 
la transformación socialista frente al 
paradigma neoliberal es lo referente al 
Estado y la gestión empresarial. Las fuer­
zas de la globalización en sus más 
variadas experiencias indican que la 
manera más adecuada de regulación, es 
la que puede desarrollar el Estado con­
juntamente con la gestión empresarial 
de sus respectivos países. Esto es una 
experiencia que la transformación 
socialista deberá tomar como desafío, 
haciendo funcionar este vínculo 
mediante un mecanismo económico 
único; cooperativo al interior de la 
nación y competitivo en el escenario de 
la globalización, sin perder los valores 
de la solidaridad. 
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La naturaleza cooperativa hacia lo 
interno, podría ser inducida mediante 
formas planificadas y descentralizadas 
de la actividad económica y social, de 
acuerdo con las demandas de la época, 
de manera que ello permita interactuar 
con una política de globalización soste­
nible, que logre incorporar y desarrollar 
sujetos sociales de manera consciente y 
participativa con respecto al objeto de 
la construcción socialista.21 En este 
marco el desarrollo del entorno social 
es significativo, tanto en la puesta en 
funcionamiento de una nueva infraes" 
tructura como en la capacitación de los 
recursos humanos. 

El carácter competitivo en el ángu­
lo externo exige variados aspectos, los 
cuales representan grandes desafíos 
para la opción socialista, entre ellos: 
crecer no sólo en forma extensiva, sino 
incrementando significativamente los 
niveles de inversión y de vinculación 
con el entorno de la globalización a tra­
vés de mayores niveles de inversión y de 
exportaciones e importaciones. Sin 
embargo, el problema no es insertarse 
en las áreas de la globaliz;ación sobre la 
base de las mercaderías de materias pri­
mas, la construcción socialista deberá 
orientar su balance comercial hacia la 
exportación, adquisición y creación de 
bienes de mayor valor agregado, evitan­
do el uso de materias primas que puede 
conducir al agotamiento de los recur­
sos, y tener efectos ambientales negati­
vos. Tal. concepción deberá rechazar la 

20 Carlos Marx y Federico Engels. Manifiesto del Partido Comunista. Obras Escogidas en dos tomos, 
Editorial progreso, Moscú 1971 T 1 p. 39. 

21 Ver: Ernesto Molina Molina. La regulación de los mercados en las condiciones de globalización y la 
transición socialista. Economía y Desarrollo No. ?, La Habana 1998 pp. 112-115. 
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idea de enclaves naturales de estrategias 
exportadoras de materias primas basa­
das en mano de obra barata, empleadas 
tradicionalmente por elites inversionis­
tas de capital extranjero. 

Por otra parte, el entorno de la glo­
balización sugiere que no son única­
mente las empresas las que compiten, 
sino que se involucra a los sistemas pro­
ductivos, tecnológicos y educacionales, 
así como los esquemas institucionales y 
las organizaciones de cada economía, 
en los que la empresa es un factor 
importante, pero integrado a una red de 
vinculaciones con el sistema educativo, 
la infraestructura tecnológica, las rela­
ciones gerencial-laborales, el aparato 
institucional del Estado y no estatal.22 

Ello es significativo en el diseño de 
las políticas de reestructuración y aper­
tura de las economías socialistas, ya que 
se impone la necesidad de conocer con 
el mayor grado de certeza el tipo de 
modificación que debe realizarse para 
lograr una óptima inserción en el con­
texto de la competencia internacional. 
lo que supone una planificación de los 
procesos. De lo contrario, el riesgo 
podría ser semejante al de las economí­
as de Europa Oriental, las cuales ejecu­
taron una política de apertura indiscri­
minada, sin una organización, orienta­
ción y conocimiento acorde con los 
requerimientos tecnológicos y cultura­
les del mercado conduciendo a altos 
costos económicos, políticos y sociales. 

Se hace necesario entonces, en la 
nueva transformación socialista evaluar 
los niveles de reestructuración del 
Estado, los obietivos de alianzas es traté-

gicas con el capital extranjero, y a las 
políticas públicas de saneamiento finan­
ciero, tanto al nivel de empresas como 
instituciones del gobierno. Esto debe ser 
equivalente a reestructurar la economía 
minimizando los costos sociales y eco­
nómicos, de lo contrario se podría com­
prometer el proceso de tránsito hacia 
una economía de mayor apertura, anu­
lando los logros sociales alcanzados, 
colocando a la sociedad y al proyecto 
de transición socialista en una situación 
sólo de pérdidas. · 

La incursión de capital extranjero 
que combina el control y administra­
ción de decisiones de transferencia de 
tecnología en función de sus intereses 
debe ser cuestionada, a través de la bús­
queda de tecnología de avanzada sin los 
inconvenientes que genera la dictadura 
del capital. Para ello se desarrollarían 
alianzas estratégicas que permitan apro­
vechar el conocimiento del capital. Esa 
forma de "dependencia" es temporal y 
hace menos posible la perpetuación del 
capital, cuando esos conocimientos se 
adecuan a las necesidades locales y al 
desarrollo de una capacidad de innova­
ción autónoma. 

Transición socialista versus globalismo 
neoliberal 

"El socialismo no es una sociedad de 
beneficencia, no es un régimen utópico 
basado en la bondad del hombre como 
hombre. fl Socialismo es un régimen al 
que se llega históricamente, y que tiene 
como base la socialización de los 
bienes fundamentales de producción y 

22 Ger~nio Muller. El caleidoscopio de la competitividad. En CEPAL No. 56 agosto de 1995 p. 142. 



la distribución equitativa de todas las 
riquezas de la sociedad, dentro de un 
marco en el cual haya producción de 
tipo social".23 

Ernesto Che Cuevara 

La transformación socialista debe 
diferenciarse por su creatividad frente a 
las estructuras de la globalización neoli­
beral. El éxito de lo planteado deberá ir 
acompañado de mayores niveles de 
diversificación de la producción para la 
exportación que permita formar parte 
de cadenas productivas globales y de 
servicios, que complementen las modi­
ficaciones de la estructura productiva 
obsoleta, a los efectos de la competen­
cia internacional, ello implicaría acce­
der a una mayor vinculación con los 
sectores más dinámicos y de alto valor 
agregado. 

La transición socialista podría con­
jugar sus intereses con una política de 
cooperación e integración del mercado 
de mercancías, de capitales y de traba­
jo beneficiando en un ;¡rango que sea 
posible" los Estados que son afectados 
por el proceso de globalización. A tra­
vés de ello podría desempeñar el papel 
de los llamados paises "bisagra':24 los 
cuales se destacan por su nivel relativa­
mente avanzado de desarrollo, expe­
riencias y conocimientos técnicos acu­
mulados; su capacidad existente o 
potencial de compartir esos conoci­
mientos con otros países; y su participa­
ción relativamente importante en la 
economía mundial. Esto podría colocar 
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a la opción socialista en una posición 
principal cuya influencia potencial se 
ejercería en las direcciones siguientes: 

En el mercado de mercancías la 
cooperación técnica puede ser de gran 
utilidad para el desarrollo interno de 
otros países que se estén esforzando por 
objetivos similares en condiciones aná­
logas, lo mismo podría ser posible en 
mediación potencial en el marco de 
agrupaciones regionales de países sub­
desarrollados, entre dichas asociaciones 
y en algunos casos en el plano interre­
gional. Por consiguiente, se crearían las 
bases para desempeñar un papel impor­
tante en la configuración de la coopera­
ción económica en términos económi­
cos, políticos, institucionales y prácti­
cos, desarrollando una base tecnológica 
que responda a intereses sociales por 
encima de los mecanismos de ganancia, 
que hasta ahora han deteriorado la 
mayoría de los países subdesarrollados. 

En el mercado de capitales la expe­
riencia que se recoge es que el mundo 
subdesarrollado ha logrado participar 
en la competencia internacional, a tra­
vés del empleo de mano de obra barata, 
elevadas jornadas de trabajo, niveles 
significativos de depreciación de sus 
monedas para poder exportar a precios 
competitivos. Por lo que la competencia 
se ha basado más en el acrecentamien­
to de un trabajo más intensivo que en 
alcanzar niveles de productividad que 
mejoren la calidad de vida del hombre. 

El resultado ha sido que las medi­
das de transformación se han limitado a 

23 Ver; selección de aspectos esenciales de la teoría y la práctica económica en el pensamiento de Ernesto 
Che Guevara. La Habana 1990, p. 182 

24 Países "bisagra" es una designación que se basa en la resolución 501119 de la Asamblea GeneraL Ver: 
Michael Sakbani. Op. cit p. 13. 
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la esfera de la circulación, quedando 
inerte la estructura tecnológica en pre­
juicio de la inmensa mayoría de la 
población de estos países. lo alternati­
vo en la transición socialista podría 
estar en aspirar a fortalecer la base 
monetaria de los participantes, desarro­
llar una transformación en las áreas de 
investigación y desarrollo, bajo un efec­
to multiplicador articulando los diferen­
tes sectores, ramas y territorios, y que 
esto contribuya a la generación de 
empleos. En este marco los vínculos de 
cooperación mediante la transforma­
ción tecnológica y social podría fortale­
cer la base monetaria de los participan­
tes, siendo contrario a lo que ofrece el 
globalismo neoliberal. 

Los países subdesarrollados tienen 
otras limitaciones entre ellas: problemas 
en materia de financiación comercial en 
el plano nacional, las capacidades insti­
tucionales son inadecuadas, las redes 
de bancos son pequeñas en tamaño y 
alcance, frecuentemente no se dispone 
de un seguro de créditos para la expor­
tación, es decir, están en desventaja con 
relación a los exportadores de los países 
desarrollados, según esto, no se deberí­
an despreciar las posibilidades que 
podría ofrecer una cooperación en el 
mercado de capitales desde la transfor­
mación socialista. 

Es un hecho reconocido que los 
mercados de capitales pueden ser fuen­
tes muy valiosas y eficaces de financia­
ción para empresas. Cada vez más 
crece el número de países que estable­
cen bolsas financieras, por ello fomen­
tar el establecimiento de mercados de 

25 Ernesto Mqlina Molina op, cit. p. 114. 

capitales bajo una concepción de ayuda 
y solidaridad socialista puede represen­
tar una opción para los países que tro­
piezan con obstáculos para desarrollar 
una bolsa nacional eficaz. Los merca­
dos de capitales amplían las opciones 
de financiamiento empresarial al movi­
lizar recursos financieros nacionales y 
regionales, ofreciendo a los inversionis­
tas oportunidades de reducir los riesgos, 
también mejoran la eficiencia de la 
asignación de rec,ursos. 

Los mercados regionales ofrecen 
ventajas para los agentes mercantiles, 
para los inversionistas intrarregionales y 
extrarregionales, permite diversificar los 
riesgos inherentes a cartera, así como 
acceso a informaciones más estandari­
zadas y difundidas, sobre las obligacio­
nes ofrecidas y un sistema de determi­
nación de precios más fiable para las 
acciones disponibles, para las empresas 
intrarregionales ofrecen el acceso a un 
conjunto más amplio de recursos finan­
cieros. El establecimiento de mercados 
regionales en el ámbito de una transfor­
mación socialista implicaría una coordi­
nación más intensa de los agentes esta­
tales y no estatales en el plano nacional 
y regional, así como, un respeto de la 
autonomía de los mercados nacionales 
y de sus reguladores, eliminado lo 
mayormente posible las incompatibili­
dades. 

En el mercado de trabajo la expe­
riencia de un país como Cuba en transi­
ción socialista, podría ser utilizada por 
otros países.25 Cuba tiene un mercado 
de trabajo condicionado por la existen­
cia de una estructura multiforme de 



tipos socio-econom1cos, pero con la 
particularidad de que cuenta con sindi­
catos capaces de desarrollar un plan 
cooperativo entre los obreros activos y 
parados, así como un Estado capaz de 
regular con formas planificadas e inédi­
tas ese mercado de trabajo levantándole 
barreras a la hegemonía del capital. la 
representación sindical conjuntamente 
con el estado, ha participado en los pro­
cesos de reordenamiento laboral, con­
tribuyendo a crear nuevos puestos, 
desarrollando programas de capacita­
ción, como vía para reorientar al obrero 
hacia otras actividades. El Estado cuba­
no coordina la política de empleo con 
la actividad sindical, con lo que se ofre­
ce una opción distinta a lo que han sig­
nificado los ajustes neoliberales implan­
tados en América latina. 

Otro punto importante para la tran­
sición socialista es que en los marcos de 
la globalización no basta con contar 
con 11Capital humano" sino que es nece­
saria su concreción como fuerza pro­
ductiva directa, es decir, esa memoria o 
experiencia científica debe ponerse a 
prueba en la creación y asimilación del 
nuevo potencial productivo para hacer­
le frente a los desafíos de este proceso, 
en este sentido se puede plantear que la 
integración de la opción socialista al 
proceso de globalización exige apreo­
der de las lecciones de la flexibilidad. 

Este proceso se caracteriza por la 
existencia de un número creciente de 
mercados, un mayor número de compe­
tidores, mayor diferenciación de la 
demanda, acortamiento de los ciclos de 
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producción, y la implantación de inno­
vaciones radicales (microelectrónica, 
biotecnología, ingeniería genética). 
Estas ventajas derivadas de la revolu­
ción científico-técnicas se podrían 
poner en función de un proyecto socia­
lista. Pero para ello se requiere incorpo­
rar el nuevo paradigma tecno-económi­
co, el cual se caracteriza por una mayor 
flexibilidad, integración y ubicuidad o 
universalidad. 26 

En lo que es necesario considerar 
por parte de la transformación socialis­
ta, que cuando se considera la flexib;li· 
dad, la escala de producción ya no es 
relevante, ya que la escala de la planta 
productiva se independiza de la escala 
del mercado, lo que no debe conducir a 
la idea de que el futurp de las plantas 
productivas se sesga al desarrollo de las 
Pequeñas y Medianas Empresas (PYMES). 

Si bien es cierto, de que estas tie­
nen mayor posibilidad de participar en 
el proceso productivo, al no depender 
de la escala del mercado, ello no impli­
ca la desaparición de las grandes 
empresas ni el debilitamiento de su lide­
razgo, menos aún su obsolescencia. Por 
el contrarío, debido a que son las gran­
des empresas las que cuentan con 
mayores posibilidades de incorporar el 
nuevo patrón tecnológico, continuarán 
siendo lideres, con la salvedad de que 
ellas crean las condiciones para incor­
porar a las PY MES al proceso producti­
vo, con lo que se modifican las relacio­
nes interempresariales, en lo que la ten­
dencia debería ser hacia lo pequeño y 
hacia lo gigante a la vez. 

26 Ver: Klaus fsser, Wolfgang, Dirk Messener, Jorg Meyer·Stamer. Competitividad sistémica: nuevo desafío 
oara las empresas y la fXIÜlio:a: CEPAl No. 59 agosto· de l99ó. pp.. 43.44 
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La integración facilita la supervi­
vencia de la gran empresa al posibilitar 
el control y coordinación del proceso 
productivo imprimiéndole mayor capa­
cidad de trabajo y complementariedad 
con las pequeñas y medianas empresas 
y haciendo más viable los procesos de 
distribución orientados tanto a los pro­
ductores como a los consumidores. Por 
lo tanto, la nueva tecnología desarrolla 
tendencias a la centralización y a la des­
centralización, hacia mayor control y 
hacia mayor autonomía. 

La flexibilidad y la integración 
refuerzan la ubicuidad o universalidad, 
debido a que la nueva tecnología per­
mite adaptar las configuraciones de 
planta y el diseño de productos a las 
condiciones climáticas, culturales o 
específicas de cada país o región. Ello 
contribuye a romper el tradicional imi­
tativo patrón de consumo, aún cuando 
el grueso de los equipos de producción 
sean importados, lo cual puede ayudar 
a rescatar los valores de la creatividad 
local y los valores de la identidad cultu­
ral. Tal efecto es básico en la transfor­
mación socialista y rompe con los 
esquemas impositivos del globalismo 
neoliberal. 

No obstante, habría que plantear 
que las modificaciones que imprime el 
nuevo paradigma no son suficientes 
para garantizar la competitividad, ya 
que en el contexto de la globalización, 
no sólo compiten empresas sino nacio­
nes, por lo que no-basta con incremen­
tar la competitividad de las empresas 
del país para penetrar en el comercio 

internacional. Hay que movilizar a la 
sociedad en su conjunto, esta es la que 
tiene que hacerse competitiva y eficien­
te, la opción socialista por su eminente 
carácter social tiene condiciones para 
ello. 

Otro supuesto que no debería que­
dar fuera del debate en torno a la trans­
formación socialista, es la necesidad de 
mantener o introducir los parámetros de 
la planificación, la cual no es solo un 
componente técnico, tiene además un 
componente político. Este permite de 
manera orgánica, cuando se desarrolla 
con niveles de flexibilidad interactuar 
con la sociedad elevando su capacidad 
de desarrollar acciones. Su componente 
político se basa en la posibilidad que 
ofrece de incorporar a la sociedad en 
una unidad de intereses, en torno a las 
relaciones de propiedad y a la distribu­
ción de los resultados del trabajo_27 

Esto es central en el desempeño de 
la propiedad social sobre los medios de 
producción, al permitir interactuar con 
la sociedad desde un centro de desarro­
llo socio-económico único, dando 
como resultado que -parafraseando a 
Marx- el desenvolvimiento de unos sea 
el desenvolvimiento de todos, lo cual 
requiere participación democrática en 
la toma de decisiones de manera plani­
ficada desde abajo hacia arriba y en su 
orden inverso. Ello explica porque la 
centralización y descentralización de la 
propiedad ligada al mercado y a los 
mecanismos de la globalización, debe 
desarrollarse con cautela. La experien­
cia fallida de la planificación en los 

27 Ver: Entrevista a José Luis Rodríguez, Ministro de Economía y Planificación de Cuba por Arleen 
Rodríguez Derivet. En El Economista de Cuba, Esta Isla enero-febrero del 2000 p. 4~ 1 O. 



antiguos países sociatistas no puede lle­
var a una visión pesimista de ella, esta 
se debe desarrollar como una ciencia, 
en constante transformación. La planifi­
cación permite manejar las incertidum­
bres reduciendo los riesgos, y aprove­
char las posibilidades de las compleji­
dades del entorno globalizado. Bajo 
esta forma se emplearían de manera 
consensuada los recursos, a partir de 
priorizar las tareas, en cuanto a su 
alcance, consecuencias momento en 
que puede tomarse o no una medida, y 
que esperar de ella. 

En este sentido la planificación 
debe tocar a fondo el problemA de la 
propiedad, en cuanto a su mayor o 
menor descentralización. La planifica­
ción en su vínculo con el mercado y los 
mecanismos de la globalización se con­
jugara con resultados que se socialicen 
a favor de la población, ello hace distin­
to este mecanismo del liberalismo y la 
anarquía que genera el globalismo neo­
liberal. 

Como comentario final se puede 
esbozar las siguientes ideas: 

Un socialismo sostenible frente al 
g/obalismo neo/ibera/, solo es posible si 
hay capacidad nacional de resistencia, 
si hay capacidad nacional de adoptar 
un camino diferente, si hay democracia, 
justicia, equidad, participación creativa 
del pueblo, si hay planificación flexible 
conjugada con eficiencia social, si hay 
inserción exitosa en el entorno mundial, 
si existe unidad interna en la defensa 
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del proyecto, sí existe liderazgo con 
autoridad basada en el prestigio y en los 
valores éticos, culturales y humanos, si 
no hay corrupción del equipo gober­
nante, si hay organización para esa 
resistencia tanto en las distintas esferas 
del desarrollo económico, político, ide­
ológico, ético e incluso militar, y si hay 
también no solamente organización 
sino organizaciones que estructuren esa 
capacidad de resistencia y realmente la 
movilicen y la hagan efectiva en todos 
los niveles, donde la función de la orga­
nización es hacer productivos los cono­
cimientos. 

La opción de un desarrollo socialis­
ta sostenible debe partir de un factor 
decisivo, y es que en última instancia lo 
determinante es el factor económico, 
sin el cual, no se puede sustentar nin­
gún proyecto social. No se debe ignorar 
que sin "economfa sólida todas las aspi· 
raciones polfticas y sociales se convier· 
ten en un sueño utópico.'~8 Esto se sus­
tenta en el hecho de que tanto la cons­
trucción de un socialismo anticipado 
como retardado son dañinos para el 
desenvolvimiento de la sociedad, e/ pri­
mero, atrofia el adecuado desenvolvi­
miento de las fuerzas productivas, con 
la particularidad de que su crisis es visi­
ble en el largo plazo, e/ segundo, tiende 
a frenar la efectiva socialización socia­
lista, lo cual avanza cuando no se logra 
democratizar el proceso de gestión 
sociaf.29 

28 Carlos Raíael Rodríguez. Intervención en Inauguración del Congreso latinoamericano de Sociología, 
mayo de 1991. 

29 Ver un excelente análisis del tema en particular en: Dolores Vilá Blanco. Las reformas y su lugar en la 
transición al socialismo, en: Teoría Socio-política. Selección de temas tomo 1 (Colectivo de Autores). 
Editorial FelíxVarela. la Habana 2000 p. 180-18 
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RESEÑAS 

TRAZOS DEL TIEMPO: LA CARICATURA POLÍTICA 
EN EL ECUADOR A MEDIADOS DEL SIGLO XX 

lbarra, Hernán, Museo de la Ciudad, Quito, 2006 
María Elena Bedoya H. 

E 
1 libro Trazos del tiempo: la cari­
catura política en el Ecuador a 
mediados del siglo XX, nos pro­

pone una lectura del humor gráfico a 
partir de su relación con el devenir polí­
tico del país. El autor está interesado en 
indagar en· la comprensión que hacen 
los medios acerca de lo que consideran 
como "lo político", referido en este 
caso, a lo que representa la caricatura 
de los distintos actos de gobierno, el 
acontecer parlamentario, los procesos 
electorales, los actores y personajes 
políticos, etc. De esta manera, la llama­
da "caricatura política" se analiza desde 
dos dimensiones: corno una representa­
ción gráfica de los "problema~ que son 
procesados en la escena política" y 
como una forma de opinión impresa 
complementaria a la expresión escrita 
de los medios. 

En la primera parte de la investiga­
ción, el autor nos lleva por un recorrido 
en los distintos diarios aparecidos entre 
la década del cuarenta y sesenta como, 
l.a Nación. El Día. El Comeróo, La Tierra. 
La Escoba. y Diario del Ecuador, hacien­
do un cierto seguimiento del tipo de tra­
tamiento ideológico dentro del corte 

editorial de cada publicación. En este 
primer momento del análisis, se pro­
mueve una lectura coyuntural sobre el 
acontecer político y social, relacionada 
a la mirada de los humoristas frente a la 
"polarización liberal /conservadora" 
que se encontraba vigente a mediados 
de siglo y los niveles de ingerencia del 
pensamiento de izquierda en este con­
texto. Señala además, los procesos de 
definición de las relaciones centro-peri­
feria en el seno del Estado con el reco­
nocimiento de la figura del Alcalde y la 
refundación de los Consejos Provin­
ciales, que permitió el fortalecimiento 
de algunos poderes locales, así como 
también, de segmentos del CFP y el 
Velasquismo; por último, nos ofrece un 
vistazo -desde la caricatura- sobre el 
contexto de posguerra y la confronta­
ción entre dos modelos políticos distin­
tos representados en aquel entonces por 
Estados Unidos y la Unión Soviética. 

En un segundo momento de su tra­
bajo. lbarra delinea un particular análisis 
respecto a las revistas de corte político 
que mantienen un respectivo sesgo ideo­
lógico que intenta privilegiar objetivos 
políticos particulares. Entre k1s revist<ls 
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más importantes se señalan, Momento 
(ligada a las ideas del CFP), Verdad (vin­
culada al Velasquismo), La Calle (anti­
conservadora), y Mañana (de tendencia 
de izquierda), que, según el autor, 
"introdujeron una manera beligerante de 
enfocar los eventos políticos y demarca­
ron el espacio político". En estos casos, 
la caricatura fue una herramienta que 
ayudó a caracterizar el enfoque de cada 
magazín y utilizar a la imagen como un 
elemento que podía acentuar los "rasgos 
negativos" de los adversarios en segmen­
tos reiterativos que "apoyaban al desa­
rrollo de los argumentos discursivos" de 
la publicación. 

Por último, el autor recurre al análi­
sis de ciertos tópicos trabajados tanto en 
las revistas como en los periódicos, 
sobre las imágenes de la nación, el uso 
de símbolos católicos, un retrato sobre 
las complejas relaciones entre lo regio­
nal y lo local, la sociedad indígena y el 
mundo rural, así como la esfera del tra­
bajo y los conflictos en su interior; este 
acercamiento nos ha permitido una lec­
tura sobre las distintas representaciones 
de la cultura popular, esencialmente 
"laica", que se despliegan en el ejerci­
cio del humor visual. 

En suma, a nuestro parecer, el estu­
dio de !barra nos convoca a una lectura 
del caricaturista desde su particular 
posicionamiento periodístico; en este 
sentido, la interpretación de la imagen 
se vincula al momento en que la noticia 
es producida y se liga al ámbito de lo 
considerado como "político", abriendo 
una línea de discusión en el medio 
escrito. Empero, quizá para ampliar 
nuestra comprensión sobre este tipo de 
expresiones visuales, sería pertinente en 
futuras investigaciones sobre el tema, 
balancear el análisis entre el corte edi­
torial de cada publicación y la práctica 
de la caricatura, siguiendo el hilo del 
enfoque de editorial frente a la interven­
ción del caricaturista como autor y sus 
usos de la imagen, en otras palabras, 
entender desde qué lugar se despliega 
su oficio y qué le está permitido decir o 
no. La imagen se puede entender no 
solo como ca-relatora del texto escrito, 
sino como un punto de partida desde el 
cual podemos entender las posibilida­
des móviles del humor visual en un 
determinado entramado social, y quizá, 
las distintas apropiaciones que de él se 
hacen en escenarios ampliados. 



LA TRAMA DE PENÉLOPE. PROCESOS POLÍTICOS 
E INSTITUCIONES EN EL ECUADOR 

Sim6n Pachano. 2007 Quito: FLACSO Ecuador, 
lntemationaiiDEA, Agora Democrática, NIMD, 225 páginas, 
ISBN 978-9978-67-121-4 

Flavia Freidenberg 

L 
a Trama de Penélope es un libro 
ambicioso que estudia al siste­
ma político ecuatoriano desde 

la perspectiva neoinstitucionalista, lo 
que supone explorar el modo en que los 
arreglos institucionales y los cálculos 
estratégicos de los actores configuran la 
acción política y definen los procesos 
de formación de políticas. El autor 
desenreda el entramado que ha confi­
gurado el sistema político nacional, 
identifica el modo en que diversos fac­
tores han incidido sobre las institucio­
nes y sobre ese mismo entramado, así 
como también, analiza la manera en 
que éstas han explicado las políticas y 
los comportamientos del gobierno y los 
individuos. 

Desde esa visión, Simón Pachano 
contribuye a la comprensión del proce­
so político ecuatoriano por diversas 
razones. Primero, por su capacidad para 
describir el funcionamiento del sistema 
político como un "tejido que se ha ido 

haciendo y deshaciendo constantemen­
te hasta terminar maltrecho, en hila­
chas, irreconocible y sin utilidad prácti­
ca" (p. 9). El uso de la metáfora del teji­
do de Penélope ayuda a comprender el 
modo en que han interactuado los acto­
res sociales y políticos con las institu­
ciones en el Ecuador, acomodándolas a 
las condiciones del momento y a los 
intereses particulares de los que compe­
tían en la lucha política. Pachano des­
cribe y explica la relación entre institu­
ciones y actores sociales, la dinámica 
de esa conexión, los cambios que se 
han dado en el tiempo y sus consecuen­
cias sobre la democracia. 

Segundo, porque el texto asume 
una posición respecto a cuáles son los 
problemas de gobernabilidad del 
Ecuador. Su hipótesis de trabajo general 
sostiene que el oportunismo en los cál­
culos de los actores, el constante aco­
modo de las reglas de juego a sus inte­
reses y la interacción que se produce 
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entre esos comportamientos y las insti­
tuciones afectan la gobernabilidad 
democrática. Tercero, porque muestra 
cómo la política informal tiene un efec­
to clarísimo en el modo en que las ins­
tituciones funcionan, a partir de su 
señalamiento de la relevancia de las 
relaciones clientelares, las formas cor­
porativas de representación y la capaci­
dad de veto de un gran número de acto­
res en los procesos de toma de decisio­
nes. Cuarto, porque contribuye no sólo 
a detectar los problemas sino que ade­
más indica una serie de posibles refor­
mas en el diseño institucional y en el 
sistema político. En un momento en el 
que se están preparando las propuestas 
para la Asamblea Constituyente, traba­
jos como éste permiten identificar qué 
cosas han funcionado mal, cuáles han 
sido sus efectos sobre el sistema poi ítico 
y cómo podrían ser modificadas. 

El conjunto de investigaciones que 
se presentan en este libro describe el 
modo en que han fracasado los intentos 
de implantación de un modelo de esta­
do y las políticas de apertura y liberali­
zación de la economía, debido a la alta 
capacidad de veto que múltiples actores 
tienen sobre el proceso de toma de 
decisiones, primando sus beneficios 
particulares, y la escasa capacidad para 
generar consensos en torno al modelo 
económico a implementar dan muestra 
de esa dificultad. Asimismo, el marco 
institucional ha fomentado la fragmen­
tación y ha desincentivado la coopera­
ción entre los actores sociales y políti­
cos para acordar un modelo económi­
co, dando como resultado un híbrido, 
caracterizado por la coexistencia del 
centralismo estatal y una economía 

abierta (p. 14). Las perspectivas de cál­
culo que hacían los diversos actores de 
oposición respecto al beneficio inme­
diato que le podría significar la caída 
del gobierno supusieron un aliciente 
mayor que la naturaleza de las propias 
políticas económicas y sociales. En este 
sentido, el autor defiende la idea de que 
las características institucionales han 
promovido un "juego político de corto 
plazo" para obtener resultados inmedia­
tos y delimitados a cada grupo social 
(Capítulo 1). · 

El peso de los factores instituciona­
les sobre la gobernabilidad, entendida 
ésta como la "capacidad de las instan­
cias políticas para procesar las deman­
das sociales, ofrecer respuestas adecua­
das y conducir procesos que tiendan a 
afianzar y profundizar la democracia" 
(p. 45), en un contexto en el que ha sido 
imposible la consolidación de un marco 
institucional que obligara a los actores a 
respetar las reglas de juego y obrar en 
función de incentivos estables, también 
ha dificultado la capacidad de gobierno 
de las instituciones. El cambio constan­
te de las reglas (del principio de repre­
sentación, de la fórmula electoral, del 
calendario y la estructura de voto, entre 
otros) ha incentivado comportamientos 
"erráticos", ha imposibilitado la rutini­
zación de los comportamientos sociales 
y políticos y ha facilitado la consecu­
ción de efectos contradictorios en temas 
como la capacidad de representación 
de los distritos electorales, la posibili­
dad de hacer alianzas, el umbral de 
registro, la organización territorial de 
los partidos, la votación personalizada 
de los diputados elegidos en listas abier­
tas y la participación de los indepen­
dientes (Capítulo 11). 



Quienes hicieron el diseño institu­
cional de 1977 pensaron que la solu­
ción al populismo y al personalismo, 
dos de las causas de la inestabilidad y la 
ingobernabilidad crónica del Ecuador, 
estaba en los partidos políticos y, en ese 
sentido, centraron el modelo institucio­
nal en ellOs. El modo en que se configu­
ró ese modelo y la manera en que se fue 
complejizando, enredando y desenre­
dando, han formado parte de los pro­
blemas de gobernabílídad del país. La 
cuestión no está en hacer reformas sino, 
precisamente, en la consecución incan­
sable de reformas. Por tanto, la primera 
de ellas -sostiene Pachano- sería no 
hacer reformas o por lo menos garanti­
zar su carácter integral, identificando 
claramente los objetivos y los límites de 
las mismas y dejarlas descansar para 
que puedan dar cuenta de sus efectos y 
respuesta a los problemas que se quisie­
ron resolver. La descentralización del 
poder, el fortalecimiento de los partidos 
y su nacionalización, la introducción de 
elementos de control y balance entre los 
poderes del Estado, la eliminación de 
las listas abiertas, el cambio en la forma 
de distritalización y la configuración de 
gobiernos de mayoría son algunas de las 
reformas necesarias -urgentes- que pro­
pone el autor (Capítulo 111). 

El modo en que los partidos tienen 
distribuidos sus apoyos en el territorio 
ecuatoriano es uno de los temas más 
interesantes y que más impacta sobre la 
gobernabilidad del sistema. El autor pre­
senta un índice para medir el peso desi­
gual de los partidos y muestra cómo en 
un escenario de alta fragmentación se 
ha dado la consolidación de cuatro par­
tidos de carácter subnacional en un 
período de casi dos décadas, cumplien-
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do éstos con las funciones que les 
corresponden en tanto estructuras de 
intermediación territorial y en cuanto 
representan a grupos sociales específi­
cos asentados territorialmente. Aún 
cuando algunos denuncian una crisis de 
representación del sistema de partidos, 
lo que en verdad se da es un problema 
de articulación de intereses diversos, ya 
sean tanto sectoriales como territoriales, 
y de gestión de los partidos políticos, lo 
que mina su legitimidad ante la opinión 
pública (Capítulo IV). 

Finalmente, los problemas de la 
democracia ecuatoriana se analizan en 
perspectiva comparada, indicando los 
diversos factores que han contribuido a 
que la región andina sea donde mayores 
peligros enfrenta la democracia. El autor 
identifica una serie de problemas comu­
nes a los cinco países andinos (pobreza 
e inequidad, bajos niveles de calidad de 
la representación política y un constan­
te sentimiento antipolítico, el neopopu­
lismo, la inseguridad ciudadana, la vio­
lencia y los actores armados, el narco­
tráfico, la corrupción, la falta de acuer­
do entre las élites, entre otros); para 
luego describir las características cen­
trales de este régimen político en la 
región y de cómo en la última década se 
ha debilitado y ha experimentado trans­
formaciones claves respecto a sus con­
diciones de supervivencia. Pachano ter­
mina siendo pesimista en su evaluación 
y señala que se ha ido perdiendo la idea 
de que la democracia puede también 
suponer un mínimo de "orden que ase­
gure la vida armónica en la sociedad" 
(p. 212), lo cual supone un retroceso en 
la vida democrática y en la concepción 
de la misma en el contexto regional. 
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Este texto debe ser de lectura obli­
gatoria de los estudiantes de Doctorado 
y Maestría en Ciencia Política, porque 
ya que además de su claridad, muestra 
cómo deben plantearse las investigacio­
nes en ciencias sociales. Su rigurosidad 
metodológica da pistas sobre cómo 
abordar un estudio de caso sin perder la 
perspectiva comparada, cómo definir 
conceptos y operacionalizarlos y cómo 
explorar causas en fenómenos comple­
jos pero, además, señala claramente 

cuáles son los aspectos del sistema que 
no funcionan y propone qué cambios 
hacer para que ayuden a resolverlos. En 
este sentido, el libro enseña cómo la 
Ciencia Política puede tener una dimen­
sión aplicada, algo que no siempre está 
claro entre los politólogos. Trabajos 
como el de Simón Pachano muestran la 
manera en que la Ciencia Política puede 
y debe contribuir al mejoramiento de la 
sociedad en la que está inmersa. 



MÁS ALLÁ DE LA IDEOLOGÍA SOBRE 
EL ''COMPORTAMIENTO" DE LOS MEXICANOS 

Ricardo F. Macip Ríos, Semos un país de peones: Café, crisis y el 
estado neoliberal en el centro de Veracruz:, Puebla, Benemérita 
Universidad Autónoma de Puebla, 2005,. 230 pp. 

Juan Fernando Regalado 

L 
a interferencia lingüística de 
semos (por "somos") un país de 
peones es una metáfora que el 

autor usa para empezar a explicar el 
conjunto de factores e implicaciones 
específicas que han tenido lugar en la 
sociedad mexicana luego de la estrate­
gia liberal y neoliberal, y que superan 
los prejuicios acerca del "comporta­
miento" histórico de los mexicanos. 

Este es el primer punto que otorga 
relevancia al estudio de Macip Ríos: 
haber logrado salir de los tópicos comu­
nes, de los estereotipos y de las genera­
lidades naturalizadas a fuerza de repeti­
ción, sobre la "democracia", la "eficien­
cia", los comportamientos, la "transpa­
rencia" e "instítucionalidad", cuya falta, 
carencia, o distorsión, supuestamente 
explicaría procesos sociales y fenóme­
nos políticos de hoy día. Para ello, el 
autor recurre a investigar detenidamen­
te en una región de México los medios 
de aplicación de un repertorio de políti­
cas económicas y sociales en las últimas 
cuatro décadas (reformas de "ajuste", la 
austeridad fiscal y competitividad). 

De ordinario se supone a priori que 
los fenómenos actuales de "crisis" se 
deben a factores arraigados en las pro­
fundidades antiguas de' un comporta: 
miento natural de los mexicanos. En 
realidad, buena parte de los componen­
tes de las dinámicas sociales y políticas 
que se perciben hoy día, son la conse­
cuencia de procesos nacionales e inter­
nacionales bastante específicos e inscri-. 
tos en el período histórico reciente. 

Por otra parte, el trabajo de Macip 
Ríos toma como nivel de análisis un 
ámbito regional-local caracterizado por 
la producción de café y, como punto de 
entrada, efectúa un sistemático segui­
miento del desarrollo del mercado labo­
ral junto a las formas de participación 
política. Ese específico ámbito de análi­
sis resulta ser una potente estrategia de 
estudio, pues posibilita reconstruir el 
enlace entre los mecanismos sociales y 
culturales que apuntalaron y facilitaron 
la política económica del "ajuste" y 
liberalización de mercados. 

Ese es un ámbito que permite com­
prender cómo un modelo socio-econó-
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mico es vivido en los niveles locales de 
la sociedad en sus facetas de la vida dia­
ria. El éxito de ese modelo es haber pro­
ducido segmentos locales que asumie­
ron en este período las nociones y prác­
ticas del repertorio neoliberal, por ejem­
plo, naturalizando los tópicos de efi­
ciencia o competitividad, y -más recien­
temente- la idea de una cultura de la 
corrupción o ilegalidad. 

Pero, sobre todo, contextos más 
específicos como aquel, permiten 
dimensionar las opciones y las posibili­
dades ciertas que tiene el conjunto 
poblacional de contar con un futuro de 
vida. Miles de asalariados afrontan dia­
riamente las vicisitudes de la estrategia 
liberal y neoliberal al menos desde hace 
tres generaciones. A pesar de la "diver­
.sidad" de México, este estudio ofrece 
elementos explicativos de índole estruc­
tural que atraviesan al conjunto nacio­
nal y que no se deben a dimensiones 
espontáneas ni emotivas de la colectivi­
dad. 

Allí se explican de modo más certe­
ro los espacios o ámbitos de orden orga­
nizativo e "institucional", antes que en 
fenómenos del mismo mundo de lo 
político. Según esta investigación, las 
dinámicas en la escena de la política 
resultan mucho más visibles y audibles 
que aquellas que resultan más decisivas 
para la vida de las localidades. Aspectos 
de naturaleza social y de estructura 
política han sido desplazados al ámbito 
de la diversidad cultural de los pueblos, 
cuando en realidad lo que está en juego 
es que a nombre de la competitividad y 
los "negocios" resulta inevitable la difi­
cultad de incorporar a la masa laboral 
en el pleno empleo, no solo en las loca-

lidades y regiones. También se revelan 
las formas de olvido y ocultamiento 
sobre las profundas diferenciaciones 
nutridas de la etnicidad. Parafraseando a 
Macip Ríos: el carácter no-indio se forja 
en su participación histórica en los pro­
yectos e instituciones nacionales, mien­
tras que sus contrapartes indias, negras 
o cholas, se reproducen en un suspenso 
relativo, que se interrumpe estacional­
mente con el trabajo asalariado flexible. 

La misma dimensión social de lo 
que implica el desplazamiento temporal 
y la migración de miles trabajadores de 
familias campesinas hacia los centros 
de producción (internacionales o ínter­
regionales) es un hecho que la historia 
económica del último período no ha 
podido o no ha querido explicar. Esta 
faceta inmensa, oculta o mimetizada 
bajo una serie de tópicos del sentido 
común de la política, es lo que ha posi­
bilitado que en la percepción de las 
localidades se concluya que es un país 
de peones. El estudio muestra empírica­
mente cómo en el propio proceso de la 
modernización y de la insistencia en la 
estrategia económica de los últímos 
treinta años, no se ha podido impedir la 
sobreexplotación laboral ni las desi­
gualdades. 

Las condiciones laborales del últi­
mo período en progresión han obligado 
a otorgar cada vez más energía laboral 
para lograr un mínimo nivel de subsis­
tencia. A ello se suma la visualización in 
situ de los cambios que ha sufrido el 
lugar del Estado mexicano en el último 
período de su historia, destacando la 
base cultural y política del estado neoli­
beral; y no sólo en cuanto a su "adelga­
zamiento" o en su tarea de regulación 
de mercados. 



Finalmente, el autor trabaja sobre la 
idea de "crisis" cuyo origen es posible 
identificar políticamente en un contexto 
nacional o trans-nacional y cuya fuerza 
debe comprenderse en su proceso histó­
rico de conformación. Al menos desde 
los años 1980 se introdujo aquella figu­
ra retórica de "la crisis" tanto como 
argumento en el análisis social cuanto 
motivo para las formas de movilización 
política. Sin embargo, el principal efec­
to ha sido asumir la crisis como instru­
mento de explicación de varias de las 
facetas socio-económicas y políticas del 
período. A ello se ha sumado la fuerte 
injerencia de organizaciones internacio­
nales y de cooperación al tercer mundo 
que indujeron esa noción de crisis. 

Este libro, en cambio, posibilita 
revelar aspectos más complejos dentro 
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de la retórica de crisis, identificando 
fundamentalmente la estructuración de 
una posición de peonaje (o asalariados 
flexibles a través de varias generaciones) 
en las bases de la sociedad del siglo XX. 
Ese es el principal tipo de violencia que 
condiciona fuertemente al conjunto 
social, cuyas causas se generan local y 
regionalmente. El estudio identifica la 
idea de crisis asociada a las nuevas polí­
ticas de liberalización financiera. La cri­
sis en realidad se refiere a una crisis 
financiera identificable históricamente, 
pero que ha sido extendida al plano de 
la herencia cultural de los pueblos. Este 
tipo de estudios como el de Macip Ríos 
posibilitan quitar perpetuidad a la "cri­
sis" y posicionarla como fenómeno de 
cambio político y social en las condi­
ciones del capitalismo actual. 
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Este nuevo trabajo de L Martínez, presenta la complejidad de las 
estrategias de producción de estos sectores que en la mayor parte 
provienen de colonizaciones Internas, sujetas a un dinámico mercado 
de tierra. 

Partiendo de un estudio de caso en La Maná-Cotopaxi, se abordan 
cuestiones como: la agricultura f.uniliar (en crisis?), las estrategias 
productivas y de sobrevivencia en sectores de subtrópico, la 
conformación de urbesdormitorios tugurizados. 

La viabilidad de los clusters productivos, los medianos y pequeños 
productores y las empresas de agroexportación bananera son otros de 
los problemas tratados. 
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